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Señor Hernández, inspección técnica a puentes en ciudad de Osorno. 


-
Señor Kuschel, información sobre obras en comunas de la Décima Región.
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-
Señor Riveros, seguridad en cruces ferroviarios de provincia de Maipú. 
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Señor Villouta, información sobre construcción de puente de acceso a 
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Señor Mora, pavimentación en Antofagasta. 


-
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-
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-
Señora Vidal, plantas de revisión técnica de vehículos. 


-
Señor Espinoza, adopción de medidas de seguridad en favor de pasajeros de buses. 


-
Señor Espinoza, mejoramiento gestión del transporte público en provincia de Llanquihue. 


-
Señor Espinoza, adopción de medidas de seguridad en favor de pasajeros de buses. 


-
Señor Kuschel, alternativas al congelamiento de parque de taxis en las principales ciudades de Chile. 


-
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-
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Señor Villouta, regulación de cybercafés. 
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-
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-
Respuesta a Proyecto de Acuerdo 519, urgencia para proyectos de ley que regulan el consumo, comercialización y publicidad del tabaco.



Ministerio de Planificación y Cooperación:


-
Señora Cristi, aplicación de nueva ficha Cas. 


-
Respuesta a proyecto de acuerdo 499, envío de proyecto de ley que facilite las donaciones de insumos médicos y de aparatos de apoyo para discapacitados. 



Consejo de Defensa del Estado:


-
Señor Quintana, superposición de títulos de dominio. 


-
Señor Jaramillo, posibilidad de deducir acción judicial para reparar daño ambiental en Valdivia. 



Ministerio Público:


-
Señor Prieto, información sobre situación tributaria del señor Víctor Reyes Mancilla. 


-
Señor Von Mühlenbrock, eventuales irregularidades cometidas por asistente social de Río Bueno. 


-
Señor Prieto, antecedentes respecto de don Luis Vásquez, funcionario de la municipalidad de Constitución. 



Defensoría Penal Pública


-
Señor Ibáñez, designación de ex alcalde de Valparaíso como defensor público de comunas de Viña del Mar, Valparaíso y Concón. 



Servicio Electoral:


-
Señor Burgos, información acerca de cuentas de alcaldes de Providencia y de La Florida. 


-
Señor Valenzuela, información sobre nuevo sistema de inscripción electoral. 


-
Señor Ortiz, instalación de locales de votación en Lomas Coloradas, comuna de San Pedro de La Paz. 



Juzgado de Policía Local de Antofagasta:


-
Señor Araya, número de partes cursados por Carabineros en Antofagasta. 



Municipalidad de Yumbel:


-
Señor Monckeberg, adopción de medidas en el tránsito de la calle Las Perlas en la localidad de Temuco. 



Municipalidad de Puerto Montt:


-
Señor Kuschel, creación de una feria libre en la ciudad de Puerto Montt. 



Superintendencia de Quiebras:


-
Señor Villouta, eventuales quiebras de empresas que ofrecen vacaciones de tiempo compartido. 



Programa Chile Barrios:


-
Señor Navarro, avance de programa Chile Barrios en comunas de la Octava Región.



Intendencia Regional del Biobío:


-
Señor Navarro, medios de transporte entre Coronel y la Isla Santa María. 



Instituto de Fomento pesquero:


-
Respuesta a proyecto de acuerdo 530, medidas en protección de la pesquería de la merluza común.


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (103)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio
PDC
V
11

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND-UDI
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Guido
PPD
RM
18

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Ibáñez Santa María, Gonzalo
UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Con permiso constitucional no estuvo presente el diputado señor Edmundo Villouta.


-Concurrió, también, el senador señor Juan Antonio Coloma.


-Asistieron, además, los ministros del Interior (S), don Jorge Correa Sutil, y de la Secretaría General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff.-




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 19.05 horas.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE LA EX DIPUTADA GLADYS MARÍN MILLIE.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Señores diputados y señoras diputadas, en nombre de la Mesa, propongo guardar un minuto de silencio en memoria de la ex diputada señora Gladys Marín, electa en 1965 y reelecta en 1969 y 1973, quien falleció luego de una penosa enfermedad.


-Los diputados y diputadas, los funcionarios y asistentes a tribunas, de pie, guardan un minuto de silencio.

III. ACTAS


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El acta de la sesión 41ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 42ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Para hablar sobre la Cuenta, tiene la palabra el diputado José Miguel Ortiz.



El señor ORTIZ.- Señor Presidente, se ha dado cuenta del ingreso a la Cámara de un proyecto que modifica las leyes Nºs 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, y 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios. Como existe mucho interés sobre el tema, solicito que ese proyecto ingrese a comisiones unidas de Gobierno Interior y de Hacienda, a fin de agilizar su tramitación.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado por el señor Ortiz?


No hay acuerdo.


Tiene la palabra el diputado señor 
Recondo.


El señor RECONDO.- Señor Presidente, en el punto Nº 4 de la Cuenta se plantea la revisión, en comisiones unidas de Agricultura, Silvicultura y Pesca, y de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, de las modificaciones del Senado al proyecto sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal. 


No tengo claro si existe acuerdo para que la iniciativa sea tramitada en conjunto por dichas comisiones o si habría que pedir el acuerdo de la Sala. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Señor diputado, entiendo que este punto todavía no puede ser resuelto porque las modificaciones del Senado aún no han llegado a la Corporación. 


En consecuencia, lo único que se ha hecho es dar cuenta del oficio de la Comisión de Recursos Naturales. En su oportunidad, cuando lleguen las modificaciones, someteremos la materia a la decisión de la Sala.


DÍA INTERNACIONAL DE LA MUJER.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, por su intermedio, saludo a todas las mujeres en su día, en especial a las que trabajan en la Corporación.


-Aplausos.

El señor ASCENCIO (Presidente).- 
La Mesa, en nombre de los varones de la Corporación, saluda a las señoras y señoritas diputadas, así como a todas las mujeres de Chile. Feliz Día Internacional de la Mujer queridas amigas, y señoras y señoritas diputadas, señoras y señoritas funcionarias de la Corporación.


-Aplausos.

PERMISO CONSTITUCIONAL.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, se concederá el permiso constitucional solicitado por el diputado señor Edmundo Villouta para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días, a contar del 6 de marzo en curso, para dirigirse a Buenos Aires.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN MIXTA EN PROYECTO SOBRE ENTREGA DE INFORMACIÓN VINCULADA A DETENIDOS DESAPARECIDOS.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Propongo integrar la Comisión mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas durante la tramitación del proyecto que establece incentivos para la entrega de información respecto de los delitos vinculados a los detenidos desaparecidos y ejecutados políticos, por los diputados señores Felipe Salaberry, Sergio Ojeda, señora Laura Soto y señores Alfonso Vargas y Fulvio Rossi.

¿Habría acuerdo?


Acordado.

-o-


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Rodolfo Seguel.


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, quiero plantear una situación que ocurrió hoy. 


Varias comisiones tenían invitados a las sesiones de hoy en la tarde. Por ejemplo, la Comisión del Trabajo y Seguridad Social estaba citada a las 18.30 horas. Su presidenta, doña Ximena Vidal, invitó a trabajadores portuarios de la Quinta Región, de Valparaíso y de San Antonio. A raíz del fallecimiento de doña Gladys Marín, se trasladó para esta tarde la sesión que la Sala debía realizar en la mañana de hoy, por lo que su celebración coincide con la hora de algunas comisiones. Esta situación no se alcanzó a comunicar a los invitados, los cuales quedaron molestos, especialmente los de San Antonio, por cuanto incurrieron en gastos para llegar a Valparaíso, donde no han sido recibidos ni se han escuchado sus planteamientos.


Por lo tanto, solicito que cuando se tome este tipo de decisiones, Secretaría informe a cada una de las comisiones, a fin de que evalúen con antelación si podrán sesionar. Por ejemplo, la Comisión de Trabajo no pudo celebrar sesión para escuchar a los invitados, pues sus integrantes debíamos dar el quórum para la sesión de la Sala, citada a las 19.00 horas de hoy.


Además de mi reclamo, espero que en lo futuro se suspendan de inmediato todas las sesiones de las comisiones cuando se produzca una situación similar.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
La Mesa se hace cargo de esta observación.


Sin embargo, debo señalar que cuando los Comités Parlamentarios acordaron trasladar esa sesión para la tarde de hoy, inmediatamente se comunicó esa decisión a Secretaría, la que debió haber procedido de acuerdo con el Reglamento.


Otra solución habría sido haber solicitado la unanimidad para que su Comisión pudiese sesionar simultáneamente con la Sala.

V. ORDEN DEL DÍA

FORTALECIMIENTO DEL GOBIERNO REGIONAL. Modificaciones de la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. Tercer trámite constitucional. Integración de Comisión Mixta.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En el Orden del Día, corresponde tratar las modificaciones del Senado al proyecto, originado en mensaje, que modifica la ley 
Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, en lo relativo a la estructura y funciones de los Gobiernos Regionales.


Antecedentes:


-Informe de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación de Desarrollo Social, boletín Nº 3203-06, sesión 45ª, en 2 de marzo de 2005. Documentos de la Cuenta Nº 14.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Jaime Quintana, quien informó sobre el proyecto en su primer trámite constitucional.


El señor QUINTANA.- Señor Presidente, la Comisión de Gobierno Interior, en cumplimiento del acuerdo adoptado por la Sala en sesión del 18 de enero pasado, pasa a emitir un informe respecto del proyecto, en tercer trámite constitucional, originado en mensaje y cuya urgencia fue calificada de “simple” el 4 de enero pasado. Al tenor de lo acordado, el informe versa exclusivamente sobre el alcance de las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional. 


Durante el estudio de la iniciativa, la Comisión contó con la asistencia y colaboración de la subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Adriana Delpiano, y de los asesores jurídicos de dicha repartición, señores Rodrigo Cabello y Eduardo Pérez. 


Sobre el particular, la señora subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo hizo las siguientes precisiones:


El Senado modificó los artículos 24 y 36 de la ley Nº 19.175, en términos de fijar al intendente un plazo máximo de 20 días hábiles para responder por escrito sobre los actos de fiscalización que realice el consejo en su conjunto y las informaciones solicitadas por los consejeros en forma individual. Por otra parte, se faculta al peticionario para recurrir a la justicia en caso de que la autoridad no responda a la referida solicitud en tiempo oportuno.


Otra enmienda importante incorporada por el Senado dice relación con el artículo 31 de la ley. Al respecto, se prescribe que para ser elegido consejero regional se requerirá haber cursado enseñanza media o su equivalente, en tanto que el texto en vigor sólo exige saber leer y escribir. Esta norma es análoga a una que se aprobó respecto de los alcaldes.


Acerca del tema de las inhabilidades, el Senado incorporó una enmienda al artículo 35 de la ley, en el sentido de que cualquier persona que tome conocimiento de que un consejero participa en la discusión y votación de un asunto en que él o sus parientes tengan interés, podrá efectuar el reclamo correspondiente ante el Tribunal Electoral Regional, debiendo pagar una multa en el evento de que su presentación sea infundada. Cabe señalar que en el primer trámite la Cámara aprobó una reforma a este artículo solamente en cuanto a establecer una multa para el consejero que contravenga la prohibición en comento. 


El Senado también modificó las normas sobre viáticos para los consejeros regionales aprobadas por esta Corporación en el trámite anterior -artículo 39-. Por un lado, reemplazó el concepto de “viático” por el de “reembolso de gastos de alimentación y alojamiento”, el que no podrá superar el valor del viático que le corresponda al intendente en las mismas condiciones, y, por otro, reguló por primera vez el tópico de los cometidos al extranjero, consagrando un límite de gastos, que alcanza al 30 por ciento del total contemplado en el presupuesto para el pago de gastos reembolsables de los consejeros. 


Este tema no estuvo exento de discusión al interior de la Comisión. Distintos consejeros regionales, como Liselote Mayer y Mauricio Morales, expresaron el sentir de la Asociación Nacional de Consejeros Regionales de la época, dado que posteriormente se ha producido una renovación de ellos. El tema preocupa mucho y, sin duda, será parte de este debate.


Otra innovación interesante propuesta por la Cámara revisora consiste en crear la institución de las “biseremías”. Esto es, la facultad, plasmada en el artículo 62 de la ley, de que un secretario regional ministerial pueda tener a su cargo más de una seremía en la misma región -por ejemplo, que el seremi de Obras Públicas lo sea también de Bienes Nacionales-, teniendo para todos los efectos legales la calidad de funcionario del ministerio en que primeramente fue designado. Si bien esta situación ocurre actualmente en los seremis, la novedad es que, con el presente proyecto, esto se puede producir respecto de distintas carteras ministeriales.


Se perfeccionó el artículo 70 bis de la ley orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional -el cual, a su vez, fue incorporado en el primer trámite-, que consagra el anteproyecto regional de inversión. Dicha norma viene a plasmar una práctica que data de hace dos años, y se traduce en que el nivel central, cuando está elaborando el presupuesto, debe informar, a través de los seremis y de los jefes de servicios, cuáles son los recursos y las principales obras que se van a desarrollar en la región respectiva. Esa información es recogida por el intendente y por el Core, Consejo Regional, y sirve de base para confeccionar el anteproyecto regional de inversión, el cual comprende los recursos del nivel central que se van a invertir en la región y los del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, Fndr. Sin duda, estamos en presencia de un avance significativo en la descentralización del país.


De acuerdo con una adición aprobada por el Senado a este precepto, se incorpora la participación de los representantes del Core en la formulación del aludido anteproyecto. También se fijó como límite el mes de abril de cada año para que los ministerios entreguen a los seremis y demás autoridades regionales competentes la información consignada precedentemente.


Vinculado a lo anterior, se complementó la disposición aprobada en su momento por la Cámara, relativa al artículo 72 de la ley en mención, según la cual, una vez publicada la ley de Presupuestos, los ministerios, a través de los seremis, deberán informar a los gobiernos regionales la inversión que realizarán en la región. Las adiciones incorporadas por el Senado dicen relación, sustancialmente, por un lado, a que esa información también debe ser puesta en conocimiento de los parlamentarios de la región de que se trate y, por el otro, a que dentro de los antecedentes deben incluirse los programas de gastos que se efectuarán en la región, desglosados por iniciativa, unidad territorial beneficiaria, monto de recursos comprometidos, etcétera. De este modo, en el mes de enero las regiones conocerán con certeza el volumen de recursos y los proyectos que se realizarán en su territorio. Así se logra una coordinación real de los procesos de inversión a nivel nacional y regional, obligándose a la autoridad central a considerar las peculiaridades de cada región. 


Resulta relevante que los parlamentarios tengamos esta información, para los efectos de la discusión de la ley de Presupuestos y, naturalmente, para la función de fiscalización propia de esta Corporación.


En otro ámbito, el Senado introdujo enmiendas sustantivas al artículo 73 de la ley, sobre el Fndr. Actualmente, éste opera como un fondo de compensación territorial. El Senado, sin dejar de lado ese factor, incorporó la finalidad del desarrollo regional. 


Vinculado a lo anterior, reformó el 
artículo 75, que regula la distribución del 90 por ciento del Fndr, estableciendo que la mitad de ese porcentaje debe asignarse de acuerdo al nivel socioeconómico de la región, y la otra parte, atendiendo a la condición territorial particular de ésta. Sin duda, respecto de este punto también existen opiniones bastante controvertidas, por cuanto la incorporación del elemento territorial es un tema que preocupa particularmente a la regiones más pequeñas del país.


La innovación del Senado consiste en que a lo menos el 50 por ciento del referido 90 por ciento debe invertirse atendiendo a la población en condiciones de pobreza e indigencia, y el porcentaje restante, en función de las características territoriales de cada región.


Por otra parte, modificó el artículo 76, que trata de la distribución del 10 por ciento restante del Fndr, de forma que la mitad de ese porcentaje -5 por ciento-, que se asigna como estímulo a la eficiencia, no se distribuye atendiendo únicamente a la eficiencia en el gasto, que es lo que tradicionalmente se hace, sino que, también, se consideren indicadores que midan, por ejemplo, el mejoramiento de la educación y de la salud regionales. Estos indicadores y los procedimientos de cálculo deberán ser conocidos por los gobiernos regionales con dos años de anticipación. 


El nuevo enfoque -la distribución del 5 por ciento de eficiencia- no pretende castigar a las regiones con autoridades menos competentes que otras, ya que esto significaría perjudicar injustamente a la población que vive en dicho territorio. La idea es que cada región se supere a si misma cumpliendo metas propias sin necesidad de compararse con las demás, porque la realidad socioeconómica, como decíamos, suele variar sustancialmente de un lugar a otro.


Al interior de la Comisión comentamos la importancia de la modificación, por cuanto hay regiones que muchas veces se ven privadas de recibir este 5 por ciento de eficiencia, fundamentalmente por las condiciones climáticas, donde gran parte de las obras financiadas con el Fndr, no se pueden desarrollar en plenitud, precisamente por las condiciones de cada región.


En lo que concierne al tema de la elección de los consejeros (Capítulo VI, artículo 81 y siguientes de la ley), el Ejecutivo era partidario en un principio de que los alcaldes puedan participar en ella, tal como lo aprobó la Cámara en el primer trámite. Sin embargo, el Senado rechazó esa proposición, optando por que sean únicamente los concejales quienes elijan a los consejeros regionales. El Ejecutivo no insistió sobre el punto, ya que tiene depositadas sus esperanzas en que en definitiva se apruebe el nuevo sistema de elección contenido en el proyecto de reforma constitucional sobre gobierno y administración regional, que contempla la elección directa y por sufragio universal de los consejeros regionales. Sin perjuicio de ello -acotó la subsecretaria, señora Adriana del Piano-, y de acuerdo al nuevo mecanismo de elección separada de alcaldes y concejales, la participación de los primeros en la elección de los consejeros regionales conllevaría una sobrerrepresentación de estos últimos, distorsionando, en alguna medida, la voluntad popular. 


Por último, el artículo 5º transitorio introducido por el Senado fija un procedimiento compensatorio para las regiones durante los años 2006 y 2007, de manera que no se vean perjudicadas por los nuevos criterios de distribución del Fondo Nacional de Desarrollo Regional señalados en este informe.


Es todo cuanto puedo informar.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Germán Becker.


El señor BECKER.- Señor Presidente, la verdad es que estamos en el tercer trámite del proyecto que modifica la ley Nº 19.175 orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional en espera de ver el gran proyecto de reforma regional, que es una reforma a la Constitución.


Notamos que se avanza en la transparencia, se mejoran las dietas de los consejeros regionales, se agregan algunos requisitos para optar a este cargo. En general, estamos de acuerdo en aprobar este proyecto. Sin embargo, la verdad es que en Renovación Nacional tenemos serios reparos al artículo 75 que regula la distribución del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, Fndr, que el Ejecutivo repuso en el Senado. En la Cámara de Diputados habíamos rechazado este artículo 75, porque pensamos que perjudica a las regiones, especialmente a las con menos habitantes, ya que es la introducción de la variable demográfica a la forma en que se distribuye el Fndr. Por lo tanto, las regiones 



que tengan más habitantes van a tener más recursos. El Ejecutivo repuso este artículo un tanto camuflado, porque no consideró la variable demográfica, sino la población en condiciones de pobreza, que es lo mismo.


En la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social le pedimos al Ejecutivo, en no menos de cuatro oportunidades, que nos hiciera una simulación de la situación en que quedaría cada región; en definitiva, cuanto recibiría cada región. Esa simulación nunca llegó, nunca se hizo. Por lo tanto, así como en su momento rechazamos el artículo 75, en esta segunda oportunidad lo volveremos a votar en contra.


El Ejecutivo también piensa que algunas regiones sufrirán un desmedro. Ello se comprueba por la redacción dada al artículo 5º transitorio, que dispone que las modificaciones introducidas por la presente ley a los artículos que se refieren a la distribución del Fndr, regirán a partir del año 2006, y durante ese año y el siguiente, se considerarán provisiones que permitan asegurar que, en ningún gobierno regional, la suma de la cuota correspondiente del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y las provisiones distribuidas al 30 de abril de cada año se reduzcan respecto de la suma de ambos conceptos en el año 2003.


Esto significa que el artículo 5º transitorio resguarda que en 2006 y 2007 no disminuya el Fndr para ninguna región. Pero no tenemos garantías de que en 2008 ó 2009 algunas de ellas, como a la que corresponde el distrito que representa el señor Presidente, o la de Aisén, no sufrirán un deterioro considerable. De alguna manera se está transgrediendo lo que siempre se consideró: que el Fndr debe ser destinado a las regiones más pobres y alejadas.


Por lo expuesto, anuncio el voto en contra de la bancada de Renovación Nacional al artículo 75.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Señor diputado, la Mesa ha acogido su petición. Por lo tanto, el artículo 75 será votado en forma separada.


Tiene la palabra el diputado señor 
Leopoldo Sánchez.


El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, sólo quiero ratificar el criterio planteado por el diputado señor Becker. Quienes representamos zonas extremas estamos preocupados por las consecuencias que podría tener lo dispuesto en el artículo 75, pues se pondera de manera distinta superficie y población. Como representante de un distrito que pertenece a la región de Aisén reitero la necesidad de que ese artículo se vote por separado.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, también adhiero a lo manifestado por los diputados señores Becker y Sánchez, en cuando a votar en forma separada el artículo 75.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


Si le parece a la Sala, el proyecto se votará al final del Orden del Día.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde votar las enmiendas del Senado al proyecto que modifica la ley 
Nº 19.175, orgánica constitucional, en lo relativo a la estructura y funciones de los gobiernos regionales, con excepción de las recaídas en los números 17), 18), 19) y 21), nuevos, que serán votados en forma separada.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 95 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobadas.

Se deja constancia de que se alcanzó el quórum constitucional requerido.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René 
Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez 
(doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, 
Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Martínez, Melero, Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Navarro, 
Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, 
Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Tapia, Tarud, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña 
Ximena), Vilches, Von Mühlenbrock y 
Walker.

El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde votar la incorporación de un número 17), nuevo.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 58 votos; por la negativa, 30 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Cornejo, Delmastro, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Galilea (don José Antonio), 
García (don René Manuel), Girardi, 
González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Ibáñez (doña Carmen), Kuschel, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Martínez, Meza, 
Monckeberg, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma, 
Paredes, Pérez (don José), Quintana, 
Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Vargas, 
Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados.

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, 
Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Forni, García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Kast, Leay, Melero, 
Molina, Moreira, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Uriarte, Urrutia, Varela y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Jaramillo y Sánchez.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación la incorporación de un número 18), nuevo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 41 votos; por la negativa, 47 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, Encina, 
Escalona, Espinoza, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Meza, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Navarro, Ojeda, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Quintana, Riveros, Robles, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, 
Becker, Bertoloni, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, 
Errázuriz, Forni, Galilea (don Pablo), 
Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), 
Guzmán (doña Pía), Hernández, Kuschel, Leay, Longton, Martínez, Melero, 
Monckeberg, Moreira, Norambuena, Palma, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Recondo, Salaberry, 
Sánchez, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvieron los diputados señores:


Girardi y Tarud.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación la incorporación de un número 19), nuevo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 47 votos; por la negativa, 48 votos. No hubo abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, Encina, 
Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Meza, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Navarro, Ojeda, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Quintana, Riveros, Robles, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Tapia, Tarud, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, 
Vidal (doña Ximena) y Walker.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, 
Becker, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi 



(doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, 
Errázuriz, Forni, Galilea (don Pablo), 
Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), 
Hernández, Ibáñez (doña Carmen), Kast, Kuschel, Leay, Longton, Martínez, 
Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Moreira, Norambuena, Palma, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas, Vilches y Von 
Mühlenbrock.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación la incorporación de un número 21), nuevo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 48 votos; por la negativa, 45 votos. No hubo abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, Encina, 
Escalona, Espinoza, Girardi, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Meza, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Navarro, Ojeda, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonio), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Tapia, Tarud, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, 
Vidal (doña Ximena) y Walker.



-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, 
Becker, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Dittbon, Egaña, 
Errázuriz, Forni, Galilea (don Pablo), 
Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), 
Hernández, Kast, Kuschel, Leay, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Moreira, Norambuena, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Recondo, Rojas, Salaberry, Uriarte, Urrutia, Varela, Vargas, Vilches y Von 
Mühlenbrock.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Despachado el proyecto.


Propongo integrar la Comisión mixta encargada de resolver las discrepancias entre la Cámara y el Senado sobre el proyecto recién despachado con la diputada señora Caraball, doña Eliana, y los diputados señores Varela, don Mario; Quintana, don Jaime; Becker, don Germán y Navarro, don 
Alejandro.

¿Habría acuerdo?


Acordado.

PERFECCIONAMIENTO DE NORMATIVA PROCESAL APLICABLE A LAS CAUSAS POR ALIMENTOS. Primer trámite constitucional.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, los proyectos de ley, originados en mociones, que modifican la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, con el objeto de establecer la comunicación al Boletín Comercial de los incumplimientos graves de deudas provenientes de aquellas, penalizar el incumplimiento malicioso en el pago de las mismas y otorgar competencia a juez que indica para conocer sobre su aumento, disminución o cese.


Diputada informante de la Comisión de Familia es la señora María Angélica Cristi.


Antecedentes:


-Moción, boletín Nº 2600-18, sesión 6ª, en 12 de octubre de 2000. Documentos de la Cuenta Nº 5.


-Moción, boletín Nº 3093-18, sesión 6ª, en 10 de octubre de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 4.


-Moción, boletín Nº 3619-18, sesión 20ª, en 22 de julio de 2004. Documentos de la Cuenta Nº 7.


-Informe de la Comisión de Familia, refundido en los boletines Nºs 2600-18, 3093-18 y 3619-18, sesión 46ª, en 3 de marzo de 2005. Documentos de la Cuenta Nº 5.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra la diputada informante.


La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, me corresponde dar a conocer el informe de la Comisión de Familia sobre tres proyectos que tienen por finalidad modificar distintos aspectos de la ley sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias. Por tratarse de iniciativas referidas a una misma materia, la Comisión acordó estudiarlas en conjunto.


El hecho de que estos tres proyectos fueran conocidos por la Comisión de Familia coincidía con una preocupación de la propia Comisión por mejorar una ley aprobada hace un par de años, que ya había demostrado ser ineficaz para obligar al cumplimiento de los pagos de pensiones alimenticias, a pesar de haber introducido una serie de modificaciones que apuntan en el sentido correcto.


El primero, que dispone la comunicación al Boletín Comercial de los incumplimientos graves de deudas alimenticias, tuvo su origen en una moción de la diputada que habla, de la diputada señora Pía Guzmán, del diputado señor Barrueto y de los ex diputados señores Orpis y Cornejo. En ese tiempo se consideró que su normativa no era aplicable, por distintas razones, a las cuales me referiré más adelante, y por eso fue archivado. Con posterioridad se presentó otro proyecto, que también establecía dicha medida, razón por la cual se desarchivó la moción original y se incluyó en este nuevo estudio.


El segundo, que establece pena por el incumplimiento malicioso en el pago de las pensiones alimenticias, corresponde a una moción de los diputados Norambuena, Forni, Ibáñez, Moreira, Salaberry, Recondo, Ulloa y Uriarte.


El tercero, que otorga competencia a juez que indica para conocer sobre aumento, disminución o cese de pensión alimenticia de menores, fue una moción del diputado señor Maximiano Errázuriz.


Los tres proyectos fueron analizados en conjunto y se les introdujo una serie de modificaciones que van en la misma línea o complementaban las propuestas originales, a las cuales se sumaron los antecedentes de que disponía la Comisión.


Durante el análisis de estas iniciativas, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas:


La presidenta de la Asociación Nacional de Magistra​dos de Menores, señora Gabriela Ureta Roiron, juez titular del Séptimo Juzgado de Menores de Santiago; la abogada jefe del Departamento Situación Jurídica de la Mujer, del Servicio Nacional de la Mujer, señora Patricia Silva Meléndez; los abogados asesores del mismo organismo, señor Marco Rendón y señora Carolina Espinoza, y la abogada del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia, señora Paula Recabarren.


Aun cuando no aparece en el informe, debo manifestar que la Comisión había acordado, antes del estudio de los proyectos, celebrar una asamblea ampliada para conocer, de parte de los jueces y juezas de menores, las causas por las cuales algunas demandas no llegan a término o no se cumplen las sentencias.


En términos generales, las ideas matrices de los proyectos son, en síntesis, perfeccionar la normativa procesal aplicable a las causas de alimentos para facilitar el ejercicio de los derechos del alimentario y asegurar el fiel y oportuno cumplimiento de las obligaciones del alimentante, derechos que, en la práctica, son reclamados con grandes dificultades por jefas de hogar que tienen a su cargo el cuidado de sus hijos.


Se calcula que hay más de doscientos mil juicios por no pago de pensiones alimenticias y que más del 75 por ciento de las causas radicadas en los tribunales y patrocinados por las asesorías judiciales gratuitas corresponde a demandas no cumplidas.

La normativa que regula el derecho de alimentos se encuentra consignada en diferentes cuerpos legales: en el Código Civil, en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias; en la ley sobre adopción de menores, en el artículo 60 de la ley de Quiebras y en la Convención de las Naciones Unidas sobre obtención de alimentos en el extranjero.


El hecho de que estas disposiciones se encuentren diseminadas en distintos cuerpos legales hace más difícil el cumplimiento de la legislación sobre los derechos de la familia.


No me voy a referir al detalle de los proyectos, pues ello aparece consignado en el informe. Sólo deseo señalar que la Comisión de Familia comparte la idea matriz de los mismos, que los aprobó en general y reformuló su contenido, con el propósito de mejorar las fórmulas propuestas para el cumplimiento de los objetivos de cada uno de ellos.


Los acuerdos adoptados por la Comisión dieron lugar a la elaboración de un texto único, sustitutivo del articulado de las tres mociones en informe y estructurado en dos artículos permanentes.


El artículo 1º modifica los artículos 2º, 5º, 9º, 14, 16, 18 y 19 de la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias.


El artículo 2º modifica el artículo 147 del Código Orgánico de Tribunales. 


En resumen, la Comisión acordó lo siguiente: rechazó la propuesta de comunicar al Boletín Comercial las resoluciones que impongan apremio a los deudores morosos de pensiones alimenticias, por estimar que ello afectaría la estabilidad laboral y, eventualmente, las posibilidades de acceso al empleo del alimentante que se encuentre cesante, haciendo aún más difícil el pago de las pensiones adeudadas. Del mismo modo, rechazó las modificaciones complementarias a la ley sobre protección de la vida privada.


Ésa es la misma razón por la cual este proyecto se rechazó hace muchos años, porque si una persona no tiene trabajo o enfrenta dificultades para obtener alguno, al estar en el Boletín Comercial, sus posibilidades de entrar al mundo laboral se ven mucho más restringidas.


La Comisión sugirió a cambio crear un registro público de deudas alimenticias impagas, que sirva de base para aplicar a quienes figuren en él otras medidas de apremio, tales como la privación del derecho a postular a ciertos subsidios estatales, la imposibilidad de iniciar nuevas negociaciones comerciales, de comprar un bien, en fin. Se encomendó a los representantes del Sernam la formulación de una propuesta legislativa al respecto, pues dicho registro debería ser llevado por el Servicio de Registro Civil e Identificación u otro órgano de la administración del Estado, lo que implicaría asignar una nueva función a alguno de ellos, materia que es de iniciativa exclusiva del Presidente de la república y que quedó pendiente. 


Esperamos que el Ejecutivo, que hace unos días estaba preocupado de aumentar las penas en algunas materias relacionadas con la violencia intrafamiliar, acoja esta sugerencia para crear el referido registro. 


La Comisión también desechó la propuesta de tipificar como delito el ocultamiento y dilapidación de bienes hechas con el propósito deliberado de evadir el pago de las pensiones alimenticias ya decretadas, por considerar que ello sería contraproducente, pues la privación de libertad del alimentante tendría los mismos efectos adversos que su inclusión en el Boletín Comercial, impidiéndole cumplir en definitiva su obligación. 


No debemos olvidar que la ley vigente modificó el sistema de apremios para el caso de incumplimiento en el pago de una pensión alimenticia, sustituyendo el arresto por la reclusión nocturna, con el objeto de que la persona demandada pueda seguir trabajando y, de esa manera, aportar a la familia. No obstante, el inciso segundo del artículo 5º bis que se agrega sanciona el ocultamiento de cualquiera de las fuentes de ingreso del demandado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados, por considerarlo una obstrucción a la justicia.


Igualmente, la Comisión rechazó la idea de hacer civilmente responsable al tercero que haya instigado a su autor a cometer los delitos de ocultamiento o dilapidación de bienes o participado activamente en su ejecución. Sin embargo, y esto motivó una larga discusión en la Comisión, estimó procedente sancionar con la pena de prisión al tercero que colabore con el alimentante, ocultando su paradero a fin de impedir que se le notifique o se le imponga una medida de apremio, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria que la ley vigente atribuye a quienes injustamente dificulten o imposibiliten el pago de las pensiones alimenticias. Para estos efectos, se agregó un inciso segundo, nuevo, al artículo 18.


En relación con lo anterior, se observó, por una parte, que los jueces no utilizan todas las herramientas que la ley les proporciona para ubicar al alimentante y hacer posible la notificación de la demanda o la aplicación de los apremios decretados en su contra. La mayor parte de las mujeres que reclaman por la gran demora en el cumplimiento de la sentencia -que ya ha costado muchísimo obtener- plantea que muchas veces no se encuentra al demandado y que tampoco se hace esfuerzo alguno por ello. De hecho, en muchas ocasiones se sabe dónde está, pero es negado por sus parientes u otras personas, como la propia conviviente o la madre, y el demandado, a pesar de que ha sido ya notificada, para otras gestiones no aparece o no se encuentra, situación que puede seguir por muchos años.


En este sentido, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria que se atribuye a quienes dificulten o imposibiliten el pago de las pensiones alimenticias, se agregó el inciso señalado al artículo 18.


Se modifica el inciso quinto del artículo 2º de la ley Nº 14.908 para que los magistrados ordenen, en determinadas circunstancias y bajo ciertas condiciones, que la demanda se notifique en cualquier lugar, sea en la oficina, en la calle, en un vehículo, en un cine o donde se encuentre la persona. Para hacer efectivo el apremio cuando el alimentante no sea habido en el domicilio registrado ante el tribunal, se decretará orden amplia de investigar su paradero, incluso pudiendo facultar a las policías para allanar y descerrajar los lugares en los que pudiere encontrarse. Es decir, con estas medidas no podrá existir nunca más la disculpa de que el demandado no es habido.


Por otra parte, se consideró discriminatoria la responsabilidad solidaria por el pago de la obligación alimenticia que se asignaba a quien viviese en concubinato con el padre, la madre o el cónyuge alimentante.



Adicionalmente a las medidas de apremio que contempla la ley vigente, que incluye el arraigo, se incorporan mediante el artículo 16, nuevo, la retención de la devolución de impuestos que puedan corresponderle al alimentante incumplidor, la suspensión de la licencia de conducir por un período determinado, con la salvedad de quienes se desempeñen como conductores profesionales con licencia clase A, que deberán hacer un compromiso de pago para interrumpirla, y la suspensión de la patria potestad.


Ahora bien, a fin de que el alimentario obtenga oportunamente lo que necesita, se aprobó una modificación al artículo 5º para que la parte afectada, por sí, adopte las providencias destinadas a hacer efectiva la responsabilidad disciplinaria del juez en caso de que no decrete los alimentos provisorios cuando corresponda. 


Hubo una discusión importante respecto de las sanciones disciplinarias a los jueces que no fijaran las pensiones provisorias dentro de los diez días de notificada la demanda.


Asimismo, en el inciso cuarto del artículo 5º, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, se agrega lo siguiente: “La no fijación oportuna de la pensión provisoria constituirá una falta en el cumplimiento de la responsabilidad disciplinaria del juez. Para tal efecto, la parte afectada, por sí, podrá solicitar al tribunal que envíe el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, señalando en su presentación la infracción a este artículo. El juez deberá hacerlo dentro de tercero día. El interesado podrá, asimismo, informar a la Corte de esta presentación para que verifique el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.”. O sea, además de todas las sanciones impuestas y de las órdenes amplias de investigar, los allanamientos, etcétera, para encontrar al demandado, hoy se intensifica la responsabilidad disciplinaria para que los jueces, a la brevedad posible, determinen pensiones 



provisorias. Sabemos que a veces pasan años antes de que éstas se fijen, porque el demandado no aparece o porque hay muchas otras causas por resolver.


También se aceptó una modificación lógica: dar competencia al juez de letras de menores del domicilio del alimentante o del alimentario para conocer de las solicitudes de aumento de la pensión alimenticia, con el objeto de facilitar las gestiones que deban realizar los titulares del derecho de alimentos. Antes este trámite debía hacerse siempre en el mismo juzgado, aunque la persona se cambiara de ciudad o de región.


Asimismo, se acogió un planteamiento de la presidenta de la Asociación Nacional de Magistrados de Menores, en orden a acotar los gastos efectuados por el alimentante que pueden imputarse a la pensión alimenticia. Se modificó el artículo 9º para limitar esos gastos a aquellos de carácter esencial que contribuyan a satisfacer las necesidades básicas del alimentario, es decir, educación, salud, vivienda, alimentación y vestuario. El planteamiento de la magistrada se basa en el hecho de que muchas veces hay un abuso en la demanda de pensión alimenticia, motivo por el cual los juicios se alargan eternamente. Por lo tanto, se establece claramente que las pensiones de alimentos son para estas necesidades básicas y no para otras.


Finalmente, la Comisión se propuso revisar la situación de los abuelos, a quienes los alimentarios pueden demandar en caso de incumplimiento o insuficiencia del padre o madre alimentante, pues no pareció razonable que estas personas deban sufrir la falta de responsabilidad de sus hijos para con sus nietos; en definitiva se rechazó la idea de innovar en esta materia, teniendo en cuenta que los potenciales demandados no están sujetos a los apremios privativos de libertad que la ley contempla y que la imposibilidad de demandar a los abuelos reduciría innecesariamente la red de apoyo al alimentario.



Las modificaciones propuestas a la ley sobre pago de pensiones alimenticias se realizaron considerando las iniciativas presentadas por los distintos parlamentarios que ya han sido nombrados.


Se deja constancias de lo siguiente:

1.
Que el artículo primero, Nº 1, letra a), y el artículo segundo del texto sustitutivo de las mociones en informe tienen carácter de normas orgánico constitucionales.

2.
Que el texto sustitutivo que se somete a consideración de la Sala no contiene normas de quórum calificado.

3.
Que no existen disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

4.
Que las iniciativas a que se refiere este informe fueron aprobadas, en general, por unanimidad.


Es todo cuanto puedo informar a la Sala.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora María Antonieta Saa.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, en primer lugar manifiesto mi apoyo a esta iniciativa que modifica la ley sobre pensiones alimenticias y al amplio acuerdo logrado en la Comisión de Familia respecto de este importante tema.


El otorgamiento de las pensiones alimenticias es un imperativo ético para el país, pues se trata del derecho de los niños a ser mantenidos por sus padres.


La modificación propuesta surgió de la preocupación de muchos de los miembros de la Comisión de Familia por las imprecisiones y los problemas de los procedimientos para establecer el pago de una pensión alimenticia.


Hace unos años la Cámara de Diputados ya había modificado la ley sobre pensiones alimenticias. Se estableció como monto 



mínimo de ellas el 40 por ciento del ingreso mínimo, se cambió el peso de la prueba en favor de los derechos de los niños de nuestro país y se hizo un enorme esfuerzo para lograr celeridad en los juicios correspondientes. Pero, no obstante esas modificaciones, subsisten numerosos problemas que en la práctica no permiten hacer efectivo el derecho de los niños a recibir pensión de alimentos. Por eso, la Comisión de Familia ha hecho este esfuerzo destinado a agilizar ciertos procedimientos que hoy entraban el otorgamiento de las pensiones alimenticias.


Por ejemplo, en materia de notificación de la demanda. Como en numerosas causas no se ha podido practicar la notificación, se introduce una enmienda que dispone que ella se podrá realizar en el lugar en que se encuentre el demandado y que si éste no fuere habido, se deberá despachar una orden amplia de investigar para dar con su paradero, orden que incluirá las facultades de allanar y descerrajar. También se consideran sanciones para los terceros que colaboren con el ocultamiento del paradero del demandado para efectos de impedir su notificación.


¿Qué pasa actualmente? Que la notificación al demandado debe realizarse en su domicilio, pero muchas veces éste no es habido o es negada su presencia, por lo cual pasa el tiempo sin que la demanda sea notificada y no se puede continuar la tramitación del juicio. Esto ocurre en miles de causas.


Otro problema con el que nos encontramos es la fijación de los alimentos provisorios. La ley vigente faculta al juez para decretarlos; sin embargo, se dilata la dictación de la resolución respectiva a la espera de la determinación de la pensión de alimentos definitivos. Al respecto, la Comisión aprobó una modificación que establece que la no fijación de alimentos provisorios en el plazo que se establece será causal de medida disciplinaria en contra del juez. Nos parece que esto ayudará a que se fijen las pensiones provisorias de alimentos.


Por otra parte, se establece claramente, bajo amenaza de sanción penal, la obligación del demandado de acompañar al proceso los documentos que den cuenta de su situación patrimonial.


Por último, se aumentan las medidas de apremio, respecto de las cuales ha habido problemas, porque en numerosos casos se decretan medidas de esta naturaleza, como el arresto, pero se produce un conflicto familiar de tal magnitud que no hay manera de hacerlas efectivas. Por eso, hemos incorporado nuevas medidas de apremio que sean más útiles en la protección del interés superior de la niña o del niño, esto es, que pueda recibir su pensión de alimentos. Por ello, se faculta al juez para que ordene a la Tesorería General de la República la retención de las devoluciones del impuesto a la renta que correspondieren a quienes no hayan cumplido con el pago de pensiones alimenticias. Ésta es una medida que duele y hubo total acuerdo en la Comisión para aprobarla.


Asimismo, aprobamos una medida de apremio que se utiliza en otros países: la suspensión de la licencia de conducir. En efecto, se faculta al juez para suspender la licencia de conducir del alimentante hasta por seis meses, medida que se podrá prorrogar hasta por otros seis meses si persiste en el incumplimiento de su obligación. Esto nos parece vital, porque a muchos deudores de alimentos les afectará la suspensión de su licencia. En todo caso, se han establecido salvedades respecto de aquellas personas que se desempeñan como conductores profesionales. Creemos que esta medida constituirá un apremio efectivo.


También aprobamos la facultad del juez de decretar la suspensión de la patria potestad del alimentante, porque un progenitor no puede mantener poder legal sobre un hijo si no cumple con su primera obligación, que es alimentarlo. Asimismo, el alimentante que no paga la pensión de alimentos perderá su derecho para autorizar la salida del país de su hijo menor de edad, sin perjuicio de la facultad que en subsidio le corresponde al juez, es decir, la autorización que otorga en ausencia del padre.


A mi juicio, este proyecto termina con la idea de que la pensión de alimento constituye una especie de chantaje entre las parejas y se centra en la responsabilidad ética y moral que todo padre debe tener respecto de la mantención de los hijos. No queremos una sociedad donde prime esta idea sobre cualquiera otra consideración. Aquí no se trata de los problemas de la pareja. Se trata de un problema de los niños. Pero nos encontramos con casos de personas de muchos recursos y que, por odiosidad con el cónyuge, se niegan a pagar la pensión de alimento. 


He presentado una indicación al inciso primero del artículo 14, en la parte que dispone que los apremios deberán ser impuestos a petición de parte o de oficio y sin más trámite. Pensamos que es importante precisar más la expresión “sin más trámite”. Por ejemplo, si un padre debe depositar la pensión de alimentos en una libreta de ahorro y no lo ha hecho, el alimentante puede reclamar al juez y éste pedirá ver la libreta para dejar constancia del hecho. Sin embargo, muchas veces el juez pide certificar el hecho, aun cuando ha visto la libreta. Esta medida burocrática dilata el procedimiento y atenta contra el derecho fundamental de los niños y niñas de ser mantenidos por sus padres. 


Pido que la indicación presentada se someta a votación ya que es muy importante, dada la gravedad de lo que está sucediendo en los juzgados respecto de las pensiones alimenticias. 


Hay algunas cosas que hemos rechazado y que tienen su lógica; por ejemplo, la obligación de informar al Boletín Comercial, ya que ello puede poner en peligro la fuente laboral de la persona o puede usarse como una excusa para no encontrar trabajo, a pesar de que se ha fijado un monto mínimo, bastante reducido, que se puede lograr con trabajos esporádicos o pololos para la mantención de los hijos, que debe ser la primera obligación de un padre. 


Este proyecto se suma a otros. Lo que se pretende es evitar la irresponsabilidad de los padres respecto de la mantención de los hijos. 


Otra iniciativa que nos tocó analizar y que hoy se encuentra en Comisión Mixta es la relativa al reconocimiento paterno. Desgraciadamente, ha demorado su análisis en esa instancia. El Congreso Nacional está a un paso de aprobar un proyecto tremendamente importante, como es el relativo al derecho de los niños a ser reconocidos por sus padres, al cual se suma este proyecto sobre pensión alimenticia, lo que es tremendamente positivo. 


Por lo tanto, al igual que el PPD, espero que las demás bancadas den su apoyo unánime a este proyecto. 


He dicho. 


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Pía Guzmán. 


La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, hace unas semanas estuve alojada en Huillinco, en una cabaña espléndida, aunque bastante cara. Conversando con el dueño, me comentó que él tenía dos hijos en Santiago, pero por conflictos que tuvo con su esposa no les pagaba la pensión alimenticia. Cuando los detectives lo iban a buscar para notificarlo, o detenerlo en circunstancias extremas, no pasaba nada porque “se habían hecho amigos”. 


Esa es la situación de muchísimas madres. 


Hoy es el Día de la Mujer y resulta paradigmático que en esta Cámara se esté analizando un proyecto que las favorece.


Quise dar a conocer este caso porque se trata de un hombre que huyó de su casa en Santiago, no paga la pensión alimenticia y además se las arregla con los detectives, como tantos otros.


Fui una de las autoras del primer proyecto de ley relativo a los casos en que las pensiones alimenticias no se pagan, el cual fue presentado el 3 de octubre de 2000. En esa época había muchos problemas económicos. En la oportunidad la ministra Adriana 
Delpiano me planteó el mismo argumento que se ha esgrimido aquí respecto de las obligaciones de publicarlo en el Boletín Comercial, ya que si la persona no paga la pensión alimenticia porque no tiene trabajo y si además aparece en el Dicom, menos posibilidades va a tener de cumplir.


Quisiera saber que es más estigmatizante para encontrar trabajo: aparecer en el Dicom o estar 15 días en la cárcel, incluso repetidamente.


No hay mucha racionalidad en ese argumento, como tampoco la hay en el hecho mismo de que un padre o un cónyuge -en el caso de que la mujer tenga más dinero- no le pague lo necesario a sus hijos para alimentarse. ¡Eso tampoco es racional!


Nosotros estamos llamados a dar un mínimo de racionalidad a una situación irracional. Por eso, se trató de llegar a un sistema más armónico. 


Actualmente, ¿qué se puede hacer cuando no se paga la pensión alimenticia? Primero, pedir que la retenga el empleador. Pero muchas veces existe connivencia entre el empleador y el trabajador para no pagarla, en cuyo caso hay una responsabilidad solidaria de parte del empleador, la cual es difícil de probar. También existe el juicio ejecutivo y el embargo. Pero todos sabemos lo que eso significa. Por último, están las medidas de apremio, que son los 15 días de arresto. Obviamente, ninguna de éstas es suficiente cuando la persona no quiere pagar.


Cuando un padre no quiere pagar a sus hijos la pensión alimenticia hace lo imposible para no cumplir; incluso en algunas ocasiones llegan a dejar su trabajo.


¿Qué propuse en el proyecto inicial? Tomando parte del derecho comparado vi que en algunos casos existían sanciones penales. Pero eso significaba volver a los arrestos y a que se cometan delitos, en circunstancias de lo que realmente queremos es que sea pagada una deuda económica dentro de la familia. 


¿Cómo se hace hoy para que esas deudas económicas sean conocidas y haya un elemento disuasivo y eficaz para su pago? Pues bien, se pide informarlas en el Boletín Comercial. Se conversó con representantes de la Cámara de Comercio y se entendió que podía ser factible. Por ello, se presentó el proyecto. Obviamente, esto no es para todas las deudas de pensión alimenticia, sino para aquellas en que exista extrema gravedad. Para ello determinamos las que se considerarían de extrema gravedad. Es decir, primero, a las que ya se hubieran decretado medidas de apremio y éstas no hubiesen sido cumplidas; segundo, cuando se trate de obligaciones alimentarias del cónyuge 
-padre o madre, generalmente es el padre-, y, por último, cuando estas pensiones alimenticias hayan sido decretadas por un tribunal de menores.


Esto fue rechazado por la Comisión de Familia.


Vuelvo a preguntar ¿qué es peor? ¿Ir a la cárcel o aparecer en el Boletín Comercial? 


Me parece que una especie de registro que dependa del Sernam, por mucho que sea público, no cumple con las necesidades propiamente tales que garanticen eficacia a la represión por el no pago de pensiones alimenticias.


Por tanto, en el segundo trámite, repondré como indicación el proyecto original.


En cuanto al proyecto que nos presenta la Comisión de Familia, creo que tiene muchos avances que no hay que dejar de lado, porque son realmente positivos. Por ejemplo, que se pueda notificar al alimentante en cualquier lugar y no sólo en su domicilio, porque generalmente éste es desconocido. También son positivos los nuevos apremios, como la medida de que la Tesorería General de la República pueda retener la devolución de impuestos y pagar con ella las pensiones alimenticias o saldos insolutos.


Sin embargo, el problema es el número de padres alimentantes a los que se les retiene la devolución de sus impuestos. Son los menos, la excepción. Obviamente, son los que tienen más dinero. En ese sentido, ¿qué pasa con la mujer de clase media de escasos recursos que está en la misma situación? ¿Vamos a legislar sólo para las personas de mayores recursos o para todos?


La suspensión de la licencia de vehículos motorizados es una estupenda sanción. Pero también conlleva un sesgo.


Decretar la suspensión de la patria potestad respecto del alimentante, también puede tener efecto. Pero no es una cosa sustancial.


No autorizarlos para salir del país, de nuevo se refiere a personas de mayores recursos, porque las de clase media o de bajos recursos no salen al exterior y, por lo tanto, no piden esa autorización.


En cuanto a la posibilidad de que el demandado deba acompañar al tribunal su liquidación de sueldo, la copia de su declaración de impuesto a la renta, boletas de honorarios, etcétera, son medidas muy positivas. Pero sería mucho mejor autorizar a los tribunales de familia para que exijan al Servicio de Impuestos Internos presentar copia de la declaración de impuestos del alimentante que no está cumpliendo con el pago de la pensión alimenticia. Eso es mucho más efectivo, porque entre encontrar al demandado y que acompañe las liquidaciones de sueldo o la declaración de impuestos, todos sabemos cómo se puede evitar o irse por el lado y no cumplir. En cambio, es muy diferente que haya una orden judicial que exija al empleador entregar la liquidación de sueldos, y al Servicio de Impuestos Internos la declaración de impuestos.


Eso ayudaría a muchas mujeres que andan desesperadas detrás de distintos organismos públicos, como AFP, isapres o Impuestos Internos, pidiendo que por favor les den algún antecedente de cuánto gana su marido a fin de saber cuánto les corresponde de pensión alimenticia.


Espero que este proyecto se apruebe hoy, día en que se celebra el “Día Internacional de la Mujer”. Pero debemos introducirle modificaciones, por lo que solicito que vuelva a la Comisión para tratar de transparentar en forma más eficiente esta deuda de la familia y realizar algunos cambios para que el tribunal conozca lo que gana el alimentante.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, sin duda, el trabajo de la Comisión de Familia en este primer informe es muy bueno, porque intenta seriamente establecer mecanismos que tengan por objeto evitar una cuestión, por desgracia, muy común. Es decir, cuando los obligados -normalmente hombres- a pagar pensiones alimenticias, tanto a sus cónyuges como a sus hijos, no cumplen. Frente a ese hecho, muchas veces hay una inacción, una falta de instrumentos que permitan llevar a cabo las acciones destinadas a recuperar los fondos destinados a la subsistencia, muchas veces mínima, del grupo familiar que ese mismo deudor formó en su momento.


Probablemente, todos los diputados presentes habrán recibido e-mails que dan cuenta de situaciones francamente dramáticas provocadas por el incumplimiento de quienes están obligados por ley a pagar pensiones de alimentos. No hay nada peor que el incumplimiento de las sentencias que imponen esa obligación, lo que tiene, además, una connotación moral indudable y produce una sensación de abandono de las personas frente al aparato del Estado y al ordenamiento jurídico.


Dicho esto y atendido el hecho de que estamos ante un buen primer informe, en un esfuerzo por mejorar realmente una situación como la descrita, aprovecho de dar cuenta de las indicaciones que presenté durante el breve análisis del proyecto que tuvimos oportunidad de hacer hoy. Como de seguro se presentarán otras indicaciones, y se ha pedido que la iniciativa vuelva a la Comisión, las explicaré brevemente.


La primera es a la letra b) del inciso tercero, que se intercala en el artículo 2º de la ley Nº 14.908, y dice relación con la notificación de la demanda de aumento de pensiones. La norma propuesta dice que “se notifique en cualquier lugar”. Entiendo el sentido, pero creo necesario mejorar su redacción y señalar que el tribunal “ordenará que ésta -la demanda- se notifique en un lugar que permita garantizar la debida información del demandado para el adecuado ejercicio de sus derechos.” Con esto se justifica la posibilidad de que el juez fije un lugar distinto de los que se han señalado y han resultado ineficaces para el éxito de la gestión de notificación. A mi juicio, es insuficiente establecer “en cualquier lugar” para el ejercicio de esta etapa procesal.


La segunda indicación es al inciso segundo del artículo 5º bis -no lo leeré porque los colegas lo tienen a la vista- que tipifica un ilícito por el hecho de no indicar claramente sus fuentes de ingreso. Estoy de acuerdo en que es necesario discutir el tema de fondo, pero la tipificación de ilícitos no asegura necesariamente el cumplimiento de la ley. Es atendible que existan otras medidas, pero como la Comisión, en forma unánime y transversal, optó por establecerlos, me permito, modestamente, sugerir una redacción distinta, que diga más o menos lo siguiente: “El que maliciosamente se rehusare a proporcionar a la justicia alguno de los antecedentes indicados en el inciso anterior, habiendo sido requerido para ello...” Es preciso mejorar la técnica legislativa, porque cuando las normas son muy amplias, muchas veces, los jueces optan por no aplicarlas.


La tercera indicación es al artículo 16 nuevo que se incorpora a la ley Nº 14.908, que establece cosas novedosas destinadas a exigir el cumplimiento de lo que se debe. Por ejemplo, me parece interesante la suspensión de la licencia de conducir. Entiendo que se aplica en varias partes del mundo como una medida de apremio. También está otra medida que se ha puesto de moda: retener de la devolución anual de impuestos que reciben muchos chilenos los montos insolutos, que también se aplicó en el caso de los deudores morosos universitarios. Me parece bien; hay una cuestión menor, pero se trata de que la ley salga lo mejor posible. En todo caso, sería conveniente agregar que: “La Tesorería General de la República deberá comunicar al tribunal respectivo el hecho de la retención, el monto de la misma, la fecha y la individualización de la persona a quien se han enterado los fondos retenidos.”. Como no se dice, se podría dar el caso de que la Tesorería, acogiendo el oficio del tribunal, retuviera y pagara los montos adeudados, pero que no dejara constancia de ese hecho en el tribunal, lo que podría conducir a que, de mala fe, alguien se aprovechara de esa circunstancia para intentar repetir el pago. Es preciso establecer esa norma administrariva y procesal mínima que asegure la información de la Tesorería al tribunal y de éste al demandado de que le fueron retenidos los fondos y enterados al demandante o a su representante.


Por último, el inciso segundo que se agrega al artículo 18 establece otro tipo penal relacionado con quien ayude a ocultar a una persona que en un juicio de alimentos sea requerida para ser notificada de la demanda o de alguna de las medidas de apremio. Por las mismas razones que señalé respecto del tipo penal anterior, creo que se debe hacer un esfuerzo por mejorar su redacción. Al respecto, mi proposición es la siguiente: “El que a sabiendas del paradero de una persona requerida por los tribunales de justicia para los efectos de su notificación o del cumplimiento de alguna de las medidas de apremio establecidas en la presente ley, consintiera en su ocultamiento...”. Es decir, se debe dejar claramente establecido que se trata de alguien que no sólo sabe que la persona requerida está oculta, sino que ayuda a que permanezca oculta para evitar su notificación de las medidas de apremio. Creo que hay que perfeccionar ese tipo penal, porque de lo contrario estaríamos frente a otra norma demasiado en blanco, lo que puede llevar a que muchos jueces se inhiban de aplicarla.


Por estas razones, reconociendo las bondades, la inteligencia y lo propositivo del proyecto y aprovechando que se presentarán otras indicaciones, espero que los miembros de la Comisión tengan a bien considerar las modestas observaciones que he señalado.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- La Mesa ha recogido sus sugerencias, señor diputado.


Tiene la palabra la diputada señora Isabel Allende.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, no deja de ser simbólico que al conmemorarse el “Día Internacional de la Mujer” estemos debatiendo un proyecto que tiene profunda significación para la familia.


Es cierto que se han presentado diversas mociones y que ha habido preocupación por el tema, pero quiero rescatar el trabajo realizado por la Comisión de Familia, sin perjuicio de continuar revisando la iniciativa con el fin de mejorarla. La labor de la Comisión no fue fácil, y quiero destacar la disposición de su presidente, que logró que a partir de las diversas mociones existentes sobre la materia nos centráramos en los temas sustantivos que apuntan a lo mismo, es decir, a lograr de una manera más eficaz que los padres que han engendrado hijos y que por distintas circunstancias familiares ya no viven con ellos cumplan con sus obligaciones alimentantes.


Creo que en una sociedad más madura y responsable -que tal vez todos soñamos- lo óptimo sería que no tuviéramos que discutir medidas de apremio para que los padres cumplan con una responsabilidad tan vital como es la de hacerse cargo del compromiso que implica traer hijos al mundo. En realidad, este problema afecta a miles de hogares chilenos, y si bien no afecta sólo a las mujeres, en general, son éstas las que más sufren por la irresponsabilidad y la persistente conducta de los alimentantes de evadir sus obligaciones.


Lo señalado afecta a las mujeres de todos los sectores, pero en particular a las de los sectores populares, que tienen menos recursos y menos posibilidades de acceder a una asesoría jurídica. De hecho, muchas veces ni siquiera logran saber cuánto gana su ex pareja o ex cónyuge, porque cuando éste tiene un empleo fijo, en algunos casos, con la connivencia de sus empleadores, se les niega esa información tan fundamental.


Es un acierto que el proyecto establezca que el cambio de domicilio ya no es obstáculo para que la notificación se lleve a cabo sin mayor dilación y tenga los efectos deseados, pues ello permitirá a los jueces aplicar la medida con más rigor.


Asimismo, es muy importante establecer que la notificación se cumplirá a todo evento. La diputada señora Pía Guzmán contaba que algunos afectados se hacen amigos de quienes los van a notificar, logrando así evadir el cumplimiento de sus obligaciones. Hoy día apuntamos a algo muy importante: que la notificación se cumpla.


Cuando en la Comisión discutimos esta materia, se dijo que, tal vez, podría tomarse como una interferencia al Poder Judicial. Pero, más que eso es como -lo digo con respeto- un téngase presente porque, si existen instrumentos, deben aplicarse. No es conveniente la desidia que existe en muchos tribunales: cuando la persona no es habida a la primera, la notificación es archivada y permanece allí durante meses y meses. Esto es muy importante para que los jueces entiendan que cuentan con los instrumentos para hacer efectiva la notificación e iniciar el proceso.


Más allá de que siempre ocurrirán ciertos abusos, la verdad es que apuntamos al meollo del asunto, cual es que, desgraciadamente, el hecho de que exista una tremenda irresponsabilidad, inmadurez e incapacidad para asumir compromisos como éstos, nos obliga a legislar, a fin de buscar la manera más adecuada de resolver el problema.


La colega señora Pía Guzmán preguntaba si serían más efectivos los quince días de arresto que aparecer en Dicom. Creo que todos estamos abiertos a estudiar esta última posibilidad, básicamente, pensando en que se cumpla con esta obligación y que la persona cuente con los medios para poder pagar. En nuestro país, ocurre con frecuencia 
-ahora con los medios electrónicos- que el hecho de aparecer en el Boletín Comercial hace que se cierren muchas puertas y que la persona no encuentre trabajo o que lo pierda cuando lo tiene. Eso nos llevó a pensar en esta posibilidad. Quince días de arresto podría sonar peor, pero se trata de que las personas tomen en serio que en la vida -como lo hemos señalado- el ser padre o madre es un compromiso para siempre; que traer hijos al mundo implica hacerse cargo de ellos y no decir simplemente: “Bueno, tengo una nueva situación familiar. Ya no me hago cargo, me voy.”.


Hasta ahora, hemos visto cierta desidia en los tribunales. Ésa es la verdadera esencia de esta iniciativa: el intento serio de la Comisión de Familia de articular los diversos proyectos y de discutir las diversas temáticas, pero siempre apuntando a lo mismo: cómo lograr una mirada más integral del asunto, cómo evitar que las mujeres tengan que seguir soportando la humillación de tener que recorrer los pasillos de los tribunales para ser escuchadas, para saber dónde quedó el expediente, para averiguar, mediante la existencia de un contrato de trabajo, si el sueldo es real, etcétera. 


Incluso buscamos algunas medidas adicionales de apremio que han sorprendido a algunos colegas. Quiero felicitar al diputado Juan Pablo Letelier, porque entre ellas propuso una que afecta a un sector, afortunadamente, cada vez más amplio. El hecho de que una persona no tenga su licencia de conducir y, por lo tanto, derecho a conducir es algo que duele profundamente. Obviamente, no se puede aplicar tal medida si el afectado es chofer profesional, es decir, taxista o colectivero. Pero si es un simple poseedor de un vehículo, estamos convencidos de que el hecho de quitarle por seis meses su licencia de conducir por no cumplimiento del pago de la pensión alimenticia que adeuda, será algo que le va a doler y que lo obligará a tomar más en serio. De todos modos, como legisladores estamos dispuestos -ésta es la invitación que hago a los colegas-, a discutir más en profundidad la iniciativa, porque, según dije al inicio de mi intervención, son miles los casos -nadie lo rebate- en que los padres no cumplen con el pago de la pensión alimenticia para sus hijos.


Por eso, la suspensión de la licencia de conducir y la no devolución de impuestos luego de la declaración respectiva, entre otras medidas, apuntan a educar y socializar mejor a los futuros jefes y jefas de hogar, en beneficio de sus hijos. Eso tiene que ver, en la cultura de hoy, con una paternidad y maternidad responsables, de modo que cualesquiera sean los avatares de una relación de pareja, ellos constituyan una obligación para siempre y, por lo tanto, sean preocupación prioritaria para sus progenitores.


En consecuencia, invito a los colegas a aprobar en general el proyecto, no obstante que podamos mejorarlo sin cambiar su sentido más profundo, que es cumplir con el pago de la pensión alimenticia. 


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Sugiero a las señoras diputadas y señores diputados que van a intervenir en el debate que lo hagan en forma breve, por cuanto son muchas las indicaciones y ojalá podamos aprobar el proyecto en general para que vuelva a Comisión.


Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.


La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, en su oportunidad tuve el privilegio de informar este proyecto en forma objetiva, tal como se discutió en la Comisión. Ahora quiero aportar algunas opiniones personales.


Es muy simbólico que lo discutamos precisamente en el “Día Internacional de la Mujer”. Cuando uno escucha los miles de problemas que enfrentan las mujeres en nuestro país, sorprende que se trate de la vida cotidiana, de cómo sobrevivir cuando hay pobreza, de cómo educar y alimentar a los hijos. A menudo me encuentro con mujeres que tienen cinco o seis hijos a las que les pregunto con cuánto dinero viven. La respuesta de ellas es: con nada.


¿Cómo se vive con nada? ¿Cómo se compran alimentos, útiles escolares? ¿Cómo se paga la matrícula de los colegios de sus hijos? En fin, la verdad es muy dramática y es probable que este proyecto no resuelva la situación de varias de esas mujeres, porque los padres de sus hijos muchas veces no están o han iniciado otras familias y los han dejado en la indefensión total.


Como bien dijo la diputada señora Isabel Allende, no han sido responsables ni tienen conciencia de la responsabilidad que implica el matrimonio: formar una familia y velar por los hijos para siempre.


Estamos insertos en una cultura que no sólo no impone los conceptos de que la familia es para siempre, sino que tampoco refuerza la responsabilidad que debemos tener los padres cuando decidimos constituir una familia. Algunos países vienen de vuelta respecto de nosotros en esta materia y han reforzado con mucho énfasis los lazos familiares, más que promovido o validado la convivencia.


En todo caso, son problemas profundos de la sociedad que no vamos a resolver con este proyecto ni con otros. 


Es probable que muchas veces en sectores de pobreza no se cumplan las medidas de apremio que consagra la iniciativa, incluso el mínimo de pago establecido en la ley anterior, de 40 por ciento del sueldo, porque los hombres no tienen trabajo, están cesantes o en situación muy compleja. Pero hay un mundo de mujeres, pobres, de clase media e incluso acomodadas, que sufren por la irresponsabilidad del padre de sus hijos, que no paga las pensiones alimenticias, que es el derecho de los hijos de ser mantenidos por sus padres, para educarse, tener acceso a la salud, recrearse, en fin, tener una vida digna.


En la Comisión hemos escuchado mujeres de situación acomodada. Estoy autorizada para dar el nombre y apellido de una, la señora Adriana Pando, quien nos relató su drama. Es madre de cinco hijos y desde hace tres años que lucha por obtener el cumplimiento de una sentencia del Octavo Juzgado de Menores para que su ex marido, un hombre de muy buena situación económica y reconocido empresario de nuestro país, pague una pensión de alimentos, lo que no ha hecho no porque no tenga los medios, sino porque legalmente no ha sido ubicado. Existe una sentencia de la Corte de Apelaciones que ratifica su obligación de pagar, pero la jueza de la primera instancia no puede dictar la orden de arresto porque no es posible acreditar procesalmente su domicilio, a pesar de que todos saben donde vive y cual es su estacionamiento. Ésta es una de varias situaciones insólitas.


Frente a casos como el explica, cuando no es por razones económicas, soy partidaria de considerar la posibilidad de que se incluya el nombre de los deudores en el Boletín Comercial. Es la única forma de que vayan a los tribunales a resolver el problema. Así, presentamos una indicación para que, en casos excepcionales y cuando no sea por falta de medios económicos, se ponga el nombre del deudor en el Boletín Comercial de manera de obligarlo a pagar. Pero también hay deudores que están cesantes o que tienen un trabajo precario y sabemos lo que sucede con los microempresarios en su actividad económica cuando figuran en el Boletín Comercial.


Hemos presentado otra indicación para que las personas que ocultan información no tengan una sanción mayor que la de los deudores. Los deudores tienen hoy una sanción de prisión nocturna y, equivocadamente, estamos sancionando con prisión, en cualquiera de sus grados, a los que ocultan información. Creo que nos pasamos de la raya y es importante enmendar esa situación.


La Comisión ha hecho un buen trabajo. Su presidente ha sido muy ordenador y algunas de las indicaciones presentadas podrían mejorar el proyecto.


En el fondo, nos interesa que los padres velen por el derecho de sus hijos de vivir una vida digna y que los jueces dicten rápidamente las sentencias, como lo dispone el proyecto. La dictación de una sentencia de alimentos provisorios debe demorar diez días, pero este plazo no se cumple. El proyecto posibilita a la parte, por sí o por su abogado, perseguir la responsabilidad disciplinaria del juez en caso de no fijación oportuna de la pensión provisoria. Se pretende que los jueces sean lo más diligentes posible para que se termine el drama de miles de madres chilenas que tienen que vagar, llorar y mendigar juzgado por juzgado para conseguir que los padres les den el alimento a sus hijos. ¡Eso no es posible!.


Como dijo un colega, ojalá no hubiera que imponer sanciones y castigos para quienes no pagan y que, sin más, aquellos que adeudan un derecho a sus hijos para que vivan dignamente, lo pagaran en la medida de sus posibilidades. Es lo que hemos tratado de hacer y lo que queremos lograr.


No me cabe duda de que la Comisión se abocará a estudiar lo antes posible las indicaciones que se han presentado.


El diputado señor Kast planteó la necesidad de revisar la orden de arraigo para aquellas personas que llevan mercaderías a países vecinos, como los camioneros, porque al estar en mora en el pago de la pensión alimenticia no podrían trabajar. Por lo tanto, se debe buscar un mecanismo, tal vez mediante un compromiso de pago ante los tribunales, para que se les suspenda la medida y puedan continuar su trabajo, cruzando las fronteras.


Ojalá se logre un buen proyecto para que, de una vez por todas, se cumpla el objetivo: el pago de la pensión alimenticia.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Juan Pablo Letelier.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, a principios de los años 90 en el Congreso Nacional se firmó, en un acto solemne, la suscripción de Chile a la Declaración Universal sobre los Derechos del Niño, compromiso internacional en el cual se enmarca el espíritu del proyecto en comento. Queremos cierta consistencia política y cultural a fin de situar a los niños y niñas de Chile en un pedestal de reconocimiento como sujetos de derecho y una sociedad que lo proteja.


Por desgracia, a veces se escucha un doble discurso. Por ejemplo, “La Segunda” de hoy en su titular se refiere al debate valórico sobre la denominada “píldora del día después”. Pero no se discute el problema que viven los niños no deseados o el problema de padres que no saben ser buenos padres. Este proyecto establece que las mujeres y hombres que traen vida a este mundo deben asumir su responsabilidad siempre y sin ninguna excusa. Más allá de fijar plazos a jueces y de establecer un procedimiento de notificación expedito y seguro, con él se quiere poner fin a la situación que viven ciertas mujeres, como la señora Adriana Pando. 


En el caso de esta mujer existe un fallo judicial que dice que el padre de sus hijos debe más de 30 millones de pesos en pensión alimenticia. Es un gran empresario del grupo Trotter -fabrica cocinas y calefont que todos conocen-, pero se niega a pagar la pensión alimenticia y usa todos los resquicios legales para no hacerlo, principalmente a través de evitar ser notificado. 


Con el proyecto se pretende terminar con ciertos resquicios que son utilizados en forma abusiva. Se obligará a que el proceso de notificación se haga siempre de forma tal que se garantice que la persona se entienda por notificada después de un plazo determinado. No puede ser que una acción de apremio no se pueda aplicar porque la persona no se deja notificar, aunque todo el mundo sabe que vive dentro de un determinado condominio y que tiene un Mercedes-Benz, en el que lo ven salir todos los días. Es decir, logra abusar abiertamente por la precariedad de los mecanismos legales que actualmente se usan.


Todos los que viven en la Región Metropolitana saben como funciona el sistema. La notificación se envía del tribunal a una oficina central. Los funcionarios que participan en él saben perfectamente cuándo sale la orden y le avisan a la persona que debe ser notificada para que se cambie esos días de casa. Se produce una situación de hipocresía social, a lo que el proyecto pretende poner fin.


Quienes traen hijos a este mundo, deben hacerse cargo de ellos.


En ese contexto, más allá de los conflictos que pueda haber entre las parejas, queremos asegurar que los niños no paguen o tengan que sufrir las consecuencias de los conflictos entre sus padres.


Por ello, junto con los procedimientos y sanciones para los que oculten la residencia o información respecto del alimentante, sin perjuicio de tener presente las sugerencias de la jueza Gabriela Ureta acerca de cómo perfeccionar ciertas normas sobre cálculo de pensiones y descuentos que se pueden aplicar a éstas, establecemos un conjunto de nuevas acciones o medidas de apremio. 


Es cierto que toda ley puede ser burlada, pero, como Congreso, pretendemos hacer una afirmación de lo que queremos. Cuando planteamos, como en la legislación francesa, que al deudor le quiten la licencia de conducir, estamos diciendo, como sociedad, que si los padres -quienes son, la mayoría de las veces, los que deben cubrir las pensiones de alimento- tienen plata para andar en auto y ponerle bencina, primero paguen la pensión alimenticia de sus hijos. Si es necesario que deje su auto y se traslade en bus o en metro, que lo haga. Después de pagar la pensión de alimentos volverá a andar en auto.


De la misma forma se plantea la situación de quienes son empresarios, como el caso del señor Trotter, que no paga porque no quiere; no porque no pueda hacerlo. En ese sentido, se establece una reivindicación básica para miles de mujeres -como Adriana Pando, que concurrió a la Comisión-, cual es que se les retenga la devolución de impuestos y que ésta vaya directamente al pago de la pensión que se deba a sus hijos.


Soy partidario de que el proyecto vuelva a la Comisión, a fin de que cumpla con un segundo trámite reglamentario, porque queremos incluir otras propuestas, como la de asegurar que quien no pague la pensión de alimentos a sus hijos no tenga acceso a beneficios financiados con recursos públicos, como los excedentes establecidos en el decreto ley Nº 701 para forestación; la subvención para proyectos de riego; los créditos Corfo, etcétera. Por ejemplo, hay sostenedores de colegios que reciben subvención del Estado y, aunque cuentan con ingresos suficientes, no tienen la rectitud mínima para pagar la pensión de alimentos de sus hijos. 


Por tanto -insisto-, queremos establecer una batería de acciones, pero siempre sobre la base del principio de que ninguna de estas medidas de apremio sea necesaria: ni la reclusión nocturna ni la privación de la patria potestad. El ideal es que vivamos en un país y en una cultura en que hombres y mujeres se hagan cargo de sus acciones y, principalmente, cuando decidan traer vida al mundo, no tengan un doble discurso.


Entendemos que la situación es distinta, lo cual no significa que sea más fácil, cuando las personas no tienen cómo pagar las pensiones, cuando están en estado de necesidad, lo que es un drama. 


Hoy estuve leyendo la carta de una mujer de la comuna de Coltauco que no tiene plata para viajar a Rancagua. Tiene que escribir notas y cartas para pedir auxilio; no sabe cómo acceder a los tribunales en forma adecuada, porque, por desgracia, hay abogados que le sacan dinero para atender su caso. Como muchos sabemos, eso va a tender a corregirse y regularizarse hacia fines de este 



año, a través de un procedimiento distinto, cuando entren en funcionamiento los tribunales de familia. 


Es cierto que en los sectores de menores ingresos existe el serio problema de hombres irresponsables -por lo general, pero también hay mujeres- que traen niños al mundo y no se hacen cargo de su crianza y de ayudar a su alimentación. Es una situación que no tiene una solución legal. Por desgracia, no todos los problemas la tienen; éste es uno de ellos, para dolor de mucha gente.


Por último, es muy discutible -cada persona opina de acuerdo con su bagaje cultural- cuánto una persona debiera pagar por pensión de alimentos. Actualmente se determina por la renta que percibe el alimentante o por lo que declara el empleador. A menudo se dice para qué normar esta situación si el trabajador puede ponerse de acuerdo con el empleador y éste declarar un sueldo mínimo de manera de burlar la ley. Es verdad, hay malos padres, pero espero que no haya empleadores que se hagan cómplices de esos malos padres. Por eso fijamos el criterio de sancionar a quien oculte información o se haga cómplice de los malos padres.


No sabemos si la medida propuesta será la más eficaz, pero, sin duda, la señal política, social y cultural que queremos dar es que en el Congreso Nacional de Chile vamos respetar los derechos de las niñas y niños y haremos todo lo posible para que las pensiones de alimentos se fijen y sean cobrables, y no tengamos que escuchar más, en la Comisión de Familia, testimonios como el de Adriana Pando, una mujer que vivía muy bien con su familia en La Dehesa, con altos ingresos, en una casa de más de 400 metros cuadrados, que tuvo una crisis familiar y, hoy, el hombre del cual tuvo a sus varios hijos no se hace cargo de ellos. Queremos evitar que esto siga ocurriendo.


He dicho. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor 
Maximiano Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, me sumo a la alegría por debatir un tema de tanta importancia como éste, precisamente en el “Día Internacional de la Mujer”.


Estos son los asuntos que a la opinión pública le interesa que traten los parlamentarios. Por eso, la diputada María Angélica Cristi ha planteado -mañana propondré la realización de una jornada temática al respecto- que se escuche a jueces, a abogados, y a padres y madres en relación con los problemas de los menores, para analizar qué otras normas se deben corregir, además de las que modificaremos ahora.


Sin embargo, quiero ser muy claro en esta materia. Podemos modificar muchas normas, pero las leyes no van a solucionar jamás los problemas si no existe verdadera voluntad de parte de la sociedad para actuar con justicia. Siempre habrá resquicios legales. Éstos existen desde la antigua Roma, donde hubo que modificar tres veces la forma de testar para evitar que se burlara a los herederos. Aquí estamos ante un problema de paternidad responsable.


El año antepasado, el Presidente Lagos, en la comuna de La Pintana, en una lluviosa mañana de invierno, promulgó la ley que introducía una enmienda en esta materia. Allí señaló, en relación con los padres que no pagan pensiones alimenticias, que se eliminaba su privación de libertad diurna, de manera que sólo alojaran en la cárcel, para que pudieran trabajar durante el día. 


Otra modificación importante fue establecer que, dentro de los diez días de notificada la demanda de alimentos, el juez debe fijar alimentos provisorios. Hay muchos juicios, que llevan años -porque se iniciaron antes de la vigencia de dicha ley-, en que no se han decretado alimentos provisorios.



Frecuentemente les pregunto a gente de Puente Alto y La Pintana que me visitan y tienen este problema: “Cuántos años llevan en esto”. Y ha habido casos en que me han respondido: “Cuatro años, y todavía no me fijan la pensión alimenticia”. Les digo que presenten ahora una nueva demanda, porque se deberá regir por la ley vigente que establece que el juez está obligado a fijar alimentos provisorios dentro de diez días. 


Evidentemente, todas estas normas no siempre se han cumplido y han resuelto los problemas. Por cierto -lo vimos en la Comisión-, el hecho de incorporar en el Boletín Comercial al deudor, a lo mejor puede ser una sanción importante para una persona de muy buena situación económica que, por último, verá otra forma de resolver el problema, porque cuenta con otros ingresos y no le es tan grave. Pero, para una persona de escasos recursos estar en el Boletín Comercial le significa, sencillamente, no encontrar trabajo en ninguna parte. 


El hecho de que se pueda notificar la de​manda en cualquier lugar también es impor​tante y esa modificación está vigente desde hace tres años. Cuando el tribunal de menores le pide a la mujer que quiere demandar al pa​dre de sus hijos que indique el domicilio del alimentante, la demandante, comúnmente responde: “No sé donde vive; se cambia de domicilio”. Para encontrar a un delincuente, a un ladrón, a un asesino u homicida, los tribu​nales encargan a la Policía de Investigaciones que lo ubique; pero, para hallar a quien no cumple con la obligación de dar alimento a sus hijos, es la madre la que debe indicar el domi​cilio. Eso se modificó y de hoy en adelante no es necesario que la madre dé el domicilio del padre para que se le pueda notificar de la de-manda. La Policía de Investigaciones y Cara-bineros deben encontrarlo.


Habría que estudiar la propuesta del colega Jorge Burgos, pero hasta ahora es mejor la redacción que hemos planteado nosotros, 



en el sentido de que se pueda notificar al demandado en cualquier parte y no en un lugar determinado, porque si el juez dice que se le debe notificar en un lugar determinado, la movilidad de los demandados por alimentos es tan grande que siempre les será mucho más fácil burlar dicha notificación. 


Además, también dificulta la notificación el hecho de que la haga Carabineros, porque, por ejemplo, si ellos van en un radiopatrulla a la calle Rey Felipe, de la población San Rafael, en la comuna de La Pintana, a notificar en su casa a una persona que tiene que pagar alimentos, lo primero que van a hacer quienes los reciban es negar que el demandado está o que vive allí. 


La Comisión dedicó mucho tiempo al tema de los alimentos provisorios, porque, en la práctica, no se están dando, a pesar de que la ley contempla un plazo de diez días. Se considera como falta disciplinaria de los jueces que no decreten alimentos provisorios dentro de ese plazo. Y en esto quiero ser muy claro, la parte que denuncia a un juez por no fijar alimentos provisorios, dentro de diez días, además de solicitarle que envíe el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva dentro de tres días, está facultada para poner en conocimiento de la Corte sobre su presentación, porque el juez, quizás, podría dejar pasar, además, mucho tiempo más y no enviar el expediente a la Corte, de manera de evitar que ésta, que es su superior jerárquico, pueda sancionarlo. Por eso establecemos esa posibilidad.


Lamento, verdaderamente, que las visitas no estén amarradas a la pensión de alimentos, porque aquí hay que mirar ambas partes. Por una, hay padres que se niegan a dar alimentos; pero, por la otra, hay madres que se niegan a aceptar las visitas decretadas por el tribunal, que inventan que el niño está enfermo, que hay abusos deshonestos, y dejan pasar el tiempo y, finalmente, el niño se desapega de su padre y ya no le interesa 



verlo. Por ello, en esa jornada temática también tendremos que analizar la forma de resolver el tema de las visitas.


Ahora bien, en el caso de los abuelos demandados, la idea es modificar la norma y obligarlos a pagar sólo educación, alimento y salud, con el objeto que la pensión no se transforme en una suerte de lucro para el alimentario.


Lo más lamentable es que muchas veces, en los juicios de alimentos, los niños pagan los platos rotos por las desavenencias de los padres, por cuanto, para vengarse el uno del otro, utilizan a los niños. Por eso, la ley consagra un concepto muy importante: el bien superior del menor. Conozco muy bien la materia, porque me nutro de la experiencia de mi mujer, ya que ella se dedica exclusivamente a los temas de menores. 


Espero que este proyecto, aun cuando no resuelve todos los problemas, contribuya a solucionar los más apremiantes.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Están inscritos la diputada señora Alejandra Sepúlveda y los diputados señores Fidel Espinoza y Fernando Meza. ¿Habría acuerdo para que inserten sus discursos, a fin de que podamos votar el proyecto en general?


Acordado.


Cerrado el debate.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde votar, en general, los proyectos que modifican la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, con excepción de la letra a) del numeral 1) del artículo 1º y del artículo 2º, que requieren quórum de ley orgánica constitucional.


En votación.



-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 94 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobados.

-Aplausos.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Forni, 
Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez (doña 
Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Martínez, Masferrer, Melero, Meza, Molina, 
Monckeberg, Montes, Moreira, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Navarro, Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, 
Sepúlveda (doña Alejandra), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Uriarte, 
Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, 
Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación la letra a) del numeral 1) del artículo 1º y el artículo 2º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 87 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Forni, García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez (doña Carmen), Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Martínez, Masferrer, Melero, Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Navarro, Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Uriarte, 
Urrutia, Valenzuela, Varela, Vargas, 
Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El proyecto de ley vuelve a la Comisión de Familia para segundo informe.


VI. PROYECTOS DE ACUERDO

ENVÍO DE PROYECTO DE LEY PARA CORREGIR DEFICIENCIAS DE LA LEY 19.885, SOBRE DONACIONES CON BENEFICIOS TRIBUTARIOS. (Votación).


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde votar por última vez el proyecto de acuerdo Nº 529.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 73 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Delmastro, Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don 
Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Martínez, Masferrer, Melero, Meza, Molina, 
Monckeberg, Moreira, Muñoz (don Pedro), Navarro, Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Quintana, 
Recondo, Robles, Rojas, Rossi, Salaberry, Salas, Sánchez, Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Uriarte, Urrutia, Valenzuela, 
Varela, Venegas y Von Mühlenbrock.

MODIFICACIÓN DE NORMATIVA LEGAL SOBRE REALIZACIÓN DE AUTOPSIAS.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 532, de los señores Navarro, Rossi, Quintana, Espinoza, 
Valenzuela, Meza, Girardi, Ceroni, Accorsi y Tuma.


“Considerando:


Que la autopsia es un examen quirúrgico del cuerpo de una persona muerta, efectuada para responder a cualquier pregunta que haya quedado pendiente sobre su enfermedad o sobre la causa de su deceso y, ciertamente, con el fin de proporcionar información valiosa a los médicos para ayudarlos a salvar otras vidas;


Que la palabra autopsia significa ver por sí mismo y se usa como sinónimo de necropsia o examen ‘post mortem’, pues, en realidad, representa un examen médico después de la vida, cuyo objetivo es la búsqueda de las causas de la muerte, el análisis de la enfermedad básica, de sus efectos y complicaciones en sus aspectos anatómicos, y de las consecuencias de la intervención médica;


Que la autopsia permite formular un diagnóstico médico final o definitivo, explicar observaciones clínicas dudosas y evaluar un tratamiento dado. Para el cirujano, la autopsia proporciona información sobre las causas de la muerte en el posoperatorio, sobre el estado de las suturas y sobre la presencia de complicaciones quirúrgicas;


Que la autopsia es el único método confiable que permite confirmar el acierto diagnóstico médico entre el 70% y el 85% de los casos. Sin embargo, estudios sistemáticos muestran que el 30% de los pacientes fallecidos que llegan a la autopsia no fueron diagnosticados correctamente en vida;


Que la autopsia es irreemplazable, por la información que aporta para confeccionar el certificado de defunción, pues la mayoría de las veces establece la causa de muerte en el caso individual. Así, por ejemplo, se ha comprobado que las infecciones por gérmenes oportunistas corresponden a la primera causa inmediata de muerte en pacientes inmunodeprimidos, y esta frecuencia se ha quintuplicado en los últimos decenios;


Que el objetivo principal de la autopsia es determinar la causa de la muerte. Por ello, cuando se produce un fallecimiento de forma violenta o en torno al mismo aparecen indicios o sospechas de criminalidad, el juez ordena su práctica a fin de dar respuesta a muchas de las preguntas e interrogantes que plantee el caso. Para esto, los antecedentes se ponen en conocimiento del juez que instruye el caso, quien toma la decisión final sobre la realización o no realización de la autopsia;


Que, en muchos países, el pariente más cercano o la persona legalmente responsable del difunto tienen derecho a solicitar una autopsia. El médico requerirá que se firme un formulario de consentimiento para ello; pero, cuando la causa de la muerte no es clara, puede realizarla sin la autorización de la familia;


Que Galeno, en el siglo II antes de Cristo, practicó disecciones quirúrgicas a cadáveres de animales y humanos para comprobar la teoría de los cuatro humores. Gracias a aquellas pioneras necropsias, el médico griego verificó que el organismo estaba impregnado por cuatro fluidos (sangre, flema, bilis negra y bilis amarilla), cuyo equilibrio y pureza influían en la salud del organismo;


Que, pese a que siglos después, la medicina desechó esta teoría galénica, lo cierto es que las autopsias han seguido aportando datos a la ciencia acerca de las patologías. Sin embargo, los avances en las técnicas diagnósticas y el rechazo cultural a los exámenes ‘post mortem’, entre otras causas, han hecho que este procedimiento esté en franca retirada en muchos países, especialmente en los más desarrollados;


Que, de hecho, una encuesta, llevada a cabo por la Sociedad Española de Anatomía Patológica en cincuenta hospitales públicos, reveló que sólo se practicaban necropsias en el 5% de los decesos;


Que, ante este panorama, los patólogos han decidido renovarse. En efecto, así como durante el siglo XX las únicas innovaciones que había incorporado la necropsia fueron los guantes de látex y la sierra eléctrica, en la actualidad, los exámenes ‘post mortem’ comienzan a incluir las técnicas de imagen que ya ha modernizado la medicina de los vivos. El ecógrafo, el endoscopio, la resonancia magnética y la tomografía ya se usan en las necropsias modernas;


Que, entre estas nuevas técnicas, se encuentran la autopsia virtual o virtopsia, que se basa en técnicas de imagen como la tomografía axial computadorizada, la resonancia magnética y la espectroscopia por resonancia magnética; la ecopsia, que utiliza el ecógrafo para explorar el interior del fenecido, siendo esta técnica la de más aceptación entre los familiares, ya que sólo la rechaza el 32% de las personas que ya se habían negado a la autopsia clásica; la endoscopia ‘post mortem’ y la autopsia mediante laparoscopia, es decir, la introducción de un tubo flexible, con una cámara en la punta a través de mínimas incisiones en el cadáver;


Que el rechazo de los familiares a los exámenes invasivos es uno de los factores que explican el importante descenso que han experimentando las necropsias en los últimos tiempos. Un trabajo realizado en el Hospital Clínico de Barcelona señala que, mientras en 1993, el examen se practicaba en el 20% de los fallecidos en este hospital, en 2000 sólo se efectuó en el 9% de los casos, a pesar de que es uno de los centros que más autopsias ejecuta;


Que la tendencia es generalizada. Así, mientras que, a comienzos de los años ’50, en los Estados Unidos de América las autopsias clínicas se practicaban en el 50% de los decesos, en la década pasada sólo alcanzaron al 10%. En ese país, la gran baja se produjo en 1970, cuando el organismo encargado de establecer los estándares de calidad de los hospitales estadounidenses eliminó las exigencias de las necropsias, que hasta entonces había que realizar, como mínimo, entre el 20% y el 25% de los óbitos, en función de si se trataba de un centro docente o no docente;


Que, tras evaluar los datos de necropsias practicadas entre 1966 y 2002 en los Estados Unidos de América, se vio que las probabilidades de que un examen de este tipo revelase datos importantes e insospechados había disminuido a la par que el número global de autopsias, aunque sigue siendo lo suficientemente alto -entre el 8% y el 24% de los casos- como para garantizar que se sigan llevando a efecto;


Que, en Francia, por ejemplo, se produjo un fuerte descenso en 1994, cuando entró en vigor una ley que exige que siempre se solicite al familiar el consentimiento. Esto es algo difícil de conseguir. Según un pequeño trabajo realizado por Fariña en su centro, alrededor del 70% no da el consentimiento para examinar al fallecido;


Que, en el caso de Chile, el Código de Procedimiento Penal, antes, y el nuevo Código Procesal Penal, derivado de la Reforma Judicial, otorgan al juez y al fiscal la atribución de decidir sobre la necesidad de hacer una autopsia como procedimiento clave para despejar dudas respecto del deceso de una persona, especialmente cuando tras esa muerte existe la posible comisión de ilícitos, y


Que, además de las prácticas invasivas, ya sea por razones religiosas o culturales, muchos chilenos consideran que en los decesos con origen claro o evidente, como pueden serlo los originados por un cáncer, un suicidio o un accidente, no debería considerar como obligatoria la realización de una autopsia, la cual, finalmente, sólo causa más dolor a los familiares, a lo que debe agregarse el costo o la demora en la entrega del cadáver.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar al ministro de Justicia que tenga a bien estudiar una modificación de las actuales normas legales que obligan o facultan a los tribunales para determinar la pertinencia de la realización de una autopsia, a efectos de incorporar, en los casos que se tipifiquen, la solicitud de permiso de los familiares, de manera de evitar que al dolor de la muerte se agregue, especialmente cuando la causa del deceso es clara y evidente, el sufrimiento de una autopsia innecesaria, un costo adicional o la demora en la entrega del cadáver.”


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, nos encontramos ante un proyecto de acuerdo que busca modificar la normativa legal sobre la realización de autopsias en los hospitales y en reparticiones del Servicio Médico Legal.


Actualmente, la decisión de realizar una autopsia está en manos del médico de turno, quien ordena su ejecución cuando las posibles causas del deceso no son claras. Asimismo, pueden solicitar su realización los familiares del occiso. Hoy se realizan autopsias con frecuencia, aun cuando la causa del deceso esté absolutamente clara. Cuando el deceso es de origen claro y evidente, como puede ser un accidente, comprobado como tal, o cuando se produce como un fenómeno natural después de una larga enfermedad, como el cáncer, o la vejez misma, no es conveniente agregar más dolor a los familiares del difunto o de la difunta.


Por ello, solicito a la Sala aprobar el proyecto de acuerdo, con el objeto de que se excluya en el futuro la obligatoriedad de realizar autopsias cuando exista realmente una claridad meridiana sobre los motivos del fallecimiento.


En mi vida profesional, muchas veces me he encontrado con gente que se muestra desconsolada, porque no quieren que se realice la autopsia a un familiar que ha fallecido después de una larga enfermedad y sobre las causas del deceso en que no hay dudas. Pero deben permanecer en lugares fríos e inhóspitos hasta recibir el cadáver, después de realizada la autopsia, lo que agrava no sólo su dolor, sino que también lo prolonga por los trámites de la burocracia.


Por otro lado, los médicos realizamos esta labor no por tener dudas respecto de la causa del fallecimiento, sino porque la ley dispone que la autopsia se debe realizar prácticamente en el ciento por ciento de los casos de fallecidos en centros hospitalarios.


Por lo tanto, solicito a los colegas que ayuden a evitar el sufrimiento de todos los deudos que, día tras día, pululan por los hospitales, las morgues y los servicios médicos legales, en espera de cumplir con las sagradas obligaciones para sus deudos, después de la realización de autopsias que no siempre resultan necesarias.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Ofrezco la palabra a algún señor diputado que desee hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Tiene la palabra el diputado Patricio Cornejo para impugnar el proyecto de acuerdo.


El señor CORNEJO.- Señor Presidente, en Chile existe una normativa y una reglamentación para que cualquier médico cirujano, aun cuando no sea tratante de una persona fallecida, basado en la opinión de dos testigos, los cuales quedan registrados en el certificado, y en presunciones absolutamente indirectas que proporcionen familiares del occiso, pueda establecer una hipótesis diagnóstica que le permita extender el certificado de defunción correspondiente, a fin de evitar lo señalado por el diputado señor 
Meza, cual es la realización de una autopsia médico legal.


Cuando el médico cirujano tiene dudas para extender el certificado de defunción, procede, de hecho y de derecho, la realización de la autopsia, lo cual se encuentra claramente establecida en nuestra legislación.


Las presunciones o ideas de los diputados firmantes del proyecto de acuerdo no se compadecen con nuestra legislación. Lo que sucede es que muchos médicos cirujanos se niegan a extender los certificados de defunción, porque, a mi juicio, hay una gran ignorancia al respecto.


Desde ese punto de vista, los ministerios de Salud y de Justicia deben hacer una fuerte campaña para que los médicos cirujanos se atrevan a firmar los certificados de defunción, basados en la información de dos testigos, ya que no les producirá ningún problema legal o de otra naturaleza.


Por lo tanto, no estoy de acuerdo con lo establecido en el proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Ofrezco la palabra a algún señor diputado que desee impugnar el proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 30 votos; por la negativa, 8 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Araya, Caraball (doña Eliana), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, 
Espinoza, Galilea (don José Antonio), 
González (don Rodrigo), Jaramillo, Kast, Leay, Letelier (don Felipe), Masferrer, 
Meza, Molina, Ojeda, Ortiz, Pérez (don 
Víctor), Recondo, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Sánchez, Tapia, Tarud, Urrutia y Venegas.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Barros, Bauer, Cornejo, Correa, 
Delmastro, Kuschel, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Salaberry y Valenzuela.

APOYO A GESTIONES DEL GOBIERNO PARA JUZGAR A INCULPADO EN CHILE.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 533, de los señores Molina, Forni, Galilea, don Pablo; Vilches, Leay, Dittborn, García, don René Manuel; Ulloa, Alvarado y Cardemil.


“Considerando:


Que la detención del ‘frentista’ Galvarino Apablaza, en la República Argentina, resulta un gran paso para los esfuerzos que en este proceso ha realizado la justicia chilena, en el marco de la causa judicial por el asesinato del Senador Jaime Guzmán y el secuestro de Cristián Edwards;


Que, en Chile, los derechos de todas las personas se encuentran plenamente garantizados en virtud del ordenamiento constitucional y legal, por lo que las condiciones para un proceso justo se hallan debidamente establecidas en todos los casos y, naturalmente, en éste;


Que, tanto en Chile como en Argentina, los Tribunales de Justicia gozan de autonomía en sus decisiones, por lo que presiones o intervenciones de otros órganos del Estado podrían perjudicar el desarrollo de un proceso legal apegado tanto a las normas legales internas como a las directrices del ordenamiento jurídico internacional;


Que, en este contexto, un grupo de parlamentarios argentinos ha apoyado la solicitud formulada por la Liga de los Derechos del Hombre, en el sentido de otorgar a Galvarino Apablaza asilo político, argumentando que se trata de un ‘luchador de la causa popular chilena’. Sobre el particular, una diputada argentina anunció que diferentes bancadas políticas de su país han respaldado la petición de asilo político a través de una presentación efectuada ante el Comité de Elegibilidad para el Refugiado (Cepare), suscrita por parlamentarios de la Izquierda Unida y del Partido Socialista, quienes, a su vez, han avalado una exposición del abogado de la Liga Argentina de los Derechos del Hombre. Resultan especialmente graves las declaraciones de una parlamentaria argentina, quien expresó que ‘sería una muy mala señal en nuestro país que una persona como Apablaza pudiera ser remitida a Chile’, en atención a que se trata de un individuo vinculado al asesinato de un senador chileno, y


Que las autoridades chilenas han sido claras y contundentes al señalar que se recurrirá a las autoridades argentinas a fin de traer a Chile a Galvarino Apablaza, toda vez que son los tribunales chilenos los llamados a juzgar los hechos en virtud de los cuales se lo ha apresado en Argentina.


La Cámara de Diputados acuerda:

1.
Apoyar las gestiones que realiza el Gobierno para traer a Chile y juzgar aquí a Galvarino Apablaza, quien fue detenido en Argentina y respecto de quien existía una orden de captura internacional;

2.
Realizar todas aquellas diligencias y actuaciones que se enmarquen dentro del objetivo señalado, a fin de colaborar con la justicia y especialmente para no interferir en el proceso judicial correspondiente, a la luz de lo expresado por algunos parlamentarios argentinos que se han opuesto públicamente a que Galvarino Apablaza sea devuelto a Chile y juzgado en nuestro país, y

3.
Expresar a la Cámara de Diputados de la República Argentina su intención de colaborar en este proceso y su convicción respecto de la inconveniencia de entorpecer los esfuerzos que encabezan tanto los Tribunales de Justicia como las cancillerías de ambos países.”


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el diputado señor Darío Molina.


El señor MOLINA.- Señor Presidente, sin perjuicio de que la situación que vive el ex frentista Galvarino Apablaza en la República Argentina es un tema pendiente, desde el momento en que fue detenido en ese país, diversos medios de comunicación dieron a conocer que importantes organizaciones de derechos humanos realizaban un intenso lobby en ese país, a fin de impedir que el detenido, perseguido por la justicia chilena por su participación en el asesinato del senador Jaime Guzmán, fuera expulsado de Argentina y trasladado a Chile.


Conocimos de cerca ese lobby cuando visitamos Buenos Aires, donde verificamos que muchos parlamentarios argentinos reunían firmas para solicitar a su gobierno que el ex frentista no fuera expulsado del país y trasladado a Chile, porque aquí no existían las condiciones para que fuera juzgado en un Estado de derecho.



Es labor del Congreso apoyar las gestiones que realiza nuestro Gobierno, por intermedio de la Cancillería y del Poder Judicial, para lograr la extradición del detenido.


También es importante señalar al parlamento argentino que en Chile se dan todas las garantías de un debido proceso para que alguien que no es un perseguido político, sino un requerido por los tribunales de justicia sea juzgado.


Por lo tanto, creemos necesario, como señala el proyecto de acuerdo, no entorpecer la labor de la justicia. Si corresponde, a través de una solicitud de extradición, que Galvarino Apablaza sea enviado a nuestro país para ser juzgado, los políticos o el parlamento argentinos no deben interferir en este tema.


El proyecto de acuerdo es importante por la relación que debe existir entre nuestros parlamentos y por la necesidad de dejar operar a la justicia y a los órganos administrativos, en este caso, el Ministerio de Relaciones Exteriores.


Por eso, solicito aprobar el proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Araya, Barros, Bauer, Bertolino, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Delmastro, 
Dittborn, Egaña, Galilea (don Pablo), 
García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Kast, Kuschel, Leay, Masferrer, Molina, Monckeberg, Moreira, Norambuena, Pérez (don Víctor), Recondo, Rojas, 
Salaberry, Tarud, Uriarte, Urrutia, Varela, Vilches, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvo el diputado señor Ortiz.

CREACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL DESTINADA A ESTUDIAR LOS EFECTOS DE LA POLÍTICA ANTÁRTICA CHILENA.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 534, de los diputados señores Álvarez, Lorenzini, Muñoz, don Pedro y Luksic.


“Considerando:


Que la soberanía antártica chilena se remonta a los títulos de dominio otorgados en favor de la Capitanía General de Chile por la Corona Española en el período de la conquista del continente americano y que, además, se encuentra legitimada en el hecho y en el derecho por las acciones llevadas a efecto por el Estado y el Gobierno de Chile, dentro de las cuales se destaca el decreto supremo Nº 1.747, de noviembre de 1940, cuerpo legal que vino a precisar los límites del territorio antártico chileno;


Que la política antártica chilena, sustentada a través de décadas, ha estado permanentemente orientada a proteger y fortalecer los derechos antárticos del país, con claros y contundentes fundamentos de orden geográfico, histórico y jurídico. El encomiable sacrificio patriótico de chilenos que, renunciando a una vida más cómoda, se han asentado en esas remotas latitudes, constituye una manifestación categórica del ánimo nacional, como pueblo, en orden a pervivir, aun desafiando al rigor de los elementos, en ese último rincón de la patria;


Que, del mismo modo, las diferentes bases antárticas que Chile ha instalado en aquel continente no sólo han servido de respaldo manifiesto a los propósitos patrióticos y soberanos anteriormente referidos, sino que también han colocado al país en la vanguardia de los esfuerzos mundiales por proteger y conocer a fondo las riquezas y ventajas comparativas que esconde y preserva de forma natural el continente helado;


Que, a la luz de lo expresado y en consideración a las invaluables proyecciones económicas que estos territorios pueden implicar en diversos sentidos para el país, es necesario llevar a cabo todas y cada una de las medidas que apunten a mantener y mejorar la aplicación práctica de las directrices de la política antártica nacional. Todo indica que el continente blanco no sólo es la mayor reserva de agua dulce del planeta, la cual, según las estadísticas, será un elemento escaso en las décadas venideras, sino que, igualmente, ofrece una enorme oportunidad para el desarrollo de actividades económicas, como lo es el turismo. Desde esta perspectiva, cabe concluir que es un imperativo -emanado del espíritu fundacional de Chile y del esfuerzo desplegado por las generaciones precedentes- propiciar y fomentar todas aquellas iniciativas que honren y justifiquen hacia adelante el paso pionero dado por Chile en materia de soberanía en el continente antártico;


Que se ha transformado casi en un lugar común del repertorio mediático nacional señalar la importancia de la aplicación de medidas que acerquen los territorios extremos al resto del país. Pero se suele olvidar que parte integrante de estos territorios está conformada por el Chile antártico, lo que, incluso, no es adecuadamente inculcado en el proceso de formación de los niños y jóvenes tanto en la educación básica y media como en la superior. En este ámbito, las políticas públicas que se estudien y se apliquen en relación con la protección de los intereses antárticos chilenos, que le dé el reconocimiento que se merece al Chile Austral, deben, necesariamente, contemplar la realidad cultural que en este ámbito existe y ha existido por décadas, y


Que la ubicación geoestratégica de Chile, su destino tricontinental y su condición de puerta de entrada a la Antártica demandan de esta generación -así como lo hicieron las anteriores en el pasado y como lo harán las posteriores en el futuro- el mayor de los compromisos tendientes a alcanzar el desarrollo de políticas públicas y privadas que incorporen al patrimonio cultural y económico nacional esa última frontera del planeta.


La Cámara de Diputados acuerda:


Crear una Comisión Especial que, en un plazo no superior a un año, se dedique al estudio de los efectos derivados de la aplicación de la política antártica chilena, con el objetivo de considerar y formular medidas concretas que sirvan los propósitos de proteger y fortalecer los derechos antárticos de Chile y de robustecer su posición estratégica soberana en dicho continente.”


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Señores diputados, sólo quedan tres minutos para el término de la sesión, por lo que sugiero continuar mañana con la discusión del proyecto de acuerdo.


El señor MASFERRER.- Señor Presidente, dada la claridad del contenido del proyecto, estimo que podríamos votarlo de inmediato.


El señor SEGUEL.- No.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
No hay acuerdo para votarlo ahora.


Tiene la palabra el diputado señor 
Seguel.


El señor SEGUEL.- Señor Presidente, el proyecto de acuerdo ya se leyó, pero estimo que debiéramos escuchar mañana las fundamentaciones de los señores diputados que lo presentaron, para que nos informemos mejor. Considero inconveniente discutir en este momento un tema tan importante como éste.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Vamos a proceder de esa forma, señor diputado. En consecuencia, discutiremos el proyecto de acuerdo en la sesión de mañana.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 21.27 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que modifica las leyes ley Nº 18.556, sobre sistema de incripciones electorales y 
servicio electoral y N° 18.700, sobre votaciones populares y escrutinios. (boletín 
Nº 3803-06)
“Honorable Cámara de Diputados:


En virtud de mis atribuciones constitucionales, tengo el honor de someter a consideración del honorable Congreso Nacional, un proyecto de ley que modifica las Leyes N° 18.556 y 
N° 18.700, estableciendo mecanismos que permiten facilitar la inscripción electoral.

I. ANTECEDENTES.


La Constitución de 1980 nunca ha exigido como requisito para ser ciudadano la necesidad de inscribirse en un registro electoral, como sí lo hacía la Constitución de 1925. De acuerdo a su artículo 13, “son ciudadanos los chilenos que hayan cumplido dieciocho años de edad y que no hayan sido condenados a pena aflictiva”.


La ausencia de esta condición fue la voluntad originaria de la Comisión de Estudios de la Constitución de 1980, siguiendo la abrumadora mayoría de la legislación comparada y, sobre todo, la más mínima consideración con el principio republicano de asegurar “el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional”, como lo expresa el propio Artículo 1º de la misma Constitución.


Por ello, en julio de 2004, el Gobierno presentó a la Cámara de Diputados el proyecto de ley que permite cumplir cabalmente con dicho Artículo 13, que establece la inscripción automática y suprime la sanción por no concurrir a votar.


El Gobierno mantiene su firme convicción de que sólo la inscripción automática es la mejor manera de permitir el reconocimiento de la calidad de ciudadanos a más de 2,4 millones de chilenos que carecen hoy de este elemental reconocimiento. 


Así lo ha hecho ver en la tramitación del proyecto de ley ya señalado y así, a lo menos, ha quedado refrendado en el respaldo que -shasta ahora- éste ha recibido a lo largo de su tramitación.


No obstante, en el proceso de debate legislativo de este proyecto se han consolidado ciertos consensos básicos que vale la pena constatar. 


Primero, que el sistema de inscripciones manuales, que obliga al ciudadano no reconocido como tal a inscribirse en las Juntas Electorales, está diseñado para impedir o dificultar su concurrencia, al establecer horarios de funcionamiento incompatibles con la vida laboral o estudiantil y períodos de apertura y cierre de las Juntas que dejan claramente disminuida la posibilidad de inscribirse. 


Segundo, que el proceso de inscripción electoral no está acorde a la dinámica de una elección, donde existe un gran proceso de movilización ciudadana in crescendo en la medida que se acerca la fecha de la votación y que, por ende, promueve un entusiasmo en torno al debate político legítimo y contradictorio entre las candidaturas. Esa dinámica genera voluntades de inscripción cuando ya no hay tiempo para hacerlo. Este efecto frustrante de la dinámica electoral puede profundizar un peligroso sentimiento de desafección de lo público. 


Y, tercero, la necesidad de implementar facilidades que tiendan hacia una identificación y aproximación física más evidente de los lugares de funcionamiento de las Juntas Inscriptoras, en particular, en las grandes comunas del país.


Buena parte de estas ideas no sólo se vertieron en el propio debate legislativo por el Gobierno, la oposición y el Servicio Electoral, sino que también se han manifestado en mociones parlamentarias presentadas con este objetivo.

II. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El camino de facilitar la inscripción electoral, constituye, entonces, una vía alternativa al proceso de reconocimiento de la calidad de ciudadano de otorgarla de pleno derecho a través del registro automático o no inscripción, como resulta ser el proyecto original del Ejecutivo.


De ahí que el presente proyecto de ley busca dos objetivos a la vez. Primero, consolidar rápidamente los consensos referidos y alcanzados en la primera etapa del debate legislativo del mensaje referido y, segundo, mantener el proyecto original para que en su momento alcance el consenso necesario que requieren las leyes electorales como patrimonio normativo de las democracias.


Por lo anterior, el proyecto de ley tiene las siguientes ideas precisas.

1.
Ampliación de horarios de funcionamiento de las Juntas Inscriptoras.


Las Juntas Inscriptoras funcionarán todos los días hábiles, de lunes a viernes, en doble jornada, de 9 a 13 horas y de 15 a 19 horas, y los sábados, de 10 a 14 horas. No obstante, si al término del horario normal de funcionamiento se encontraren presentes personas que requirieren su inscripción, las Juntas continuarán funcionando, pero no más allá de las 14 ó 21 horas, según corresponda, salvo el día sábado en que no actuarán más allá de las 16 horas.


Con esto se reemplaza radicalmente la actual modalidad de funcionamiento, que contempla que las Juntas Inscriptoras estén abiertas los siete primeros días hábiles de cada mes, salvo durante los últimos noventa días anteriores a su cierre, previo a una elección. Asimismo, su horario actual de 9 a 12 horas se ve ampliado del modo ya explicado.


Esta nueva modificación de los plazos supone que los integrantes de las Juntas Inscriptoras que realizan esta función pública sean remunerados acorde a sus nuevas obligaciones. En coherencia con esta nueva situación, el proyecto de ley duplica el honorario correspondiente al cumplimiento de la doble jornada, sin alterar el canon correspondiente al pago por cada una de las nuevas inscripciones.

2.
Ampliación del plazo para realizar la inscripción electoral.


El proyecto propone que las Juntas suspendan su funcionamiento desde el nonagésimo día anterior a una elección ordinaria. Con ello, se cambia el criterio de que las Juntas suspendan la inscripción 120 días antes de la elección, con lo que se permitirá que la dinámica del proceso electoral se manifieste también en la posibilidad de efectuar inscripciones lo más cerca posible de la elección misma. El plazo de 90 días que se propone obedece a que uno inferior pondría riesgo la organización del evento electoral, afectando la consolidación del registro para la elección misma y el eventual proceso de reclamación que supone la incorporación de nuevos electores.

3.
Mejoramiento de la localización de las Juntas Inscriptoras.


Por otra parte, el proyecto contempla la posibilidad de otorgar facilidades que permitan la mayor accesibilidad del público a los recintos de inscripción, sobre la base de autorizar la existencia de nuevas Juntas Inscriptoras, temporales o permanentes, en lugares de afluencia pública y distintos a sus recintos habituales. Con todo, esta fórmula respeta la lógica de que es el ciudadano el que se inscribe y no el Estado el que lo inscribe por él, puesto que este último es precisamente el principio que inspira el proyecto de registro electoral automático o de no inscripción. Correlativamente, se dispone la colaboración de los municipios en otorgar facilidades para el emplazamiento de estos lugares.


En definitiva, la aprobación de esta iniciativa permitirá la efectiva ampliación del derecho a sufragio mientras se mantenga el actual sistema de inscripciones electorales establecido en la Ley N° 18.556.

4.
Plazo para la determinación del número de mesas receptoras de sufragios.


Finalmente, con el objeto de coordinar los plazos que se derivan del cierre de los registros electorales en la nueva oportunidad que establece la ley, el proyecto considera la modificación del artículo 38 de la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, de manera que la determinación del número de mesas receptoras de sufragio se realice sesenta días antes de la elección respectiva, y no noventa como ocurre en la actualidad.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase la Ley Nº 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, en lo siguiente:

1.
En el Artículo 13 agréguese el siguiente inciso final.


“Especialmente en las comunas con mayor población, el Director del Servicio Electoral podrá crear Juntas Inscriptoras cuya circunscripción electoral sea coincidente con el territorio comunal, con el objeto de permitir que éstas se emplacen, de manera transitoria o permanente, en los lugares de mayor afluencia de público.”;

2.
Reemplázase el inciso tercero del artículo 21, por el siguiente:


“Para los efectos de las actas pertinentes y del pago de los honorarios respectivos, se considerará la doble jornada del artículo 22 como dos sesiones independientes.”.

3. 
Sustitúyese los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del artículo 22 por los siguientes tres incisos que comenzarán el nuevo artículo:


“Artículo 22.- Las Juntas Inscriptoras funcionarán todos los días hábiles, de lunes a viernes, en doble jornada, de 9 a 13 horas y de 15 a 19 horas, y los sábados, de 10 a 14 horas. No obstante, si al término del horario normal de funcionamiento se encontraren presentes personas que requirieren su inscripción, las Juntas continuarán funcionando, pero no más allá de las 14 o 21 horas según corresponda, salvo el día sábado en que no actuarán más allá de las 16 horas.


No obstante, el Director del Servicio Electoral podrá disponer que todas o algunas de las Juntas funcionen en días feriados en sustitución de días hábiles. Con todo, el Director, mediante resolución fundada que se publicará en el Diario Oficial y en un periódico de la Región respectiva, podrá suspender el funcionamiento de una o más Juntas Inscriptoras cuando la baja cantidad de población o las condiciones climáticas lo hagan aconsejable. En todo caso, dichas Juntas deberán tener períodos de funcionamiento de no menos de cuatro meses en cada año y por cuatro horas cada jornada. Estas modificaciones se establecerán mediante resolución fundada, que se publicará en extracto en el Diario Oficial, dentro de tercero día, y regirá desde el décimo día siguiente a la publicación referida.


Las Juntas suspenderán su funcionamiento desde el nonagésimo día anterior a una elección ordinaria y lo reanudarán el primer día hábil del mes subsiguiente a la fecha en que el Tribunal Calificador de Elecciones comunicare al Director del Servicio Electoral el término del proceso de calificación de una elección o plebiscito. En caso de plebiscito, la suspensión operará desde el día en que se publique en el Diario Oficial el decreto supremo de convocatoria.”;

4.
En el Artículo 24 agregar la siguiente frase final.


“En los casos en donde las Juntas Inscriptoras no funcionen en el propio edificio de la Municipalidad, ésta deberá proporcionar locales permanentes o transitorios emplazados en centros de fácil acceso público y de desplazamiento significativo de personas de la comuna respectiva.”, y

5.
Deróguese el Artículo 35.


Artículo 2°.- Reemplázase en el artículo 38 de la ley 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, la expresión “nonagésimo” por “sexagésimo”.


Artículo 3º.- El mayor gasto que irrogue esta ley para el Servicio Electoral se solventará con cargo a los recursos que se contemplen en el presupuesto del año respectivo. Si tales recursos no fueren suficientes, el Ministerio de Hacienda podrá suplementarlos con cargo al ítem correspondiente de la Partida del Tesoro Público del presupuesto del sector público del mismo año.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; JORGE CORREA SUTIL Ministro del Interior (S); NICOLAS EYZAGUIRRE GUZMAN, Ministro de Hacienda”.

INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LAS LEYES Nº 18.556, SOBRE SISTEMA DE INSCRIPCIONES ELECTORALES Y SERVICIO ELECTORAL, Y Nº 18.700, SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

Mensaje Nº 343-352

Mediante este proyecto de ley se busca otorgar mayores facilidades para la inscripción electoral de los ciudadanos mediante la ampliación del horario de funcionamiento de las Juntas Inscriptoras, la ampliación de plazo para realizar la inscripción electoral y el mejoramiento de la legalización de las Juntas Inscriptoras.


El gasto que implica esta modificación legal, tiene un costo el primer año de aplicación de $ 721.585 miles, que se financiará con cargo al ítem 50.01.03.24.03.104 de la Partida Tesoro Público.


(Fdo.): MARIO MARCEL CULLELL, Director de Presupuestos”.

2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.556, sobre sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral y Nº 18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios. (boletín Nº 3803-06).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
3.
Oficio del Senado.


“Valparaíso, 3 de marzo de 2005.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que, en sesión del día 2 del mes en curso, el Senado ha rechazado el proyecto de ley, de esa honorable Cámara, que establece incentivos para la entrega de información en los delitos vinculados a los detenidos desaparecidos y ejecutados políticos, correspondiente al boletín Nº 3391-17.


Corresponde, en consecuencia, la formación de una Comisión Mixta que deberá proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, conforme a lo preceptuado en el artículo 67 de la Constitución Política de la República y, por tanto, la Corporación designó a los honorables senadores miembros de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, para que concurran a la formación de la aludida Comisión Mixta.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4929, de 11 de mayo de 2004.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): HERNÁN LARRAÍN FERNÁNDEZ, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

4.
Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código de Aguas. (boletín Nº 876-09)

“Honorable Cámara de Diputados,

Honorable Senado:


Vuestra Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre el honorable Senado y la honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro, con urgencia calificada de “simple”, el 1 de marzo de 2005.

-o-

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Para los efectos constitucionales y reglamentarios pertinentes al quórum, dejamos constancia de acuerdo con lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política, que el numeral 29 nuevo, que agrega el artículo 185 bis, del artículo 1º del proyecto, necesita ser aprobado por las cuatro séptimas partes de los senadores y Diputados en ejercicio, por incidir en las materias de que trata el artículo 74 de la Carta Fundamental.


Hacemos presente, que este precepto fue votado y aprobado en el honorable Senado con el quórum correspondiente y fue consultada la opinión de la Excma. Corte Suprema en su oportunidad.

-o-


En sesión del Senado, celebrada el día 18 de enero de 2005, se dio cuenta del Oficio 
Nº 5.358, del 12 de enero de 2005, de la honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunicó que ha tenido a bien prestar su aprobación a algunas de las enmiendas propuestas por el honorable Senado al proyecto de ley en análisis, con excepción de las recaídas en el número 8, que pasó a ser 16, en relación con la sustitución de los artículos 129 bis y 129 bis 8; la incorporación del número 29 nuevo, que agrega el artículo 185 bis, todos del artículo 1º y los nuevos artículos 4º, 5º y 6º transitorios.


Asimismo, dicho Oficio dio a conocer la nómina de los integrantes de ese organismo ante la Comisión Mixta, cuya designación recayó en los honorables diputados señores Pedro 
Álvarez-Salamanca, Guillermo Ceroni, Juan Pablo Letelier, Zarko Luksic y Víctor Pérez correspondiendo, en consecuencia, la formación de una Comisión Mixta.


En esa misma sesión, el Senado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, acordó que su representación ante la referida Comisión Mixta recayera en los señores senadores miembros de su Comisión de Obras Públicas.


Citados los señores senadores y Diputados miembros de ella, por orden del señor Presidente del Senado, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la ley Nº 18.918, y en el artículo 48 del Reglamento del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día martes 1 de marzo de 2005, en la Sala 11 de Comisiones del Senado, con la asistencia de los honorables senadores señores Fernando Cordero, Eduardo Frei, Antonio Horvath, Hosain Sabag y Rodolfo Stange, y de los honorables diputados señores Juan Pablo Letelier, Carlos Vilches (Pedro Álvarez-Salamanca), y Zarko Luksic.


Luego de constituirse, la Comisión Mixta eligió como Presidente, por la unanimidad de los miembros presentes, al honorables senador señor Eduardo Frei, quien lo es también de la Comisión de Obras Públicas, abocándose de inmediato a su cometido.

-o-


A la sesión en que se consideró este proyecto de ley asistió, además de los miembros titulares de vuestra Comisión, el honorables senador señor Böeninger.


Durante el estudió de esta iniciativa legal, en dicha sesión, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro de Obras Públicas, don Jaime Estévez Valencia; del señor Subsecretario de Obras Públicas, don Clemente Pérez; del señor Director General de Aguas, don Humberto Peña; del señor Subdirector de la Dirección General de Aguas, don Rodrigo Weisner; del señor Jefe de Gabinete del Ministro, don Reinaldo Núñez; de la señora Asesora del Subsecretario, doña Catherine Cummings, y del señor Asesor Legislativo del Ministro, don Domingo Sánchez.

-o-

MATERIA DE LAS DIVERGENCIAS

Posiciones de ambas ramas del Congreso Nacional


La controversia se ha originado por el rechazo de la honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, a algunas de las modificaciones introducidas por el honorable Senado, en su segundo trámite constitucional, a este proyecto de ley.


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

ARTÍCULO 1º

Nº 8 (Pasó a ser Nº 16)

Artículo 129 bis


El texto aprobado por la honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, establece que las aguas provenientes de obras de recuperación de terrenos húmedos o pantanosos deberán ser restituidas al cauce receptor natural de las mismas, si de la ejecución de dichas obras resultare perjuicio a terceros.


El texto aprobado por el honorable Senado, en segundo trámite constitucional, señala que si de la ejecución de obras de recuperación de terrenos húmedos o pantanosos resultara perjuicio a terceros, las aguas provenientes de tales obras deberán ser vertidas al cauce natural más próximo. De no ser posible lo anterior, ellas serán vertidas a cauces artificiales, con autorización de sus propietarios, o a otros cauces naturales. En este último caso, deberá obtenerse autorización de la Dirección General de Aguas en conformidad al Párrafo 1º del Título I del Libro II de este Código.


La honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda introducida por el honorable Senado.


En discusión esta enmienda se informó que el rechazo por parte de la honorable Cámara de Diputados a la norma aprobada por el honorable Senado sólo se debió a la falta de comprensión del alcance de este precepto, sugiriéndose aprobar el texto propuesto por el honorable Senado.


Se explicó que la nueva redacción acordada por el honorable Senado, durante el segundo trámite constitucional, permite que las aguas recuperadas en la forma establecida en el artículo sean devueltas tanto al cauce receptor natural como a cualquier otro que pudiera ser más útil.


Se precisó que tratándose de cauces artificiales debe recabarse el permiso de su propietario y, en caso de otros cauces naturales, el de la Dirección General de Aguas. Lo fundamental en esta situación es evitar perjuicios a terceros y si ello ocurre, la norma contempla las correspondientes vías de resarcimiento.


Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes honorables senadores señores Fernando Cordero, Eduardo Frei, Hosain Sabag y Rodolfo Stange, y de los honorables diputados señores Juan Pablo Letelier, Carlos Vilches (Pedro Álvarez-Salamanca) y Zarko Luksic, acordó proponeros que aprobéis la enmienda introducida por el honorable Senado.

Artículo 129 bis 8


El texto aprobado por la honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, indica que corresponderá al Director General de Aguas determinar los derechos de aprovechamiento cuyas aguas no hayan sido utilizadas total o parcialmente.


El texto aprobado por el honorable Senado, en segundo trámite constitucional, señala que corresponderá al Director General de Aguas, previa consulta a la organización de usuarios respectiva, determinar los derechos de aprovechamiento cuyas aguas no se encuentren total o parcialmente utilizadas, al 31 de agosto de cada año, para lo cual deberá confeccionar un listado con los derechos de aprovechamiento afectos a la patente, indicando el volumen por unidad de tiempo involucrado en los derechos. En el caso que los derechos tengan obras de captación, se deberá señalar la capacidad de dichas obras y se individualizará la resolución que las hubiese aprobado.


La honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, desechó esta enmienda del honorable Senado.


En discusión esta controversia se señaló que el rechazo de la honorable Cámara de Diputados a esta norma fue por un tema de procedimiento. 


Por otra parte, se señaló que resulta contradictorio que se apruebe el establecimiento de una patente por el no uso de los derechos de aprovechamiento y no se señale la autoridad que está facultada para efectuar la determinación de tales derechos.


Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes honorables senadores señores Fernando Cordero, Eduardo Frei, Hosain Sabag y Rodolfo Stange, y de los honorables diputados señores Juan Pablo Letelier, Carlos Vilches (Pedro Álvarez-Salamanca) y Zarko Luksic, acordó proponeros que aprobéis la enmienda introducida por el honorable Senado.

Nº 29, nuevo

Artículo 185 bis


El honorable Senado, en segundo trámite constitucional, agregó en el Título II del Libro Segundo, un Párrafo 3, nuevo, “Del arbitraje”, que indica que no obstante lo señalado en el artículo 177, los conflictos que se produzcan en el ejercicio de derechos de aprovechamiento de aguas, podrán ser resueltos por un árbitro con el carácter de arbitrador, el que podrá ser nombrado de común acuerdo y en subsidio, por el juez de letras en lo civil respectivo a que se refiere el artículo 178, el que deberá recaer en una persona que figure en una nómina que al efecto formarán las Cortes de Apelaciones. El carácter de árbitro será incompatible con el de funcionario público.


Su inciso segundo señala que contra las resoluciones del árbitro, no procederá recurso alguno.


La honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este numeral, propuesto por el honorable Senado.


En discusión esta controversia se señaló que durante el debate habido al respecto, en la honorable Cámara de Diputados, se objetó el hecho de que las resoluciones del árbitro no sean susceptibles de recurso alguno, lo que atentaría contra las normas del debido proceso legal, derecho garantizado en la Constitución Política.


Además, se sugirió que la redacción de este artículo incluyera a los jueces de letras en lo civil para resolver estos conflictos.


Por otra parte, se señaló que esta norma debilita a las organizaciones de usuarios, sean éstas juntas de vigilancia o asociaciones, que hoy cumplen adecuadamente un rol, sin costo para sus usuarios. Además, el usuario puede reclamar administrativamente a la Dirección General de Aguas y judicialmente a los Tribunales de Justicia.


Finalmente, se indicó que este precepto generaría un costo para el usuario.


Vuestra Comisión Mixta consideró atendibles las razones para eliminar el inciso final del artículo que señala que contra las resoluciones del árbitro, no procederá recurso alguno.


Se precisó que, en materia de arbitraje voluntario, siempre se cuenta con la facultad para recurrir a los Tribunales de Justicia si no existe acuerdo de someter a arbitraje un asunto contencioso, tal como expresamente lo dice el artículo 177 del Código de Aguas, por lo tanto, no sería necesario introducir ninguna modificación a este respecto.


En relación al argumento de que esta norma debilitaría a las organizaciones de usuarios, principalmente, si lo que se propone es un arbitraje voluntario, se señaló que jamás se pretendió ello. Sin perjuicio de lo anterior, si existen dudas al respecto, se puede proponer una redacción que refleje la mantención de las atribuciones de las organizaciones de usuarios. Para ello, bastaría mantener el artículo, pero en su inicio introducir una frase que diga “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 177 y 244 de este Código,”.


Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes honorables senadores señores Fernando Cordero, Eduardo Frei, Hosain Sabag y Rodolfo Stange, y de los honorables diputados señores Juan Pablo Letelier, Carlos Vilches (Pedro Álvarez-Salamanca) y Zarko Luksic, acordó proponeros que aprobéis la enmienda introducida por el honorable Senado, eliminando su inciso final y sustituyendo la oración inicial del inciso primero que dice “No obstante lo señalado en el artículo 177,” por la siguiente: “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 177 y 244 de este Código,”.

Artículos Transitorios, nuevos

Artículo 4º transitorio


El honorable Senado, en segundo trámite constitucional, agregó un artículo 4º transitorio que señala que la Dirección General de Aguas constituirá derechos de aprovechamiento permanentes sobre aguas subterráneas por un caudal de hasta dos litros por segundo, sobre captaciones que hayan sido construidas antes del 1 de enero de 2000.


Su inciso segundo señala que las solicitudes deberán ser presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la presente ley.


La honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, desechó este artículo. 


Durante la discusión de este precepto se señaló que estas normas pretenden solucionar el problema de regularización de pequeños pozos. Se trata de obras de aprovechamiento de aguas subterráneas construidas durante varios años y cuyos dueños no pueden obtener derechos de aprovechamiento debido a que existen problemas de disponibilidad, es decir, no es posible otorgar más derechos dado que el agua ya ha sido toda solicitada. Sin embargo, se ha estimado que un pequeño volumen de agua (por eso el límite de 2 l/s) es posible asignarlo con una afección marginal a los derechos ya constituidos.


En cuanto al motivo del rechazo formulado por la honorable Cámara de Diputados a esta norma, éste fue por dos razones.


La primera, porque se consideró conveniente revisar la fecha de antigüedad de construcción de los pozos, y dar algún tiempo más o posterior que el año 2000, con el objetivo de que este beneficio pueda alcanzar a un mayor número de pequeños agricultores. Se propuso que el límite de fecha de construcción del pozo esté dado por la entrada en vigencia de la ley o diciembre del año 2004.


La segunda, dice relación con los límites del caudal. Se propuso fijar límites de caudal diferenciado por Regiones, menos hacia el norte del país y más hacia el sur.


Vuestra Comisión se manifestó contraria a la proposición de que la fecha de construcción de los pozos fuera coincidente con la entrada en vigencia de la ley. Ello no sería recomendable, ya que, lo que se busca es regularizar situaciones ya consolidadas, es decir, que pequeños agricultores que gastaron dinero en construir un pozo y cuyos derechos no son posibles de obtener, los regularicen. Se trata de evitar una construcción acelerada de pozos y evitar una discusión y presión. Además esta norma se puede convertir en un incentivo a la construcción de pozos en lugares donde no existe disponibilidad, lo que es totalmente contrario al espíritu de este Código y agravaría aún más el problema que hoy existe.


Se hizo presente, también que una fecha arbitraria de regularización podría afectar a los derechos provisorios que se han otorgado. Hay lugares en que se desconoce la cantidad de agua subterránea, por lo que el otorgamiento de derechos provisorios es un buen mecanismo para que los derechos consuntivos se regulen de manera fehaciente. Al establecerse una fecha de regularización de manera arbitraria se podrían atropellar los derechos de algunas comunidades de riego que son provisorios. El otorgamiento de estos derechos provisorios ha abierto nuevas áreas de riego en zonas en que no existían y estos derechos serán definitivos cuando se demuestre que no existen inconvenientes.


Se recordó que la iniciativa de los derechos provisorios se consideró hace poco tiempo y tuvo muy buena acogida, cobrando mayor importancia en aquellas áreas donde hay menos agua y en esos lugares donde pueden verse afectados los derechos de las personas que ya los han constituido, por lo que se ha considerado tener cautela tanto en el volumen como en la época. Por otra parte, en la medida en que se acerca el período de regularización, se generan incentivos para que personas inescrupulosas hagan perforaciones y presenten varias solicitudes por caudales menores amparándose en esta norma.


En base a las explicaciones anteriores, vuestra Comisión acordó establecer como fecha para las obras de captaciones las construidas antes del 30 de junio de 2004.


Respecto a diferenciar el límite de caudal por Regiones, vuestra Comisión consideró que ello no ofrecía mayores dificultades.


En mérito a lo anteriormente señalado, vuestra Comisión acordó sustituir el artículo 4º transitorio, por el siguiente:


“Artículo 4º transitorio.- La Dirección General de Aguas constituirá derechos de aprovechamiento permanentes sobre aguas subterráneas por un caudal de hasta 2 litros por segundo, para las Regiones Primera a Metropolitana, ambas inclusive y hasta 4 litros por segundo en el resto de las Regiones, sobre captaciones que hayan sido construidas antes del 30 de junio de 2004. Las solicitudes deberán ser presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la presente ley.”.


Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes honorables senadores señores Fernando Cordero, Eduardo Frei, Antonio Horvath, Hosain Sabag y Rodolfo Stange, y de los honorables diputados señores Juan Pablo Letelier, Carlos Vilches (Pedro Álvarez-Salamanca) y Zarko Luksic, acordó proponeros que aprobéis como artículo 4º transitorio, el anteriormente señalado.

Artículo 5º transitorio, nuevo


El honorable Senado, en segundo trámite constitucional, agregó un artículo 5º transitorio que indica que para constituir el derecho de aprovechamiento en virtud de lo dispuesto en el artículo anterior, se requerirá cumplir sólo con los siguientes requisitos:

Su numeral 1, señala que la solicitud se hará mediante un formulario que la Dirección General de Aguas pondrá a disposición de los peticionarios para estos efectos, y se presentará ante la oficina de este Servicio del lugar, o ante el Gobernador respectivo.

Su numeral 2, indica que el peticionario al momento de presentar la solicitud, deberá adjuntar al formulario que alude el número anterior, un documento que acredite el dominio del inmueble en que se ubique la captación, o la autorización de su dueño que conste en un documento firmado ante notario. Si la obra de captación se encuentra en un bien nacional de uso público, deberá adjuntarse la autorización del organismo bajo cuya administración éste se encuentre. Tratándose de un bien fiscal, deberá acompañarse autorización del Ministerio de Bienes Nacionales. Asimismo, junto con su solicitud, el peticionario deberá acompañar todos los documentos que acrediten la antigüedad de la obra y el caudal susceptible de ser constituido. En caso que no disponga de documentos que avalen su solicitud, deberá acompañar una declaración jurada acerca de la fecha de construcción de la captación.

Su numeral 3, propone que una vez ingresada la solicitud, la Dirección General de Aguas deberá realizar una visita a terreno, a fin de verificar la existencia de la obra de captación, el caudal posible de extraer y si ella cumple con la antigüedad requerida por el artículo 4º. Los gastos a que dé lugar la visita a terreno, serán de cargo de los interesados.

Su numeral 4, establece las obras de captación deberán estar situadas fuera de las zonas señaladas en el inciso segundo del artículo 63.


Su numeral 5, preceptúa que cumplidos los requisitos señalados en el presente artículo, la Dirección General de Aguas constituirá el derecho de aprovechamiento de aguas subterráneas, para lo cual podrá dictar una o varias resoluciones que incluyan un conjunto de solicitudes involucradas.

Si las solicitudes no cumplen con los requisitos exigidos, deberán ser denegadas, y en contra de ellas podrán interponerse los recursos a que se refieren los artículos 136 y 137 del Código de Aguas.

Su numeral 6, señala que la Dirección General de Aguas publicará, en su oportunidad, el hecho de haberse dictado la resolución que constituyó los derechos en conformidad con lo dispuesto por el presente artículo. La publicación se efectuará por una sola vez en el Diario Oficial los días 1 ó 15 del mes que corresponda, en un plazo máximo de dos meses contados desde la fecha de toma de razón de la respectiva resolución.

Finalmente, indica que en contra de la resolución podrán deducirse los recursos a que se refieren los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, dentro del plazo de treinta días contados desde la fecha de la publicación de la resolución respectiva.

La honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo, propuesto por el honorable Senado.


Durante la discusión de este precepto se explicó que indica la forma cómo se lleva a la práctica la regularización contemplada en el artículo 4º transitorio.


Se señaló que el motivo que tuvo la honorable Cámara de Diputados para rechazar esta norma fue la oración final del número 3 que obliga a los interesados a sufragar los gastos de la visita a terreno que debe realizar la Dirección General de Aguas para verificar la existencia de la obra de captación, el caudal posible de extraer y si ella cumple con la antigüedad requerida. En opinión de esa honorable Corporación, debería otorgarse a la autoridad la facultad para eximir a los interesados de dichos gastos o considerar programas gubernamentales que cubran esos costos.


Sobre el particular se argumentó que las situaciones de costo cero generan peticiones infinitas.


Por otra parte, se cuestionó el otorgar una facultad discrecional a la autoridad para que decida quién paga y quién no, ya sea que lo haga atendida la situación social del peticionario o que en la ley se le fije un criterio, el que sería difícil de determinar cuándo es aplicable y cuándo no.


Se hizo presente que existe un principio de que la prestación de ciertos servicios por parte del Estado se pagan, no obstante, en estos casos se trata de un segmento muy especializado que tiene una vinculación a una actividad económica. En términos objetivos puede ocurrir que los funcionarios de la Dirección General de Aguas tengan que desplazarse a zonas alejadas para hacer inspecciones. En el caso de la VI Región hay más de 500 pozos que deben regularizarse.


El hecho de contar con un derecho de agua inscrito demuestra que la gran mayoría de los agricultores está en condiciones de pagar la visita a terreno. El espíritu de esta norma es eximir del pago a las comunidades muy pobres que tienen grandes dificultades económicas.

 
Se recordó que el artículo 135 del Código de Aguas establece que los gastos que irroguen las presentaciones ante la Dirección General de Aguas, serán de cargo del interesado y los que originen las medidas que dicha Dirección adopte de oficio, serán de cargo de ella.


Si la Dirección estimare necesario practicar inspección ocular, determinará la suma que el interesado debe consignar para cubrir los gastos de esta diligencia.


Finalmente, en relación a esta materia, el Ministro de Obras Públicas, señor Jaime Estévez, dejó constancia, para la historia de la ley, que el Ministerio de Obras Públicas dictará un reglamento que norme la forma de proceder en estos casos, estableciendo criterios generales, el que será remitido a las Comisiones de Obras Públicas de ambas ramas del Congreso Nacional.


Asimismo, se acordó dejar constancia, para la historia de la ley, que la autoridad administrativa está facultada para discriminar, atendida la condición social de los interesados, eximiendo del pago de los gastos a que dé lugar la visita a terreno, cuando se trate de personas de escasos recursos o comunidades pobres.


Vuestra Comisión, en mérito a lo anterior acordó reemplazar la oración final del Nº 3 del artículo 5º transitorio aprobado por el honorable Senado, por la siguiente: “La Dirección General de Aguas podrá solicitar a los interesados los fondos necesarios para cubrir los gastos a que dé lugar la visita a terreno.”.


El honorables diputado señor Luksic anunció su abstención a esta norma haciendo presente que el artículo 135 del Código de Aguas data de una modificación del año 1987 y no existía en el texto original.


A su vez, el honorables senador señor Stange no fue partidario de establecer el cobro de los gastos a que dé lugar la visita a terreno a los interesados, porque el que paga exigirá un mejor servicio y los demás quedarán rezados, por lo que anunció su abstención.


Este acuerdo se adoptó por 6 votos a favor y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa los honorables senadores señores Fernando Cordero, Eduardo Frei, Antonio Horvath y Hosain Sabag y los honorables diputados señores Juan Pablo Letelier y Carlos Vilches 
(Pedro Álvarez-Salamanca). Se abstuvo el honorables senador señor Rodolfo Stange y el honorables diputado señor Zarko Luksic. 

Artículo 6º transitorio, nuevo


El honorable Senado, en segundo trámite constitucional, agregó un artículo 6º transitorio nuevo que dispone que para otorgar el derecho de aprovechamiento de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior, solicitado por cualquier persona o institución pública para abastecer a la población ubicada en sectores rurales a través del sistema de agua potable rural, será necesario que, previamente, el comité de agua potable rural se constituya en una cooperativa o cualquier persona jurídica que represente a dicho comité, en cuyo favor se constituirá el respectivo derecho de aprovechamiento.”.

La honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, desechó este artículo, propuesto por el honorable Senado.


Durante la discusión de este precepto se explicó que esta norma extiende la regularización de los pozos a los sistemas de agua potable rural, exigiéndoles, al efecto, que ellos tengan personalidad jurídica.


Se informó que la honorable Cámara de Diputados tuvo dos razones para rechazar esta enmienda.


La primera, dice relación con el reconocimiento de los derechos actualmente en uso de todos los servicios de agua potable rural cuyos pozos existan a la fecha, y que esos derechos se entreguen sin límite de caudal.


Sobre este primer punto se explicó que se pueden otorgar los derechos sin límite de caudal, asociado a lo solicitado y al rendimiento del pozo.


La segunda, se refiere al plazo de antigüedad de la construcción del año 2000 la que debería ampliarse a la fecha de entrada en vigencia de la ley hacia atrás, de manera de otorgar mayor protección y garantías a los pozos que abastecen a poblaciones numerosas, agrupadas en comités de agua potable rural.


En lo relativo al plazo vuestra Comisión acordó que ella fuera respecto de pozos construidos hasta antes del 31 de diciembre de 2004 y en cuanto a los límites de caudal, acordó que se otorguen los derechos sin los límites de caudal establecidos en el inciso primero del artículo 4º transitorio.


Se dejó constancia, para la historia de la ley, que no se puede exigir que la única forma de constituirse en persona jurídica sea a través de una cooperativa por cuanto existen otros tipos de personas jurídicas.


Vuestra Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes honorables senadores señores Fernando Cordero, Eduardo Frei, Antonio Horvath, Hosain Sabag y Rodolfo Stange, y de los honorables diputados señores Juan Pablo Letelier, Carlos Vilches (Pedro Álvarez-Salamanca) y Zarko Luksic, acordó proponeros que aprobéis la enmienda introducida por el honorable Senado, con las enmiendas anteriormente señaladas.

-o-

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley en estudio, que prestéis vuestra aprobación a la siguiente proposición, sobre los artículos materia de dicha controversia que son los siguientes: Nº 8, en relación con la sustitución de los artículos 129 bis y 129 bis 8 bis, todos del artículo 1º y los nuevos artículos 4º, 5º y 6º transitorios.

ARTÍCULO 1º

Nº 8 (Nº 16 Senado)

Artículo 129 bis


“Artículo 129 bis.- Si de la ejecución de obras de recuperación de terrenos húmedos o pantanosos resultara perjuicio a terceros, las aguas provenientes de tales obras deberán ser vertidas al cauce natural más próximo. De no ser posible lo anterior, ellas serán vertidas a cauces artificiales, con autorización de sus propietarios, o a otros cauces naturales. En este último caso, deberá obtenerse autorización de la Dirección General de Aguas en conformidad al Párrafo 1º del Título I del Libro II de este Código.”.

Artículo 129 bis 8


“Artículo 129 bis 8.- Corresponderá al Director General de Aguas, previa consulta a la organización de usuarios respectiva, determinar los derechos de aprovechamiento cuyas aguas no se encuentren total o parcialmente utilizadas, al 31 de agosto de cada año, para lo cual deberá confeccionar un listado con los derechos de aprovechamiento afectos a la patente, indicando el volumen por unidad de tiempo involucrado en los derechos. En el caso que los derechos tengan obras de captación, se deberá señalar la capacidad de dichas obras y se individualizará la resolución que las hubiese aprobado.”.

Nº 29, nuevo

Artículo 185 bis

29. Agrégase, en el Título II del Libro Segundo, el siguiente Párrafo 3, nuevo:

“3. Del arbitraje


Artículo 185 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 177 y 244 de este Código, los conflictos que se produzcan en el ejercicio de derechos de aprovechamiento de aguas, podrán ser resueltos por un árbitro con el carácter de arbitrador, el que podrá ser nombrado de común acuerdo y en subsidio, por el juez de letras en lo civil respectivo a que se refiere el artículo 178, el que deberá recaer en una persona que figure en una nómina que al efecto formarán las Cortes de Apelaciones. El carácter de árbitro será incompatible con el de funcionario público.”.
Artículos transitorios, nuevos

Artículo 4º


“Artículo 4°.- La Dirección General de Aguas constituirá derechos de aprovechamiento permanentes sobre aguas subterráneas por un caudal de hasta dos litros por segundo, para las Regiones Primera a Metropolitana, ambas inclusive y hasta 4 litros por segundo en el resto de las Regiones, sobre captaciones que hayan sido construidas antes del 30 de junio de 2004.


Las solicitudes deberán ser presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la presente ley.”.

Artículo 5º


“Artículo 5º.- Para constituir el derecho de aprovechamiento en virtud de lo dispuesto en el artículo anterior, se requerirá cumplir sólo con los siguientes requisitos:

1.
La solicitud se hará mediante un formulario que la Dirección General de Aguas pondrá a disposición de los peticionarios para estos efectos, y se presentará ante la oficina de este Servicio del lugar, o ante el Gobernador respectivo.

2.
El peticionario, al momento de presentar la solicitud, deberá adjuntar al formulario que alude el número anterior, un documento que acredite el dominio del inmueble en que se ubique la captación, o la autorización de su dueño que conste en un documento firmado ante notario. Si la obra de captación se encuentra en un bien nacional de uso público, deberá adjuntarse la autorización del organismo bajo cuya administración éste se encuentre. Tratándose de un bien fiscal, deberá acompañarse autorización del Ministerio de Bienes Nacionales. Asimismo, junto con su solicitud, el peticionario deberá acompañar todos los documentos que acrediten la antigüedad de la obra y el caudal susceptible de ser constituido. En caso que no disponga de documentos que avalen su solicitud, deberá acompañar una declaración jurada acerca de la fecha de construcción de la captación.

3.
Una vez ingresada la solicitud, la Dirección General de Aguas deberá realizar una visita a terreno, a fin de verificar la existencia de la obra de captación, el caudal posible de extraer y si ella cumple con la antigüedad requerida por el artículo anterior. La Dirección General de Aguas podrá solicitar a los interesados los fondos necesarios para cubrir los gastos a que dé lugar la visita a terreno.
4.
Las obras de captación deberán estar situadas fuera de las zonas señaladas en el inciso segundo del artículo 63.

5.
Cumplidos los requisitos señalados en el presente artículo, la Dirección General de Aguas constituirá el derecho de aprovechamiento de aguas subterráneas, para lo cual podrá dictar una o varias resoluciones que incluyan un conjunto de solicitudes involucradas.


Si las solicitudes no cumplen con los requisitos exigidos, deberán ser denegadas, y en contra de ellas podrán interponerse los recursos a que se refieren los artículos 136 y 137 del Código de Aguas.

6.
La Dirección General de Aguas publicará, en su oportunidad, el hecho de haberse dictado la resolución que constituyó los derechos en conformidad con lo dispuesto por el presente artículo. La publicación se efectuará por una sola vez en el Diario Oficial los días 1 ó 15 del mes que corresponda, en un plazo máximo de dos meses contados desde la fecha de toma de razón de la respectiva resolución.


En contra de la resolución podrán deducirse los recursos a que se refieren los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, dentro del plazo de treinta días contados desde la fecha de la publicación de la resolución respectiva.”.

Artículo 6º


“Articulo 6º.- Para otorgar el derecho de aprovechamiento de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior, solicitado por cualquier persona o institución pública para abastecer a la población ubicada en sectores rurales a través del sistema de agua potable rural, será necesario que, previamente, el comité de agua potable rural se constituya en una cooperativa o cualquier persona jurídica que represente a dicho comité, respecto de pozos construidos hasta antes del 31 de diciembre de 2004, en cuyo favor se constituirá el respectivo derecho de aprovechamiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior y sin los límites de caudal establecidos en el inciso primero del artículo 4° transitorio.”.

-o-


A continuación, y a título meramente informativo se inserta, el texto final del proyecto de ley que modifica el Código de Aguas, el que de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, quedaría como sigue:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Modifícase el Código de Aguas en la siguiente forma:

1.
Incorpórase, en el artículo 6º, el siguiente inciso final, nuevo:


“Si el titular renunciara total o parcialmente a su derecho de aprovechamiento, deberá hacerlo mediante escritura pública que se inscribirá o anotará, según corresponda, en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces competente. El Conservador de Bienes Raíces informará de lo anterior a la Dirección General de Aguas, en los términos previstos por el artículo 122. En todo caso, la renuncia no podrá ser en perjuicio de terceros, en especial si disminuye el activo del renunciante en relación con el derecho de prenda general de los acreedores.”.

2.
Reemplázase el artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- La autoridad constituirá el derecho de aprovechamiento sobre aguas existentes en fuentes naturales y en obras estatales de desarrollo del recurso, no pudiendo perjudicar ni menoscabar derechos de terceros, y considerando la relación existente entre aguas superficiales y subterráneas, en conformidad a lo establecido en el artículo 3º.”.

3.
Intercálanse, en el artículo 58, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:


“Si dentro del plazo establecido en el inciso primero del artículo 142 se hubieren presentado dos o más solicitudes de exploración de aguas subterráneas sobre una misma extensión territorial de bienes nacionales, la Dirección General de Aguas resolverá la adjudicación del área de exploración mediante remate entre los solicitantes. Las bases de remate determinarán la forma en que se llevará a cabo dicho acto, siendo aplicable a su respecto lo dispuesto en los artículos 142, 143 y 144, en lo que corresponda.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, y siempre que se haya otorgado el permiso para explorar aguas subterráneas, para los efectos de lo señalado en artículo 142 inciso primero, se entenderá que la fecha de presentación de la solicitud para constituir el derecho de aprovechamiento sobre aguas subterráneas, será la de la resolución que otorgue tal permiso.”.

4.
Intercálase, a continuación del artículo 58, el siguiente artículo 58 bis, nuevo:


“Artículo 58 bis.- Comprobada la existencia de aguas subterráneas en bienes nacionales, el beneficiario del permiso de exploración tendrá la preferencia para que se le otorgue el derecho sobre las aguas alumbradas durante la vigencia del mismo por sobre todo otro peticionario, salvo que otro solicitante, dentro del plazo que señala el inciso primero del artículo 142 de este Código, haya presentado una solicitud para constituir un derecho de aprovechamiento sobre las mismas aguas que se alumbraron y solicitaron durante la vigencia del período de exploración, en cuyo caso, y si no existe disponibilidad para constituir ambos derechos, se aplicarán las normas sobre remate señaladas en los artículos 142, 143 y 144. Esta excepción no será aplicable si el permiso para explorar aguas subterráneas fue adquirido de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo anterior.


La preferencia consagrada en el inciso anterior, sólo podrá ejercerse dentro del plazo del permiso, y hasta tres meses después, y siempre que el concesionario haya dado cumplimiento a la obligación de presentar un informe completo sobre los trabajos realizados, sus resultados y las conclusiones obtenidas.”.

5.
Elimínase, del artículo 60, la frase final “sin que se apliquen en este caso las disposiciones sobre remate de derechos de aprovechamiento” y la coma (,) que la precede.

6.
Incorpórase al artículo 63, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“La declaración de una zona de prohibición dará origen a una comunidad de aguas formada por todos los usuarios de aguas subterráneas comprendidos en ella.”.

7.
Reemplázase, el inciso segundo del artículo 65, por el siguiente:


“Cuando los antecedentes sobre la explotación del acuífero demuestren la conveniencia de declarar área de restricción de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, la Dirección General de Aguas deberá así decretarlo. Esta medida también podrá ser declarada a petición de cualquier usuario del respectivo sector, si concurren las circunstancias que lo ameriten.”.
8.
Agrégase, en el artículo 66, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 67, y no siendo necesario que anteriormente se haya declarado área de restricción, previa autorización de la Dirección General de Aguas, cualquier persona podrá ejecutar obras para la recarga artificial de acuíferos, teniendo por ello la preferencia para que se le constituya un derecho de aprovechamiento provisional sobre las aguas subterráneas derivadas de tales obras y mientras ellas se mantengan.”.
9.
Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 67, la oración final “Lo mismo ocurrirá cuando el dueño de los derechos provisionales ejecute obras de recarga artificial que incorporen un caudal equivalente o superior a la extracción que efectúe.” por “Lo anterior no será aplicable en el caso del inciso segundo del artículo 66, situación en la cual subsistirán los derechos provisionales mientras persista la recarga artificial.”.
10. Modifícase el artículo 114 de la siguiente forma:

a)
Reemplázase el número 4, por el siguiente:


“4. Las escrituras públicas que contengan el acto formal del otorgamiento definitivo de un derecho de aprovechamiento, así como las que contengan la renuncia a tales derechos;”.

b)
Reemplázase, al final del número 6, la conjunción “y”, y la coma (,) que la precede, por un punto y coma (;).

c)
Sustitúyese, el punto final del número 7, por la expresión “, y”.

d)
Agrégase el siguiente número 8, nuevo:


“8.- Los derechos de cada comunero o de cada miembro de una Asociación de Canalistas que consten en los títulos constitutivos o acuerdos o resoluciones a que se refieren los números 1 y 2 de este artículo.”.

11. Intercálase el siguiente artículo 115 bis, nuevo, a continuación del artículo 115:


“Artículo 115 bis.- Deberán inscribirse en los Registros de Hipotecas y Gravámenes y de Interdicciones y Prohibiciones de Enajenar relativos a las aguas, las condiciones suspensivas o resolutorias del dominio de los derechos de aprovechamiento o de otros derechos reales constituidos sobre ellos, así como todo impedimento o prohibición referente a derechos de aprovechamiento, sea convencional, legal o judicial que embarace o limite, de cualquier modo, el libre ejercicio de la facultad de enajenarlos.”.

12. Deróganse los números 2 y 4 del artículo 116.

13. Agréganse al artículo 122, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, nuevos:


“En especial, en el Catastro Público de Aguas existirá un Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, el cual deberá ser mantenido al día, utilizando entre otras fuentes, la información que emane de escrituras públicas y de inscripciones que se practiquen en los Registros de los Conservadores de Bienes Raíces.


Para los efectos señalados en el inciso anterior, los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces deberán enviar a la Dirección General de Aguas, por carta certificada, copias autorizadas de las escrituras públicas, inscripciones y demás actos que se relacionen con las transferencias y transmisiones del dominio de los derechos de aprovechamiento de aguas y organizaciones de usuarios de agua, dentro de los 30 días siguientes a la fecha del acto que se realice ante ellos. Estarán, asimismo, obligados a enviar a este Servicio la información que en forma específica solicite el Director General de Aguas, en la forma y plazo que él determine, debiendo asumir, en este caso, dicho Servicio los costos involucrados. El incumplimiento de esta obligación por parte de Notarios y Conservadores será sancionado según lo previsto en el artículo 440 del Código Orgánico de Tribunales.


Existirá asimismo en el Catastro Público de Aguas, un Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Agua No Inscritos en los Registros de Agua de los Conservadores de Bienes Raíces Susceptibles de Regularización en virtud del artículo segundo transitorio de este Código, en el cual se indicará el nombre completo de su titular, caudal y características básicas del derecho. Este Registro servirá como antecedente suficiente para determinar los usos de agua susceptibles de ser regularizados.


La Dirección General de Aguas, para cada una de las Regiones del país, dictará las resoluciones que contengan los derechos de agua registrados en el Catastro Público de Aguas. Dichas resoluciones se publicarán en el Diario Oficial los días quince de enero, quince de abril, quince de julio o quince de octubre de cada año, o el primer día hábil inmediato si aquéllos fueran feriados. La última publicación se realizará en el plazo de cuatro años, contado desde la entrada en vigencia de esta ley.


Sin perjuicio de lo señalado en este artículo y de lo establecido en el artículo 150 inciso segundo, los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, cualquiera sea el origen de éstos, deberán inscribirlos en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas. Con relación a los derechos de aprovechamiento que no se encuentren inscritos en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, no se podrá realizar respecto de ellos acto alguno ante la Dirección General de Aguas, la Superintendencia de Servicios Sanitarios ni la Comisión Nacional de Riego del Ministerio de Agricultura.


La Dirección General de Aguas deberá informar dos veces al año a las organizaciones de usuarios respectivas, dentro de los primeros cinco días de los meses de enero y julio, todas las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que se hayan practicado en el Registro a que se refiere el inciso primero, y que sean consecuencia de las copias que le hayan hecho llegar los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces.


Los Registros que la Dirección General de Aguas debe llevar en virtud de lo dispuesto en el presente artículo, no reemplazarán en caso alguno los Registros que los Conservadores de Bienes Raíces llevan en virtud de lo dispuesto en los artículos 112, 114 y 116 de este Código. Asimismo, los Registros que aquel servicio lleva, en caso alguno acreditarán posesión inscrita ni dominio sobre los derechos de aprovechamiento de aguas o de los derechos reales constituidos sobre ellos.”.

14. Agrégase, a continuación del artículo 122, el siguiente artículo 122 bis, nuevo:


“Artículo 122 bis.- Las organizaciones de usuarios deberán remitir a la Dirección General de Aguas una vez al año, antes del 31 de diciembre, la información actualizada que conste en el Registro a que se refiere el artículo 205, que diga relación con los usuarios, especialmente aquélla referida con las mutaciones en el dominio de los derechos de aprovechamiento a que se refiere el inciso quinto del artículo 122 y la incorporación de nuevos derechos a las mismas.


La Dirección General de Aguas, mientras no se dé cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior, no recepcionará solicitud alguna referida a registros de modificaciones estatutarias o cualquier otra relativa a derechos de aprovechamiento, respecto de las organizaciones de usuarios que no cumplan con la obligación establecida en el inciso precedente.


Asimismo, el incumplimiento de la obligación establecida en el inciso primero del presente artículo, será sancionado, a petición de cualquier interesado, con la multa a que se refieren los artículos 173 y siguientes.”.

15. Reemplázase el artículo 129, por el siguiente:


“Artículo 129.- El dominio sobre los derechos de aprovechamiento se extingue por la renuncia señalada en el inciso tercero del artículo 6 y, además, por las causas y en las formas establecidas en el derecho común.”.

16. Intercálanse los siguientes Títulos X y XI, nuevos, en el Libro I, a continuación del artículo 129:

“TÍTULO X

DE LA PROTECCIÓN DE LAS AGUAS Y CAUCES


Artículo 129 bis.- Si de la ejecución de obras de recuperación de terrenos húmedos o pantanosos resultara perjuicio a terceros, las aguas provenientes de tales obras deberán ser vertidas al cauce natural más próximo. De no ser posible lo anterior, ellas serán vertidas a cauces artificiales, con autorización de sus propietarios, o a otros cauces naturales. En este último caso, deberá obtenerse autorización de la Dirección General de Aguas en conformidad al Párrafo 1º del Título I del Libro II de este Código.


Artículo 129 bis 1.- Al constituir los derechos de aprovechamiento de aguas, la Dirección General de Aguas velará por la preservación de la naturaleza y la protección del medio ambiente, debiendo para ello establecer un caudal ecológico mínimo, el cual sólo afectará a los nuevos derechos que se constituyan, para lo cual deberá considerar también las condiciones naturales pertinentes para cada fuente superficial.


El caudal ecológico mínimo no podrá ser superior al veinte por ciento del caudal medio anual de la respectiva fuente superficial. 


En casos calificados, y previo informe favorable de la Comisión Regional de Medio Ambiente respectiva, el Presidente de la República podrá, mediante decreto fundado, fijar caudales ecológicos mínimos diferentes, sin atenerse a la limitación establecida en el inciso anterior, no pudiendo afectar derechos de aprovechamiento existentes. Si la respectiva fuente natural recorre más de una Región, el informe será evacuado por la Comisión Nacional del Medio Ambiente. El caudal ecológico que se fije en virtud de lo dispuesto en el presente inciso, no podrá ser superior al cuarenta por ciento del caudal medio anual de la respectiva fuente superficial.”.


Artículo 129 bis 2.- La Dirección General de Aguas podrá ordenar la inmediata paralización de las obras o labores que se ejecuten en los cauces naturales de aguas corrientes o detenidas que no cuenten con la autorización competente y que pudieran ocasionar perjuicios a terceros, para lo cual podrá requerir el auxilio de la fuerza pública en los términos establecidos en el artículo 138 de este Código, previa autorización del juez de letras competente en el lugar en que se realicen dichas obras.


Asimismo, en las autorizaciones que otorga la Dirección General de Aguas referidas a modificaciones o nuevas obras en cauces naturales que signifiquen una disminución en la recarga natural de los acuíferos, podrán considerarse medidas mitigatorias apropiadas. De no ser así, se denegará la autorización de que se trate.


Artículo 129 bis 3.- La Dirección General de Aguas deberá establecer una red de estaciones de control de calidad, cantidad y niveles de las aguas tanto superficiales como subterráneas en cada cuenca u hoya hidrográfica. La información que se obtenga será pública y deberá proporcionarse a quien la solicite.

TÍTULO XI

DEL PAGO DE UNA PATENTE POR LA NO UTILIZACIÓN DE LAS AGUAS


Artículo 129 bis 4.- Los derechos de aprovechamiento no consuntivos de ejercicio permanente respecto de los cuales su titular no haya construido las obras señaladas en el inciso primero del artículo 129 bis 9, estarán afectos, en la proporción no utilizada de sus respectivos caudales, al pago de una patente anual a beneficio fiscal. La patente se regirá por las siguientes reglas:

1.
En el caso de derechos de aprovechamiento no consuntivos cuyos puntos de captación se ubiquen entre las Regiones Primera y Décima, con excepción de la provincia de Palena:

a)
En los primeros cinco años, la patente será equivalente, en unidades tributarias mensuales, al valor que resulte de la siguiente operación aritmética:


Valor anual de la patente en UTM=0.33xQxH.


El factor Q corresponderá al caudal medio no utilizado expresado en metros cúbicos por segundo, y el factor H, al desnivel entre los puntos de captación y de restitución expresado en metros.

b)
Entre los años sexto y décimo inclusive, la patente calculada de conformidad con la letra anterior se multiplicará por el factor 2, y

c)
Desde el año undécimo en adelante, se multiplicará por el factor 4.

2.
En el caso de derechos de aprovechamiento no consuntivos cuyos puntos de captación se ubiquen en la provincia de Palena y en las Regiones Undécima y Duodécima:

a)
En los primeros cinco años, la patente será equivalente, en unidades tributarias mensuales, al valor que resulte de la siguiente operación aritmética:


Valor anual de la patente en UTM=0.22xQxH.

b)
Entre los años sexto y décimo inclusive, la patente calculada de conformidad con la letra anterior se multiplicará por el factor 2, y

c)
Desde el año undécimo en adelante, se multiplicará por el factor 4.

3.
Para los efectos del cálculo de la patente establecida en el presente artículo, si la captación de las aguas se hubiere solicitado realizar a través de un embalse, el valor del factor H corresponderá, en todo caso, al desnivel entre la altura máxima de inundación y el punto de restitución expresado en metros.


En todos aquellos casos en que el desnivel entre los puntos de captación y restitución resulte inferior a 10 metros, el valor del factor H, para los efectos de esa operación, será igual a 10.

4.
Estarán exentos del pago de patente aquellos derechos de aprovechamiento cuyos volúmenes medios por unidad de tiempo, expresados en el acto de constitución original, sean inferiores a 100 litros por segundo, en las Regiones Primera a Metropolitana, ambas inclusive, y a 500 litros por segundo en el resto de las Regiones.


Artículo 129 bis 5.- Los derechos de aprovechamiento consuntivos de ejercicio permanente, respecto de los cuales su titular no haya construido las obras señaladas en el inciso primero del artículo 129 bis 9, estarán afectos, en la proporción no utilizada de sus respectivos caudales medios, al pago de una patente anual a beneficio fiscal.


La patente a que se refiere este artículo se regirá por las siguientes normas:

a)
En los primeros cinco años, los derechos de ejercicio permanente, cuyas aguas pertenezcan a cuencas hidrográficas situadas en las Regiones Primera a Metropolitana, ambas inclusive, pagarán una patente anual cuyo monto será equivalente a 1,6 unidades tributarias mensuales, por cada litro por segundo.


Respecto de los derechos de aprovechamiento cuyas aguas pertenezcan a cuencas hidrográficas situadas en las Regiones Sexta a Novena, ambas inclusive, la patente será equivalente a 0,2 unidades tributarias mensuales, por cada litro por segundo, y para las situadas en las Regiones Décima, Undécima y Duodécima, ascenderá a 0,1 unidad tributaria mensual por cada litro por segundo.

b)
Entre los años sexto y décimo inclusive, la patente calculada de conformidad con la letra anterior se multiplicará por el factor 2, y

c)
Desde el año undécimo en adelante, se multiplicará por el factor 4.


Para los efectos de la contabilización de los plazos de no utilización de las aguas, éstos comenzarán a regir a contar del 1 de enero del año siguiente al de la fecha de publicación de esta ley. En el caso de derechos de aprovechamiento que se constituyan o reconozcan con posterioridad a tal fecha, los plazos se computarán desde la fecha de su constitución o reconocimiento.


Estarán exentos del pago de patente aquellos derechos de aprovechamiento cuyos volúmenes medios por unidad de tiempo, expresados en el acto de constitución original, sean inferiores a 10 litros por segundo, en las Regiones Primera a Metropolitana, ambas inclusive, y a 50 litros por segundo en el resto de las Regiones.


Artículo 129 bis 6.- Los derechos de aprovechamiento de ejercicio eventual, que no sean utilizados total o parcialmente, pagarán un tercio del valor de la patente asignada a los derechos de ejercicio permanente.


Estarán exentos del pago de patente aquellos derechos de aprovechamiento no consuntivos de ejercicio eventual cuyos volúmenes medios por unidad de tiempo, expresados en el acto de constitución original, sean inferiores a 300 litros por segundo, en las Regiones Primera a Metropolitana, ambas inclusive, y a 1.500 litros por segundo en el resto de las Regiones.


También estarán exentos del pago de patente aquellos derechos de aprovechamiento consuntivos de ejercicio eventual cuyos volúmenes medios por unidad de tiempo, expresados en el acto de constitución original, sean inferiores a 30 litros por segundo, en las Regiones Primera a Metropolitana, ambas inclusive, y a 150 litros por segundo en el resto de las Regiones.


Finalmente, estarán exentos del pago de patente aquellos derechos de aprovechamiento de ejercicio eventual, cualquiera sea su caudal, que sean de propiedad fiscal.


Artículo 129 bis 7.- El pago de la patente se efectuará dentro del mes de marzo de cada año, en cualquier banco o institución autorizados para recaudar tributos. La Dirección General de Aguas publicará la resolución que contenga el listado de los derechos sujetos a esta obligación, en las proporciones que correspondan. El listado deberá contener: la individualización del propietario, la naturaleza del derecho, el volumen por unidad de tiempo involucrado en el derecho y la capacidad de las obras de captación, la fecha y número de la resolución de la Dirección General de Aguas o de la sentencia judicial que otorgó el derecho y la individualización de su inscripción en el Registro de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo en el caso en que estos datos se encuentren en poder de la autoridad. La publicación será complementada mediante mensaje radial de un extracto de ésta, en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente. Esta publicación se efectuará el 15 de enero de cada año o el primer día hábil inmediato si aquél fuere feriado, en el Diario Oficial y en forma destacada en un diario o periódico de la provincia respectiva y, si no lo hubiere, en uno de la capital de la Región correspondiente.


Esta publicación se considerará como notificación suficiente para los efectos de lo dispuesto en el artículo 129 bis 10.


Sin perjuicio de lo señalado en el presente artículo, el pago de la patente se suspenderá durante el tiempo que se encuentre vigente cualquier medida de un tribunal que ordene la paralización total o parcial de la construcción de las obras que se señalan en el artículo 129 bis 9.


Artículo 129 bis 8.- Corresponderá al Director General de Aguas, previa consulta a la organización de usuarios respectiva, determinar los derechos de aprovechamiento cuyas aguas no se encuentren total o parcialmente utilizadas, al 31 de agosto de cada año, para lo cual deberá confeccionar un listado con los derechos de aprovechamiento afectos a la patente, indicando el volumen por unidad de tiempo involucrado en los derechos. En el caso que los derechos tengan obras de captación, se deberá señalar la capacidad de dichas obras y se individualizará la resolución que las hubiese aprobado.


Artículo 129 bis 9.- Para los efectos del artículo anterior, el Director General de Aguas no podrá considerar como sujetos al pago de la patente a que se refieren los artículos 129 bis 4, 129 bis 5 y 129 bis 6, aquellos derechos de aprovechamiento para los cuales existan obras de captación de las aguas. En el caso de los derechos de aprovechamiento no consuntivos, deberán existir también las obras necesarias para su restitución.


El no pago de patente a que se refiere el inciso anterior se aplicará en proporción al caudal correspondiente a la capacidad de captación de tales obras.


Asimismo, el Director General de Aguas no podrá considerar como sujetos al pago de la patente a que se refieren los artículos 129 bis 4, 129 bis 5 y 129 bis 6, aquellos derechos de aprovechamiento permanentes que, por decisión de la organización de usuarios correspondiente, hubieran estado sujetos a turno o reparto proporcional.


También estarán exentos del pago de la patente la totalidad o una parte de aquellos derechos de aprovechamiento que son administrados y distribuidos por una organización de usuarios en un área en la que no existan hechos, actos o convenciones que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia. 


Para acogerse a la exención señalada en el inciso anterior, será necesario que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, a petición de la respectiva organización de usuarios o de algún titular de un derecho de aprovechamiento que forme parte de una organización de usuarios y previo informe de la Dirección General de Aguas, y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 17 c) y 18 de la ley Nº 19.911, declare que en el área señalada en el inciso anterior, no existen hechos, actos o convenciones que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia. Esta declaración podrá ser dejada sin efecto por el mismo Tribunal, si existe un cambio en las circunstancias que dieron origen a la exención. Esta exención regirá una vez que haya sido declarada por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y no tendrá efecto retroactivo.


La declaración efectuada de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, deberá ser comunicada a la Dirección General de Aguas para la determinación que ésta debe efectuar de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 bis 8.


El Director de Aguas no podrá considerar como sujetos al pago de la patente a que se refieren los artículos 129 bis 4, 129 bis 5 y 129 bis 6, aquellos derechos de aprovechamiento que posean las empresas de servicios públicos sanitarios y que se encuentren afectos a su respectiva concesión, hasta la fecha que, de acuerdo con su programa de desarrollo, deben comenzar a utilizarse, circunstancias que deberá certificar la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


Para los efectos de este artículo, se entenderá por obras de captación de aguas superficiales, aquéllas que permitan incorporarlas a los canales y a otras obras de conducción, aún cuando tales obras sean de carácter temporal y se renueven periódicamente. Tratándose de aguas subterráneas, se entenderá por obras de captación aquéllas que permitan su alumbramiento.


Artículo 129 bis 10.- Serán aplicables a las resoluciones de la Dirección General de Aguas, dictadas en conformidad con lo dispuesto en el presente Título, los recursos contemplados en los artículos 136 y 137 de este Código.


La interposición del recurso de reclamación señalado en el artículo 137, no suspenderá el pago de la patente, salvo que la Corte de Apelaciones respectiva ordene dicha medida.


Artículo 129 bis 11.- Si el titular del derecho de aprovechamiento no pagare la patente dentro del plazo indicado en el artículo 129 bis 7, se iniciará un procedimiento judicial para su cobro.


La ejecución de la obligación de pagar la patente sólo podrá hacerse efectiva sobre la parte no utilizada del respectivo derecho de aprovechamiento.


Artículo 129 bis 12.- Antes del 1 de junio de cada año, el Tesorero General de la República enviará a los juzgados competentes la nómina de los derechos de aprovechamiento de aguas, cuyas patentes no hayan sido pagadas, especificando su titular y el monto adeudado para iniciar el procedimiento. La nómina constituirá título ejecutivo y deberá indicar a lo menos: nombre del titular, fecha de constitución y número del acto administrativo que otorgó el derecho, la parte que está afecta a tributo y resolución respectiva e inscripción en el Registro de Aguas del Conservador de Bienes Raíces y en el Catastro Público de Aguas, si se tuviese esta última. La Dirección General de Aguas deberá velar por el cumplimiento de esta disposición y prestará su colaboración a la Tesorería General de la República. 


Será juez competente para conocer del juicio ejecutivo el de la comuna donde tenga su oficio el Conservador de Bienes Raíces en cuyo Registro se encuentren inscritos los derechos de aprovechamiento. Si hubiere más de uno, lo será el que estuviere de turno al tiempo de la recepción de la nómina a que se refiere el inciso anterior. Será aplicable a este juicio, en lo que corresponda, lo dispuesto en el artículo 458 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 129 bis 13.- El juez despachará el mandamiento de ejecución y embargo, sobre la parte no utilizada del derecho de aprovechamiento, mediante una providencia que estampará en un documento independiente a la nómina indicada en el artículo anterior.


Este podrá dirigirse contra todos los deudores a la vez y no será susceptible de recurso alguno.


El embargo sólo podrá recaer en la parte del derecho de aprovechamiento afecto al pago de las patentes que se adeuden.


Artículo 129 bis 14.- La notificación de encontrarse en mora, así como el requerimiento de pago, se harán a la persona que figure como propietaria del derecho de aprovechamiento en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces respectivo y podrán dirigirse contra uno o varios deudores a la vez, mediante el envío de carta certificada al domicilio del deudor.


La notificación y el requerimiento señalados en el inciso anterior se entenderán realizados por la publicación de la resolución que contenga el requerimiento de pago en el Diario Oficial el día primero o quince de cada mes o el primer día hábil inmediatamente siguiente si aquéllos fueren feriados, y, en forma destacada, en un diario o periódico de la provincia respectiva y, si no lo hubiere, en uno de la capital de la Región correspondiente. El costo de esta publicación será de cargo de la Tesorería General de la República.


La parte del derecho de aprovechamiento o el derecho de aprovechamiento de aguas objeto de la patente adeudada se entenderá embargado por el solo ministerio de la ley, desde el momento en que se efectúe el requerimiento de pago.


Artículo 129 bis 15.- El deudor podrá oponerse a la ejecución dentro del plazo de treinta días hábiles contado desde la fecha de las publicaciones señaladas en el artículo anterior.


La oposición sólo será admisible cuando se funde en alguna de las siguientes excepciones:

1º
Pago de la deuda, siempre que conste por escrito;

2º
Prescripción de la deuda;

3º
Remisión de la deuda;

4º
Cosa juzgada, o

5º
Que se encuentren pendientes de resolución algunos de los recursos a que se refiere el artículo 129 bis 10. En este caso, y mientras se encuentre pendiente la resolución de dichos recursos, se suspenderá el procedimiento.

6º
Que el pago de la patente se encuentre suspendida por aplicación del inciso final del 
artículo 129 bis 7.


La oposición se tramitará en forma incidental, pero si las excepciones no reúnen los requisitos exigidos en el inciso anterior, se rechazará de plano. El recurso de apelación que se interponga en contra de la resolución que rechace las excepciones se concederá en el solo efecto devolutivo. El tribunal de segunda instancia sólo podrá ordenar la suspensión de la ejecución cuando la oposición se funde en el pago de la deuda que conste en un antecedente escrito o en que se encuentren pendientes de resolución algunos de los recursos a que se refiere el artículo 129 bis 10. La apelación que se interponga en contra de la resolución que acoja las excepciones, se concederá en ambos efectos.


Si se acogieren parcialmente las excepciones, proseguirá la ejecución por el monto que determine el tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente. Si los recursos a los que alude el número 5º del presente artículo son acogidos, el tribunal dispondrá el archivo de los antecedentes. En caso contrario, continuará con la tramitación del procedimiento de remate.


Artículo 129 bis 16.- Si transcurriere el plazo que el deudor tiene para oponerse a la ejecución sin que lo hubiere hecho o, habiendo deducido oposición, ésta fuere rechazada, el juez dictará una resolución señalando día y hora para el remate, la que se publicará, junto a la nómina de derechos a subastar, por una sola vez en un diario o periódico de la provincia respectiva y, si no lo hubiere, en uno de la capital de la Región correspondiente. La nómina, además se difundirá mediante mensaje radial en una emisora con cobertura territorial del área pertinente. El costo de estas publicaciones será de cargo de la Tesorería General de la República.


El juez dispondrá, previo informe de la Dirección General de Aguas y teniendo a la vista las peticiones de los posibles interesados, que el caudal correspondiente a los derechos de aprovechamiento a rematar, sea subastado fraccionándolo en tantas partes como estime conveniente, debiendo comenzar la subasta por la cuota menor.


El remate no podrá efectuarse antes de los treinta días siguientes a la fecha del aviso. 


Los errores u omisiones en la publicación señalada en el inciso primero podrán ser rectificados antes del remate, a solicitud de cualquiera que tenga interés en ello o de la Dirección General de Aguas. El juez resolverá con conocimiento de causa. Las rectificaciones se publicarán en igual forma que la publicación original y el remate se postergará para una fecha posterior en treinta días, a lo menos, a la última publicación.


El secretario del tribunal dará testimonio en los autos de haberse publicado los avisos en la forma y oportunidad señaladas.


El mínimo de la subasta será el valor de las patentes adeudadas, o la parte que corresponda, y el titular del derecho podrá liberarlo pagando dicho valor más un treinta por ciento del mismo.


Todo postor, para tomar parte en el remate, deberá rendir caución suficiente a beneficio fiscal, calificada por el tribunal, sin ulterior recurso, para responder que se llevará a efecto el pago de los derechos de aprovechamiento rematados. La garantía será equivalente al diez por ciento de la suma adeudada, o la parte que corresponda, y subsistirá hasta que se otorgue la escritura definitiva de adjudicación.


Si el adjudicatario no enterare el precio de la subasta dentro del plazo de quince días contado desde la fecha del remate, la adjudicación quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley y el juez hará efectiva la garantía a beneficio fiscal, ordenando que los derechos de aprovechamiento sean nuevamente sacados a remate.


Si el producido excediere lo adeudado por concepto de patentes, gastos y costas, el remanente será entregado al ejecutado.


La venta en remate se hará por el martillero designado por el tribunal que corresponda y a ella podrán concurrir, el Fisco, las instituciones del sector público y cualquier persona, todos en igualdad de condiciones. El Fisco podrá imputar al precio del remate, el monto adeudado por concepto de patentes. Si el Fisco o cualquiera de las instituciones del sector público se adjudican el derecho de aprovechamiento, deberán renunciar al mismo, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 6º en un plazo máximo de dos meses, contados de la inscripción de la adjudicación en el Conservador de Bienes Raíces respectivo. Si el Fisco no inscribiere la renuncia dentro de dos meses contados desde la fecha de adjudicación, el juez respectivo podrá, a petición de cualquier interesado, ordenar a nombre del Fisco, la inscripción de la renuncia, en el Registro de Aguas correspondiente. En este caso, las aguas quedarán libres para la constitución de nuevos derechos de aprovechamiento de conformidad a las normas generales.


Será aplicable lo dispuesto en el artículo 2428 del Código Civil y el artículo 492 del Código de Procedimiento Civil al procedimiento de remate del derecho de aprovechamiento. Sin perjuicio de lo anterior, el Fisco tendrá preferencia para cobrar la patente adeudada con el producto del remate, sobre todo otro acreedor.


Artículo 129 bis 17.- Los demás procedimientos relativos al remate, al acta correspondiente, a la escritura de adjudicación y a su inscripción, se regirán por las disposiciones del Código de Procedimiento Civil relativas a la subasta de bienes inmuebles embargados.


Artículo 129 bis 18.- Si no se presentaren postores en el día señalado para el remate, la Dirección General de Aguas solicitará al tribunal que el derecho de aprovechamiento se ponga por una segunda vez a remate, esta vez, sin el mínimo señalado en el inciso sexto del artículo 129 bis 16.


Si puesto a remate el derecho de aprovechamiento en la forma señalada en el inciso anterior, tampoco se presentaren postores, el juez adjudicará el derecho de aprovechamiento al Fisco, a nombre del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá renunciar al mismo, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 6º en un plazo máximo de dos meses, contados de la inscripción de la adjudicación en el Conservador de Bienes Raíces respectivo. Si el Fisco no inscribiere la renuncia dentro de dos meses contados desde la fecha de adjudicación, el Juez respectivo podrá, a petición de cualquier interesado, ordenar a nombre del Fisco, la inscripción de la renuncia, en el Registro de Aguas correspondiente. En este caso, las aguas quedarán libres para la constitución de nuevos derechos de aprovechamiento de conformidad a las normas generales.


Artículo 129 bis 19.- Una cantidad igual al 75% del producto neto de las patentes por no utilización de los derechos de aprovechamiento y de lo recaudado en los remates de estos últimos, será distribuida, a contar del ejercicio presupuestario correspondiente al cuarto año posterior al de publicación de esta ley, entre las regiones y comunas del país en la forma que a continuación se indica:

a)
El 65% de dichos producto neto y recaudación por remates se incorporará a la cuota del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que anualmente le corresponda, en el Presupuesto Nacional, a la Región donde tenga su oficio el Conservador de Bienes Raíces en cuyo Registro se encuentren inscritos los derechos de aprovechamiento.

b)
El 10% restante se distribuirá proporcionalmente a la superficie de las cuencas de las respectivas comunas donde sea competente el Conservador de Bienes Raíces, en cuyo Registro se encuentren inscritos los derechos de aprovechamiento.


La proporción de la cantidad señalada en la letra a) anterior, que corresponda a cada Región, se determinará como el cuociente entre el monto recaudado por patentes y remates correspondiente a la Región en donde tenga su oficio el Conservador de Bienes Raíces en cuyo Registro se encuentren inscritos los derechos de aprovechamiento y el monto total recaudado por estos conceptos en todas las Regiones del país. Igual criterio se aplicará tratándose de las municipalidades a que se refiere la letra b). En este último caso, si un derecho de aprovechamiento se encuentra situado en el territorio de dos o más comunas, la Dirección General de Aguas determinará la proporción que le corresponderá a cada una de ellas, dividiendo el monto correspondiente a prorrata de la superficie de cada comuna comprendida en la extensión territorial del derecho de aprovechamiento.


La Ley de Presupuestos incluirá, en los presupuestos de los Gobiernos Regionales y municipalidades que correspondan, las cantidades que resulten de la aplicación de los incisos anteriores.


Para los efectos de este artículo, se entenderá por producto neto las cantidades que resulten de restar a la recaudación bruta, obtenida de la aplicación de las patentes que establecen los artículos 129 bis 4, 129 bis 5 y 129 bis 6, las sumas imputadas al pago de impuestos fiscales en la forma dispuesta en el artículo siguiente, ambos valores correspondientes al período de doce meses, contado hacia atrás desde el mes de junio del año anterior al de vigencia de la Ley de Presupuestos que incluya la distribución que proceda de acuerdo a esta disposición.


Artículo 129 bis 20.- El valor de las patentes no se considerará como gasto tributario para efectos de la determinación de la base imponible del impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Sin perjuicio de ello, a dicho monto no le será aplicable lo dispuesto en el artículo 21 de dicha ley.


Los titulares de derechos de aprovechamiento podrán deducir del monto de sus pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las cantidades mensuales que paguen por concepto de patentes en los años anteriores a aquél en que se inicie la utilización de las aguas. El remanente que resultare de esta imputación, por ser inferior el pago provisional obligatorio o por no existir la obligación de hacerlo en dicho período, podrá imputarse a cualquier otro impuesto fiscal de retención o recargo de declaración mensual y pago simultáneo que deba pagarse en la misma fecha, y el saldo que aún quede podrá imputarse a los mismos impuestos indefinidamente en los meses siguientes, hasta su total agotamiento, reajustado en la forma que prescribe el artículo 27 del decreto ley N° 825, de 1974.


Artículo 129 bis 21.- Respecto a los derechos de aprovechamiento no consuntivos, podrán imputarse en conformidad al artículo anterior, todos los pagos efectuados durante los ocho años anteriores a aquél en que se inicie la utilización de las aguas.


Respecto a los derechos de aprovechamiento consuntivos, podrán imputarse asimismo todos los pagos efectuados durante los seis años anteriores a aquél en que se inicie la utilización de las aguas.


Si el derecho de aprovechamiento fuere adquirido mediante remate de conformidad con lo dispuesto en los artículos 142 a 147, y 129 bis 16 y 129 bis 17 del presente Código, la cantidad pagada, debidamente reajustada, por concepto de precio del referido derecho por el titular del mismo podrá ser imputada al pago de la patente señalada en los artículos 129 bis 4, 129 bis 5 y 129 bis 6. Un reglamento determinará la forma de efectuar la imputación señalada en el presente inciso.”.
17. Agrégase, al artículo 131, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto:


“La presentación o extracto se difundirá, a costa del interesado, al menos tres veces por una radioemisora de cobertura regional, dejándose constancia de ello en el medio de comunicación respectivo.”.
18. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 137 del Código de Aguas:

a)
Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “respectiva”, seguida de una coma (,) por la frase “del lugar en que se dictó la resolución que se impugna” seguida de una coma (,), y

b)
Agrégase, como inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, el siguiente:


“Serán aplicables a la tramitación del recurso de reclamación, en lo pertinente, las normas contenidas en el Título XVIII del Libro I del Código de Procedimiento Civil, relativas a la tramitación del recurso de apelación en segunda instancia, debiendo, en todo caso, notificarse a la Dirección General de Aguas, la cual deberá informar al tenor del recurso.”.

19. Reemplázase el artículo 140 por el siguiente:


“Artículo 140.- La solicitud para adquirir el derecho de aprovechamiento deberá contener:

1.
El nombre y demás antecedentes para individualizar al solicitante. El nombre del álveo de las aguas que se necesita aprovechar, su naturaleza, esto es, si son superficiales o subterráneas, corrientes o detenidas, y la provincia en que estén ubicadas o que recorren.


Tratándose de aguas subterráneas, se precisará la comuna en que se ubicará la captación y el área de protección que se solicita;

2.
La cantidad de agua que se necesita extraer, expresada en medidas métricas y de tiempo.


Tratándose de aguas subterráneas, deberá indicarse el caudal máximo que se necesita extraer en un instante dado, expresado en medidas métricas y de tiempo, y el volumen total anual que se desea extraer desde el acuífero, expresado en metros cúbicos;

3.
El o los puntos donde se desea captar el agua.


Si la captación se efectúa mediante un embalse o barrera ubicado en el álveo, se entenderá por punto de captación aquél que corresponda a la intersección del nivel de aguas máximas de dicha obra con la corriente natural.


En el caso de los derechos no consuntivos, se indicará, además, el punto de restitución de las aguas y la distancia y desnivel entre la captación y la restitución;

4.
El modo de extraer las aguas;

5.
La naturaleza del derecho que se solicita, esto es, si es consuntivo o no consuntivo, de ejercicio permanente o eventual, continuo o discontinuo o alternado con otras personas, y

6.
En el caso que se solicite, en una o más presentaciones, un volumen de agua superior a las cantidades indicadas en los incisos finales de los artículos 129 bis 4 y 129 5, el solicitante deberá acompañar una memoria explicativa en la que se señale la cantidad de agua que se necesita extraer, según el uso que se le dará. Para estos efectos, la Dirección General de Aguas dispondrá de formularios que contengan los antecedentes necesarios para el cumplimiento de esta obligación. Dicha memoria se presentará como una declaración jurada sobre la veracidad de los antecedentes que en ella se incorporen.”.
20. Elimínase, en el artículo 141, el inciso tercero, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso tercero.
21. Modifícase el artículo 142, de la siguiente forma:

1.
Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Si dentro del plazo de seis meses contados desde la presentación de la solicitud, se hubieren presentado dos o más solicitudes sobre las mismas aguas y no hubiere recursos suficientes para satisfacer todos los requerimientos, la Dirección General de Aguas, una vez reunidos los antecedentes que acrediten la existencia de aguas disponibles para la constitución de nuevos derechos sobre ellas, citará a un remate de estos derechos. Las bases de remate determinarán la forma en que se llevará a cabo dicho acto.”.
2.
En el inciso tercero, agrégase a continuación del punto final, lo siguiente: “La Dirección General de Aguas comunicará por carta certificada los antecedentes antes señalados, a los solicitantes que dentro del plazo establecido en el inciso primero del presente artículo, hubieren presentado solicitudes sobre las mismas aguas involucradas en el remate. La misma notificación podrá efectuarla a la respectiva organización de usuarios. En estos avisos y las comunicaciones señaladas, la Dirección General de Aguas deberá señalar el área que queda comprometida, desde el punto de vista de la disponibilidad para la constitución de nuevos derechos de aprovechamiento de aguas una vez que se adjudiquen los derechos involucrados en el remate. La omisión del envío de la carta certificada a que se refiere el presente inciso no invalidará el remate respectivo, sin perjuicio de hacer efectiva la responsabilidad del funcionario que incurrió en tal omisión.”.

22. Sustitúyese el artículo 144 por el siguiente: 


“Artículo 144.- La subasta de los derechos de aprovechamiento solicitados, la efectuará el funcionario que designe el Director General de Aguas y a ella podrán concurrir las personas que hubieren presentado la solicitud dentro del plazo señalado en el inciso primero del artículo 142, el Fisco y cualquiera de las instituciones del sector público en igualdad de condiciones. Si la solicitud recae sobre aguas superficiales podrá concurrir, además, cualquier persona.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, los solicitantes que se adjudiquen el derecho de aprovechamiento, podrán imputar al pago del precio del remate los costos procesales que hubiesen incurrido en la tramitación de sus solicitudes, que correspondan a los gastos de publicación de las mismas efectuadas de conformidad a la ley y aquéllos originados con ocasión de la inspección ocular que señala el artículo 135 de este Código.”.

23. Intercálanse los siguientes artículos 147 bis y 147 ter, nuevos, a continuación del artículo 147:


“Artículo 147 bis.- El derecho de aprovechamiento de aguas se constituirá mediante resolución de la Dirección General de Aguas, o bien, mediante decreto supremo del Presidente de la República, en el caso previsto en el artículo 148.


El Director General de Aguas si no se dan los casos señalados en el inciso primero del artículo 142, podrá, mediante resolución fundada, limitar el caudal de una solicitud de derechos de aprovechamiento, si manifiestamente no hubiera equivalencia entre la cantidad de agua que se necesita extraer, atendidos los fines invocados por el peticionario en la memoria explicativa señalada en el Nº 6 del artículo 140 de este Código, y los caudales señalados en una tabla de equivalencias entre caudales de agua y usos, que refleje las prácticas habituales en el país en materia de aprovechamiento de aguas. Dicha tabla será fijada mediante decreto supremo firmado por los Ministros de Obras Públicas, Minería, Agricultura y Economía.


Asimismo, cuando sea necesario reservar el recurso para el abastecimiento de la población por no existir otros medios para obtener el agua, o bien, tratándose de solicitudes de derechos no consuntivos y por circunstancias excepcionales y de interés nacional, el Presidente de la República podrá, mediante decreto fundado, con informe de la Dirección General de Aguas, disponer la denegación parcial de una petición de derecho de aprovechamiento. Este decreto se publicará por una sola vez en el Diario Oficial, el día primero o quince de cada mes, o el primer día hábil inmediatamente siguiente si aquéllos fueran feriados.


Si en razón de la disponibilidad de agua no es posible constituir el derecho de aprovechamiento en las condiciones solicitadas, el Director General de Aguas podrá hacerlo en cantidad o con características diferentes, siempre que conste el consentimiento del interesado. Así, por ejemplo, será posible constituirlo en calidad de eventual o discontinuo, habiendo sido solicitado como permanente o continuo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 22, 65, 66, 67, 129 bis 1 y 141 inciso final, procederá la constitución de derechos de aprovechamiento sobre aguas subterráneas, siempre que la explotación del respectivo acuífero sea la apropiada para su conservación y protección en el largo plazo, considerando los antecedentes técnicos de recarga y descarga, así como las condiciones de uso existentes y previsibles, todos los cuales deberán ser de conocimiento público.


Artículo 147 ter.- El afectado por un decreto del Presidente de la República que disponga la denegación parcial de una petición de derecho de aprovechamiento podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de su publicación. Será aplicable a esta reclamación el procedimiento establecido en el artículo 137.”.

24. Reemplázase en el artículo 148 la frase “inciso tercero del artículo 141” por “inciso primero del artículo 142”.

25. Reemplázase el artículo 149 por el siguiente:


“Artículo 149.- El acto administrativo en cuya virtud se constituye el derecho contendrá:

1.
El nombre del adquirente;

2.
El nombre del álveo o individualización de la comuna en que se encuentre la captación de las aguas subterráneas que se necesita aprovechar y el área de protección;

3.
La cantidad de agua que se autoriza extraer, expresada en la forma prevista en el artículo 7º de este Código;

4.
El o los puntos precisos donde se captará el agua y el modo de extraerla;

5.
El desnivel y puntos de restitución de las aguas si se trata de usos no consuntivos;

6.
Si el derecho es consuntivo o no consuntivo, de ejercicio permanente o eventual, continuo o discontinuo o alternado con otras personas, y

7.
Otras especificaciones técnicas relacionadas con la naturaleza especial del respectivo derecho y las modalidades que lo afecten, con el objetivo de conservar el medio ambiente o proteger derechos de terceros.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 147 bis, el derecho de aprovechamiento constituido de conformidad al presente artículo, no quedará en modo alguno condicionado a un determinado uso y su titular o los sucesores en el dominio a cualquier título podrán destinarlo a los fines que estimen pertinentes.”.

26. Reemplázase el inciso primero del artículo 160, por el siguiente:


“Artículo 160.- La solicitud se publicará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 131.”.

27. Reemplázase el inciso primero del artículo 162, por el siguiente:


“Artículo 162.- Con todos los antecedentes reunidos, y si se cumple con los requisitos señalados en el artículo 159, la Dirección General de Aguas acogerá la solicitud de cambio de fuente de abastecimiento. En caso contrario, la solicitud será denegada.”.

28. Agrégase al artículo 163, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Si la solicitud fuera legalmente procedente, no se afectan derechos de terceros y existe disponibilidad del recurso en el nuevo punto de captación, la Dirección General de Aguas deberá autorizar el traslado.”.
29. Agrégase en el Título II del Libro Segundo el siguiente Párrafo 3, nuevo:

“3. Del arbitraje


Artículo 185 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 177 y 244 de este Código, los conflictos que se produzcan en el ejercicio de derechos de aprovechamiento de aguas, podrán ser resueltos por un árbitro con el carácter de arbitrador, el que podrá ser nombrado de común acuerdo y en subsidio, por el juez de letras en lo civil respectivo a que se refiere el artículo 178, el que deberá recaer en una persona que figure en una nómina que al efecto formarán las Cortes de Apelaciones. El carácter de árbitro será incompatible con el de funcionario público.

30. Sustitúyese, en el artículo 186, la frase “canal o embalse, o usan en común la misma obra de captación de aguas subterráneas,” por “canal, embalse, o aprovechan las aguas de un mismo acuífero,” y la expresión “canal matriz” por “caudal matriz”.

31. Agrégase al artículo 196 el siguiente inciso final, nuevo:


“Las comunidades de aguas que hayan cumplido con este requisito gozarán de personalidad jurídica y les serán aplicables las disposiciones del Título XXXIII del Libro I del Código Civil, con excepción de los artículos 560, 562, 563 y 564.”.

32. Introdúcense al artículo 263, las siguientes modificaciones:

a)
Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la frase “aprovechen aguas”, las palabras “superficiales o subterráneas”.

b)
Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente:


“La constitución de la Junta de Vigilancia y sus estatutos, constarán en escritura pública, la que deberá ingresarse a la Dirección General de Aguas, conjuntamente con una publicación en un diario o periódico de la provincia respectiva y, si no hubiera, en uno de la capital regional correspondiente, en el cual se notifique la constitución de la organización de usuarios de que se trata, con indicación de fecha y notaría del documento público constitutivo.”.

c)
Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, nuevos:


“A contar de la fecha de ingreso a la Dirección General de Aguas de la escritura pública en que consten la constitución y estatutos de la Junta de Vigilancia, dicho Servicio tendrá un plazo de sesenta días hábiles para efectuar las observaciones legales y técnicas que sean del caso, las que deberán ser resueltas por los interesados en el plazo no fatal de sesenta días.


Transcurrido el plazo indicado en el inciso precedente, sin que la Dirección General de Aguas haya efectuado observaciones, o bien, habiéndolas realizado, ellas fueran resueltas satisfactoriamente, la escritura pública en que consten la constitución y estatutos de la Junta de Vigilancia deberá publicarse en extracto, previamente ingresado en la oficina de partes de dicho Servicio, por una vez, en el Diario Oficial, y en forma destacada en un diario o periódico de la provincia respectiva, y si no hubiera, en uno de la capital de la Región correspondiente. Esta publicación se efectuará dentro de los treinta días siguientes a la fecha de ingreso a la Dirección General de Aguas. Efectuada la referida publicación, la Junta de Vigilancia gozará de personalidad jurídica.


El extracto indicado en el inciso anterior, deberá contener las siguientes menciones:

1.
El nombre, domicilio y objeto de la Junta de Vigilancia.

2.
Hoya hidrográfica a que pertenece.

3.
El o los cauces o la sección del cauce, acuíferos o fuente natural sobre la que tiene jurisdicción.

4.
Enumeración de canales sometidos a su jurisdicción, con indicación de sus derechos de aprovechamiento en el cauce o fuente natural, expresados conjuntamente en acciones y en volumen por unidad de tiempo.

5.
Enumeración de usuarios individuales que capten directamente del cauce natural, a través de una bocatoma, con indicación de sus derechos de aprovechamiento, expresados conjuntamente en acciones y en volumen por unidad de tiempo.

6.
El número de miembros que formará el directorio, o el número de administradores, según el caso.

7.
La individualización de los miembros del primer directorio o de el o los administradores, según el caso.


En el caso de Juntas de Vigilancia constituidas por escritura pública, no habiendo acuerdo entre la Dirección General de Aguas y los interesados para resolver las observaciones hechas por la primera, será necesario recurrir al procedimiento judicial de constitución contemplado en el artículo 269 de este Código.


Los interesados deberán acompañar a la Dirección General de Aguas, copia de la publicación indicada en el inciso cuarto para su registro en el referido Servicio.”.

33. Reemplázase en el inciso primero del artículo 266, la expresión “los cauces” por “las fuentes”.”.

34. Reemplázase, el inciso tercero del artículo 269, por el siguiente:


“Asimismo, podrán constituirse por escritura pública siempre que concurra a suscribirla la mayoría absoluta de las personas u organizaciones señaladas en el artículo 263.”.

35. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 270, por el siguiente:


“El Juez, antes de resolver, existiendo o no controversia sobre los canales que deban quedar sometidos a la Junta de Vigilancia, sus dotaciones y la forma en que participarán en la distribución, pedirá informe a la Dirección General de Aguas, la que tendrá un plazo de sesenta días hábiles para evacuarlo, vencido el cual deberá resolver, prescindiendo de él.”.

36. Reemplázase en el número 1 del artículo 274, la frase “derechos de agua” por “derechos de aprovechamiento de aguas”.

37. Reemplázanse las letras c) y d) del artículo 299, por las siguientes letras c), d) y e):


“c) Ejercer la policía y vigilancia de las aguas en los cauces naturales de uso público e impedir que en éstos se construyan, modifiquen o destruyan obras sin la autorización previa del servicio o autoridad a quien corresponda aprobar su construcción o autorizar su demolición o modificación.


d) En el caso de que no existan Juntas de Vigilancia legalmente constituidas, impedir que se extraigan aguas de los mismos cauces sin título o en mayor cantidad de lo que corresponda. Para estos efectos, podrá requerir el auxilio de la fuerza pública en los términos establecidos en el artículo 138 de este Código, y


e) Supervigilar el funcionamiento de las organizaciones de usuarios, de acuerdo con lo dispuesto en este Código.”.

38. Modifícase el artículo 314 de la siguiente manera:

a)
Sustitúyase el inciso tercero, por el siguiente:


“Declarada la zona de escasez, y no habiendo acuerdo de los usuarios para redistribuir las aguas, la Dirección General de Aguas podrá hacerlo respecto de las disponibles en las fuentes naturales, para reducir al mínimo los daños generales derivados de la sequía. Podrá, para ello, suspender las atribuciones de las Juntas de Vigilancia, como también los seccionamientos de las corrientes naturales que estén comprendidas dentro de la zona de escasez.”.

b)
Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando los actuales incisos cuarto, quinto y sexto, a ser incisos sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“Una vez declarada la zona de escasez y por el mismo período señalado en el inciso primero de este artículo, la Dirección General de Aguas podrá autorizar extracciones de aguas superficiales o subterráneas desde cualquier punto sin necesidad de constituir derechos de aprovechamiento de aguas y sin la limitación del caudal ecológico mínimo establecido en el artículo 129 bis 1. También podrá otorgar cualquiera de las autorizaciones señaladas en el Título I del Libro Segundo de este Código.


Para los efectos señalados en los incisos anteriores, y lo dispuesto en el artículo siguiente, la Dirección General de Aguas adoptará las medidas sin sujeción a las normas establecidas en el Título I del Libro Segundo de este Código.”.
39. Reemplázase el artículo 1º transitorio por el siguiente:


“Artículo 1º transitorio.- Los derechos de aprovechamiento inscritos en el Registro de Aguas del Conservador de Bienes Raíces competente, cuyas posteriores transferencias o transmisiones no lo hubieran sido, podrán regularizarse mediante la inscripción de los títulos correspondientes desde su actual propietario hasta llegar a la inscripción de la cual proceden.


Si el Conservador de Bienes Raíces donde exista la inscripción se rehusara a practicar las nuevas inscripciones solicitadas, el interesado podrá ocurrir ante el juez de letras competente para que, si lo estima procedente, ordene al Conservador practicar tales inscripciones.


Para resolver sobre la solicitud, el juez solicitará informe al Conservador de Bienes Raíces que se haya pronunciado negativamente y a la Dirección General de Aguas y tendrá, además, a la vista copia autorizada de la inscripción de dominio a nombre del interesado del inmueble en el cual se aprovechen las aguas; certificado de vigencia del mismo y certificado de la respectiva organización de usuarios en que conste la calidad del solicitante como miembro activo de ella, cuando corresponda.”.
40. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 13 transitorio, la frase “artículo 12 del presente Código” por “artículo 112 del presente Código”.


Artículo 2º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código de Aguas.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República no podrá, tratándose de artículos que contengan preceptos de rango orgánico constitucional o de quórum calificado, alterar su redacción; sólo se limitará a establecer o concordar la numeración de los artículos según el orden correlativo que corresponda.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1º.- Las solicitudes de derecho de aprovechamiento que se encuentran pendientes, deberán ajustarse a las disposiciones de esta ley, para lo cual el Director General de Aguas requerirá de los peticionarios los antecedentes e informaciones que fueren necesarios para dicho fin.


Asimismo, todas las solicitudes de derecho de aprovechamiento que a la fecha de publicación de la presente ley se encuentren pendientes de resolver y que sean incompatibles entre sí según lo dispone el inciso primero del artículo 142 de este Código, serán objeto de uno o varios remates públicos que al efecto realizará la Dirección General de Aguas, de acuerdo al procedimiento señalado en los artículos 142, 143. 144, 145, 146 y 147 del Código de Aguas.


Los derechos de aprovechamiento solicitados que se encuentren pendientes de resolver a la fecha de publicación de la presente ley que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65 y 66 del Código de Aguas puedan ser constituidos en carácter de provisional y que sean incompatibles entre sí según lo dispone el inciso primero del artículo 142 de este Código, serán objeto de uno o varios remates públicos que al efecto realizará la Dirección General de Aguas, de acuerdo al procedimiento señalado en los artículos 142, 143, 144, 145, 146 y 147 del Código de Aguas.

Artículo 2º.- Para los efectos de la contabilización de los plazos de no utilización de las aguas señalados en el número 1 del artículo 129 bis 4, éstos comenzarán a regir a contar del 1 de enero del año siguiente al de la fecha de publicación de esta ley. En el caso de derechos de aprovechamiento que se constituyan o reconozcan con posterioridad a tal fecha, los plazos se computarán desde la fecha de su constitución o reconocimiento.


La patente establecida en el número 2 del artículo señalado en el inciso anterior, sólo entrará en vigencia a contar del día primero de enero del séptimo año siguiente al año en que se publique esta ley, contabilizándose desde tal día los plazos de no utilización de las aguas.


Para los efectos de la contabilización de los plazos de no utilización de las aguas relativa a la patente establecida en el artículo 129 bis 6, aquéllos comenzarán a regir a contar del 1 de enero del año siguiente al de la fecha de publicación de esta ley. En el caso de derechos de aprovechamiento que se constituyan o reconozcan con posterioridad a tal fecha, los plazos se computarán desde la fecha de su constitución o reconocimiento.


“Artículo 3º.- La Dirección General de Aguas constituirá derechos de aprovechamiento, según corresponda, con el carácter de consuntivos, definitivos, permanentes y de ejercicio continuo, hasta por un caudal de dos litros por segundo, respecto de solicitudes que hayan sido presentadas hasta el 1 de enero de 2000, y que se encuentren pendientes de resolución, o con recursos sin resolver a la fecha de publicación de la presente ley.

Para constituir el derecho de aprovechamiento en virtud de lo dispuesto en este artículo, se requerirá que se cumpla sólo con los siguientes requisitos:
1.
La solicitud deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 140 del Código de Aguas.
2.
Se deberá acreditar que se han realizado las publicaciones de conformidad con lo dispuesto en el artículo 131 del Código de Aguas.
3.
En caso de aguas subterráneas, se deberá acreditar el dominio del predio donde se ubica el pozo o la autorización del dueño del terreno que conste en un documento firmado ante notario. Si la obra de captación se encuentra en un bien nacional de uso público, deberá adjuntarse la autorización del organismo bajo cuya administración éste se encuentre. Tratándose de un bien fiscal, deberá acompañarse autorización del Ministerio de Bienes Nacionales.
4.
Se deberá demostrar el alumbramiento de las aguas en la obra de captación.
5.
Se deberá demostrar que las obras de captación no se encuentren ubicadas en las zonas señaladas en el inciso segundo del artículo 63.

Cumplidos los requisitos señalados en el inciso anterior, la Dirección General de Aguas constituirá el derecho de aprovechamiento de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del presente artículo.


Artículo 4°.- La Dirección General de Aguas constituirá derechos de aprovechamiento permanentes sobre aguas subterráneas por un caudal de hasta dos litros por segundo, para las Regiones Primera a Metropolitana, ambas inclusive y hasta 4 litros por segundo en el resto de las Regiones, sobre captaciones que hayan sido construidas antes del 30 de junio de 2004.


Las solicitudes deberán ser presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la presente ley.


“Artículo 5º.- Para constituir el derecho de aprovechamiento en virtud de lo dispuesto en el artículo anterior, se requerirá cumplir sólo con los siguientes requisitos:

1.
La solicitud se hará mediante un formulario que la Dirección General de Aguas pondrá a disposición de los peticionarios para estos efectos, y se presentará ante la oficina de este Servicio del lugar, o ante el Gobernador respectivo.

2.
El peticionario, al momento de presentar la solicitud, deberá adjuntar al formulario que alude el número anterior, un documento que acredite el dominio del inmueble en que se ubique la captación, o la autorización de su dueño que conste en un documento firmado ante notario. Si la obra de captación se encuentra en un bien nacional de uso público, deberá adjuntarse la autorización del organismo bajo cuya administración éste se encuentre. Tratándose de un bien fiscal, deberá acompañarse autorización del Ministerio de Bienes Nacionales. Asimismo, junto con su solicitud, el peticionario deberá acompañar todos los documentos que acrediten la antigüedad de la obra y el caudal susceptible de ser constituido. En caso que no disponga de documentos que avalen su solicitud, deberá acompañar una declaración jurada acerca de la fecha de construcción de la captación.

3.
Una vez ingresada la solicitud, la Dirección General de Aguas deberá realizar una visita a terreno, a fin de verificar la existencia de la obra de captación, el caudal posible de extraer y si ella cumple con la antigüedad requerida por el artículo anterior. La Dirección General de Aguas podrá solicitar a los interesados los fondos necesarios para cubrir los gastos a que dé lugar la visita a terreno.
4.
Las obras de captación deberán estar situadas fuera de las zonas señaladas en el inciso segundo del artículo 63.

5.
Cumplidos los requisitos señalados en el presente artículo, la Dirección General de Aguas constituirá el derecho de aprovechamiento de aguas subterráneas, para lo cual podrá dictar una o varias resoluciones que incluyan un conjunto de solicitudes involucradas.


Si las solicitudes no cumplen con los requisitos exigidos, deberán ser denegadas, y en contra de ellas podrán interponerse los recursos a que se refieren los artículos 136 y 137 del Código de Aguas.

6.
La Dirección General de Aguas publicará, en su oportunidad, el hecho de haberse dictado la resolución que constituyó los derechos en conformidad con lo dispuesto por el presente artículo. La publicación se efectuará por una sola vez en el Diario Oficial los días 1 ó 15 del mes que corresponda, en un plazo máximo de dos meses contados desde la fecha de toma de razón de la respectiva resolución.


En contra de la resolución podrán deducirse los recursos a que se refieren los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, dentro del plazo de treinta días contados desde la fecha de la publicación de la resolución respectiva.


Articulo 6º.- Para otorgar el derecho de aprovechamiento de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior, solicitado por cualquier persona o institución pública para abastecer a la población ubicada en sectores rurales a través del sistema de agua potable rural, será necesario que, previamente, el comité de agua potable rural se constituya en una cooperativa o cualquier persona jurídica que represente a dicho comité, respecto de pozos construidos hasta antes del 31 de diciembre de 2004, en cuyo favor se constituirá el respectivo derecho de aprovechamiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior y sin los límites de caudal establecidos en el inciso primero del artículo 4° transitorio.”.
-o-

Acordado en sesión celebrada el día 1 de marzo de 2005, con asistencia de los honorables senadores señores Eduardo Frei (Presidente), Fernando Cordero, Antonio Horvath, Hosain Sabag y Rodolfo Stange, y con asistencia de los honorables diputados señores Juan Pablo Letelier, Carlos Vilches (Pedro Álvarez-Salamanca) y Zarko Luksic.


Sala de la Comisión Mixta, a 2 de marzo de 2005.


(Fdo.): ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA, Abogado Secretario de la 
Comisión”.

5.
Informe de la Comision de Trabajo y Seguridad Social, recaido en el proyecto de ley que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo. (boletin N° 3367-13)
“Honorable Camara:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en primer trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el libro V del Código del Trabajo.


A las sesiones que vuestra Comisión destinó al estudio de la referida iniciativa legal asistieron el señor Ministro de Trabajo y Previsión Social, don Ricardo Solari Saavedra; el señor Subsecretario de Justicia, don Jaime Arellano Quintana; el señor Subsecretario del Trabajo, don Jerko Ljubetic Godoy y el asesor de esa cartera de Estado don Francisco Del Río Correa.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

1.
Consideraciones preliminares.


A partir de la década de los 90, nuestro país inició un proceso de cambio acelerado de la institucionalidad laboral vigente, a través de diversas modificaciones de envergadura al Código del Trabajo cuya última versión databa de 1987.


En efecto, durante el período de gobierno 1990 a 1994, se introdujeron modificaciones sustantivas al Libro I de dicho Código en materia de contrato individual de trabajo, ampliando numerosos derechos de los trabajadores en el marco de la negociación individual de sus condiciones de empleo, y término de la relación laboral.


Sólo a vía de ejemplo, es necesario recordar el aumento de las indemnizaciones por años de servicio de 5 a 11 meses de salario como tope a este beneficio, en el evento de que la relación terminara por la causal de necesidades de la empresa. Asimismo, dichas reformas consagraron diversos contratos especiales a fin de incorporar a más trabajadores a la protección de la ley laboral, aunque respetando las particularidades propias de su tipo de trabajo (a bordo de naves pesqueras, labores portuarias, de casa particular, temporeros agrícolas y otras).


Además, en dicho período se incorporaron algunas normas relativas a las organizaciones sindicales y negociación colectiva, como el reconocimiento legal a las centrales sindicales y la ampliación de la negociación colectiva a sectores que tenían impedido el acceso a esta modalidad en virtud de diversas normas legales.


En el período siguiente, el énfasis estuvo radicado en la ampliación de las garantías colectivas, el perfeccionamiento de los sistemas de capacitación ocupacional, la ampliación de las facultades de la Dirección del Trabajo y la introducción de algunas modificaciones, todavía tímidas, al sistema judicial laboral.


El conjunto armónico de estas iniciativas legales son lo que en la época se comenzó a llamar la reforma laboral, aunque es preciso tener presente que dicha denominación se aplicó solamente al proyecto de ley que modificaba el Código del Trabajo en materia de Negociación Colectiva y Organizaciones Sindicales, el que propiciaba un amplio margen de materias sobre flexibilidad laboral para ser objeto de negociación colectiva y, como contrapartida, permitía el emplazamiento obligatorio a los empleadores por parte de sindicatos interempresas. Este proyecto fue rechazado por el Senado en diciembre de 1999.


Finalmente, en el último período de gobierno, las reformas a nuestra legislación laboral han tenido por objeto la creación de un seguro de desempleo de cotización obligatoria para los empleadores en los nuevos contratos de trabajo que celebren, la ampliación de la laboralidad para nuevas formas de empleo, o aquellas que han estado al margen de toda regulación laboral o previsional como los deportistas profesionales y artistas y técnicos de espectáculos, la modernización de aspectos relativos a los sistemas de pensiones y, a través de la Ley 
Nº 19.759 de 2001, la ampliación del derecho a sindicalización y a la negociación colectiva, aunque sin la modalidad de la negociación interempresa.


A juicio del Ejecutivo, estas modernizaciones, de las cuales sólo se han mencionado algunas, implican un cambio necesario en las bases de las relaciones laborales en la empresa, al observar los nuevos desafíos de la mundialización de la economía y las comunicaciones, que influyen directamente en la velocidad de la movilidad laboral, siendo necesario aparejar mayores niveles de protección social a los trabajadores.


En todos los debates sobre la procedencia o inconveniencia de algunas de estas reformas laborales, ha estado expresamente señalado por los actores sociales, gubernamentales, parlamentarios, de trabajadores y empresarios, el hecho de que no es eficaz el establecimiento de derechos cuyo cumplimiento no esté asegurado de forma rápida, eficiente y oportuna por una instancia judicial que resuelva los conflictos entre las partes de la relación laboral.


Es decir, se ha hecho presente la necesidad de contemporizar las reformas a los derechos sustantivos en materia laboral, con una reformulación a los sistemas jurisdiccionales que resuelven los conflictos a que de lugar su aplicación práctica.


Con este objetivo, a partir del año 2000, se lleva adelante una instancia de diagnóstico y propuesta de la situación de la judicatura laboral y previsional, con la participación de sectores de trabajadores y empleadores, jueces del trabajo, Ministros de Corte, y académicos de las principales Universidades del país, bajo la dirección de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Justicia. Dicha instancia es el llamado Foro para la Reforma de la Justicia Laboral y Previsional.


Dicha instancia, a partir de diversas conclusiones, propone el envío de tres proyectos de ley que abordan integralmente los problemas de la justicia del trabajo: la primera iniciativa amplía el número de tribunales laborales en el país y crea tribunales especiales de cobranza previsional; por la segunda, se propone un nuevo procedimiento de cobranza ejecutiva de obligaciones laborales y previsionales; por el tercero de estos proyectos, iniciativa objeto de este informe, se modifica el procedimiento laboral ordinario.


Estas iniciativas legales se basan en un diagnóstico comúnmente aceptado que establece que el funcionamiento actual de la judicatura laboral adolece de innúmeros defectos que implican lentitud en sus fallos, falta de protección a los derechos sustantivos consagrados en las reformas antedichas, lo que conlleva un abandono de las partes a la instancia jurisdiccional, ante la falta de capacidad de ésta de absorber en debida forma los requerimientos a que es llamada. Ello se sustenta en la verificación empírica sobre el tiempo promedio de tramitación de causas en primera y segunda instancia (4 a 5 años en total), la acumulación de causas de cobranzas en sede laboral de fondo (80% de los ingresos anuales) y en la deserción que las partes hacen de esta instancia (65% de los casos no terminan en sentencia).


Sobre la base del diagnóstico señalado, la presente iniciativa legal consigna, una serie de nuevos principios formativos del procedimiento: 


Oralidad. La oralidad responde a la tendencia predominante en las experiencias comparadas, la que supone que todas las actuaciones judiciales y, en particular, las resoluciones, sean entendibles para los ciudadanos, lo que redunda a su vez en un mayor grado de legitimidad del sistema de administración de justicia. Este principio se verifica, fundamentalmente, en los actos de conciliación y juicio.


Inmediación. Se contempla en el proyecto que las audiencias se desarrollarán en su totalidad ante el juez de la causa, el que las presidirá y no podrá delegar su ministerio.


Concentración. La concentración del procedimiento se manifiesta en el establecimiento de una única audiencia de conciliación y juicio, maximizando en consecuencia los recursos judiciales, lo que conlleva un mayor grado de certeza para las partes.


Impulso procesal de oficio. En cuanto al impulso procesal de oficio, se prescribe, entre otras materias, que el juez podrá decretar las pruebas que sean necesarias aún cuando no las hayan ofrecido las partes y rechazará aquéllas que considere inconducentes.


Celeridad. El proyecto ordena el proceso hacia la abreviación de las actuaciones y plazos, debiendo el juez evitar toda dilación. 


Buena fe procesal. Se dispone que los actos procesales deben ejecutarse de buena fe, facultándose al tribunal para adoptar las medidas necesarias para impedir el fraude, la colusión, el abuso del derecho y las actuaciones dilatorias.


Gratuidad. La gratuidad en el acceso a la justicia se garantiza al establecerse que toda actuación, trámite o diligencia del juicio, realizada por funcionarios del tribunal, será gratuita para las partes. Asimismo, las partes que gocen de privilegio de pobreza tendrán derecho a defensa letrada gratuita por parte de las respectivas Corporaciones de Asistencia Judicial o, en su defecto, por un abogado de turno. 

2.
Fundamentos del proyecto.-


Como ya se señaló, en el proyecto que crea juzgados laborales y de cobranza laboral y previsional, esta iniciativa se enmarca dentro de una serie de esfuerzos para modernizar la justicia laboral y previsional, la cual deberá ser reformada siguiendo principios procesales como la especialidad, la concentración, la publicidad, la inmediación, la contradicción y la oralidad. Todas estas iniciativas, en conjunto, deben tender a lograr una justicia que sea accesible a toda la población y que trabaje con celeridad para resolver los conflictos de relevancia jurisdiccional de manera oportuna, justa y en condiciones objetivas de imparcialidad. La modificación a la justicia laboral y previsional debe eliminar cualquier distancia entre el juez, el proceso y las partes. Los litigantes deben percibir directamente que el juez escucha y resuelve sobre la base de las pruebas y alegatos presentados en un solo acto y no por argumentos ajenos al proceso.


La especialización es uno de los principios que guía este proyecto, y ella nace fruto de la complejidad de las relaciones económicas y de las normas que regulan el Derecho Laboral y la Seguridad Social, pues ellas reclaman ser conocidas por jueces especialmente formados en los principios rectores de esta rama del Derecho, el que responde a criterios diversos del Derecho Civil y Comercial. El Derecho Civil se funda en los principios de la autonomía de la voluntad, libertad contractual, renunciabilidad de los derechos e igualdad de las partes. En tanto, el Derecho del Trabajo tiene un claro carácter tutelar de la parte más débil de la relación laboral, que determina la irrenunciabilidad de los derechos del trabajador y una fuerte restricción a la libertad contractual, entre otros principios propios y distintivos.

3.
Contenido del Mensaje.-


El proyecto reemplaza todo el Capítulo II, del Título I y el Título II, del Libro V, del Código del Trabajo, además, del artículo 420 vigente, relativo a la competencia.


Normas sobre competencia. El actual artículo 420 del Código del Trabajo es objeto de modificaciones con vistas a ampliar la competencia de estos Tribunales en los siguientes aspectos:

a)
Se aclara que tendrán una amplia competencia en materia de seguridad social, la que no se extenderá a la revisión de las resoluciones sobre declaraciones de invalidez o de otorgamiento de licencias médicas.

b)
Se les faculta, en forma expresa, para pronunciarse sobre cualquier otra responsabilidad del empleador, incluso la reparación del daño moral, que emane de actos previos a la contratación, producidos durante la vigencia del contrato, de los que se produzcan con motivo de su extinción o con posterioridad a ésta.

c)
Se les otorga competencia para conocer las causas derivadas de actos de discriminación, con motivo de una oferta de empleo, de la ejecución o término de un contrato de trabajo o de actos que vulneren los derechos fundamentales de los trabajadores en el ámbito de las relaciones laborales, como consecuencia del ejercicio de las facultades del empleador en conformidad al inciso primero del artículo 5º del Código del trabajo.


Estas últimas innovaciones responden a las modificaciones ya aprobadas para el Código por la ley Nº 19.759, relativas a la prohibición de discriminaciones (artículo 2º) y a las normas que consagraron la idea de ciudadanía laboral en la empresa (inciso primero del artículo 5º), en cuanto se reconoce la función limitadora de los derechos fundamentales respecto de los poderes empresariales en el seno de la relación de trabajo.


Principios formativos del procedimiento. Un segundo orden de materias que contempla el proyecto, se refiere a los principios formativos del proceso laboral: oralidad, publicidad, concentración, inmediación, impulso procesal de oficio, celeridad, buena fe y gratuidad.

Oralidad.


Se ha advertido que la oralidad responde a la tendencia predominante en las experiencias comparadas, la que supone que todas las actuaciones judiciales y, en particular, las resoluciones, sean entendibles para los ciudadanos, lo que redunda a su vez en un mayor grado de legitimidad del sistema de administración de justicia. Este principio se verifica, fundamentalmente, en los actos de conciliación y juicio.

Inmediación.


El contacto directo del juez en relación con las partes, el objeto del litigio y con las pruebas rendidas resulta ser el sistema más idóneo, ya que favorece enormemente la formación de la convicción del juez. Por ello, se contempla en el proyecto que las audiencias se desarrollarán en su totalidad ante el juez de la causa, el que las presidirá y no podrá delegar su ministerio. El incumplimiento de este deber será sancionado con la nulidad de las actuaciones, la que deberá declarar el juez de oficio o a petición de parte.

Concentración.


El principio de concentración supone el agrupamiento de la mayor cantidad de actos procesales en un solo acto complejo sin solución de continuidad. La concentración del procedimiento se manifiesta en el establecimiento de una única audiencia de conciliación y juicio, sin que exista la posibilidad de suspender la audiencia ya iniciada, maximizando en consecuencia los recursos judiciales, lo que conlleva un mayor grado de certeza para los justiciables.

Impulso procesal de oficio.


En cuanto al impulso procesal de oficio, se prescribe, entre otras materias, que el juez podrá decretar las pruebas que sean necesarias aún cuando no las hayan ofrecido las partes y rechazará aquéllas que considere inconducentes. Adoptará, asimismo, las medidas tendientes a evitar la paralización del proceso o su prolongación indebida, no siendo aplicable en consecuencia la figura del abandono del procedimiento.

Celeridad.


El principio de celeridad es también recepcionado en el proyecto, pues el proceso está ordenado hacia la abreviación de las actuaciones y plazos, debiendo el juez evitar toda dilación o su extensión a cuestiones ajenas al pleito. 

Buena fe procesal.


Se dispone que los actos procesales deben ejecutarse de buena fe, facultándose al tribunal para adoptar las medidas necesarias para impedir el fraude, la colusión, el abuso del derecho y las actuaciones dilatorias.

Gratuidad.


La gratuidad en el acceso a la justicia se garantiza al establecerse que toda actuación, trámite o diligencia del juicio, realizada por funcionarios del tribunal, será gratuita para las partes. Asimismo, las partes que gocen de privilegio de pobreza tendrán derecho a defensa letrada gratuita por parte de las respectivas Corporaciones de Asistencia Judicial o, en su defecto, por un abogado de turno. 


Por último, el proyecto contempla una norma adicional de hermenéutica, al disponer que en la interpretación de las normas procesales el tribunal deberá tener siempre presente que el fin del proceso es la efectividad de los derechos sustantivos de las partes.

Reglas comunes.


En lo relativo a las reglas comunes, el proyecto contempla innovaciones importantes, entre las cuales pueden citarse las siguientes:

Litigación electrónica.


La posibilidad de litigar en forma electrónica, aprovechando por esta vía las posibilidades que la tecnología entrega en la actualidad. Para ello, se dispone que será la Corte Suprema la que deberá regular esta modalidad.

Sistema de notificaciones.


Se simplifica el sistema de notificaciones, dándose primacía a las notificaciones por el estado diario y por carta certificada. Se suprime la notificación por cédula de aquellas resoluciones que exijan la comparecencia personal de las partes, reemplazándola por la notificación por carta certificada; de la resolución que reciba la causa a prueba, que conforme al proyecto se verifica en la misma audiencia; y de la sentencia, que se notificará en forma personal a las partes, sea en la misma audiencia de juicio o en un acto posterior.


Se contempla, además, de forma novedosa, la posibilidad de reemplazar las notificaciones por el estado diario y carta certificada por la notificación electrónica o por cualquier otro medio idóneo, entregando a la Corte Suprema su regulación.


Asimismo, en lo relativo a la notificación de la demanda cuando no resulte posible practicar la notificación personal por no ser habida la persona a quien debe notificarse, se suprime la obligación de búsqueda en dos días distintos y la necesidad de que el tribunal ordene previamente esta forma de notificación.

Facultad cautelar del juez.


Se amplía la facultad del juez para decretar cualquier medida cautelar que estime necesaria para asegurar el resultado de la acción, así como para la protección de un derecho o la identificación de los obligados y de su patrimonio.


Se dispone, además, que la función cautelar del tribunal comprende la posibilidad de requerir información de organismos públicos, empresas u otras personas jurídicas o naturales, sobre cualquier antecedente que a criterio del juez contribuya al objetivo de su función, incluidos las deudas, créditos, bienes, valores y otros derechos de las partes, así como los de sus empresas o personas relacionadas o que tengan interés en ella. 

Procedimiento de aplicación general.


El proyecto diseña un procedimiento de aplicación general caracterizado, como se señaló, por el énfasis en la oralidad, inmediación y en la concentración de las actuaciones, de manera tal de aminorar al máximo las demoras y dilaciones innecesarias a fin de que la causa quede en condiciones de fallarse.

Planteamiento de la controversia ante el órgano jurisdiccional.


En lo relativo a esta fase, se destaca la obligación para el juez de advertir al demandante los defectos u omisiones en que haya incurrido en la demanda, a fin de que los subsane. De la misma forma, deberá declarar su incompetencia y la caducidad de la acción. Con ello se aminoran las posibilidades de ulteriores discusiones sobre aspectos formales o competenciales.


Asimismo, en el proyecto se establece la facultad del actor de acompañar en su escrito de demanda instrumentos y solicitar las diligencias de prueba que estime necesarias.


En cuanto a la contestación de la demanda, el proyecto altera de manera importante el actual sistema de contestación escrita previa a la audiencia. En efecto, se contempla que la contestación de la demanda ha de verificarse de forma oral en la audiencia, sin perjuicio de que se deba acompañar en forma previa a la misma una minuta en la que se contengan las alegaciones y eventualmente la reconvención si la hubiere, de forma tal que se concentra en la audiencia y ante la presencia del juez todo el acto de juicio.


Igualmente, es de resaltar la obligación para el demandado de aceptar o negar en su contestación oral, en forma expresa y concreta cada uno de los hechos que sirven de fundamento a la demanda, bajo sanción de que el juez pueda estimarlos como tácitamente admitidos.


En el mismo sentido, si el demandado se allana parcialmente a la demanda, se continuará con el juicio sólo en la parte en que hubo oposición.


Otra innovación trascendental dice relación con la oportunidad en que el juez recibe la causa a prueba, que en el proyecto se radica en la misma audiencia, con lo que la resolución del tribunal una vez evacuada la contestación tendrá como objetivo sólo la citación a la audiencia y eventualmente, en el evento de haberse solicitado diligencias de prueba por el actor, el pronunciamiento sobre la pertinencia de la prueba solicitada y la disposición de las citaciones o requerimientos que sean necesarios. De esta forma se elimina la notificación por cédula del auto de prueba.

Acto de conciliación y juicio.


Una de las ideas matrices del proyecto, como ya se ha señalado, consiste en concentrar el procedimiento y sobre todo la etapa de juicio en un solo acto. En este sentido, se dispone que una vez contestada la demanda, el tribunal deberá de inmediato citar a las partes a una audiencia única, de conciliación y juicio, la que se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquella que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación, debiendo también las partes concurrir a esta audiencia con todos sus medios de prueba. 


La audiencia comenzará con la conciliación a la que deberá llamar el juez, a cuyo objeto deberá proponer a las partes las bases para un posible acuerdo. Luego, continuará con la ratificación de la demanda por el demandante y acto seguido con la contestación del demandado, y en caso de haberse opuesto excepciones o reconvención, con el traslado de las mismas al actor. 


Resulta destacable el hecho de que se dispone en el proyecto que la conciliación producida, sea ésta total o parcial, se estimará en lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, de forma tal que en el caso de una conciliación parcial podría darse comienzo a la ejecución sin esperar al pronunciamiento de la sentencia definitiva en lo disputado.


El acto de juicio propiamente tal comienza con la recepción de la causa a prueba, contemplándose que la impugnación de esta resolución se deberá verificar y fallarse en la misma audiencia.

La prueba.


La aplicación estricta del principio de inmediación encuentra su principal manifestación en la fase probatoria. Es por esta razón, que en el proyecto se contempla la obligación para el juez que dicta la sentencia de haber asistido a la práctica de la prueba.

Medios de prueba.


En cuanto a los medios de prueba de que pueden valerse las partes, se mantiene la fórmula amplia contemplada por la legislación actual.

Con todo, de manera novedosa, se incorpora en el proyecto una regla dirigida a privar de valor probatorio a las pruebas que las partes aporten y que se hubieren obtenido directa o indirectamente por medios ilícitos o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales.

Oportunidad en el ofrecimiento de la prueba.


Se establece aquí, como regla general, que las partes deberán concurrir a la audiencia con todos sus medios de prueba. Con todo, se contempla la posibilidad que las partes ofrezcan y soliciten diligencias de prueba anticipada, tanto en el escrito de demanda como antes de la audiencia. Con ello, se busca potenciar que las partes soliciten con el tiempo suficiente la práctica de aquellas pruebas que, habiendo de practicarse en la audiencia, requieran citación o requerimiento previo, de forma tal que la audiencia se encuentre debidamente preparada y pueda realizarse en su integridad


Cuando se decrete la remisión de oficios o el informe de peritos, el juez podrá recurrir a cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de textos que permita la pronta práctica de las diligencias (fax, correo electrónico, comunicación telefónica, etc.) debiendo adoptarse las medidas necesarias para asegurar su debida recepción por el requerido.

Rendición de la prueba.


El proyecto propone la eliminación de los formalismos como en el caso de la confesión y el interrogatorio de testigos, actuaciones que se verificarán verbalmente sin necesidad de pliegos o preguntas escritas y en forma directa por las partes, siempre bajo la dirección del juez, el que podrá rechazar las preguntas que no sean pertinentes a los hechos objeto de la prueba o formular a los absolventes o testigos las preguntas que estime pertinentes, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas. 


Se elimina, como trámite, la tacha de testigos, que en la actualidad puede dar lugar a incidencias dilatorias que entorpecen la marcha del juicio, contemplándose que únicamente en las conclusiones las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.


Del mismo modo, se prevé la facultad para el juez de limitar el número de quienes habrán de comparecer, sea que se trate de la prueba testifical o la confesional, cuando estime que sus declaraciones puedan resultar inútil reiteración sobre los mismos hechos.


El orden de recepción de la prueba será el siguiente: documental, confesional, testifical y los otros medios ofrecidos.


La rendición de la prueba comenzará con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado. En este punto, el proyecto introduce una innovación importante en orden a que tratándose de juicios sobre despido corresponderá, en primer lugar, al demandado la rendición de la prueba, debiendo probar la veracidad de los hechos imputados en las comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto, del artículo 162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del despido. Se recoge de esta manera, por el texto legal, lo que ha sido el criterio jurisprudencial sobre la materia en el sentido de estimar que quien debe probar el despido es el empleador, debiendo centrarse únicamente la discusión sobre los hechos invocados para el mismo y que debiesen contenerse, de conformidad a la normativa vigente, en las comunicaciones a que está obligado.

Remisión de Oficios.


En cuanto a la petición de oficios, se establece la obligación que cuando la información se solicite respecto de entidades públicas, el oficio deberá dirigirse a la oficina o repartición local en cuya jurisdicción hubieren ocurrido los hechos o deban constar los antecedentes sobre los cuales se pide informe. De esta manera, se evitarán dilaciones innecesarias que se observan en la práctica, como consecuencia de oficiarse a los Jefes de Servicio, normalmente ubicados en Santiago, los que a su vez deben requerir los antecedentes a las oficinas locales para dar respuesta al tribunal.


Asimismo, se prevé la posibilidad de que la respuesta que deba evacuarse por los organismos pertinentes se verifique por cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de textos que permita la pronta práctica de las diligencias (fax, correo electrónico, comunicación telefónica, etc.).

Prueba instrumental.


Otra novedad es la eliminación en el proceso laboral de los apercibimientos en la prueba instrumental, propios de un proceso escrito, estableciéndose que la impugnación de la prueba instrumental acompañada antes de la audiencia deberá formularse sólo en forma oral en ésta.

Prueba Confesional.


En relación a la prueba confesional, si el llamado a confesar no comparece a la audiencia sin causa justificada o compareciendo se negase a declarar o diese respuestas evasivas, se le sanciona con la configuración de una presunción simplemente legal en su contra, en cuanto se podrán presumir efectivos los hechos alegados por la parte contraria en la demanda o contestación, según corresponda.

Prueba Testimonial.


En lo concerniente a la prueba testifical, se contempla en el proyecto que sólo serán admitidos a declarar hasta un máximo de 4 testigos por cada parte. 


Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio, y el juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo de las sanciones contempladas en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.

Observaciones a la prueba.


Una vez practicada la prueba, las partes podrán formular, oralmente y en forma breve, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones de un modo concreto y preciso.

Apreciación de la Prueba.


Por último, es del caso hacer presente que en lo relativo a la apreciación de la prueba, el proyecto mantiene las actuales reglas contenidas en los artículos 455 y 456 del Código del Trabajo, en orden a establecer la sana crítica como sistema de valoración de la prueba.

Registro de lo obrado en la audiencia.


El proyecto dispone que durante la celebración de la audiencia se deberá extender la correspondiente acta en la que se hará constar lo obrado en la audiencia.


Medidas para mejor resolver. Las medidas para mejor resolver apuntan a que el tribunal disponga de todos los elementos de juicio a fin de formarse plena convicción sobre los hechos de la causa con miras a su adecuada resolución.


De ahí, que el proyecto contemple la facultad para el juez de decretar medidas para mejor resolver, estableciéndose a modo ejemplar como tales: la agregación de documentos, confesión judicial de las partes, inspección personal del tribunal, informe de peritos, comparencia de testigos, presentación de otros autos que tengan relación con el pleito e informe de los organismos públicos a los cuales la ley asigna la facultad de interpretar la legislación laboral y de seguridad social sobre jurisprudencia administrativa que hubieren emitido.

Sentencia.

Oportunidad para dictar sentencia y forma de notificarla.


En lo relativo a la oportunidad para dictar sentencia y la forma de notificación de la misma, se producen cambios radicales en relación a las normas vigentes. 


En efecto, se establece que el juez podrá dictar sentencia: al término de la audiencia de juicio, o dentro del plazo de décimo quinto día, contado desde la audiencia de juicio, en cuyo caso citará a las partes para notificarlas, fijando día y hora al efecto, dentro del mismo plazo, pudiendo el juez, en este último caso, anunciar las bases fundamentales del fallo al término de la audiencia de juicio. Es decir, se privilegia el contacto directo del juez con las partes en la resolución del pleito, acercando de esta manera a los ciudadanos el acto de impartir justicia.

Contenido de la sentencia.


Por su parte, se estipula de forma original que la sentencia definitiva deberá contener no sólo el análisis de la prueba rendida, sino que también la determinación de los hechos que estime probados y el razonamiento que conduce a esta estimación, enfatizando con ello la necesidad de que el juez fundamente adecuadamente su fallo, explicitando el proceso que lo llevó a dar por acreditados ciertos hechos. También se modernizan las fuentes que pueden servir de fundamento a la sentencia, contemplándose como tales los preceptos constitucionales o los contenidos en tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, buscando con ello promover el uso de estas fuentes por los jueces de la instancia.

Cumplimiento de la sentencia y ejecución de los títulos ejecutivos laborales.


En el proyecto se establece una enumeración no taxativa de los títulos ejecutivos laborales. 


Se plantea también una normativa especial referente al cumplimiento del fallo y la ejecución de otros títulos ejecutivos laborales que busca dar agilidad al proceso de ejecución, a fin de que la obligación reconocida en una sentencia o estipulada en un título se haga efectiva en el más breve plazo. 


En este sentido, se establece como tribunal competente para conocer del cumplimiento de la sentencia el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional y en los lugares en donde ello no fuere posible dicho conocimiento corresponderá al mismo tribunal que dictó la sentencia, acentuando con ello la especialidad en la cobranza como uno de los pilares del nuevo diseño que se propone.


En cuanto al procedimiento, y sin perjuicio de la aplicación supletoria que en las mismas materias se reconoce al Código de Procedimiento Civil, se establecen, por una parte, plazos brevísimos, se eliminan trámites propios del ordenamiento común, se evitan incidencias innecesarias; y por otra, se otorgan mayores facultades, tanto a los jueces como a los funcionarios auxiliares de la administración de justicia en el cumplimiento de las sentencias o en la ejecución de los títulos ejecutivos laborales.


Se conciben actuaciones de oficio del tribunal, entre las que cabe destacar la iniciativa en el inicio de la ejecución de la sentencia, la liquidación del crédito, se limitan las excepciones que puede oponer el ejecutado, y se faculta al acreedor para intervenir en la subasta haciéndose pago del crédito con los bienes, lo que evitará su remate a vil precio.


Por último, resulta novedosa la incorporación de una forma de aseguramiento del pago del crédito, en el evento de pactarse por las partes el pago en cuotas, consistente en la obligación de ratificación del pacto ante el juez de la causa y de consignar los reajustes e intereses del período, contemplándose, además, que el no pago de una o más cuotas hará inmediatamente exigible el total de la deuda, facultándose al acreedor para que concurra ante el mismo tribunal, y dentro del plazo de 60 días contados desde el incumplimiento, para que se ordene y cumpla el pago, pudiendo el juez incrementar el saldo de la deuda hasta en un ciento cincuenta por ciento.


Recursos. En esta materia se consulta una innovación importante en relación con la normativa vigente, la que se relaciona con el alcance que debe tener el recurso de apelación laboral, habida consideración de que se trata de un recurso entablado contra una sentencia que ha sido producto de un juicio oral, razón por la cual el ordinario recurso de apelación civil no puede tener cabida en un procedimiento como éste, pues para ello sería necesario otra audiencia similar a la de la instancia ante el tribunal superior.


Así, el proyecto dispone que el recurso de apelación laboral sólo podrá tener por objeto: 


-revisar la sentencia de primera instancia cuando ésta haya sido dictada con infracción de normas; 


-revisar los hechos declarados como probados por el tribunal de primera instancia cuando se advierta que en su determinación se han infringido, en forma manifiesta, las normas sobre apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica; y 


-alterar la calificación jurídica de los hechos, sin modificar las conclusiones fácticas del tribunal inferior.

Procedimientos especiales.

Procedimiento de tutela de derechos fundamentales.

En la actualidad existe un procedimiento, en sede laboral, que tiene por objeto brindar tutela al derecho a la libertad sindical, contemplado en los artículos 292 y siguientes (Prácticas Desleales o Antisindicales) y 387 y siguientes (Prácticas Desleales en la Negociación Colectiva) del Código del Trabajo.


En el proyecto, esta normativa es mantenida en sus aspectos esenciales, sustituyéndose el procedimiento de protección aplicable por el nuevo procedimiento contemplado en el párrafo 6º, el cual contempla un sistema omnicomprensivo de tutela de los diversos derechos fundamentales que pueden ser ejercidos en el ámbito de las relaciones laborales. Se trata en consecuencia, de un modelo que recoge, en sus definiciones fundamentales, la actual regulación legal que fuera largamente discutida y sancionada por el Congreso en la última reforma laboral, siendo el procedimiento especial que se contiene en este proyecto un perfeccionamiento y ampliación del marco de tutela a otros derechos fundamentales. 


Resulta digno de destacar en el proyecto la clarificación de dos aspectos que han sido controversiales en la aplicación por parte de los tribunales del actual artículo 294 bis (despido antisindical). El primero, dice relación con el procedimiento a utilizar, estableciendo claramente que es el contemplado en el párrafo 6º y no el ordinario laboral; y el segundo, es el relativo al tratamiento de pretensiones con objeto diverso, a saber, la que busca protección de un derecho fundamental y aquella que se refiere a la discusión del despido propiamente tal, habida consideración de que el objeto de este procedimiento especial queda limitado a la tutela de derechos fundamentales, por lo que se dispone que, en el caso de aquellas acciones que corresponda tramitar de acuerdo a procedimientos distintos, y si una dependiere de la otra, no correrá el plazo para ejercer aquella hasta ejecutoriado que sea el fallo de ésta. En consecuencia, el plazo para solicitar la calificación del despido como injustificado, indebido o improcedente a que se refiere el artículo 168, solo comenzará a correr luego de quedar ejecutoriada la sentencia que desestime la denuncia por vulneración de derechos fundamentales. 


El procedimiento que se propone es sumarísimo: admitida la denuncia a tramitación, el juez debe citar al denunciante, al denunciado y a los presuntos afectados, a una audiencia única en plazos breves. La tramitación de estos procesos gozará de preferencia respecto de todas las demás causas que se tramiten ante el mismo tribunal.


También se introduce una norma novedosa en nuestro ordenamiento jurídico, absolutamente imprescindible a la hora de brindar protección en este tipo de figuras, en relación con el onus probandi, que consiste en facilitar o alivianar la prueba al denunciante, cuando de sus alegaciones se desprendan indicios en orden a que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales. En este caso, surge la obligación para el denunciado de justificar suficientemente, en forma objetiva y razonable, las medidas adoptadas y su proporcionalidad. Se produce entonces, una matización de la regla general sobre la carga de la prueba, ya que al trabajador le basta con que de sus alegaciones se desprendan “indicios”, es decir, señales o evidencias que den cuenta de un hecho oculto (violación de un derecho fundamental). Es de destacar que en este evento no se exige al empleador la prueba de un hecho negativo (que no violó el derecho fundamental), sino que pruebe que el acto o conducta empresarial obedeció a una motivación legítima.


En el contenido de la sentencia condenatoria, el proyecto apunta a retrotraer la situación al estado inmediatamente anterior de producirse la vulneración denunciada, siendo la nulidad el efecto propio y natural para este tipo de ilícitos. Adicionalmente, la sentencia deberá indicar concretamente las medidas tendientes a obtener la reparación de las consecuencias derivadas de la vulneración constatada, incluyendo la posibilidad de que se imponga el pago de una indemnización.


Por último, se dispone en el proyecto que la sentencia dictada en estos procesos será susceptible de recurso de apelación laboral, el que se tramitará y resolverá por el tribunal de segunda instancia con preferencia respecto de cualesquiera otros, despejando de paso la discusión existente en relación con la apelabilidad de las sentencias en materia de prácticas antisindicales.

Procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativas.


El párrafo 7º del proyecto contempla el procedimiento de reclamación de las sanciones administrativas aplicadas por la Dirección del Trabajo, sustituyéndose en consecuencia el actual Título II, del Libro V, del Código del Trabajo. Con ello, entre otras cosas, se salva la discusión sobre si el plazo para reclamar es de días hábiles o corridos, ya que al estar comprendido en el Título I le es aplicable la norma de días hábiles.


Se establece aquí, entre otras cuestiones, un procedimiento especial y sumario; se elimina la obligación de consignar una parte de la multa como requisito de admisibilidad; y se dispone en forma expresa lo que la jurisprudencia ya ha sentenciado, en el sentido de que la resolución del tribunal lo será en única instancia.


Prácticas antisindicales y desleales. Conforme se señaló, en el proyecto se diseña un nuevo procedimiento de tutela de derechos fundamentales omnicomprensivo de las prácticas antisindicales. No obstante lo anterior, también se perfeccionan y fortalecen las normas procesales tendientes a dar protección específica a la libertad sindical.


En efecto, se explícita en el artículo 292 que tratándose de trabajadores aforados en caso de despidos, el juez junto con ordenar la reincorporación deberá ordenar el pago de las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquélla en que se materialice la reincorporación, todo ello, bajo apercibimiento de multa de 100 a 150 UTM.


Asimismo, se señala que el tribunal para los efectos de dar cumplimiento a la orden de reincorporación, deberá señalar el día y la hora en que ésta se deberá cumplir y el funcionario que la practicará, pudiendo encargar dicha diligencia a un funcionario de la Inspección del Trabajo designado por ésta, así como también dispondrá que se acredite dentro de los cinco días siguientes a la reincorporación el pago de las remuneraciones y demás prestaciones adeudadas, aplicándose a este respecto la forma de establecer las remuneraciones a que se refiere el artículo 71 del Código del Trabajo. 


Con esto, se busca solucionar problemas prácticos que se han suscitado en la tramitación de estos juicios y que se traducen en definitiva en el incumplimiento de lo ordenado por el tribunal, lo que obviamente incide notablemente en la eficacia de la tutela dispensada. 


También, se aumenta el monto de las sanciones por prácticas antisindicales como una forma de dar mayor efectividad a las normas que tutelan la libertad sindical dado que su transgresión constituye un atentado gravísimo al orden jurídico.

II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


En conformidad con el N° 1 del artículo 287 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que la idea matriz o fundamental del proyecto es modernizar la justicia laboral dotándola de un procedimiento adecuado que responda a los principios de contradicción; celeridad; oralidad; inmediación, y contradicción.


Tal idea matriz se encuentra desarrollada en el proyecto en dos artículos permanentes, y cuatro transitorios.

III. ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGANICAS CONSTITUCIONALES O DE QUORUM CALIFICADO.


En relación con esta materia, a juicio de vuestra Comisión el numeral 1 y el artículo 513, contenido en el numeral 2, del artículo primero permanente del proyecto de ley en informe, revisten el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política de la República en cuanto dispone que tanto la organización y atribuciones de los Tribunales, serán determinados por una ley orgánica constitucional.

IV. DOCUMENTOS SOLICITADOS Y PERSONAS RECIBIDAS POR LA COMISION.


Vuestra Comisión recibió, asimismo, al señor Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores, don Arturo Martínez Molina; al señor Alvaro Pizarro Maas; al señor Presidente de la Asociación de Abogados Laboralistas de Chile, don Diego Corvera; al señor Carlos Urenda de la Corporación de la Producción y del Comercio; al señor Pablo Damper del Instituto Libertad y Desarrollo; al señor Ricardo Yuri Sabaj, del Departamento de Derecho del Trabajo de la Universidad de Chile; al señor Patricio Mella, del Departamento de Derecho del Trabajo de la Universidad de Concepción; al señor Francisco Tapia Guerrero del Departamento de Derecho del Trabajo de la Pontificia Universidad Católica de Chile; don Héctor Mery de la Cámara Nacional de Comercio; la Abogada Integrante de la Corte de Apelaciones de San Miguel, señora Maria Eugenia Montt, y la señora Ana María Arratia, Jueza del 2º Juzgado del Trabajo de San Miguel. Todos ellos hicieron valiosos aportes al trabajo de vuestra Comisión y entregaron notas y memorandos que se encuentran a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de ella.

V. ARTICULOS DEL PROYECTO DESPACHADO POR LA COMISION QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.


A juicio de vuestra Comisión, el proyecto en informe no debe ser objeto de estudio por parte de la Comisión de Hacienda de esta Corporación, pues, conforme señala su Informe Financiero, éste “no irrogará mayor gasto fiscal.”.

VI. DISCUSION GENERAL.


El proyecto de ley en informe fue aprobado, en general, por vuestra Comisión en su sesión de fecha 20 de abril de 2004, obteniendo ocho votos a favor, ninguno en contra, y una abstención.


Durante su discusión general, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que este proyecto, conjuntamente con los que crean juzgados laborales y de cobranza laboral y previsional y modifican el procedimiento de cobranza previsional, se originó, básicamente, a partir del dignóstico del Foro para la Judicatura Laboral y Previsional, por el que se detectaron severas deficiencias en el funcionamiento de la administraciòn de justicia laboral, dado que las causas del ramo presentan una demora de tres a cinco años en ambas instancias.


Ello, mirado desde una perspectiva ciudadana, simplemente se traduce en la denegaciòn de justicia para amplios sectores de la ciudadanía que dependen de la realización de sus derechos laborales y previsionales para la sobrevivencia propia y de sus familias.


Asimismo, la movilidad creciente del mercado laboral, requiere de justeza en el cumplimiento de los derechos del trabajador a fin de que las posibilidades de flexibilización de dicho mercado esté acompañada de adecuados niveles de protección social


Asimismo, en el orden de las reformas legales que los ùltimos 10 años han llevado adelante los gobiernos de la concertación, es preciso apuntar que dichos derechos requieren un correlato de efectividad en el conocimiento, de los conflictos a que den lugar sus aplicaciones concretas.


Este procedimiento, a través de los pricipìos que la inspiran, especialmente en lo relacionado con la oralidad de sus actuaciones, la inmediación del juez y la concentración de los actos procesales que lo conforman, apunta especialmente a establecer un sistema ágil y eficiente para dirimir los conflictos entre empleadores y trabajadores; ello significa mayor certeza en las relaciones de trabajo y sus alcances jurìdicos, al tiempo de permitir una mayor fluidez en el establecimiento de criterios jurisprudenciales que abonen la solidez de la interpretación administrativa y de los propios tribunales de justicia.


Subrayó, además, el hecho de que resulta indudable que no sólo es necesario mejorar cuantitativamente la justicia laboral, puesto que se requiere, además de un avance cualitativo, un mejor procedimiento.

Por su parte el señor Subsecretario de Justicia manifestó que un nuevo procedimiento laboral está en directa consonancia con la polìtica del gobierno de modernizar los sistemas de administración de justicia, mejorando su cobertura y agilizando los procesos de tal forma que la justicia sea, efectivamente, un valor al alcance del ciudadano.


Es así, agregó, como se ha implementado gradualmente un proceso modernizador en materia penal y en materia de familia, a través no sólo del aumento de su cobertura sino que -principalmente- mediante el establecimiento de un procedimiento eficiente que de certeza a las partes y que derive en el otorgamiento de justicia en un plazo breve de tiempo.


De esta manera, concluyó, se hace absolutamente necesario adecuar otras áreas de la judicatura, especialmente aquellas de alta demanda como la laboral, que resuelve conflictos para un amplio sector de la ciudadanía.


Concurrió, especialmente invitado, el señor Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores, don Arturo Martínez Molina, quien intervino ante vuestra Comisión refiriendose a la reforma a la judicatura laboral y previsional en su contexto global, pero señaló con particular atención que “las insuficiencias orgánicas y de procedimiento dan como resultado una situación de virtual denegación de justicia”.


Subrayó que la paz social esta en riesgo cuando el Estado no pone a disposición de los ciudadanos mecanismos eficientes de solución de conflictos, y que Chile debe establecer un procedimiento en los juicios del trabajo que plasmen los principios que deben orientar un litigio de esta naturaleza, con una sola instancia que se desarrolle en un solo acto.


Asimismo, resulta de particular interés reproducir parte de la opinión entregada por la Asociación Nacional de Magistrados, quienes expresaron textualmente: “Adherimos a la reforma que se plantea. Estamos de acuerdo con la constatación que se hace sobe las endémicas deficiencias de los procedimientos del trabajo y la insuficiencia de medios para dar respuesta rápida y eficaz a los conflictos jurídicos que nacen de las relaciones del trabajo (insuficiencia que, por antonomasia, -mas no como único factor- se refleja en la escasez de tribunales especializados).


Coincidimos con la idea, consensuada ya en el Foro para la Reforma Procesal Laboral (del que hemos sido parte), que un procedimiento oral, concentrado, público, de inmediación, contradictorio y substanciado ante un órgano especializado, se aviene plenamente con los objetivos de eficacia y mejor justicia laboral que se postulan.


Celebramos, asimismo, que a partir de un criterio práctico que emana de una constatación empírica, se proponga la decisión de segregar la jurisdicción laboral mediante la creación de juzgados de cobranza previsional (igualmente especializados), medida que permitirá potenciar la especialización y generar condiciones para una mejor avocación a materias de fondo (a través del conocimiento de acciones declarativas y tutelares)


Asimismo, formularon observaciones al procedimiento propuesto en esta iniciativa del siguiente tenor:


“Contestación escrita. Se estima necesario introducir la contestación escrita en una oportunidad previa a la audiencia (con una antelación de dos días por ejemplo), para que los escritos capitales en que queda fijada la discusión estén en poder del juez antes de la audiencia. Con ello se facilitaría la preparación de la conciliación.


Tal medida debería ir acompañada de la facultad del demandado (reconocida al demandante en el proyecto) de presentar documentos y solicitar diligencias en esa presentación.


Se estima que tal modificación en nada altera los principios procesales que se pretenden realizar en el procedimiento.


-Orden lógico etapa discusión-conciliación. Del mismo modo, debe alterarse el orden que establece el proyecto para los trámites de contestación- contestación de la demanda reconvencional y conciliación que establece el proyecto (artículos 453 y 454), desde que no parecen responder a una estructura lógica consecutiva, ya que se establecen las bases de conciliación antes que los trámites de contestación.


-Ratificación de la demanda. Se advierte como un trámite innecesario si ya se ha deducido la acción por escrito, e inconveniente, dada la posibilidad de rebeldía del demandante en la audiencia de estilo.


-Admisión tácita de los hechos. Se plantean dudas sobre la conveniencia de esta facultad y su procedencia a la luz de la teoría general de la prueba y de los efectos del silencio circunstanciado (artículo 455). Se postula su eliminación.


-Enunciación de hechos a probar. Fracasada la conciliación (o alcanzada parcialmente), se estima necesario que el juez en la audiencia se pronuncie expresamente sobre los hechos que deberán probarse en el orden lógico que estime más adecuado a la naturaleza de la discusión (lo que exige precisar la redacción del artículo 457, para conciliarlo con la obligación general que contempla en orden a recibir la causa a prueba)


-Carga de la prueba. Se cree conveniente, para mantener la consistencia lógica del articulado, extender a toda materia (y no sólo a las atingentes al despido) la norma sobre el orden que se debe rendir la prueba según el criterio de quién ha de soportar la carga probatoria. Ello, sin perjuicio de las facultades inquisitivas del artículo 469 y los elementos innovadores sobre aportación de la prueba que tal norma lleva implícita, -artículo 460-.


-Limitación de testigos. Es inadecuado fijar, a priori, el límite máximo de testigos (4) sin relación con los hechos a probar (que son indeterminables a priori). 


Se postula que la norma se mantenga, pero ha de combinarse necesariamente con la facultad del juez de permitir que declare un número mayor de testigos, cuando lo solicite la parte y cuando lo estime pertinente dada la complejidad del asunto, aplicando -en el caso de decretar el aumento- la medida a favor de todas las partes intervinientes, sin perjuicio de que hubiese sido sólo una de ellas la que lo hubiere solicitado. (artículo 464)


Suspensión de la audiencia. Nos preocupa sobremanera los efectos que sobre la organización del trabajo semanal, y el necesario tiempo que requieren los jueces para dictar sentencia, pueda tener la imposibilidad absoluta de suspensión de la audiencia (artículo 452)


No perdemos de vista que el modelo descansa sobre la noción esencial de una audiencia desarrollada en un solo acto y en forma continua, única forma de concretar los objetivos del procedimiento.


Subyace en la prohibición, sin duda, el objetivo de evitar que por mera voluntad de las partes, refrendada por el tribunal o por causas no justificadas, se caiga en la mala práctica de dividir las audiencias.

Coincidimos con tales objetivos.


Con todo, se cree necesario e indispensable un estudio detallado de esta prohibición, a la luz de la posibilidad que, por causas graves, no pueda concluirse la audiencia el mismo día de iniciada y evitar (dada la rigidez normativa que se observa) la nulidad del acto o que, compelido el tribunal por la inflexibilidad del precepto, se provoque la extensión irracional de algunas audiencias.


Se propone la introducción de una causal de suspensión por causa grave y muy justificada, a condición de la reanudación en la audiencia más próxima y bajo sanción de nulidad (artículo 452)

Recursos. Se advierte una notoria indefinición en el sistema de recursos

.
La denominación “apelación laboral” parece desafortunada, tanto porque las causales contempladas -ssalvo una- aluden abiertamente a una casación o nulidad, cuanto -y he aquí lo esencial de la observación- , porque un recurso de instancia como el recurso de apelación (y la revisión de los hechos que lo caracteriza) no se aviene con el objetivo y naturaleza del juicio oral ni con la lógica que introduce tal tipo de procedimiento en materia de apreciación probatoria, especialmente con uno de sus aspectos más relevantes: que sólo puede reconocerse al juez ante quien se produce, en un acto único e irrepetible, la facultad de establecer los hechos que se dan por probados y ponderar su mérito probatorio.


La repetición de la prueba en segunda instancia no es concebible en este tipo de procedimientos. (artículo 495)


Acumulación de autos. La redacción del artículo es críptica (derechamente desafortunada en la referencia a la acumulación de acciones que provengan de distintos “títulos”) y no ha logrado deducirse de ella una lógica y natural comprensión y, consecuencialmente, una interpretación unívoca, lo que -sestimamos- anticipa las dificultades que puede presentar en su aplicación (art. 448). “


Por su parte el señor Presidente de la Asociación de Abogados Laboralistas de Chile señaló respecto de este proyecto que “no en vano el derecho comparado nos muestra que el juicio oral es la forma predominante que toma el proceso laboral”, y “es la mejor forma de involucrar al magistrado con el objeto del litigio, lo que a su vez es la mejor forma en que la sentencia pueda reflejar las convicciones adquiridas durante la substanciación del proceso”.


Señaló, además, que el sistema propuesto hace que las actuaciones de la justicia, y en especial sus resoluciones, sean más entendibles para los justiciables, lo que redunda -sa su juicio- en la legitimación del sistema judicial.


Agregó que la rectoría del proceso por parte del juez será sinónimo de abreviación y celeridad, evitando incidencias innecesarias o pruebas inconducentes que sólo provocan dilaciones infundadas.


Convocados por vuestra Comisión, concurrieron, además, ante ella numerosos expertos y especialistas en temas laborales, tales como los Directores de los Departamentos de Derecho Laboral de las Universidad de Chile, Pontificia Universidad Católica de Chile, y de la Universidad de Concepción, y ministros y jueces de tribunales que atienden estas materias, quienes realizaron valiosos aportes y entregaron documentos que se encuentran a disposición de los interesados en la Secretaría de la Comisión, y que al manifestarse en general sobre las propuestas formuladas por el Ejecutivo, coincidieron en la necesidad de aumentar el número de tribunales destinados a conocer de las causas laborales y de cobranza laboral y previsional, frente al exceso de tiempo y trabajo que representa el actual sistema para la judicatura nacional. 


Por su parte, los señores Diputados integrantes de esta Comisión expresaron, en líneas generales, su conformidad con el articulado propuesto en esta iniciativa, sin perjuicio de haber coincidido en algunas modificaciones al proyecto que se concretaron en sendas indicaciones, cuyo contenido se especifica en el presente informe.


Sin embargo cabe destacar lo señalado por algunos de ellos durante el debate, quienes señalaron que la actual realidad de la judicatura laboral, la que en algunas oportunidades puede implicar verdaderos episodios de denegación de justicia -principalmente por la demora en fallar las demandas de los trabajadores- hace necesario innovar profundamente en la estructura del procedimiento actual, incorporandole principios de celeridad e inmediates, como elementos de seguridad jurídica en el marco de una normativa de protección a quien aparece como el elemento más débil en la relación laboral.


De la misma forma, sostuvieron, con particular interés, que el análisis en particular de la normativa propuesta permite observar que el principio de la oralidad se constituye en un pilar fundamental de la reforma propuesta por el Ejecutivo, razón por la cual no resulta posible acceder a introducir elementos extraños a él, como podría resultar del hecho de incorporar la escrituración a la contestación de la demanda, puesto que puede implicar formalizar -sal estilo del actual procedimiento- un sistema que -sa su juicio- debe ser ágil e inmediato.


Por otra parte, algunos otros señores Diputados, sostuvieron, principalmente durante la discusión en particular del proyecto, que resulta del todo necesario mantener ciertos principios de bilateralidad en el procedimiento, cuestión que implica otorgar derechos equivalentes tanto al demandante como al demandado, lo que el proyecto -sen su estructura original- no respeta al establecer estructuras dispares para las partes litigantes -sentre otras la falta de la posibilidad de contestar la demanda por escrito-. 


Asimismo, hicieron presente la necesidad de moligerar la norma que dispone la nulidad insubsanable como sanción a la ausencia del juez que preside la audiencia, puesto que la realidad admite una serie de circunstancias en las que ésta situación puede darse.


Cabe señalar que vuestra Comisión contó con la opinión de la Excma. Corte Suprema, manifestada a través de oficio, destinado a dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política de la República, relativo a los tres proyectos de ley de la denominada “reforma a la judicatura laboral y previsional”, que en lo que nos convoca señaló que aunque en este proyecto, y en el de creación de tribunales, se indica que el mayor gasto que represente su aplicación en el primer año de vigencia de las leyes propuestas se financiará con cargo al presupuesto de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Justicia, tal referencia genérica no es suficiente a la luz de lo previsto en el artículo 64, inciso 4, de la Constitución Política de la República, pues dichas iniciativas legales significarán la utilización de importantes recursos por parte de la Corporación Administrativa del Poder Judicial para estar en condiciones de atender, oportunamente, el incremento de gastos que las reformas propuestas inportarán.


Observó, además, que:

“1) Tanto en este Proyecto como en aquel que crea tribunales (Mensaje N° 3350) se introduce un nuevo artículo 420 al Código del Trabajo, que es distinto en cada uno de ellos proyectos. Habría que entender, por ser el Mensaje N° 4‑350 de numeración posterior, que el nuevo artículo 420 propuesto en este último proyecto prevalece sobre el anterior.

2)
En el nuevo artículo 444, inciso final, se dice que la función cautelar del tribunal comprende la de requerir información de organismos públicos, empresas u otras personas jurídicas o naturales, sobre cualquier antecedente que a criterio del juez contribuya al objetivo perseguido, incluidos los que tengan relación con deudas, créditos, bienes, valores y otros derechos de las partes, así como de sus empresas o personas relacionadas o que tengan interés en ella.


Se observa que estas funciones podrían ejercerse sin perjuicio ni menoscabo del secreto o reserva de información que otros preceptos legales impongan.


Por vía de ejemplo, pueden citarse las obligaciones de secreto o reserva que impone a los bancos el artículo 154 de la Ley General de Bancos (D.F.L. N° 3, de 26 de noviembre de 1997, publicado en el Diario Oficial de 19 de Diciembre de 1997), bajo sanciones, que en el caso de infracción al secreto bancario trae consigo la pena de reclusión.


Si bien el artículo 154 citado dice que la “justicia ordinaria”, en las causas que estuviere conociendo, podrá ordenar la remisión de aquellos antecedentes relativos a operaciones específicas que tengan relación directa con el proceso, sobre los depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza que hayan efectuado quienes tengan carácter de parte o inculpado o reo en esas causas u ordenar su examen, si fuere necesario, lo cierto es que los jueces de letras del trabajo, aun cuando es cierto que el Código Orgánico de Tribunales y el mismo Código del Trabajo los señalan como tomando parte del Poder Judicial, no lo es menos que también disponen que son tribunales especiales, distintos de los tribunales ordinarios que componen la denominada “justicia ordinaria”, por el precitado artículo 154, norma que puede ser estimada especial y de aplicación preferente al nuevo artículo 444 del Código del Trabajo que se propone en el proyecto, lo que originaría conflictos de aplicación en el caso que los jueces de letras del trabajo requirieren información a los bancos.

3)
En el nuevo artículo 447 se dispone que el juez, de oficio, si estimare que es incompetente para conocer de la demanda, ha de declararlo así, señalando el tribunal competente.


Convendría agregar que el juez, en tal caso, remitirá los antecedentes al tribunal competente, procediendo también de oficio.

4)
En el artículo 451 propuesto, se dice que en el evento de solicitarse diligencias de prueba en la demanda, el tribunal, conjuntamente con la citación, deberá pronunciarse sobre la pertinencia de la prueba solicitada.


Más adelante, en el artículo 458, se señala que el juez, en la audiencia única, resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida.


De igual modo, en el artículo 447 se faculta al juez para que, de oficio, advierta a la parte de los defectos u omisiones en que haya incurrido en la demanda, a fin de que los subsane.


Todas estas facultades entregadas al juez importan, en cierta forma, obligarlo a anticipar pronunciamientos que son inherentes a su función jurisdiccional, propia e imparcial, restándole la objetividad necesaria, lo que nada tiene que ver con el carácter protector que suele reconocerse al Derecho del Trabajo.

5)
En lo tocante al informe de peritos aludido en el artículo 459, inciso 3°, debe tenerse presente que la necesidad de rendir dicha prueba en la misma audiencia única, hace prácticamente imposible cumplir con las normas supletorias sobre nombramiento, aceptación de cargo, juramento y citación a diligencia de reconocimiento que exigen los artículos 412, 414, 417, 418 y 419 del Código de Procedimiento Civil, por lo que parece indispensable que se contengan en el proyecto normas que hagan viable, en la práctica, la prueba pericial.

6)
En el artículo 469 se dispone que a partir de la contestación de la demanda y hasta el término de la audiencia el tribunal podrá, de oficio y por resolución fundada, decretar las medidas necesarias para formarse plena convicción sobre los hechos de la causa y su adecuada resolución.


Convendría determinar un plazo para la obtención de los resultados de tales medidas, facultando al tribunal a prescindir de ellas si se excede tal plazo.”
VII. SINTESIS DE LAS OPINIONES DISIDENTES AL ACUERDO ADOPTADO EN LA VOTACION EN GENERAL.


El diputado señor Salaberry fundamentó su abstención en la votación en general del proyecto señalando -sen síntesis- que dicha iniciativa no garantiza adecuadamente la bilateralidad del procedimiento laboral, cuestión que -a su juicio- se observa claramente al no permitirse la contestación escrita de la demanda.


Asimismo, señaló que el proyecto contiene elementos que no resultan viables en el escenario real de los tribunales, como es el caso de la nulidad insubsanable por la ausencia del juez que conoce del proceso.


Finalizó manifestando sus reparos al sistema que se propone respecto de las propuestas en materia de daño moral y de derechos fundamentales de carácter laboral.

VIII. DISCUSION PARTICULAR.


Vuestra Comisión, en sus sesiones ordinarias celebradas los días 6, 13 y 20 de julio y, 3 y 17 de agosto de 2004, sometió a discusión particular el proyecto de ley adoptándose los siguientes acuerdos:

a)
aprobar por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala, los nuevos artículos 427, 428, 431, 432, 433, 435, 436, 438, 440, 443, 445, 446, 448, 451, 453, 460, 462, 465, 468, 470, 471, 472, 473, 474, 476, 477, 478, 479, 480, 481, 482, 483, 484, 487, 489, 490, 491, 492, 493, 494, 496, 497, 498, 499, 500, 501, 502, 503, 504, 505, 506, 507, 508, 509, 510, 511, 512 513, 515, del Código del Trabajo, contenidos en el numeral 2 del artículo 1º, y los numerales 3 y 4, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17 y 18 del mismo artículo 1º, y el artículo 2º permanente y los artículos 1º, 2º, 3º, y 4º transitorios del proyecto, que no fueron objeto de indicaciones, y 

b)
adoptar por mayoría de votos, y en algunos casos que se señalan, por unanimidad, los siguientes acuerdos respecto del resto de su articulado, el que se reproduce para su mejor comprensión.


Artículo 1º.- Introducense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:

1.
Sustitúyese el artículo 420, por el siguiente:


“Artículo 420.- Los Juzgados de Letras del Trabajo serán competentes para conocer de las cuestiones suscitadas por aplicación de las normas laborales y de seguridad social y, especialmente:

a)
de las originadas en la interpretación o aplicación de los contratos o convenciones individuales o colectivas del trabajo y fallos arbitrales en materia laboral; 

b)
de las derivadas de la aplicación de las normas sobre organización sindical y, en los casos que la ley las somete a su conocimiento, aquéllas relativas a la negociación colectiva;

c)
de las surgidas con ocasión de la aplicación de las normas sobre previsión o seguridad social que fueren planteadas por los trabajadores o pensionados. Sin embargo, no se extiende esta competencia a la revisión de las resoluciones sobre declaración de invalidez o de otorgamiento de licencias médicas;

d)
de las reclamaciones que procedan en contra de resoluciones dictadas por autoridades administrativas en materia laboral y de previsión o seguridad social, siempre que sean promovidas por quien tenga interés actual en ello;

e)
de los juicios en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad del empleador por accidentes del trabajo o por enfermedades profesionales;

f)
de los juicios en que se pretenda hacer efectiva cualquier otra responsabilidad del empleador, incluso la reparación del daño moral, que emane de actos previos a la contratación, de aquellos producidos durante la vigencia del contrato, de los que se produzcan con motivo de su extinción o con posterioridad a ésta;

g)
de las derivadas de actos de discriminación con motivo de una oferta de empleo, de la ejecución o término de un contrato de trabajo o de actos que vulneren los derechos fundamentales de los trabajadores en el ámbito de las relaciones laborales como consecuencia del ejercicio de las facultades empresariales, en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 5º; y

h)
de todas aquellas materias que las leyes entreguen a juzgados de letras con competencia laboral.


-Puesto en votación fueron aprobadas por seis votos a favor, ninguno en contra, y cuatro abstenciones las letras a),b), c), d), e) y h), y por seis votos a favor tres en contra y una abstención las letras f) y g).

2.
Reemplázanse el Capítulo II, del Título I y el Título II, del Libro V, por el siguiente Capítulo II nuevo:

“Capítulo II

De los principios formativos del proceso y del procedimiento en juicio del trabajo

Párrafo 1º

De los principios formativos del proceso

-Puesto en votación fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Artículo 425.- Los procedimientos del trabajo serán orales, públicos y concentrados. Primarán en ellos los principios de la inmediación, impulso procesal de oficio, celeridad, buena fe y gratuidad.


Todas las actuaciones procesales serán orales, salvo las excepciones expresamente contenidas en esta ley.


En todo caso, el tribunal deberá llevar un sistema de registro de las actuaciones orales por cualquier medio idóneo que garantice la conservación y reproducción de su contenido. Se considerarán válidos para estos efectos, entre otros, la grabación en medios de reproducción fonográfica, audiovisual o electrónica.

Indicación del Diputado Monckeberg


-Para agregar en el inciso primero la frase “y bilateralidad de la audiencia” después de la palabra “fe” y antes de la palabra “y”.


-Puesta en votación la indicación, ésta fue aprobada por diez votos a favor, ninguno en contra, y una abstención.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, cinco en contra, y ninguna abstención.


Arículo 426.- Las audiencias se desarrollarán en su totalidad ante el juez de la causa, el que las presidirá y no podrá delegar su ministerio. El incumplimiento de este deber será sancionado con la nulidad insaneable de las actuaciones y de la audiencia, la que deberá declarar el juez de oficio o a petición de parte.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, cinco en contra, y ninguna abstención.


Artículo 429.- El tribunal, una vez reclamada su intervención en forma legal, actuará de oficio. Decretará las pruebas que estime necesarias, aun cuando no las hayan ofrecido las partes y rechazará aquéllas que considere inconducentes. Adoptará, asimismo, las medidas tendientes a evitar la paralización del proceso o su prolongación indebida y, en consecuencia, no será aplicable el abandono del procedimiento.


El tribunal corregirá de oficio los errores que observe en la tramitación del juicio y adoptará las medidas que tiendan a evitar la nulidad del procedimiento. En todo caso, no se podrá decretar la nulidad procesal si el vicio no hubiese ocasionado perjuicio al litigante que la reclama y siempre que aquél no fuese subsanable por otro medio, salvo en el caso del artículo 426.

Indicación del Diputado Monckeberg


-Para agregar al inciso primero la siguiente frase después del punto seguido, la siguiente frase: “De esta resolución se podrá deducir recurso de reposición en la misma audiencia.”


-Puesta en votación la indicación, ésta fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Artículo 430.- Los actos procesales deberán ejecutarse de buena fe, facultándose al tribunal para adoptar las medidas necesarias para impedir el fraude, la colusión, el abuso del derecho y las actuaciones dilatorias.

Indicación del Diputado Monckeberg


Para agregar el siguiente inciso segundo, al artículo 430:


“Se entenderán por actuaciones dilatorias todas aquellas que con el sólo objeto de demorar la prosecución del juicio sean intentadas por alguna de las partes. De la resolución que declare como tal alguna actuación, la parte afectada podrá reponer para que sea resuelta en la misma audiencia.”


-Puesta en votación la indicación, ésta fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Artículo 434.- Se formará el proceso con los escritos, documentos y actuaciones de toda especie que se presenten en el juicio.


Las actuaciones de las partes podrán realizarse por medios electrónicos. La Corte Suprema regulará mediante auto acordado el ejercicio de esta modalidad, contemplando un sistema de recepción, registro y control de las presentaciones que se realicen por esta vía.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 437.- Los plazos que se establecen en este Libro son fatales, cualquiera que sea la forma en que se expresen, salvo aquellos establecidos para la realización de actuaciones propias del tribunal. En consecuencia, la posibilidad de ejercer un derecho o la oportunidad para ejecutar un acto se extingue, por el solo ministerio de la ley, al vencimiento del plazo.

En estos casos, el tribunal, de oficio o a petición de parte, proveerá lo que convenga para la prosecución del juicio, sin necesidad de certificado previo.


Los términos de días que establece este título se entenderán suspendidos durante los días feriados, salvo que el tribunal, por motivos justificados y en resolución fundada, haya dispuesto expresamente lo contrario.


El feriado de vacaciones a que se refiere el artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales no regirá respecto de las causas laborales.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, cero en contra, y dos abstenciones.


Artículo 439.- En los casos en que no resulte posible practicar la notificación personal, por no ser habida la persona a quien debe notificarse y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia establezca cuál es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y, tratándose de persona natural, que se encuentra en el lugar del juicio, de lo que dejará constancia en el expediente, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, entregándose las copias a que se refiere el inciso primero del artículo precedente a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada o en el lugar donde la persona a quien debe notificarse habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo. Si, por cualquier causa, ello no fuere posible, la notificación se hará fijando, en lugar visible, un aviso que dé noticia de la demanda, con especificación exacta de las partes, materia de la causa, juez que conoce de ella y resoluciones que se notifican. En caso que la morada o el lugar en que pernocta la persona a quien debe notificarse, o aquel donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo, se encuentre en un edificio o recinto al que no se permite libre acceso, el aviso y las copias se entregarán al portero o encargado del edificio, dejándose testimonio expreso de esta circunstancia. 


El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes, el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, ninguno en contra, y una abstención.


Artículo 441.- Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el juez dispondrá otra forma de notificación, por cualquier medio idóneo que garantice el derecho a la defensa y los principios de igualdad y de bilateralidad de la audiencia.


Si se dispone que la notificación se practique por aviso, éste se publicará por una sola vez en el Diario Oficial, conforme a un extracto emanado del tribunal, el que contendrá un resumen de la demanda y copia íntegra de la resolución recaída en ella. El aviso se publicará en la edición del Diario Oficial de los días 1º o 15 de cualquier mes o al día siguiente hábil, si el diario no se publicare en esos días, y será gratuito para los trabajadores que soliciten la notificación.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, ninguno en contra, y una abstención.


Artículo 442.- Las restantes notificaciones se practicarán por el estado diario, en la forma que establece el artículo 50 del Código de Procedimiento Civil, salvo que se trate de resoluciones en que se ordene la comparecencia personal de las partes, que no hayan sido expedidas en el curso de una audiencia, las que se notificarán por carta certificada.


Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas el tercer día siguiente a la fecha de entrega de la carta a la oficina de correos, de lo que se dejará constancia. 


Para los efectos de practicar las notificaciones por carta certificada a que hubiere lugar, todo litigante deberá designar un lugar conocido dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funcione el tribunal respectivo y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra la parte interesada. 


Respecto de las partes que no hayan efectuado la designación a que se refiere el inciso precedente, las resoluciones que debieron notificarse por carta certificada lo serán por el estado diario, sin necesidad de petición de parte y sin previa orden del tribunal.


Salvo la primera notificación al demandado, las restantes podrán ser efectuadas, a petición de la parte interesada, en forma electrónica o por cualquier otro medio que ésta señale. En este caso, se dejará debida constancia de haberse practicado la notificación en la forma solicitada. La Corte Suprema dictará un auto acordado que regule el ejercicio de esta modalidad.

Indicación del Diputado Monckeberg


Para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 442, la palabra “tercer” por la palabra “quinto”.


-Puesta en votación la indicación, ésta fue aprobada por cuatro votos a favor, tres en contra, y ninguna abstención.


-Puestos en votación los incisos primero; tercero, y cuarto, se aprobaron por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Artículo 444.- En el ejercicio de su función cautelar, el juez decretará todas las medidas que estime necesarias para asegurar el resultado de la acción, así como para la protección de un derecho o la identificación de los obligados y de su patrimonio.


Las medidas cautelares podrán llevarse a efecto antes de notificarse a la persona contra quien se dicten, siempre que existan razones graves para ello y el tribunal así lo ordene. Transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas.


Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa, aún cuando no esté contestada la demanda e incluso antes de su presentación. En este último caso, se podrán otorgar siempre que se acredite razonablemente el fundamento del derecho que se reclama, sin necesidad de acreditar la insolvencia del afectado, ni exigir fianza o garantía alguna al solicitante. Si presentada la demanda, persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias. Si no se presentara la demanda en el término de diez días, contados desde la fecha en que se hizo efectiva, la medida caducará de pleno derecho y el solicitante quedará por este hecho responsable de los perjuicios que se hubieran causado. Con todo, por motivos fundados, como cuando existan evidencias del inminente término de la empresa o de su insolvencia, el juez podrá prorrogar las medidas prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que estime necesario.


La función cautelar del tribunal comprende la de requerir información de organismos públicos, empresas u otras personas jurídicas o naturales, sobre cualquier antecedente que a criterio del juez contribuya al objetivo perseguido, incluidos los que digan relación con deudas, créditos, bienes, valores y otros derechos de las partes, así como los de sus empresas o personas relacionadas o que tengan interés en ella.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por seis votos a favor, ninguno en contra, y una abstención.


Artículo 447.- El juez, de oficio, advertirá a la parte de los defectos u omisiones en que haya incurrido en la demanda, a fin de que los subsane dentro del plazo de quinto día, bajo el apercibimiento de tenerse por no presentada la demanda si así no lo hiciese. De la misma forma, cuando se estime incompetente para conocer de la demanda, lo declarará así, señalando el tribunal competente.


Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere claramente la caducidad de la acción, el tribunal deberá declararlo de oficio y no admitirá a tramitación la demanda.


En materias de previsión o Seguridad Social, el juez admitirá la demanda a tramitación, sólo si el actor ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo precedente, de lo contrario, deberá rechazar de plano dicha demanda.

Indicación del Diputado Salaberry


Para agregar, en el inciso primero del artículo 447, luego del punto aparte, que pasa a ser coma (,) la frase “y enviándole los antecedentes.”


-Puesta en votación la indicación, ésta fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Artículo 449.- Si ante el mismo tribunal se tramitaren varias demandas contra un mismo demandado y las acciones son idénticas, aunque los actores sean distintos, el juez de oficio o a petición de parte podrá decretar la acumulación de autos, siempre que ello no implique retardo para uno o más de ellos.


Con todo, el juez tendrá siempre la facultad de desacumular los autos.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra, y una abstención.


Artículo 450.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámites, citar a las partes a una audiencia única a fin de que tengan lugar los actos de conciliación y juicio, fijando para tal efecto, dentro de los cincuenta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la demanda y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, quince días. 


El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra, y una abstención.


Artículo 452.- Iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse por motivo alguno. El tribunal deberá habilitar horarios especiales de no ser posible continuar dentro de su horario normal de funcionamiento.


Indicación de los señores Diputados Aguiló, Monckeberg, Muñoz, doña Adriana, Muñoz, don Pedro, Ojeda, Olivares, Salaberry, Tapia y Vidal.


Para sustituir el artículo 452, por el siguiente:


“Iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse por motivo alguno.


Excepcionalmente, y sólo en el evento de caso fortuito o fuerza mayor, el juez podrá, mediante resolución fundada, suspender la audiencia. En el mismo acto deberá fijar nuevo día y hora para su realización.


El Tribunal deberá habilitar horarios especiales en caso de que el desarrollo de la audiencia exceda al horario normal de su funcionamiento.”.


-Puesta en votación la indicación, ésta se aprobó por unanimidad.


Artículo 454.- Si no se produjere conciliación o ésta es sólo parcial, se dará inicio inmediatamente al acto de juicio, comenzando el demandante con la ratificación oral de la demanda. Acto seguido, el demandado contestará la demanda en forma oral, pronunciándose específicamente sobre los hechos contenidos en la misma, aceptando o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal. 


El demandado deberá acompañar al tribunal, al menos con cinco días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia, una minuta en la que se contengan sus alegaciones. La contestación no podrá contener otras alegaciones que las formuladas en la minuta.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra, y una abstención.


Artículo 455.- Cuando el demandado no concurriere a la audiencia, o de hacerlo no negare en su contestación algunos de los hechos contenidos en la demanda, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimarlos como tácitamente admitidos. 


Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte que hubo oposición. Para estos efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la sentencia parcial a que se refiere el inciso precedente.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra, y una abstención.


Artículo 456.- Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva.


No obstante lo anterior, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquélla en que se reclame del procedimiento, siempre que ellas aparezcan manifiestamente admisibles. Cuando ello sea procedente, se suspenderá la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.


Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 446 y se tramitará conjuntamente con la demanda. Dicha reconvención se deberá acompañar al tribunal, conjuntamente con la minuta de alegaciones y en el mismo plazo señalado para ella, debiendo ratificarse en forma oral en la audiencia.


De la reconvención y excepciones opuestas se dará traslado en la misma audiencia al demandante para su contestación oral.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra, y una abstención.


Artículo 457.- Contestada que sea la demanda sin que se haya opuesto reconvención o excepciones dilatorias o evacuado el traslado conferido de haberse interpuesto éstas, el tribunal recibirá de inmediato la causa a prueba, cuando ello fuere procedente. En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.


De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos el tribunal dará por concluida la audiencia y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 472.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por seis votos a favor, ninguno en 
contra, y ninguna abstención.


Artículo 458.- Las partes deberán concurrir a la audiencia con todos sus medios de prueba, pudiendo valerse de todos aquéllos regulados en la ley. Pueden también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente.


Sólo se admitirán las pruebas que tengan relación directa con el asunto sometido al conocimiento del tribunal y siempre que sean necesarias para su resolución.


El juez resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida y de las preguntas formuladas por las partes, así como de toda objeción o protesta planteada a este respecto, de la que se dejará constancia en el acta a solicitud de la parte interesada.


Con todo, carecerán de valor probatorio y, en consecuencia, no podrán ser apreciadas por el tribunal, las pruebas que las partes aporten y que se hubieren obtenido directa o indirectamente por medios ilícitos o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por cinco votos a favor, ninguno en contra, y una abstención.


Artículo 459.- Con todo, y sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 446, las partes podrán solicitar, al menos con cinco días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia, aquellas pruebas que habiendo de practicarse en la audiencia requieran citación o requerimiento previo, lo que se efectuará de inmediato mediante el envío de carta certificada dirigida al domicilio indicado por el solicitante. Tratándose de la absolución de posiciones y la testifical la parte podrá efectuar la notificación por cédula, a su costa, por receptor judicial.


La absolución de posiciones sólo podrá pedirse una vez por cada parte.


Sin perjuicio de lo anterior, cuando se decrete la remisión de oficios o el informe de peritos, el juez podrá recurrir a cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de textos que permita la pronta práctica de las diligencias, debiendo adoptar las medidas necesarias para asegurar su debida recepción por el requerido, dejando constancia de ello en el expediente. 


El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios cuando se trate de requerir información objetiva, pertinente y específica sobre los hechos materia del juicio. Cuando la información se solicite respecto de entidades públicas, el oficio deberá dirigirse a la oficina o repartición en cuya jurisdicción hubieren ocurrido los hechos o deban constar los antecedentes sobre los cuales se pide informe. Las personas o entidades públicas o privadas a quienes se dirija el oficio estarán obligadas a evacuarlo dentro del plazo que fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder al día anterior a aquél fijado para la audiencia, y en la forma que éste lo determine, pudiendo al efecto disponer cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de textos.


En el mismo plazo señalado en el inciso primero, deberán acompañarse los instrumentos que no se hubiesen presentado con anterioridad.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por cinco votos a favor, uno en contra, y una abstención.


Artículo 461.- La impugnación de la prueba instrumental acompañada deberá formularse en forma oral durante la audiencia.


La exhibición de instrumentos que hubiese sido ordenada por el tribunal se verificará en la audiencia. Cuando, sin causa justificada, se omita la presentación de aquellos que legalmente deban obrar en poder de una las partes, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba decretada.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por cinco votos a favor, uno en contra, y una abstención.


Artículo 463.- Las posiciones para la prueba confesional se formularán verbalmente, sin admisión de pliegos y deberán ser pertinentes a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad. El tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.


El juez podrá formular a los absolventes las preguntas que estime pertinentes, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por seis votos a favor, ninguno en 
contra, y dos abstenciones.


Artículo 464.- Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar solo hasta 4 testigos por cada parte.


El juez podrá reducir el número de testigos de cada parte e incluso prescindir de la prueba testifical cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.


Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio. El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanción contemplada en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.


Los testigos no podrán ser tachados. Únicamente en la oportunidad a que se refiere el artículo 466 las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.

Indicación de los Diputados señores Monckeberg y Salaberry.


Para agregar en su inciso primero, luego del punto aparte (.), la siguiente frase:


“En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el Tribunal, no pudiendo en ningún caso ser inferior a cuatro.”.


-Puesta en votación la indicación, ésta fue aprobada por la unimidad de la Comisión.


-Puesto en votación el artículo, este fue aprtobado por la unimidad de la Comisión.


Artículo 466.- Practicada la prueba, las partes formularán, oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones.


Con todo, si a juicio del juez hubieren puntos no suficientemente esclarecidos podrá ordenar a las partes que los aclaren.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, tres en contra, y ninguna abstención.


Artículo 467.- Durante la celebración de la audiencia se extenderá el acta correspondiente, en la que se hará constar:

a)
el lugar, fecha e individualización del tribunal y de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados;

b)
un breve resumen del acto de conciliación;

c)
un breve resumen de las alegaciones de las partes; y

d)
un resumen suficiente de la prueba confesional y testifical; la relación circunstanciada de los instrumentos presentados o los datos que permitan identificarlos; y toda otra prueba aportada por las partes y de las incidencias planteadas respecto de todas ellas.


El juez, resolverá en el acto y sin ulterior recurso cualquier observación que se hiciera sobre el contenido del acta. 


Una vez extendida el acta o resuelta las objeciones, será firmada por el juez, las partes, sus apoderados y abogados, entregándose copia de la misma a las partes.

Indicación de los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para reemplazar, en la letra b), la frase “un breve resumen” por “un resumen suficiente”.


-Puesta en votación la indicación, ésta fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Artículo 469.- A partir de la contestación de la demanda y hasta el término de la audiencia el tribunal podrá, de oficio y por resolución fundada, decretar las medidas necesarias para formarse plena convicción sobre los hechos de la causa y su adecuada resolución. Dichas medidas podrán consistir en la agregación de documentos, confesión judicial de las partes, inspección personal del tribunal, informe de peritos, comparecencia de testigos, exhibición de otros autos que tengan relación con el juicio, informe de los organismos públicos a los cuales la ley asigna la facultad de interpretar la legislación laboral y de seguridad social sobre jurisprudencia administrativa que hubieren emitido, y en cualesquiera otras que estime necesarias.


No será impedimento para la dictación del fallo el hecho de encontrarse pendiente alguna de diligencias señaladas en el inciso precedente.


Las resoluciones dictadas en conformidad a lo dispuesto en este artículo y al precedente serán inapelables.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 475.- Si el juez que presidió el acto de juicio no pudiese dictar sentencia éste deberá celebrarse nuevamente.

Indicación de la señora Muñoz, doña Adriana, y del señor Aguiló.


Para sustituirlo por el siguiente:


“Si el juez que presidió la audiencia no pudiese dictar sentencia, ésta deberá celebrarse nuevamente.”.


-Puesta en votación la indicación, ésta se aprobó por cinco votos a favor tres en contra y una abstención.


Artículo 485.- Notificada la liquidación, las partes tendrán el plazo de cinco días para objetarla, sólo si de ella apareciere que hay errores de cálculo numérico, alteración en las bases de cálculo o elementos o incorrecta aplicación de los índices de reajustabilidad o de intereses emanados de los órganos competentes. 


El tribunal resolverá de plano la objeción planteada, pudiendo oír a la contraria si estima que los antecedentes agregados a los autos no son suficientes para emitir pronunciamiento.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 486.- La parte vencida o ejecutada sólo podrá oponer, dentro del mismo plazo a que se refiere el artículo anterior, alguna de las siguientes excepciones, acompañando antecedentes escritos de debida consistencia: pago de la deuda, remisión, novación y transacción. El tercero podrá, además, excepcionarse con la inoponibilidad de la acción, dentro del mismo plazo señalado.


De la oposición se dará un traslado por tres días a la contraria y con o sin su contestación se resolverá sin más trámites, siendo la sentencia inapelable.

Indicación del Diputado señor Monckeberg


Para reemplazar en el inciso segundo la palabra “inapelable” por la frase “apelables en el sólo efecto devolutivo”.


-Puesta en votación la indicación, ésta fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes en la Sala.


Artículo 488.- Las resoluciones que se dicten en los procedimiento regulados por este párrafo serán inapelables.

Indicación de los Diputados señores Aguiló, Monckeberg, Muñoz, don Pedro; Muñoz, doña Adriana, Olivares, Salaberry, Tapia, Vidal, doña Ximena; Vilches y Villouta.


Para agregar, a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,) la frase: “salvo lo dispuesto en el artículo 486.”.


-Puesta en votación la indicación, ésta fue aprobada por la unanimidad de la Comisión.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por la unimidad de la Comisión.


Artículo 495.- El recurso de apelación laboral sólo podrá tener por objeto:

a)
Revisar la sentencia de primera instancia, cuando ésta haya sido dictada con infracción de normas;

b)
Revisar los hechos declarados como probados por el tribunal de primera instancia, cuando se advierta que en su determinación se han infringido, en forma manifiesta, las normas sobre apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica; y

c)
Alterar la calificación jurídica de los hechos, sin modificar las conclusiones fácticas del tribunal inferior.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por seis votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.

“Párrafo 6º

Del procedimiento de tutela de derechos fundamentales”

-Puesto en votación el epígrafe, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 502.- Este procedimiento tendrá por objeto tutelar los derechos fundamentales de los trabajadores en el ámbito de las relaciones laborales, cuando aquellos resulten lesionados por el ejercicio de las facultades empresariales en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 5º.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 503.- Cualquier trabajador u organización sindical que, invocando un derecho o interés legítimo, considere lesionados derechos fundamentales en el ámbito de las relaciones jurídicas cuyo conocimiento corresponde a la jurisdicción laboral, podrá impetrar su tutela por la vía de este procedimiento.


Cuando el trabajador afectado por una lesión de derechos fundamentales haya incoado una acción conforme a las normas de este párrafo, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado, personalmente o a través de su organización, podrá hacerse parte en el juicio como tercero coadyuvante. 


Sin perjuicio de lo anterior, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado el trabajador cuyos derechos fundamentales han sido vulnerados, podrá interponer denuncia, y actuará en tal caso como parte principal.


La Inspección del Trabajo, a requerimiento del tribunal, deberá emitir un informe acerca de los hechos denunciados. Podrá, asimismo, hacerse parte en el proceso.


Si actuando dentro del ámbito de sus atribuciones y sin perjuicio de sus facultades fiscalizadoras, la Inspección del Trabajo toma conocimiento de una vulneración de derechos fundamentales, deberá denunciar los hechos al tribunal competente y acompañar a dicha denuncia el informe de fiscalización correspondiente. Los hechos constatados de que dé cuenta el informe, constituirán presunción legal de veracidad, con arreglo al inciso final del artículo 23 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Esta denuncia servirá de suficiente requerimiento para dar inicio a la tramitación de un proceso conforme a las normas de este párrafo. La Inspección del Trabajo podrá hacerse parte en el juicio que por esta causa se entable.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 504.- Este procedimiento queda limitado a la tutela de derechos fundamentales. No cabe, en consecuencia, su acumulación con acciones de otra naturaleza o con idéntica pretensión basada en fundamentos diversos.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 505.- La tramitación de estos procesos gozará de preferencia respecto de todas las demás causas que se tramiten ante el mismo tribunal. 


Con igual preferencia se resolverán los recursos que se interpongan.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 506.- Si la vulneración de derechos fundamentales se hubiere producido con ocasión del despido, éste no producirá efecto alguno. La legitimación activa para recabar su tutela por la vía del procedimiento regulado en este párrafo corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.


En este caso, la denuncia deberá interponerse dentro del plazo de sesenta días contados desde la separación, el que se suspenderá en la forma a que se refiere el inciso final del artículo 168. 


El trabajador podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal, en cuyo caso el empleador deberá pagar al trabajador las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquélla en que se materialice la reincorporación, o la indemnización establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a tres meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.


En caso de optar por la indemnización a que se refiere el inciso anterior, ésta será fijada incidentalmente por el tribunal que conozca de la causa.


El juez de la causa, en estos procesos, deberá requerir el informe de fiscalización a que se refiere inciso cuarto del artículo 503.


Con todo, y sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente respecto del plazo para solicitar la calificación del despido como injustificado, indebido o improcedente a que se refiere el artículo 168, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 448 y solo comenzará a correr luego de quedar ejecutoriada la sentencia que desestime la denuncia por vulneración de derechos fundamentales. 


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 507.- La denuncia deberá contener, además de los requisitos generales que establece el artículo 446, la enunciación clara y precisa de los hechos constitutivos de la vulneración alegada.


El tribunal no admitirá a tramitación las denuncias que no cumplan con los requisitos establecidos en este párrafo. 


La interposición de una denuncia de conformidad a las normas de este párrafo es sin perjuicio de la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política de la República.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 508.- Admitida la denuncia a tramitación, el juez citará al denunciante, al denunciado y a los presuntamente afectados, a una audiencia única a fin de que expongan lo que estimen conveniente acerca de los hechos sobre los cuales versa la denuncia, ordenándoles que acompañen todos los antecedentes que crean necesarios para resolver, fijando para tal efecto, dentro de los quince días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la denuncia y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, cinco días. 


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 509.- El juez, de oficio o a petición de parte, dispondrá, en la primera resolución que dicte, la suspensión de los efectos del acto impugnado, cuando aparezca de los antecedentes acompañados al proceso que se trata de lesiones de especial gravedad o cuando la vulneración denunciada pueda causar daños irreparables, ello, bajo apercibimiento de multa de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, la podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de la medida decretada. Deberá también hacerlo en cualquier tiempo, desde que cuente con dichos antecedentes. 


Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 510.- Cuando de las alegaciones de la parte denunciante se deduzca la existencia de indicios de que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales, corresponderá al denunciado justificar suficientemente, en forma objetiva y razonable, las medidas adoptadas y su proporcionalidad. 


Si la denuncia se refiere a una cuestión de discriminación en el acceso al trabajo, el tribunal podrá recabar informe de los órganos públicos que estime pertinentes, a fin de conocer las estadísticas concernientes a la población y a los demandantes de empleo del grupo al que pertenece el denunciante, en el sector de actividad, lugar o zona geográfica de que se trate. 


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 511.- Con el mérito del informe de fiscalización, de lo expuesto por los citados y de las demás pruebas acompañadas al proceso, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos, lo dispuesto en el artículo 472.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 512.- La sentencia deberá contener, en su parte resolutiva: 

1.
La declaración de existencia o no de la lesión de derechos fundamentales denunciada. 

2.
En caso afirmativo, la declaración de nulidad del acto, debiendo ordenar, de persistir el comportamiento antijurídico a la fecha de dictación del fallo, su cese inmediato, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509;

3.
La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el infractor dirigidas a obtener la reparación de las consecuencias derivadas de la vulneración de derechos fundamentales, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509, incluidas las indemnizaciones que procedan; y

4.
La aplicación de las multas a que hubiere lugar, de conformidad a las normas de este Código.


En cualquier caso, el juez deberá velar para que la situación se retrotraiga al estado inmediatamente anterior de producirse la vulneración denunciada y se abstendrá de autorizar cualquier tipo de transacción que mantenga indemne la conducta lesiva de derechos fundamentales.


Copia de esta sentencia deberá remitirse a la Dirección del Trabajo para su registro.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 513.- La sentencia dictada en estos procesos será susceptible de recurso de apelación laboral, el que se tramitará y resolverá por el tribunal de segunda instancia con preferencia respecto de cualesquiera otro. El recurso deberá agregarse en la tabla del día subsiguiente al de su ingreso en la secretaría del Tribunal. 


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.

Párrafo 7º

Del procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativa.

-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.


Artículo 514.- Las sanciones por infracciones a la legislación laboral y de seguridad social y a sus reglamentos se aplicarán administrativamente por los respectivos inspectores del trabajo o por los funcionarios que se determinen en el reglamento correspondiente. Dichos funcionarios actuarán como ministros de fe.


En todos los trámites a que dé lugar la aplicación de sanciones, regirá la norma del artículo 4°.


La resolución que aplique la multa administrativa se notificará por un funcionario de la Dirección del Trabajo o de Carabineros de Chile o mediante carta certificada, en la forma señalada en el artículo 519 y será reclamable ante el Juez de Letras del Trabajo dentro de quince días contados desde su notificación. Dicha reclamación deberá dirigirse en contra del jefe de la inspección provincial o comunal a la que pertenezca el funcionario que aplicó la sanción.


Recibida la reclamación, y previa verificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso anterior, el juez citará al reclamante y al reclamado a una audiencia única, a fin de que expongan lo que estimen conveniente acerca de los hechos sobre los cuales versa la reclamación y les ordenará que acompañen todos los antecedentes que crean necesarios para resolver, fijando para tal efecto, dentro de los cincuenta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la reclamación y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, diez días.


Con el mérito de lo expuesto y de las pruebas rendidas, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de tercero día. 


La sentencia que resuelva la reclamación no será apelable.


Serán responsables del pago de la multa la persona natural o jurídica propietaria de la empresa, predio o establecimiento. Subsidiariamente responderán de ellas los directores, gerentes o jefes de la empresa, predio o establecimiento donde se haya cometido la infracción.


-Puesto en votación el artículo, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.

5.
Reemplázase el artículo 292, por el siguiente:


“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales o desleales serán sancionadas con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.


El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo, con sujeción a las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código, sobre el procedimiento de tutela de derechos fundamentales, en concordancia con los incisos siguientes.


La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas antisindicales o desleales, de los cuales tome conocimiento.


Si la práctica antisindical hubiere implicado el despido de un trabajador respecto de quien se haya acreditado que se encuentra amparado por el fuero establecido en los artículos 221, 224, 229, 238, 243 y 309, el juez, en su primera resolución deberá disponer, de oficio o a petición de parte, la inmediata reincorporación del trabajador a sus labores y el pago de las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquélla en que se materialice la reincorporación, todo ello, bajo apercibimiento de multa de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.


Para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso precedente, el tribunal señalará en la resolución que decrete la reincorporación el día y la hora en que ésta se deberá cumplir y el funcionario que la practicará, pudiendo encargar dicha diligencia a un funcionario de la Inspección del Trabajo designado por ésta. Asimismo, dispondrá que se acredite dentro de los cinco días siguientes a la reincorporación el pago de las remuneraciones y demás prestaciones adeudadas, aplicándose a este respecto la forma de establecer las remuneraciones a que se refiere el artículo 71.


En caso de negativa del empleador a dar cumplimiento cabal a la orden de reincorporación o ante una nueva separación o no pago oportuno y debido de las remuneraciones y demás prestaciones laborales, el tribunal, de oficio, hará efectivos los apercibimientos con que se hubiese decretado la medida de reincorporación, sin perjuicio de substituir o repetir el apremio hasta obtener el cumplimiento íntegro de la medida decretada.


Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.”.


-Puesto en votación el numeral, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.

6.
Reemplázase el artículo 294, por el siguiente:


“Artículo 294.- Si una o más de las prácticas antisindicales o desleales establecidas en este Libro o en el Título VIII, del Libro IV, han implicado el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral, éste no producirá efecto alguno y se aplicará lo dispuesto en el artículo 506.”.


-Puesto en votación el numeral, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.

7.
Reemplázase el artículo 389 por el siguiente:


“Artículo 389.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.


El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo, con sujeción a las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código, sobre el procedimiento de tutela de derechos fundamentales.


La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas desleales en la negociación colectiva, de los cuales tome conocimiento.”.


-Puesto en votación el numeral, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.

8.
Intercálase, a continuación del artículo 390, el siguiente artículo 390 bis, nuevo:


“Artículo 390 bis.- La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas desleales en la negociación colectiva, debiendo publicar semestralmente la nómina de empresas y organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los respectivos fallos.”.


-Puesto en votación el numeral, éste fue aprobado por siete votos a favor, dos en contra, y ninguna abstención.

IX. ARTICULOS E INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR LA COMISION.


Con ocasión del debate habido en la discusión en particular del proyecto se rechazaron o se declararon inadmisibles las siguientes indicaciones:

ARTÍCULO 1º

Numeral 1

Del Diputado Salaberry

Para eliminar la letra f) del numeral 1.


-Puesta en votación fue rechazada por seis votos en contra, cinco a favor, y ninguna abstención.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para eliminar la letra g) del artículo 420.


-Puesta en votación fue rechazada por seis votos en contra, cuatro a favor, y ninguna abstención.

Numeral 2

Del Diputado Monckeberg

-Para agregar al inciso tercero del artículo 425 propuesto, luego del punto aparte, la siguiente frase “Todos estos registros tendrán el valor probatorio que les asigne la ley”.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, cinco a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para agregar en el artículo 426, luego del punto seguido, la siguiente frase “En todo caso, en situaciones excepcionales y fundadas, el juez podrá delegar esta función en el Secretario del mismo tribunal, siempre que éste tenga el título de abogado.”


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, cinco a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para eliminar, en el inciso primero del artículo 429, la frase “no será aplicable el abandono del procedimiento” y reemplazar la coma (,) por un punto final.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, tres a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para agregar, en el inciso segundo del artículo 434, a continuación del punto seguido, la frase “En este caso el Secretario del tribunal deberá dejar constancia escrita de la forma en que se realizó dicha actuación.”


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para reemplazar, en el inciso primero del artículo 437, la palabra “salvo” por la palabra “incluso”.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.


Para eliminar el inciso tercero del artículo 437.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para reemplazar, en el artículo 439, la frase “en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, entregándose” por la frase “previa autorización del tribunal mediante cédula que contendrá”.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, uno a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para reemplazar, en el artículo 441, inciso 1º, la frase “el juez dispondrá otra forma de notificación, por cualquier medio idóneo que garantice el derecho a la defensa y los principios de igualdad y de bilateralidad de la audiencia” por la frase “el Juez ordenará que dicha notificación se realice mediante tres avisos publicados en un diario o periódico de circulación nacional, mediando entre ellos no menos de cinco días”.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, ninguno a favor, y una abstención.

De los Diputados Monckeberg; Salaberry, y Prieto.


Para reemplazar el inciso tercero del artículo 444 por el siguiente:


“Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa aún cuando no este contestada la demanda o incluso antes de su presentación, como prejudiciales. En ambos casos se deberá siempre acreditar razonablemente el fundamento y la necesidad del derecho que se reclama. Si presentada la demanda, al tribunal respectivo, persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias. Si no se presentare la demanda en el término de diez días contados desde la fecha en que la medida se hizo efectiva , ésta caducará de pleno derecho y sin necesidad de resolución judicial, quedando el solicitante por este sólo hecho responsable de los perjuicios que hubiere causado. Con todo, por motivos fundados y cuando se acredite por el demandado el inminente termino de la empresa o su manifiesta insolvencia, el juez podrá prorrogar las medias prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que estime necesario para asegurar el resultado de la litis.”


-Puesta en votación fue rechazada por cinco votos en contra, uno a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


-Para eliminar, en el inciso tercero del artículo 444, la frase “, sin necesidad de acreditar la insolvencia del afectado, ni exigir fianza o garantía alguna del solicitante”.


-Puesta en votación fue rechazada por cinco votos en contra, uno a favor, y ninguna abstención.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para eliminar el inciso cuarto del artículo 444.


-Puesta en votación fue rechazada por seis votos en contra, uno a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para agregar, en el inciso primero del artículo 447, luego de la coma que sigue a la palabra “demanda”, la frase “la misma obligación tendrá respecto de la contestación de la demanda,”.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para eliminar el artículo 449.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, ninguno a favor, y dos abstenciones.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para sustituir el punto final del inciso primero (.) por una coma (,) y agregar la siguiente frase “ ni limitaciones a la rendición de la prueba testimonial en cuanto al número de testigos posibles de declarar.”.


-Puesta en votación fue rechazada por cuatro votos en contra, uno a favor, y una abstención.

De los Diputados Monckeberg, Prieto y Salaberry


Para agregar el siguiente inciso tercero nuevo al artículo 450:


“Notificado el demandado, deberá acompañar al tribunal, con al menos cinco días de anticipación, a la fecha de realización de la audiencia, su contestación por escrito de la demanda. En dicha contestación deberá pronunciarse específicamente sobre los hechos contenida en l misma, aceptando o negándolos en forma expresa y concreta, pudiendo oponer las excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes, los fundamentos de hecho y de derecho, en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a decisión del tribunal.”


-Puesta en votación fue rechazada por cuatro votos en contra, uno a favor, y una abstención.

De los Diputados Monckeberg, Prieto y Salaberry


Para reemplazar el artículo 454 por el siguiente:


“Si no se produjere conciliación o si ésta fuere sólo parcial, se dará inicio inmediato al acto de juicio, comenzando el demandante por la ratificación oral de la demanda. Acto seguido, el demandado podrá ratificar la contestación a que se refiere el artículo 450, en forma oral, pudiendo asimismo referirse a las excepciones perentorias o dilatorias que estime procedente, los hechos y el derecho en que se fundan y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal.”


-Puesta en votación fue rechazada por cuatro votos en contra, uno a favor, y una abstención.

Del Diputado Salaberry


Para agregar en el artículo 454 luego de la palabra “oral” la frase “o escrita”.


-Puesta en votación fue rechazada por cinco votos en contra, uno a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Salaberry


Para incorporar, en el inciso segundo del artículo 455, la palabra “expresamente” luego de la palabra “allanare”.


-Puesta en votación fue rechazada por cinco votos en contra, uno a favor, y ninguna abstención.

De los Diputados Monckeberg, Prieto y Salaberry


Para reemplazar, en el inciso tercero del artículo 456, la frase final por la siguiente:


“Dicha reconvención se deberá acompañar al tribunal, conjuntamente con la contestación de la demanda en el mismo plazo señalado para ella.”


-Puesta en votación fue rechazada por cinco votos en contra, uno a favor, y ninguna abstención.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para agregar, en el inciso primero del artículo 457, después de la palabra “procedente”, reemplazando el punto seguido, por una coma, “fijando los puntos de prueba sobre los que deberá recaer”.


-Puesta en votación fue rechazada por seis votos en contra, ninguno a favor, y ninguna abstención.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


-Para agregar, en el inciso primero del artículo 458, después del punto seguido, la siguiente frase “En todo caso los documentos que las partes acompañen en autos deberán estar adjuntos al expediente con a lo menos siete días de anticipación a la celebración de la audiencia.”.


-Para agregar, en el inciso segundo del artículo 458, después del punto seguido, la siguiente frase “De esta resolución las partes podrán pedir reposición.”.


-Puestas en votación fueron rechazadas por cinco votos en contra, ninguno a favor, y una abstención.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para agregar, en el inciso segundo del artículo 459, después del punto final, la siguiente frase “En caso que por cualquier motivo no imputable a las partes los oficios solicitados no hubieran sido evacuados en el plazo señalado, la audiencia decretada se suspenderá hasta la fecha que al efecto fije el tribunal.”.


-Puesta en votación fue rechazada por cinco votos en contra, uno a favor, y una abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para reemplazar el inciso primero del artículo 461, por el siguiente “La impugnación de la prueba instrumental acompañada deberá formularse en forma escrita dentro de tercero día de agregada al expediente.”


-Puesta en votación fue rechazada por cinco votos en contra, uno a favor, y una abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para reemplazar el inciso primero del artículo 463, por el siguiente:


“Las posiciones para la prueba confesional se formularán por escrito y deberán ser pertinentes a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos tales que sean perfectamente entendibles sin dificultad. El tribunal de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.”


-Puesta en votación fue rechazada por seis votos en contra, ninguno a favor, y dos abstenciones.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para reemplazar el inciso primero del artículo 466, por el siguiente:


“Practicada la prueba las partes podrán, dentro del plazo de cinco días, presentar por escrito las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas.”.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, tres a favor, y ninguna abstención.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para suprimir los incisos segundo y tercero del artículo 469.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para eliminar el artículo 475.


-Puesta en votación fue rechazada por seis votos en contra, tres a favor, y ninguna abstención.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para reemplazar, en el inciso primero del artículo 485, después de la palabra “objetarla”, la coma (,) por un punto (.), eliminando el resto de la frase.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para suprimir el artículo 495.


-Puesta en votación fue rechazada por cinco votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para suprimir el párrafo 6º, y los artículos 502, 503, 504, 505, 506, 507, 508, 509, 510, 511, 512 y 513, en el contenidos.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para agregar en el artículo 502 después de la palabra trabajadores la expresión “y empleadores” y reemplazar la expresión “de las facultades empresariales” por “de sus facultades legales”.


Para agregar la siguiente frase “Se entenderán por derechos fundamentales aquellos reconocidos como tales por la legislación chilena o declarados en tal categoría por los organismos internacionales pertinentes y que tuvieran vigencia legal en el país.”


-Puestas en votación fueron rechazadas por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para reemplazar, en el inciso primero del artículo 503, la palabra “u” por una coma, y agregar, en todos los incisos, luego de la frase “organización sindical” la frase “o empleador”.


Para eliminar la frase “Los hechos constatados de que dé cuenta el informe, constituirán presunción legal de veracidad, con arreglo al inciso final del artículo 23 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

Del Diputado Monckeberg


Para eliminar el artículo 506.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para suprimir el inciso sexto del artículo 514.

- Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

Numeral 5


De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para suprimir el segundo párrafo del inciso cuarto del artículo 292 propuesto.


Para reemplazar el primer párrafo del inciso sexto del mismo artículo, por el siguiente:


“Recibida la denuncia, el juez citará a declarar al denunciado, ordenándole que en dicha audiencia rinda las pruebasy acompañe todos los antecedentes que estime necesario resolver.”.


-Puestas en votación fueron rechazadas por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

Numeral 6

De los Diputados Monckeberg y Salaberry

Para suprimirlo.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

Numeral 7

De los Diputados Monckeberg y Salaberry


Para suprimirlo.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

Numeral 8

De los Diputados Monckeberg y Salaberry

Para suprimirlo.


-Puesta en votación fue rechazada por siete votos en contra, dos a favor, y ninguna abstención.

X. RESUMEN DE LOS PRINCIPALES CONTENIDOS DEL TEXTO APROBADO POR VUESTRA COMISION.

El texto del proyecto porpuesto descansa sobre la estructura de competencias consignadas en el artículo 420 nuevo propuesto para el Código del Trabajo, contenido en el numeral 1 de dicho texto. Este artículo constituye la matriz del nuevo procedimiento, al otorgar a los tribunales ordinarios laborales las competencias necesarias para conocer, en general de los asuntos derivados de las relaciones de trabajo. En particular, este artículo considera las siguientes variantes con respecto a la actual competencia de dichos tribunales:

a)
En la letra a) se suprime del texto vigente, la competencia de los tribunales con respecto a aquellas cuestiones suscitadas entre empleadores y trabajadores en el evento en que no exista contrato escriturado, o bien exista una relación que las partes califiquen de manera diversa.


En efecto, la actual redacción de la letra a del artículo 420 del Código del Trabajo señala que “serán de competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo: a) las cuestiones suscitadas entre empleadores y trabajadores por aplicación de las normas laborales o derivadas de la interpretación y aplicación de los contratos individuales o colectivos del trabajo o de las convenciones y fallos arbitrales en materia laboral;”.

b)
Otra diferencia relevante del texto propuesto con respecto al texto vigente, se consigna en la letra b), que establece las competencias de los tribunales laborales en materia de organización sindical y negociación colectiva. El texto vigente establece que la competencia jurisdiccional en estas materias se da en tanto la ley le otorgue competencias para ello. La redacción propuesta, amplía dicha competencia a todas las cuestiones en materia de organización sindical, pero restrinje el conocimiento de lo relativo a negociación colectiva sólo en los casos en que la ley lo señale expresamente.

c)
Finalmente, es necesario consignar que se incorporan nuevas competencias relativas al conocimiento de cuestiones relativas a infracciones a los derechos fundamentales en el empleo y las relativas a las alegaciones de daño moral asociado a conductas del empleador con ocasión del despido.


Los artículos 425, 426, 427, 428, 429, 430, 431 y 432 contienen los principios formativos del nuevo procedimiento. Dichos principios fueron acordados en una instancia denominada Foro para la Reforma de la Judicatura Laboral y Previsional, en la que participaron organizaciones de trabajadores, jueces del trabajo Ministros de Corte, abogados del ramo y sectores académicos de varias universidades del país.


Estos principios son: Oralidad. Inmediación. Concentración; Impulso procesal de oficio; Celeridad; Buena fe procesal y Gratuidad. 

Del mismo modo, los artículos 433, 434, 435, 436 y 437, se refieren a materias comunes a todo juicio laboral, destacándose el rol supletorio de las normas procedimentales contenidas en el Código de Procedimiento Civil. Al mismo tiempo una norma de innovación metodológica es la que permite la litigación electrónica, aunque esta debe ser entendida como la posibilidad de acelerar alguna actuación de carácter marginal, ya que lo esencial del procedimiento propuesto es la oralidad en todas sus actuaciones.


Asimismo, el principio de celeridad justifica la norma sobre actuaciones del tribunal en jurisdicciones de otros juzgados, pero que pertenezcan al mismo asiento de Corte. Igual razón justifica la norma referente a la perentoriedad de los plazos para las actuaciones de las partes.


Los artículos 438, 439, 440, 441 y 442 contienen normas de carácter esencial, pues determinna la validez del juicio sobre la base de un correcto emplazamiento al demandado.


Normalmente lo será el empleador ante un reclamo del trabajador, por lo que la ley distingue entre los requisitos y condiciones para ser notificado en el lugar de la empresa o donde ejerce su profesión u oficio, y el de su domicilio particular.


Ello tiene importancia radical, pues uno de los elementos de mayor entorpecimiento actual es la dificultad de ubicación física del demandado a través de subterfugios como cambios de domicilio u ocultamiento de bienes, en caso de procedimientos ejecutivos.


El principio rector en esta materia es que se agoten los medios razonables para notificar al demandado, a fin de que no sea ésta la causa de lo que en definitiva puede ser la denegación de justicia, por razones formales.


Por su parte, los artículos 443 y 444 constituyen un ejemplo patente del principio de impulso procesal de oficio, puesto que faculta al juez laboral para determinar las medidas cautelares de carácter patrimonial que sean conducentes al objetivo de asegurar el resultado del juicio.


Estas medidas adquieren especial relevancia en materias relativas a cobros de remuneraciones adeudadas o condicionadas a la determinación de existencia de la relación laboral, en donde el juez adquiere cierto grado de presunción de veracidad de las alegaciones del demandante sobre la base de antecedentes de alto mérito probatorio que se pudieren acompañar a la demanda.


El artículo 445, por su parte, mantiene el régimen general de asignación de costas personales (honorarios de los abogados) cuando el demandante se hace representar por la Corporación de Asistencia Judicial en forma gratuita.


Los artículos 446 y 447 contienen requisitos de admisibilidad esenciales para tramitar efectivamente la demanda presentada. Corresponden, en general, a las exigencias de toda presentación ante un tribunal, como la vigencia de la acción que se entabla y la presentación del instrumento o título contra el cual se reclama una prestación de seguridad social.


La reclamación de cotizaciones de seguridad social, debe entenderse relacionada con el proyecto que al respecto aprobó esta Cámara y que permite, en definitiva, la responsabilidad de la institución previsional por los fondos del afiliado en caso de negligencia en el cobro de los mismos.


Asimismo, los artículos 448 y 449 tienen como objetivo fundamental el establecimiento de criterios de economía procesal, al entablarse en los hechos, varias demandas contra un mismo empleador. En este caso, la ley permite la tramitación conjunta de todas ellas, en tanto no implique ello un retardo para alguno de los litigantes.


Los artículos 450, 451, 452, 453, 454, 455, 456, 457, 458, 459, 460, 461, 462, 463, 464, 465, 466, 467, 468 y 469 contienen las normas eje de la reforma propuesta. 


En efecto, en ellos se consigna el desarrollo del juicio a través de un procedimiento oral altamente concentrado y con la inmediación del juez en todas las actuaciones de las partes.


El juicio en su totalidad se desarrolla en una audiencia, ante el juez, que se fija a partir de la notificación al demandado.


Estas normas pueden agruparse en los siguientes aspectos:

a.
Demanda y contestación: la demanda se presenta por escrito y debe contener tanto la prestación que se pide como los medios de prueba que se rendirán. La contestación, por su parte será de carácter oral aunque podrá ser apoyada por una minuta de contenidos. Deberá dicha contestación oral referirse a todos los hechos fundantes de la demanda so pena de darse como admitidos; asimismo, deberán señalarse aquellos medios de prueba de los que se servirá el demandado en la audiencia.

b.
Prueba: la prueba debe rendirse en la misma audiencia, existiendo para el juez amplias facultades para solicitar determinados medios o suprimir aquellos que considere innecesarios.

c.
Cuestiones accesorias: el principio de concentración deriva en estas normas en que todas y cada una de las actuaciones de las partes, especialmente aquellas que se desarrollan por vía incidental, deben resolverse en la audiencia, de tal forma que ésta no se dilate innecesariamente.


En materia de sentencia, los artículos 470, 471, 472, 473, 474, 475, 476 y 477 señalan los requisitos formales y de fondo que debe contener este acto procesal. La sentencia, recordemos, es el acto del juez en el que resuelve la cuestión controvertida, y como tal requiere de ciertas formalidades que den certeza jurídica a las partes. Ello es la razón de consignar, al igual que en otros cuerpos legales, ciertos requisitos que no pueden estar ausentes de este acto procesal del juez.


Debemos diferenciar la sentencia dictada ex-spost de la audiencia, de aquella que se dicta en la misma audiencia. La primera debe contar con todos los requisitos que se señalan en estos artículos, en tanto que la segunda sólo debe contener la individualización de las partes y la resolución que recae sobre los planteamientos de las partes.


En tanto, los artículos 478, 479, 480, 481, 482, 483, 484, 485, 486, 487, 488 y 489, contienen normas sobre ejecución de obligaciones basadas en títulos ejecutivos, procedimiento que se encuentra reglado en el Código de Procedimiento Civil, incorporando las siguientes innovaciones:

a.
Se agrupan los títulos ejecutivos: los títulos que ameritan la ejecución estaban contenidos en diversas disposiciones del Código del Trabajo.

b.
El tribunal competente es el Tribunal de Cobranza (creado en otra iniciativa despachada por esta Cámara); en caso de tratarse de una circunscripción en que no exista este tribunal, conocerá el tribunal de competencia del trabajo.

c.
Se permite, como medida de apremio, oficiar a la Tesorería General de la República, a fin de que retenga de la eventual devolución de impuestos del demandado las sumas necesarias para responder del resultado del juicio.

d.
Por principio de economía procesal, el diseño de los nuevos tribunales que se crean considera una oficina de liquidación de créditos de funcionamiento común, a fin de no ocupar tiempos de funcionarios del mismo tribunal en dichas tareas.


Por otro lado, los artículos 490, 491, 492, 493, 494, 495, 496, 497, 498, 499, 500 y 501 contienen las normas referidas a la segunda instancia en materia laboral, sobre las cuales debemos observar que el recurso de apelación en materia laboral adquiere, tras esta propuesta, un carácter más restringido. Prueba de ello es que los hechos que han sido acreditados en primera instancia no pueden ser enervados nuevamente, debiendo el tribunal de alzada pronunciarse por la calificación jurídica de tales hechos. Sólo excepcionalmente y por la vía de alegar imposibilidad anterior de presentarla, es posible hacer valer prueba documental en segunda instancia. 


Un importante conjunto de normas son las contenidas en los artículos 502, 503, 504, 505, 506, 507, 508, 509, 510, 511, 512 y 513, que constituyen una de las principales innovaciones del proyecto en materia de judicatura laboral.


Por dichas normas se otorga competencia a los tribunales del trabajo para conocer de las infracciones a los llamados derechos fundamentales del trabajador.


Este concepto, está estrechamente unido al de ciudadanía laboral, cuyo fondo doctrinario se basa en la mayor dignidad del trabajador en su empleo. El punto de conflicto se produce al reconocer una colisión entre ciertos derechos del trabajador, considerado individualmente o como miembro de un colectivo, frente a la potestad reglamentaria del empleador en la empresa. 


Se ha considerado que los derechos del trabajador emanados de su calidad de ciudadano no pueden ser rebasados por órdenes, instrucciones o reglamentos del empleador por el hecho de estar dentro de la empresa. Conviene anotar que estos derechos fundamentales pueden considerarse infringidos aún a raíz de un simple despido, dependiendo las motivaciones y formas en que el empleador procedió.


Entre las normas propuestas, se destaca la de la prueba indiciaria, por la cual al existir al menos indicios de veracidad en las afirmaciones del actor, el peso de la prueba recae en el empleador, quien debe acreditar la corrección de su acción.


Es importante apuntar que los procesos por prácticas antisindicales o desleales, se tramitarán en conformidad a las normas de procedimiento sobre derechos fundamentales, aumentándose el rango de las multas establecidas en el artículo 292 del Código del Trabajo de 100 a 150 UTM.


Finalmente, conviene anotar que la gravedad que el proyecto le asigna a esta materia, deriva en la preferencia con que debe ser conocida, tanto en primera como en segunda instancia.


La totalidad de estas normas contenidas en los artículos 514 y 515 del numeral 2 del texto aprobado por vuestra Comisión, como asimismo, los numerales 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17 y 18 constituyen adecuaciones formales y de fondo a los parámetros del nuevo procedimiento judicial, en especial en lo referido al procedimiento aplicable a las sanciones por prácticas desleales y antisindicales que señala el Código del Trabajo.


Finalmente, se hace la adecuación correspondiente del procedimiento aplicable a la reclamación por multas administrativas, conforme a las nuevas orientaciones procesales que propone el proyecto.

-o-


Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente la señora diputada informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTICULO 1º.-Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:

1.
Sustitúyese el artículo 420, por el siguiente:


“Artículo 420.- Los Juzgados de Letras del Trabajo serán competentes para conocer de las cuestiones suscitadas por aplicación de las normas laborales y de seguridad social y, especialmente:

a)
de las originadas en la interpretación o aplicación de los contratos o convenciones individuales o colectivas del trabajo y fallos arbitrales en materia laboral; 

b)
de las derivadas de la aplicación de las normas sobre organización sindical y, en los casos que la ley las somete a su conocimiento, aquéllas relativas a la negociación colectiva; 

c)
de las surgidas con ocasión de la aplicación de las normas sobre previsión o seguridad social que fueren planteadas por los trabajadores o pensionados. Sin embargo, no se extiende esta competencia a la revisión de las resoluciones sobre declaración de invalidez o de otorgamiento de licencias médicas; 

d)
de las reclamaciones que procedan en contra de resoluciones dictadas por autoridades administrativas en materia laboral y de previsión o seguridad social, siempre que sean promovidas por quien tenga interés actual en ello;

e)
de los juicios en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad del empleador por accidentes del trabajo o por enfermedades profesionales;

f)
de los juicios en que se pretenda hacer efectiva cualquier otra responsabilidad del empleador, incluso la reparación del daño moral, que emane de actos previos a la contratación, de aquellos producidos durante la vigencia del contrato, de los que se produzcan con motivo de su extinción o con posterioridad a ésta;

g)
de las derivadas de actos de discriminación con motivo de una oferta de empleo, de la ejecución o término de un contrato de trabajo o de actos que vulneren los derechos fundamentales de los trabajadores en el ámbito de las relaciones laborales como consecuencia del ejercicio de las facultades empresariales, en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 5º; y

h)
de todas aquellas materias que las leyes entreguen a juzgados de letras con competencia laboral.

2.
Reemplázanse el Capítulo II, del Título I y el Título II, del Libro V, por el siguiente Capítulo II nuevo:

“Capítulo II

De los principios formativos del proceso y del procedimiento en juicio del trabajo

Párrafo 1º

De los principios formativos del proceso

Artículo 425.- Los procedimientos del trabajo serán orales, públicos y concentrados. Primarán en ellos los principios de la inmediación, impulso procesal de oficio, celeridad, buena fe, bilateralidad de la audiencia y gratuidad.


Todas las actuaciones procesales serán orales, salvo las excepciones expresamente contenidas en esta ley.


En todo caso, el tribunal deberá llevar un sistema de registro de las actuaciones orales por cualquier medio idóneo que garantice la conservación y reproducción de su contenido. Se considerarán válidos para estos efectos, entre otros, la grabación en medios de reproducción fonográfica, audiovisual o electrónica.


Artículo 426.- Las audiencias se desarrollarán en su totalidad ante el juez de la causa, el que las presidirá y no podrá delegar su ministerio. El incumplimiento de este deber será sancionado con la nulidad insaneable de las actuaciones y de la audiencia, la que deberá declarar el juez de oficio o a petición de parte. 


Artículo 427.- Los actos procesales deberán realizarse con la celeridad necesaria, procurando abreviar los plazos cuando ello esté autorizado por ley, concentrando en un solo acto aquellas diligencias en que esto sea posible.


Artículo 428.- Las actuaciones serán públicas, salvo que el tribunal disponga lo contrario por resolución fundada. 


Artículo 429.- El tribunal, una vez reclamada su intervención en forma legal, actuará de oficio. Decretará las pruebas que estime necesarias, aun cuando no las hayan ofrecido las partes y rechazará aquéllas que considere inconducentes. De esta resolución se podrá deducir recurso de reposición en la misma audiencia. Adoptará, asimismo, las medidas tendientes a evitar la paralización del proceso o su prolongación indebida y, en consecuencia, no será aplicable el abandono del procedimiento.


El tribunal corregirá de oficio los errores que observe en la tramitación del juicio y adoptará las medidas que tiendan a evitar la nulidad del procedimiento.En todo caso, no se podrá decretar la nulidad procesal si el vicio no hubiese ocasionado perjuicio al litigante que la reclama y siempre que aquél no fuese subsanable por otro medio, salvo en el caso del artículo 426.


Artículo 430.- Los actos procesales deberán ejecutarse de buena fe, facultándose al tribunal para adoptar las medidas necesarias para impedir el fraude, la colusión, el abuso del derecho y las actuaciones dilatorias.


Se entenderá por actuaciones dilatorias todas aquellas que con el sólo objeto de demorar la prosecución del juicio sean intentadas por alguna de las partes. De la resolucion que declare como tal alguna actuación, la parte afectada podrá reponer para que sea resuelta en la misma audiencia.


Artículo 431.- En las causas laborales, toda actuación, trámite o diligencia del juicio, realizada por funcionarios del tribunal será gratuita para las partes. El juez será responsable disciplinariamente de la estricta observancia tanto de esta gratuidad como del oportuno cumplimiento de las diligencias. 


Las partes que gocen de privilegio de pobreza tendrán derecho a defensa letrada gratuita por parte de las respectivas Corporaciones de Asistencia Judicial o, en su defecto, por un abogado de turno y, asimismo, a que todas las actuaciones en que deban intervenir auxiliares de la administración de justicia se cumplan oportuna y gratuitamente. 


Artículo 432.- En la interpretación de las normas procesales, el tribunal deberá tener siempre presente que el fin del proceso es la efectividad de los derechos sustantivos de las partes.

Párrafo 2º

Reglas Comunes

Artículo 433.- En todo lo no regulado por esta ley, serán aplicables supletoriamente las normas contenidas en los Libros I, II y III del Código de Procedimiento Civil, a menos que ellas sean contrarias a los principios que informan este procedimiento. En tal caso, el tribunal dispondrá la forma en que se practicará la actuación respectiva.


Artículo 434.- Se formará el proceso con los escritos, documentos y actuaciones de toda especie que se presenten en el juicio.


Las actuaciones de las partes podrán realizarse por medios electrónicos. La Corte Suprema regulará mediante auto acordado el ejercicio de esta modalidad, contemplando un sistema de recepción, registro y control de las presentaciones que se realicen por esta vía.


Artículo 435.- Las partes deberán comparecer con patrocinio de abogado y representadas por persona legalmente habilitada para actuar en juicio, todo ello conforme a lo dispuesto por la ley.


Artículo 436.- Los tribunales competentes para conocer de las causas a que se refiere el artículo 420, que dependan de una misma Corte de Apelaciones, podrán decretar diligencias para cumplirse directamente en cualquier comuna ubicada dentro del territorio jurisdiccional de dicha Corte.


Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará a los tribunales con esa competencia dependientes de la Corte de Apelaciones de Santiago, respecto de actuaciones que deban practicarse en el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de San Miguel, y a los Juzgados de letras del trabajo o con competencia en materia laboral dependientes de la Cortes de Apelaciones de San Miguel respecto de actuaciones que deban practicarse en el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago.


Artículo 437.- Los plazos que se establecen en este Libro son fatales, cualquiera que sea la forma en que se expresen, salvo aquellos establecidos para la realización de actuaciones propias del tribunal. En consecuencia, la posibilidad de ejercer un derecho o la oportunidad para ejecutar un acto se extingue, por el solo ministerio de la ley, al vencimiento del plazo.


En estos casos, el tribunal, de oficio o a petición de parte, proveerá lo que convenga para la prosecución del juicio, sin necesidad de certificado previo.


Los términos de días que establece este título se entenderán suspendidos durante los días feriados, salvo que el tribunal, por motivos justificados y en resolución fundada, haya dispuesto expresamente lo contrario.


El feriado de vacaciones a que se refiere el artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales no regirá respecto de las causas laborales.


Artículo 438.- La primera notificación a la parte demandada deberá hacerse personalmente, entregándosele copia íntegra de la resolución y de la solicitud en que haya recaído. Al demandante se le notificará por el estado diario.


Esta notificación se practicará por el receptor laboral o por el funcionario que el juez determine, atendiendo a las circunstancias del lugar en que funcione el tribunal y restantes consideraciones que miren a la eficacia de la actuación. La parte interesada podrá siempre encargar a su costa la práctica de la notificación a un receptor judicial.


En los lugares y recintos de libre acceso público la notificación personal se podrá efectuar en cualquier día y a cualquier hora, procurando causar la menor molestia al notificado.


Además, la notificación personal se podrá efectuar en cualquier día, entre las seis y las veintidós horas, en la morada o lugar donde pernocta el notificado, en el lugar donde ordinariamente ejerce su industria, profesión o empleo, o en el recinto del tribunal.


El juez podrá, por motivos fundados, ordenar que la notificación se practique en horas diferentes a las indicadas en el inciso anterior.


Si la notificación se realizare en día inhábil, los plazos comenzarán a correr desde las cero horas del día hábil inmediatamente siguiente. Los plazos se aumentarán en la forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


Los jueces no podrán, sin embargo, ser notificados en el local en que desempeñan sus funciones.


Artículo 439.- En los casos en que no resulte posible practicar la notificación personal, por no ser habida la persona a quien debe notificarse y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia establezca cuál es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y, tratándose de persona natural, que se encuentra en el lugar del juicio, de lo que dejará constancia en el expediente, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, entregándose las copias a que se refiere el inciso primero del artículo precedente a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada o en el lugar donde la persona a quien debe notificarse habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo. Si, por cualquier causa, ello no fuere posible, la notificación se hará fijando, en lugar visible, un aviso que dé noticia de la demanda, con especificación exacta de las partes, materia de la causa, juez que conoce de ella y resoluciones que se notifican. En caso que la morada o el lugar en que pernocta la persona a quien debe notificarse, o aquel donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo, se encuentre en un edificio o recinto al que no se permite libre acceso, el aviso y las copias se entregarán al portero o encargado del edificio, dejándose testimonio expreso de esta circunstancia. 


El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes, el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 440.- Cuando se notifique la demanda a un trabajador en el lugar donde ordinariamente preste sus servicios, deberá efectuarse siempre en persona, si dicho lugar corresponde a la empresa, establecimiento o faena que dependa del empleador con el cual litigue. 


Artículo 441.- Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el juez dispondrá otra forma de notificación, por cualquier medio idóneo que garantice el derecho a la defensa y los principios de igualdad y de bilateralidad de la audiencia. 


Si se dispone que la notificación se practique por aviso, éste se publicará por una sola vez en el Diario Oficial, conforme a un extracto emanado del tribunal, el que contendrá un resumen de la demanda y copia íntegra de la resolución recaída en ella. El aviso se publicará en la edición del Diario Oficial de los días 1º o 15 de cualquier mes o al día siguiente hábil, si el diario no se publicare en esos días, y será gratuito para los trabajadores que soliciten la notificación.


Artículo 442.- Las restantes notificaciones se practicarán por el estado diario, en la forma que establece el artículo 50 del Código de Procedimiento Civil, salvo que se trate de resoluciones en que se ordene la comparecencia personal de las partes, que no hayan sido expedidas en el curso de una audiencia, las que se notificarán por carta certificada.


Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas el quinto día siguiente a la fecha de entrega de la carta a la oficina de correos, de lo que se dejará constancia. 


Para los efectos de practicar las notificaciones por carta certificada a que hubiere lugar, todo litigante deberá designar un lugar conocido dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funcione el tribunal respectivo y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra la parte interesada. 


Respecto de las partes que no hayan efectuado la designación a que se refiere el inciso precedente, las resoluciones que debieron notificarse por carta certificada lo serán por el estado diario, sin necesidad de petición de parte y sin previa orden del tribunal.


Salvo la primera notificación al demandado, las restantes podrán ser efectuadas, a petición de la parte interesada, en forma electrónica o por cualquier otro medio que ésta señale. En este caso, se dejará debida constancia de haberse practicado la notificación en la forma solicitada. La Corte Suprema dictará un auto acordado que regule el ejercicio de esta modalidad.


Artículo 443.- Los incidentes de cualquier naturaleza deberán promoverse en las audiencias y resolverse de inmediato, salvo que el tribunal estime pertinente dejar su resolución para la sentencia definitiva.


Artículo 444.- En el ejercicio de su función cautelar, el juez decretará todas las medidas que estime necesarias para asegurar el resultado de la acción, así como para la protección de un derecho o la identificación de los obligados y de su patrimonio.


Las medidas cautelares podrán llevarse a efecto antes de notificarse a la persona contra quien se dicten, siempre que existan razones graves para ello y el tribunal así lo ordene. Transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas.


Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa, aún cuando no esté contestada la demanda e incluso antes de su presentación. En este último caso, se podrán otorgar siempre que se acredite razonablemente el fundamento del derecho que se reclama, sin necesidad de acreditar la insolvencia del afectado, ni exigir fianza o garantía alguna al solicitante. Si presentada la demanda, persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias. Si no se presentara la demanda en el término de diez días, contados desde la fecha en que se hizo efectiva, la medida caducará de pleno derecho y el solicitante quedará por este hecho responsable de los perjuicios que se hubieran causado. Con todo, por motivos fundados, como cuando existan evidencias del inminente término de la empresa o de su insolvencia, el juez podrá prorrogar las medidas prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que estime necesario.


La función cautelar del tribunal comprende la de requerir información de organismos públicos, empresas u otras personas jurídicas o naturales, sobre cualquier antecedente que a criterio del juez contribuya al objetivo perseguido, incluidos los que digan relación con deudas, créditos, bienes, valores y otros derechos de las partes, así como los de sus empresas o personas relacionadas o que tengan interés en ella. 


Artículo 445.- En toda resolución que ponga término a la causa o resuelva un incidente, el juez deberá pronunciarse sobre el pago de las costas del procedimiento, tasando las procesales y regulando las personales, según proceda.


Cuando el trabajador ha litigado con privilegio de pobreza y obtiene en el juicio, las costas personales a cuyo pago sea condenada la contraparte pertenecerán a la respectiva Corporación de Asistencia Judicial o al abogado de turno.

Párrafo 3º

Del procedimiento de aplicación general

Artículo 446.- La demanda se interpondrá por escrito y deberá contener:

1.
La designación del tribunal ante quien se entabla;

2.
El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandante y en su caso de las personas que lo representen, y naturaleza de la representación;

3.
El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandado;

4.
La exposición clara de los hechos y consideraciones de derecho en que se fundamenta; y 

5.
La enunciación precisa y concreta de las peticiones que se someten a la resolución del tribunal. 


Conjuntamente con la demanda se podrán acompañar instrumentos y solicitar las diligencias de prueba que se estimen necesarias. 


En materias de seguridad social, cuando se demande a una institución de previsión o seguridad social, deberá acompañarse la resolución final de la respectiva entidad o de la entidad fiscalizadora según corresponda, que se pronuncia sobre la materia que se demanda, de conformidad al procedimiento administrativo establecido en la ley N°19.880. 


Cuando se demanden períodos de cotizaciones de seguridad social impagas, el juez de la causa al conferir el traslado de la demanda, deberá ordenar la notificación de ella a la o las instituciones de seguridad social a las que corresponda percibir la respectiva cotización. Dicha notificación se efectuará a través de carta certificada, la que contendrá copia íntegra de la demanda y de la resolución recaída en ella o un extracto si fueren muy extensas. Estas notificaciones se entenderán practicadas el tercer día siguiente a aquél en que sea expedida la carta, debiendo dejarse constancia en el expediente de la fecha del envío.


Artículo 447.- El juez, de oficio, advertirá a la parte de los defectos u omisiones en que haya incurrido en la demanda, a fin de que los subsane dentro del plazo de quinto día, bajo el apercibimiento de tenerse por no presentada la demanda si así no lo hiciese. De la misma forma, cuando se estime incompetente para conocer de la demanda, lo declarará así, señalando el tribunal competente, y enviandole los antecedentes. 


Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere claramente la caducidad de la acción, el tribunal deberá declararlo de oficio y no admitirá a tramitación la demanda.


En materias de previsión o Seguridad Social, el juez admitirá la demanda a tramitación, sólo si el actor ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo precedente, de lo contrario, deberá rechazar de plano dicha demanda.


Artículo 448.- El actor podrá acumular en su demanda todas las acciones que le competan en contra de un mismo demandado, aunque procedan de distintos títulos. 


En el caso de aquellas acciones que corresponda tramitar de acuerdo a procedimientos distintos, se deberán deducir de conformidad a las normas pertinentes y si una dependiere de la otra, no correrá el plazo para ejercer aquélla hasta ejecutoriado que sea el fallo de ésta.


Artículo 449.- Si ante el mismo tribunal se tramitaren varias demandas contra un mismo demandado y las acciones son idénticas, aunque los actores sean distintos, el juez de oficio o a petición de parte podrá decretar la acumulación de autos, siempre que ello no implique retardo para uno o más de ellos.


Con todo, el juez tendrá siempre la facultad de desacumular los autos.


Artículo 450.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámites, citar a las partes a una audiencia única a fin de que tengan lugar los actos de conciliación y juicio, fijando para tal efecto, dentro de los cincuenta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la demanda y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, quince días. 


El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 451.- En la citación se hará constar que la audiencia se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. Asimismo, deberá indicarse en la citación que las partes deberán concurrir con todos sus medios de prueba. 


En el evento de solicitarse diligencias de prueba en la demanda, el tribunal, conjuntamente con la citación, deberá pronunciarse sobre la pertinencia de la prueba solicitada y dispondrá las citaciones o requerimientos que sean necesarios, lo que se efectuará de inmediato mediante el envío de carta certificada dirigida al domicilio indicado por el solicitante.


Las partes podrán concurrir a la audiencia por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.


Artículo 452.- Iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse por motivo alguno. 


Excepcionalmente, y sólo en el evento de caso fortuito o fuerza mayor, el juz podrá, mediante resolución fundada, suspender la audiencia. En el mismo acto deberá fijar nuevo día y hora para su realización.


El tribunal deberá habilitar horarios especiales en caso de que el desarrollo de la audiencia exceda al horario normal de su funcionamiento.


Artículo 453.- La audiencia comenzará con el llamado a conciliación por parte del juez, a cuyo objeto deberá proponer a las partes las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.


Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes, estimándose lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.


Artículo 454.- Si no se produjere conciliación o ésta es sólo parcial, se dará inicio inmediatamente al acto de juicio, comenzando el demandante con la ratificación oral de la demanda. Acto seguido, el demandado contestará la demanda en forma oral, pronunciándose específicamente sobre los hechos contenidos en la misma, aceptando o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal. 


El demandado deberá acompañar al tribunal, al menos con cinco días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia, una minuta en la que se contengan sus alegaciones. La contestación no podrá contener otras alegaciones que las formuladas en la minuta.


Artículo 455.- Cuando el demandado no concurriere a la audiencia, o de hacerlo no negare en su contestación algunos de los hechos contenidos en la demanda, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimarlos como tácitamente admitidos. 


Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte que hubo oposición. Para estos efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la sentencia parcial a que se refiere el inciso precedente.


Artículo 456.- Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva.


No obstante lo anterior, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquélla en que se reclame del procedimiento, siempre que ellas aparezcan manifiestamente admisibles. Cuando ello sea procedente, se suspenderá la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.


Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 446 y se tramitará conjuntamente con la demanda. Dicha reconvención se deberá acompañar al tribunal, conjuntamente con la minuta de alegaciones y en el mismo plazo señalado para ella, debiendo ratificarse en forma oral en la audiencia.


De la reconvención y excepciones opuestas se dará traslado en la misma audiencia al demandante para su contestación oral. 


Artículo 457.- Contestada que sea la demanda sin que se haya opuesto reconvención o excepciones dilatorias o evacuado el traslado conferido de haberse interpuesto éstas, el tribunal recibirá de inmediato la causa a prueba, cuando ello fuere procedente. En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.


De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos el tribunal dará por concluida la audiencia y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 472.


Artículo 458.- Las partes deberán concurrir a la audiencia con todos sus medios de prueba, pudiendo valerse de todos aquéllos regulados en la ley. Pueden también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente. 


Sólo se admitirán las pruebas que tengan relación directa con el asunto sometido al conocimiento del tribunal y siempre que sean necesarias para su resolución.


El juez resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida y de las preguntas formuladas por las partes, así como de toda objeción o protesta planteada a este respecto, de la que se dejará constancia en el acta a solicitud de la parte interesada.


Con todo, carecerán de valor probatorio y, en consecuencia, no podrán ser apreciadas por el tribunal, las pruebas que las partes aporten y que se hubieren obtenido directa o indirectamente por medios ilícitos o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales.


Artículo 459.- Con todo, y sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 446, las partes podrán solicitar, al menos con cinco días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia, aquellas pruebas que habiendo de practicarse en la audiencia requieran citación o requerimiento previo, lo que se efectuará de inmediato mediante el envío de carta certificada dirigida al domicilio indicado por el solicitante. Tratándose de la absolución de posiciones y la testifical la parte podrá efectuar la notificación por cédula, a su costa, por receptor judicial.


La absolución de posiciones sólo podrá pedirse una vez por cada parte. 


Sin perjuicio de lo anterior, cuando se decrete la remisión de oficios o el informe de peritos, el juez podrá recurrir a cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de textos que permita la pronta práctica de las diligencias, debiendo adoptar las medidas necesarias para asegurar su debida recepción por el requerido, dejando constancia de ello en el expediente. 


El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios cuando se trate de requerir información objetiva, pertinente y específica sobre los hechos materia del juicio. Cuando la información se solicite respecto de entidades públicas, el oficio deberá dirigirse a la oficina o repartición en cuya jurisdicción hubieren ocurrido los hechos o deban constar los antecedentes sobre los cuales se pide informe. Las personas o entidades públicas o privadas a quienes se dirija el oficio estarán obligadas a evacuarlo dentro del plazo que fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder al día anterior a aquél fijado para la audiencia, y en la forma que éste lo determine, pudiendo al efecto disponer cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de textos.


En el mismo plazo señalado en el inciso primero, deberán acompañarse los instrumentos que no se hubiesen presentado con anterioridad.


Artículo 460.- La rendición de la prueba comenzará con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado. 


No obstante lo anterior, en los juicios sobre despido corresponderá en primer lugar al demandado la rendición de la prueba, debiendo acreditar la veracidad de los hechos imputados en las comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto, del artículo 162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del despido.


El orden de recepción de las pruebas será el siguiente: documental, confesional, testifical y los otros medios ofrecidos, sin perjuicio de que el tribunal pueda modificarlo por causa justificada.


Artículo 461.- La impugnación de la prueba instrumental acompañada deberá formularse en forma oral durante la audiencia.


La exhibición de instrumentos que hubiese sido ordenada por el tribunal se verificará en la audiencia. Cuando, sin causa justificada, se omita la presentación de aquellos que legalmente deban obrar en poder de una las partes, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba decretada.


Artículo 462.- Si el llamado a confesar no compareciese a la audiencia sin causa justificada o compareciendo se negase a declarar o diese respuestas evasivas, podrán presumirse efectivos los hechos alegados por la parte contraria en la demanda o contestación, según corresponda, siempre que hubiere sido apercibido sobre tal efecto. 


La persona citada a absolver posiciones estará obligada a concurrir personalmente a la audiencia, a menos que designe especialmente un mandatario para tal objeto, el que si representa al empleador deberá tratarse de una de las personas a que se refiere el artículo 4º de este Código. La designación del mandatario deberá constar por escrito y hacerse con anticipación al inicio de la audiencia, considerándose sus declaraciones para todos los efectos legales como si hubieren sido hechas personalmente por aquél cuya comparecencia se solicitó. 


Si los demandantes fueren varios y se solicitare la citación a confesar en juicio de muchos o de todos ellos, el juez podrá reducir el número de quienes habrán de comparecer, en especial cuando estime que sus declaraciones puedan resultar inútil reiteración sobre los mismos hechos.


Artículo 463.- Las posiciones para la prueba confesional se formularán verbalmente, sin admisión de pliegos y deberán ser pertinentes a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad. El tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.


El juez podrá formular a los absolventes las preguntas que estime pertinentes, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas.


Artículo 464.- Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar solo hasta 4 testigos por cada parte. En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser inferior a cuatro.


El juez podrá reducir el número de testigos de cada parte e incluso prescindir de la prueba testifical cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.


Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio. El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanción contemplada en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.


Los testigos no podrán ser tachados. Unicamente en la oportunidad a que se refiere el artículo 466 las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.


Artículo 465.- El tribunal y las partes podrán formular a los testigos las preguntas que estimen necesarias para el esclarecimiento de los hechos sobre los que versa el juicio. Podrán asimismo, exigir que los testigos aclaren o precisen sus dichos.


Estas preguntas no podrán formularse en forma asertiva, ni contener elementos de juicio que determinen la respuesta, ni referirse a hechos o circunstancias ajenas al objeto de la prueba, lo que calificará el tribunal sin más trámite.


Artículo 466.- Practicada la prueba, las partes formularán, oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones.


Con todo, si a juicio del juez hubieren puntos no suficientemente esclarecidos podrá ordenar a las partes que los aclaren.


Artículo 467.- Durante la celebración de la audiencia se extenderá el acta correspondiente, en la que se hará constar:

a)
el lugar, fecha e individualización del tribunal y de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados;

b)
un resumen suficiente del acto de conciliación;

c)
un breve resumen de las alegaciones de las partes; y

d)
un resumen suficiente de la prueba confesional y testifical; la relación circunstanciada de los instrumentos presentados o los datos que permitan identificarlos; y toda otra prueba aportada por las partes y de las incidencias planteadas respecto de todas ellas.


El juez, resolverá en el acto y sin ulterior recurso cualquier observación que se hiciera sobre el contenido del acta. 


Una vez extendida el acta o resuelta las objeciones, será firmada por el juez, las partes, sus apoderados y abogados, entregándose copia de la misma a las partes. 


Artículo 468.- En el evento de existir alguna diligencia de prueba que no se haya practicado en la audiencia, el tribunal, por resolución fundada, si la estima estrictamente necesaria para la acertada resolución de la causa, la podrá reiterar como medida para mejor resolver de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente, requiriendo su cumplimiento por cualquier medio idóneo.


Artículo 469.- A partir de la contestación de la demanda y hasta el término de la audiencia el tribunal podrá, de oficio y por resolución fundada, decretar las medidas necesarias para formarse plena convicción sobre los hechos de la causa y su adecuada resolución. Dichas medidas podrán consistir en la agregación de documentos, confesión judicial de las partes, inspección personal del tribunal, informe de peritos, comparecencia de testigos, exhibición de otros autos que tengan relación con el juicio, informe de los organismos públicos a los cuales la ley asigna la facultad de interpretar la legislación laboral y de seguridad social sobre jurisprudencia administrativa que hubieren emitido, y en cualesquiera otras que estime necesarias. 


No será impedimento para la dictación del fallo el hecho de encontrarse pendiente alguna de diligencias señaladas en el inciso precedente.


Las resoluciones dictadas en conformidad a lo dispuesto en este artículo y al precedente serán inapelables.


Artículo 470.- El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


Las presunciones simplemente legales se apreciarán también en la misma forma.


Artículo 471.- Al apreciar las pruebas según la sana crítica, el tribunal deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en cuya virtud les asigne valor o las desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.


Artículo 472.- El juez podrá pronunciar el fallo al término de la audiencia o dentro del plazo de décimo quinto día, contado desde la realización de ésta, en cuyo caso citará a las partes para notificarlas, fijando día y hora al efecto, dentro del mismo plazo. En esta segunda alternativa, podrá el juez anunciar las bases fundamentales del fallo al término de la referida audiencia.


Las partes se entenderán notificadas de la sentencia, sea en la audiencia o en la actuación prevista al efecto, hayan o no asistido a ellas.


Artículo 473.- La sentencia definitiva se pronunciará sobre las acciones y excepciones deducidas que no se hubieren resuelto con anterioridad y sobre los incidentes en su caso, o sólo sobre estos cuando sean previos a incompatibles con aquéllas.


Artículo 474.- La sentencia definitiva deberá contener:

1.
El lugar y fecha en que se expida;

2.
La individualización completa de las partes litigantes;

3.
Una síntesis de los hechos y de las alegaciones de las partes;

4.
El análisis de la prueba rendida, los hechos que estime probados y el razonamiento que conduce a esta estimación;

5.
Los preceptos constitucionales, legales o los contenidos en tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, las consideraciones jurídicas y los principios de derecho o de equidad en que el fallo se funda;

6.
La resolución de las cuestiones sometidas a la decisión del tribunal, con expresa determinación de las sumas que ordene pagar o las bases necesarias para su liquidación, si ello fuere procedente, y

7.
El pronunciamiento sobre el pago de costas y, en su caso, los motivos que tuviere el tribunal para absolver de su pago a la parte vencida.


La sentencia que se dicte en la audiencia, de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 472, sólo deberá cumplir con los requisitos de los números 2, 5, 6 y 7.


Artículo 475.- Si el juez que presidió la audiencia no pudiese dictar sentencia, éste deberá celebrarse nuevamente.


Artículo 476.- La sentencia de término será notificada a los entes administradores de los respectivos sistemas de seguridad social, con el objeto que éstos hagan efectivas las acciones contempladas en la ley Nº 17.322 o en el decreto ley Nº 3.500, según corresponda. 


Estos organismos deberán remitir al tribunal de la causa copia de las demandas ejecutivas que deduzcan, sin perjuicio de la facultad del juez de requerir información sobre el estado de avance de la ejecución. 


Artículo 477.- Una vez firme y ejecutoriada la sentencia, lo que deberá certificar de oficio el tribunal, y siempre que no se acredite su cumplimiento dentro del término de cinco días, se dará inicio a su ejecución de oficio por el tribunal de conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.

Párrafo 4º

Del cumplimiento de la sentencia y de la ejecución de los títulos ejecutivos laborales

Artículo 478.- La ejecución de los títulos ejecutivos laborales se tramitará de oficio por el tribunal, dictándose al efecto las resoluciones y ordenándose las diligencias que sean necesarias para ello.


Artículo 479.- Son títulos ejecutivos laborales:

1.
Las sentencias ejecutoriadas; 

2.
Los equivalentes jurisdiccionales que cumplan con las formalidades establecidas en la ley; 

3.
Los finiquitos suscritos por el trabajador y el empleador y autorizados por el Inspector del Trabajo o por funcionarios a los cuales la ley los faculta para actuar como ministros de fe en el ámbito laboral;

4.
Las actas suscritas por las partes ante los Inspectores del Trabajo y que den constancia de acuerdos que contengan la existencia de una obligación laboral, o las copias de éstas certificadas por la Inspección del Trabajo respectiva;

5.
Los originales de los instrumentos colectivos del trabajo y las copias auténticas de las mismas autorizadas por la Inspección del Trabajo; y

6.
cualquier otro título a que las leyes laborales o de seguridad social otorguen fuerza ejecutiva.


Artículo 480.- Serán competentes para conocer del cumplimiento de la sentencia los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional. Con todo, en aquellos territorios jurisdiccionales en que no existiesen éstos será competente el tribunal que dictó la sentencia. 


Artículo 481.- En las causas laborales el cumplimiento de la sentencia se sujetará a las normas del presente párrafo y a falta de disposición expresa en este texto o en leyes especiales, se aplicarán supletoriamente las normas del Título XIX del Libro I del Código de Procedimiento Civil, siempre que dicha aplicación no vulnere los principios que informan el procedimiento laboral. 


Artículo 482.- Una vez firme y ejecutoriada la sentencia y transcurrido el plazo señalado en el artículo 477, el tribunal remitirá al quinto día los autos al Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional cuando ello fuere procedente, a fin de que éste continúe con la ejecución de conformidad a las reglas de este párrafo.


Recibido el expediente por el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional o certificado por el tribunal que dictó la sentencia que ésta se encuentra firme y ejecutoriada, según sea el caso, junto con ordenar el cumplimiento del fallo, se deberán remitir sin más trámite los autos a la unidad de liquidación o al funcionario encargado para que se proceda a la liquidación del crédito, ya sea determinando los montos que reflejen los rubros a que se ha condenado u obligado el ejecutado y, en su caso, se actualicen los mismos, aplicando los reajustes e intereses legales. 


La liquidación deberá practicarse dentro de tercero día y será notificada por carta certificada a los apoderados de las partes, junto con el requerimiento al vencido para que pague dentro de los cinco días siguientes. En caso que la ejecución haya quedado a cargo de un tercero, la notificación deberá practicarse en forma personal.


Artículo 483.- Iniciada la ejecución, el tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá ordenar a la Tesorería General de la República que retenga de las sumas que por concepto de devolución de impuestos a la renta corresponda restituir al ejecutado, el monto objeto de la ejecución, con sus reajustes, intereses y multas. Esta medida tendrá el carácter de precautoria.


Artículo 484.- En el caso que las partes pactaren una forma de pago del crédito perseguido en los autos, este pacto deberá ser ratificado ante el juez de la causa y la o las cuotas que se acuerden deberán consignar los reajustes e intereses del período. El no pago de una o más cuotas hará inmediatamente exigible el total de la deuda, facultándose al acreedor para que concurra ante el mismo tribunal, y dentro del plazo de sesenta días contados desde el incumplimiento, para que se ordene y cumpla el pago, pudiendo el juez incrementar el saldo de la deuda hasta en un ciento cincuenta por ciento. El pacto así ratificado, tendrá mérito ejecutivo para todos los efectos legales. 


Artículo 485.- Notificada la liquidación, las partes tendrán el plazo de cinco días para objetarla, sólo si de ella apareciere que hay errores de cálculo numérico, alteración en las bases de cálculo o elementos o incorrecta aplicación de los índices de reajustabilidad o de intereses emanados de los órganos competentes. 


El tribunal resolverá de plano la objeción planteada, pudiendo oír a la contraria si estima que los antecedentes agregados a los autos no son suficientes para emitir pronunciamiento.


Artículo 486.- La parte vencida o ejecutada sólo podrá oponer, dentro del mismo plazo a que se refiere el artículo anterior, alguna de las siguientes excepciones, acompañando antecedentes escritos de debida consistencia: pago de la deuda, remisión, novación y transacción. El tercero podrá, además, excepcionarse con la inoponibilidad de la acción, dentro del mismo plazo señalado.


De la oposición se dará un traslado por tres días a la contraria y con o sin su contestación se resolverá sin más trámites, siendo la sentencia apelable en el sólo efecto devolutivo.


Artículo 487.- Si no se ha pagado dentro del plazo señalado para ello en el inciso tercero del artículo 482, el ministro de fe procederá a trabar embargo sobre bienes muebles o inmuebles suficientes para el cumplimiento íntegro de la ejecución y sus costas. Hará, además, una tasación prudencial de los mismos que consignará en el acta de la diligencia, todo ello sin que sea necesario orden previa del tribunal.


Si no ha habido oposición oportuna o existiendo ha sido desechada, se ordenará sin más trámites hacer debido pago al ejecutante con los fondos retenidos, embargados o cautelados. En su caso, los bienes embargados serán rematados por cifras no menores al setenta y cinco por ciento de la tasación en primera subasta, en la segunda el mínimo será del cincuenta por ciento del valor de la tasación; y en la tercera no habrá mínimo. El ejecutante podrá participar en el remate y adjudicarse los bienes con cargo al monto de su crédito.


Los trámites y diligencias del procedimiento de apremio ya indicados, serán fijados por el tribunal consecuentemente con los principios propios de la judicatura laboral y teniendo como referencias las reglas de la ejecución civil, en lo que sean conciliables con dichos principios.


Artículo 488.- Las resoluciones que se dicten en los procedimientos regulados por este párrafo serán inapelables, salvo lo dispuesto en el artículo 486.


Artículo 489.- Tratándose de títulos ejecutivos laborales distintos a los señalados en el número 1 del artículo 479, su ejecución se regirá por las disposiciones que a continuación se señalan y a falta de norma expresa, le serán aplicables las disposiciones de los títulos I y II del Libro III del Código de Procedimiento Civil, siempre que dicha aplicación no vulnere los principios que informan el procedimiento laboral. 


Una vez despachada la ejecución, el juez deberá remitir sin más trámite los autos a la unidad de liquidación o al funcionario encargado, según corresponda, para que se proceda a la liquidación del crédito, lo que deberá hacerse dentro de tercer día. 


En los juicios ejecutivos se practicará personalmente el requerimiento de pago al deudor y la notificación de la liquidación, pero si no es habido se procederá en la forma establecida en el artículo 439, expresándose en la copia a que este mismo se refiere, a más del mandamiento, la designación del día, hora y lugar que fije el ministro de fe para practicar el requerimiento. No concurriendo a esta citación el deudor, se trabará el embargo inmediatamente y sin más trámite.


En lo demás, se aplicarán las reglas contenidas en los artículo 483, 484, 485, inciso primero del artículo 486 e incisos segundo y tercero del artículo 487. 

Párrafo 5º

De los recursos

Artículo 490.- En los juicios laborales tendrán lugar los mismos recursos que proceden en los juicios ordinarios en lo civil y se les aplicarán las mismas reglas en todo cuanto no se encuentre modificado por las normas de este párrafo.


Artículo 491.- La solicitud de reposición de una resolución pronunciada en una audiencia deberá interponerse y resolverse en el acto.


Artículo 492.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias definitivas de primera instancia, las resoluciones que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas precautorias y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.


Tratándose de medidas precautorias, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el sólo efecto devolutivo.


Artículo 493.- El recurso de apelación laboral deberá interponerse en el plazo de cinco días contados desde la notificación de la respectiva resolución a la parte que lo entabla.


Al deducir el recurso, deberá el apelante fundarlo someramente, exponiendo las peticiones concretas que formula respecto de la resolución apelada.


El apelado podrá hacer observaciones a la apelación hasta antes de la vista de la causa.


Artículo 494.- Los autos se enviarán a la Corte de Apelaciones al tercer día de notificada la resolución que concede el último recurso de apelación.


Las partes se considerarán emplazadas en segunda instancia por el hecho de notificárseles la concesión del recurso de apelación.


Artículo 495.- El recurso de apelación laboral sólo podrá tener por objeto:

a)
Revisar la sentencia de primera instancia, cuando ésta haya sido dictada con infracción de normas;

b)
Revisar los hechos declarados como probados por el tribunal de primera instancia, cuando se advierta que en su determinación se han infringido, en forma manifiesta, las normas sobre apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica; y

c)
Alterar la calificación jurídica de los hechos, sin modificar las conclusiones fácticas del tribunal inferior.


Artículo 496.- En lo demás, la apelación se regirá por las normas que establece el Código de Procedimiento Civil, con la salvedad que no será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.


Tampoco será necesaria la comparecencia de las partes en el tribunal de alzada cuando se entable un recurso de casación en la forma contra una sentencia de primera instancia.


Artículo 497.- En segunda instancia no será admisible prueba. Ello no obstante, el tribunal de alzada podrá admitir prueba documental, siempre que la parte que la presente justifique haber estado imposibilitada de rendirla en primera instancia.


Artículo 498.- El tribunal de segunda instancia podrá decretar como medidas para mejor resolver, las diligencias probatorias que estime indispensables para el acertado fallo del recurso. El tribunal practicará estas diligencias constituido en sala. 


La dictación de estas medidas no se extenderá a la prueba testimonial ni a la confesión en juicio.


Artículo 499.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y fallo y su conocimiento se ajustará estrictamente al orden de su ingreso al tribunal. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales, deberá designarse un día a la semana, a lo menos, para conocer de ellas, completándose las tablas si no hubiere número suficiente, en la forma que determine el Presidente de la Corte de Apelaciones, quien será responsable disciplinariamente del estricto cumplimiento de esta preferencia.


Si el número de causas en apelación hiciese imposible su vista y fallo en un plazo no superior a dos meses, contado desde su ingreso a la Secretaría, el Presidente de la Corte de Apelaciones que funcione dividida en más de dos salas, determinará que una de ellas, a lo menos, se aboque exclusivamente al conocimiento de estas causas por el lapso que se estime necesario para superar el atraso.


Artículo 500.- Si de los antecedentes de la causa apareciere que el tribunal de primera instancia ha omitido pronunciarse sobre alguna acción o excepción hecha valer en el juicio, la Corte se pronunciará sobre ella.


Podrá, asimismo, fallar las cuestiones tratadas en primera instancia y sobre las cuales no se haya pronunciado la sentencia por ser incompatibles con lo resuelto.


Deberá la Corte invalidar de oficio la sentencia apelada, cuando aparezca de manifiesto que se ha faltado a un trámite o diligencia que tenga carácter esencial o que influya en lo dispositivo del fallo. En el mismo fallo señalará el estado en que debe quedar el proceso y devolverá la causa dentro de segundo día de pronunciada la resolución, salvo que el vicio que diere lugar a la invalidación de la sentencia fuere alguno de los contemplados en las causales número 4ª, 6ª y 7ª del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil y en haber sido pronunciada con omisión de cualquiera de los requisitos enumerados en el artículo 474, en cuyo caso el mismo tribunal deberá, de inmediato y sin nueva vista, pero en forma separada, dictar la sentencia que corresponde con arreglo a la ley.


Artículo 501.- La sentencia deberá pronunciarse dentro del plazo de cinco días contados desde el término de la vista de la causa.


El Tribunal de Alzada se hará cargo en su fallo de las argumentaciones formuladas por las partes en los escritos que al efecto le presenten.


Dictado el fallo, el expediente será devuelto, una vez cumplido el décimo quinto día, al tribunal de origen para el cumplimiento de la sentencia, salvo que se haya, deducido recurso de casación.

Párrafo 6º

Del procedimiento de tutela de derechos fundamentales

Artículo 502.- Este procedimiento tendrá por objeto tutelar los derechos fundamentales de los trabajadores en el ámbito de las relaciones laborales, cuando aquellos resulten lesionados por el ejercicio de las facultades empresariales en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 5º.


Artículo 503.- Cualquier trabajador u organización sindical que, invocando un derecho o interés legítimo, considere lesionados derechos fundamentales en el ámbito de las relaciones jurídicas cuyo conocimiento corresponde a la jurisdicción laboral, podrá impetrar su tutela por la vía de este procedimiento.


Cuando el trabajador afectado por una lesión de derechos fundamentales haya incoado una acción conforme a las normas de este párrafo, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado, personalmente o a través de su organización, podrá hacerse parte en el juicio como tercero coadyuvante. 


Sin perjuicio de lo anterior, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado el trabajador cuyos derechos fundamentales han sido vulnerados, podrá interponer denuncia, y actuará en tal caso como parte principal.


La Inspección del Trabajo, a requerimiento del tribunal, deberá emitir un informe acerca de los hechos denunciados. Podrá, asimismo, hacerse parte en el proceso.


Si actuando dentro del ámbito de sus atribuciones y sin perjuicio de sus facultades fiscalizadoras, la Inspección del Trabajo toma conocimiento de una vulneración de derechos fundamentales, deberá denunciar los hechos al tribunal competente y acompañar a dicha denuncia el informe de fiscalización correspondiente. Los hechos constatados de que dé cuenta el informe, constituirán presunción legal de veracidad, con arreglo al inciso final del artículo 23 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Esta denuncia servirá de suficiente requerimiento para dar inicio a la tramitación de un proceso conforme a las normas de este párrafo. La Inspección del Trabajo podrá hacerse parte en el juicio que por esta causa se entable.


Artículo 504.- Este procedimiento queda limitado a la tutela de derechos fundamentales. No cabe, en consecuencia, su acumulación con acciones de otra naturaleza o con idéntica pretensión basada en fundamentos diversos.


Artículo 505.- La tramitación de estos procesos gozará de preferencia respecto de todas las demás causas que se tramiten ante el mismo tribunal. 


Con igual preferencia se resolverán los recursos que se interpongan.


Artículo 506.- Si la vulneración de derechos fundamentales se hubiere producido con ocasión del despido, éste no producirá efecto alguno. La legitimación activa para recabar su tutela por la vía del procedimiento regulado en este párrafo corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.


En este caso, la denuncia deberá interponerse dentro del plazo de sesenta días contados desde la separación, el que se suspenderá en la forma a que se refiere el inciso final del artículo 168. 


El trabajador podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal, en cuyo caso el empleador deberá pagar al trabajador las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquélla en que se materialice la reincorporación, o la indemnización establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a tres meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.


En caso de optar por la indemnización a que se refiere el inciso anterior, ésta será fijada incidentalmente por el tribunal que conozca de la causa.


El juez de la causa, en estos procesos, deberá requerir el informe de fiscalización a que se refiere inciso cuarto del artículo 503.


Con todo, y sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente respecto del plazo para solicitar la calificación del despido como injustificado, indebido o improcedente a que se refiere el artículo 168, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 448 y solo comenzará a correr luego de quedar ejecutoriada la sentencia que desestime la denuncia por vulneración de derechos fundamentales. 


Artículo 507.- La denuncia deberá contener, además de los requisitos generales que establece el artículo 446, la enunciación clara y precisa de los hechos constitutivos de la vulneración alegada.


El tribunal no admitirá a tramitación las denuncias que no cumplan con los requisitos establecidos en este párrafo. 


La interposición de una denuncia de conformidad a las normas de este párrafo es sin perjuicio de la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política de la República.


Artículo 508.- Admitida la denuncia a tramitación, el juez citará al denunciante, al denunciado y a los presuntamente afectados, a una audiencia única a fin de que expongan lo que estimen conveniente acerca de los hechos sobre los cuales versa la denuncia, ordenándoles que acompañen todos los antecedentes que crean necesarios para resolver, fijando para tal efecto, dentro de los quince días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la denuncia y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, cinco días. 


Artículo 509.- El juez, de oficio o a petición de parte, dispondrá, en la primera resolución que dicte, la suspensión de los efectos del acto impugnado, cuando aparezca de los antecedentes acompañados al proceso que se trata de lesiones de especial gravedad o cuando la vulneración denunciada pueda causar daños irreparables, ello, bajo apercibimiento de multa de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, la podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de la medida decretada. Deberá también hacerlo en cualquier tiempo, desde que cuente con dichos antecedentes. 


Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.


Artículo 510.- Cuando de las alegaciones de la parte denunciante se deduzca la existencia de indicios de que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales, corresponderá al denunciado justificar suficientemente, en forma objetiva y razonable, las medidas adoptadas y su proporcionalidad. 


Si la denuncia se refiere a una cuestión de discriminación en el acceso al trabajo, el tribunal podrá recabar informe de los órganos públicos que estime pertinentes, a fin de conocer las estadísticas concernientes a la población y a los demandantes de empleo del grupo al que pertenece el denunciante, en el sector de actividad, lugar o zona geográfica de que se trate. 


Artículo 511.- Con el mérito del informe de fiscalización, de lo expuesto por los citados y de las demás pruebas acompañadas al proceso, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos, lo dispuesto en el artículo 472.


Artículo 512.- La sentencia deberá contener, en su parte resolutiva: 

1.
La declaración de existencia o no de la lesión de derechos fundamentales denunciada. 

2.
En caso afirmativo, la declaración de nulidad del acto, debiendo ordenar, de persistir el comportamiento antijurídico a la fecha de dictación del fallo, su cese inmediato, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509;

3.
La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el infractor dirigidas a obtener la reparación de las consecuencias derivadas de la vulneración de derechos fundamentales, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509, incluidas las indemnizaciones que procedan; y

4.
La aplicación de las multas a que hubiere lugar, de conformidad a las normas de este Código.


En cualquier caso, el juez deberá velar para que la situación se retrotraiga al estado inmediatamente anterior de producirse la vulneración denunciada y se abstendrá de autorizar cualquier tipo de transacción que mantenga indemne la conducta lesiva de derechos fundamentales.


Copia de esta sentencia deberá remitirse a la Dirección del Trabajo para su registro.


Artículo 513.- La sentencia dictada en estos procesos será susceptible de recurso de apelación laboral, el que se tramitará y resolverá por el tribunal de segunda instancia con preferencia respecto de cualesquiera otro. El recurso deberá agregarse en la tabla del día subsiguiente al de su ingreso en la secretaría del Tribunal. 

Párrafo 7º

Del procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativa.

Artículo 514.- Las sanciones por infracciones a la legislación laboral y de seguridad social y a sus reglamentos se aplicarán administrativamente por los respectivos inspectores del trabajo o por los funcionarios que se determinen en el reglamento correspondiente. Dichos funcionarios actuarán como ministros de fe.


En todos los trámites a que dé lugar la aplicación de sanciones, regirá la norma del artículo 4°.


La resolución que aplique la multa administrativa se notificará por un funcionario de la Dirección del Trabajo o de Carabineros de Chile o mediante carta certificada, en la forma señalada en el artículo 519 y será reclamable ante el Juez de Letras del Trabajo dentro de quince días contados desde su notificación. Dicha reclamación deberá dirigirse en contra del jefe de la inspección provincial o comunal a la que pertenezca el funcionario que aplicó la sanción.


Recibida la reclamación, y previa verificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso anterior, el juez citará al reclamante y al reclamado a una audiencia única, a fin de que expongan lo que estimen conveniente acerca de los hechos sobre los cuales versa la reclamación y les ordenará que acompañen todos los antecedentes que crean necesarios para resolver, fijando para tal efecto, dentro de los cincuenta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la reclamación y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, diez días.


Con el mérito de lo expuesto y de las pruebas rendidas, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de tercero día. 


La sentencia que resuelva la reclamación no será apelable.


Serán responsables del pago de la multa la persona natural o jurídica propietaria de la empresa, predio o establecimiento. Subsidiariamente responderán de ellas los directores, gerentes o jefes de la empresa, predio o establecimiento donde se haya cometido la infracción.


Artículo 515.- En todos aquellos casos en que en virtud de este Código u otro cuerpo legal, se establezca reclamación judicial en contra de resoluciones pronunciadas por la Dirección del Trabajo, se aplicará el procedimiento descrito en el artículo anterior en todo aquello que no fuese incompatible.”.

3.
Derógase el inciso final del artículo 44.

4.
Sustitúyese el inciso final de la letra a), del artículo 169, por el siguiente:


“Si tales indemnizaciones no se pagaren al trabajador, éste podrá recurrir al tribunal que corresponda, para que en procedimiento ejecutivo se cumpla dicho pago, pudiendo el juez en este caso incrementarlas hasta en un 150%, y”.

5.
Reemplázase el artículo 292, por el siguiente:


“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales o desleales serán sancionadas con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.


El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo, con sujeción a las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código, sobre el procedimiento de tutela de derechos fundamentales, en concordancia con los incisos siguientes.


La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas antisindicales o desleales, de los cuales tome conocimiento.


Si la práctica antisindical hubiere implicado el despido de un trabajador respecto de quien se haya acreditado que se encuentra amparado por el fuero establecido en los artículos 221, 224, 229, 238, 243 y 309, el juez, en su primera resolución deberá disponer, de oficio o a petición de parte, la inmediata reincorporación del trabajador a sus labores y el pago de las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquélla en que se materialice la reincorporación, todo ello, bajo apercibimiento de multa de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.


Para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso precedente, el tribunal señalará en la resolución que decrete la reincorporación el día y la hora en que ésta se deberá cumplir y el funcionario que la practicará, pudiendo encargar dicha diligencia a un funcionario de la Inspección del Trabajo designado por ésta. Asimismo, dispondrá que se acredite dentro de los cinco días siguientes a la reincorporación el pago de las remuneraciones y demás prestaciones adeudadas, aplicándose a este respecto la forma de establecer las remuneraciones a que se refiere el artículo 71.


En caso de negativa del empleador a dar cumplimiento cabal a la orden de reincorporación o ante una nueva separación o no pago oportuno y debido de las remuneraciones y demás prestaciones laborales, el tribunal, de oficio, hará efectivos los apercibimientos con que se hubiese decretado la medida de reincorporación, sin perjuicio de substituir o repetir el apremio hasta obtener el cumplimiento íntegro de la medida decretada.


Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.”.

6.
Reemplázase el artículo 294, por el siguiente:


“Artículo 294.- Si una o más de las prácticas antisindicales o desleales establecidas en este Libro o en el Título VIII, del Libro IV, han implicado el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral, éste no producirá efecto alguno y se aplicará lo dispuesto en el artículo 506.”.

7.
Reemplázase el artículo 389 por el siguiente:


“Artículo 389.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.


El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo, con sujeción a las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código, sobre el procedimiento de tutela de derechos fundamentales.


La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas desleales en la negociación colectiva, de los cuales tome conocimiento.”.

8.
Intercálase, a continuación del artículo 390, el siguiente artículo 390 bis, nuevo:


“Artículo 390 bis.- La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas desleales en la negociación colectiva, debiendo publicar semestralmente la nómina de empresas y organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los respectivos fallos.”.

9.
Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 476:


“Constituyen actos de discriminación las amenazas o represalias ejercidas por el empleador en contra de trabajadores en razón o como consecuencia de la labor fiscalizadora de la Dirección del Trabajo o por el ejercicio de acciones judiciales, cualquiera sea la naturaleza de éstas.”.

10. Reemplázase la numeración de los artículos 476, 477, 478, 478 bis, 479, 480, 481, 482 y 483, por la siguiente: 516, 517, 518, 519, 520, 521, 522, 523 y 524, respectivamente.

11. Sustitúyese en el inciso final del artículo 3º, el guarismo “478” por “518”.

12. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 37, el número “477” por “517”.

13. Sustitúyese en el artículo 86, el guarismo “477” por “517”.

14. Reemplázase en el inciso octavo del artículo 162, el número “477” por “517”.

15. Sustitúyese en la letra c) del artículo 314 bis, el guarismo “477” por “517”.

16. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 314 bis A, el número “477” por “517”.

17. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 332, la expresión “Título II del libro V” por la siguiente: “Párrafo 7º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V”.

18. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 349:

a)
Sustitúyese en el inciso primero, la expresión final “artículo 461 de este Código”, por la siguiente: “Párrafo 4º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.”; y

b)
Reemplázase en el inciso segundo la expresión final “Título II del libro V” por la siguiente: “Párrafo 7º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.”.


ARTÍCULO 2º.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley en el primer año de su vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º Transitorio.- La presente ley entrará en vigencia un año después de su publicación en el Diario Oficial. 


Artículo 2º Transitorio.- Las causas que se hubieren iniciado antes de la vigencia de esta ley seguirán substanciándose, hasta la dictación de la sentencia definitiva, conforme al procedimiento en vigor al momento de la notificación de la demanda.


Artículo 3° Transitorio.- En tanto no se creen los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional a que se refiere el artículo 480, será competente para conocer el cumplimiento de la sentencia el tribunal que la dictó.


Artículo 4º Transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, dicte un texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo.”.

-o-

Se designó diputado informante, a don Boris Tapia Martínez.


Sala de la Comision, a 7 de septiembre de 2004.


Acordado en sesiones de fecha 2 y 16 de diciembre de 2003; 6 de enero; 13 y 20 de abril; 6, 13 y 20 de julio y, 3 y 17 de agosto de 2004, con asistencia de los señores diputados 
Aguiló; Cristi, doña María Angélica; Dittborn; Monckeberg; Muñoz, don Pedro; Muñoz, doña Adriana; Prieto; Riveros; Salaberry; Seguel; Tapia; Vidal, doña Ximena, y Vilches.


Asimismo, asistieron a sus sesiones los señores Olivares y Villouta, quienes reemplazaron a los señores Riveros y Seguel, respectivamente, en la sesión celebrada el 17 de agosto del año en curso. 


(Fdo.): PEDRO N. MUGA RAMÍREZ, Abogado-Secretario de la Comisión”.

6.
Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaido en el proyecto de ley que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el libro V del Código del Trabajo. (Informe complementario al primer informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social). (boletín N° 3367-13)
“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en cumplimiento del mandato entregado por acuerdo de la Sala de la Corporación, el proyecto de ley de la referencia, iniciado por un mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Para el análisis encomendado por la Corporación, la Comisión contó con la colaboración del ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Ricardo Solari Saavedra; del Subsecretario del Trabajo, señor Yerko Ljubetic Godoy; de los asesores de dicha Secretaría de Estado, señores Felipe Saez Carlier y Alejandro Alarcón Quinteros, y del asesor del Ministerio de Justicia, señor Rodrigo Romo Labisch. 


Asimismo, se contó con la participación de los abogados laboralistas señores Diego 
Corvera Vergara, Rafael Carvallo Santelices y Juan Gumucio Rivas; del Fiscal de la Cámara Chilena de la Construcción, quien concurrió además, en representación de la Confederación de la Producción y del Comercio, señor Augusto Bruna Vargas y del abogado de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Pablo Gutierrez Monroe, todos quienes fueron invitados por acuerdo de la Comisión.

-o-


Cabe hacer presente que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política, son de carácter orgánico constitucional los artículos 420 (contenido en el numeral 1), 436, 480, 513 y 514, inciso tercero, (contenidos en el numeral 2), 292, inciso tercero (contenido en el numeral 5) y 389, inciso tercero (contenido en el numeral 7), todos del artículo 1º permanente, y el artículo 3º transitorio.


Por su parte, dentro de las proposiciones aprobadas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, revisten igual carácter, el inciso segundo que se propone agregar en el artículo 426, y el artículo 501 A, ambos contenidos en el numeral 2) del artículo 1º del proyecto de ley.

-o-

ANTECEDENTES.

1)
Origen.


El mandato en virtud del cual la Comisión procede a analizar este proyecto de ley proviene de un acuerdo de la Corporación, adoptado en la sesión Nº 82, de 11 de mayo de 2004, por el que se le encomienda que emita un informe complementario al primer informe despachado por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social. Cabe hacer presente que fue la propia Comisión de Constitución, Legislación y Justicia quien solicitó conocer esta iniciativa legal, en forma previa a que sea conocida en general por la Sala.


La Comisión, por acuerdo unánime, procedió a analizar el proyecto de ley que propone la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, artículo por artículo, y hacer referencia especial en este informe, sólo a aquellas normas que hubieren sido objeto de indicaciones. 

2)
Estructura del proyecto aprobado por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social.


El texto propuesto por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social está constituido por dos artículos permanentes y cuatro transitorios.


El artículo 1°, que propone modificar el Código del Trabajo, consta de nueve numerales. El numeral 1) sustituye el artículo 420 del referido cuerpo legal, que establece la competencia de los juzgados de letras del trabajo; el numeral 2) reemplaza el Capítulo II del Libro V del mismo Código, esto es, se refiere a los principios formativos del proceso, a las reglas comunes aplicables a los procedimientos laborales, al procedimiento de aplicación general, al cumplimiento de las sentencias y de la ejecución de los títulos ejecutivos laborales, a los recursos, al procedimiento de tutela de derechos fundamentales, y al procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativas; los numerales 3) al 9) modifican diversas normas referidas a remuneraciones, indemnizaciones, prácticas antisindicales, e infracciones y multas; y los numerales 10) al 18) establecen adecuaciones formales de numeración y referencias.


El artículo 2º asigna el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia, al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Los artículos transitorios establecen normas referidas a la entrada en vigencia de esta ley, a los procedimientos aplicables a las causas que se hubieren iniciado con anterioridad o con posterioridad a su entrada en vigencia, a la competencia para conocer de las causas sobre cumplimiento de sentencias y, finalmente, a la facultad otorgada al Presidente de la República para que mediante decreto con fuerza de ley, dicte un texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo.

EXTRACTO DE LAS OPINIONES ENTREGADAS POR LAS AUTORIDADES Y PERSONAS INVITADAS A LA COMISIÓN.


El ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Ricardo Solari Saavedra hizo presente que esta iniciativa legal es complemento necesario de otros dos proyectos ya aprobados por la Cámara de Diputados referidos, uno, a la creación de tribunales laborales y de cobranza previsional y, otro, a un nuevo procedimiento de cobranza previsional.


Los tres proyectos de ley referidos son el producto, en gran parte, de las conclusiones entregadas al Presidente de la República, en 2002, por el Foro para la Reforma de la Justicia Laboral y Previsional
 en el documento denominado Bases Fundamentales para la Reforma de la Justicia Laboral y Previsional.


Se propone, en lo medular, un rediseño de los procedimientos laborales que permitan la reducción de los tiempos de duración de los juicios, mediante la transformación de procesos escritos a orales, públicos, y en los que prime el principio de la inmediación –contacto directo entre el juez y las partes-.


El Subsecretario del Trabajo, señor Yerko Ljubetic Godoy hizo hincapié en la importancia que significa incorporar claramente los principios de concentración y de impulso procesal de oficio, que constituyen un gran paso hacia la obtención de mayor celeridad de los juicios. El primero es un elemento central de la modificación propuesta, que permite que en una sola audiencia se llame a conciliación y, de no ocurrir ésta, se de lugar al juicio propiamente tal con las respectivas pruebas y se resuelvan los recursos interpuestos, para que el juez quede en condiciones de fallar la causa en la misma audiencia o en otra posterior, dentro de los quince días siguientes. Mediante el segundo, se entrega al juez la responsabilidad y las atribuciones para conducir el proceso e impedir las dilaciones innecesarias que pudiere desear alguna de las partes.


El señor Diego Corvera Vergara, en representación de la Asociación Gremial de Abogados Laboralistas
, manifestó su opinión favorable en relación a legislar sobre la materia respecto de la cual fue consultado atendido que la reforma planteada propicia el cambio más sustancial que registra la evolución de la justicia laboral, al hacerse cargo del problema en forma global pues junto con crear nuevos órganos jurisdiccionales se establece un procedimiento acorde con la naturaleza de los litigios que conoce.


Con el nuevo proceso que se pretende implementar, ya no se adaptan instituciones civiles al ámbito laboral, sino que se cambia radicalmente la óptica con que el tribunal debe funcionar y guiar el procedimiento judicial, adoptando un rol de director e impulsor del mismo. Asimismo, la oralidad propuesta otorgará mayor transparencia a la justicia laboral y la hará más accesible y entendible al trabajador y al empleador común, todo lo cual permitirá que los demás principios formadores del proceso laboral puedan cumplirse en forma efectiva.


El señor Rafael Carvallo Santelices, en representación de la misma Asociación, se refirió al procedimiento especial de tutela de los derechos fundamentales en el ámbito de las relaciones laborales que regula el proyecto de ley. Señaló compartir la creación de una modalidad procesal para salvaguardar y garantizar el ejercicio de los derechos de las personas, los cuales son inviolables en cualquier circunstancia, incluso al interior de esa micro sociedad que es la empresa.


Aclaró que el procedimiento judicial que se busca aprobar tiene por objeto salvaguardar no sólo los derechos fundamentales propiamente laborales –libertad sindical y otros-, sino que también las garantías que la Constitución Política asegura a todos los habitantes –intimidad, no discriminación, honra, propiedad, entre otras-.


En ese contexto, y luego de hacer referencia a los elementos básicos que contempla dicho procedimiento especial, concluyó que el proyecto en trámite consagra los principios necesarios que permiten tutelar en forma eficiente los derechos fundamentales de las personas que intervienen en una relación laboral.


El señor Carvallo se refirió, asimismo, al recurso de apelación que contempla el proyecto de ley. Hizo presente que, en términos generales, la apelación laboral sólo procede por infracción de normas y, excepcionalmente, para revisar los hechos siempre que éstos hayan sido determinados por infracción de normas sobre apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica; también procederá alterar la calificación jurídica de los hechos pero sin modificar las conclusiones fácticas del tribunal inferior.


Así planteado el recurso, concluyó, la apelación laboral regulada en el proyecto de ley es la única compatible con el procedimiento oral que introduce el mismo proyecto y con la obligación de inmediatez del juez de la causa, quien dirige el proceso y, por tanto, se forma la convicción respecto de los hechos alegados.


Finalmente, hizo hincapié en la necesidad de establecer tribunales especializados de segunda instancia.


El señor Juan Gumucio Rivas, también en representación de la misma Asociación, se refirió en forma especial a la normativa incorporada por esta iniciativa legal sobre la competencia asignada a la judicatura laboral en materia de reparación del daño moral causado por el empleador.


Hizo presente que, en concordancia con las normas y principios consagrados en los tratados internacionales en materia laboral, procede indemnizar y reparar integralmente los daños, tanto patrimoniales como extrapatrimoniales, causados a las personas y, por cierto, a los trabajadores.


Aclaró que la norma vigente contempla la reparación por daños morales acaecidos con ocasión del contrato laboral. Sin embargo, el proyecto innova en cuanto alude a la responsabilidad por perjuicios causados con ocasión de actos previos o posteriores a la relación laboral.


Asimismo, y con la finalidad de evitar eventuales discrepancias jurisprudenciales, se establece claramente en la norma –artículo 420, letra f), del Código del Trabajo-, que tales acciones indemnizatorias serán de competencia de la judicatura laboral, lo cual parece del todo acertado atendida la especialidad y la naturaleza de los principios y de las partes involucradas.


El señor Augusto Bruna Vargas, fiscal de la Cámara Chilena de la Construcción y Presidente de la Comisión Laboral de la Confederación de la Producción y del Comercio
, indicó que si bien considera positiva cualquier iniciativa legal en la medida que permita acelerar los procesos laborales, tiene varias observaciones y objeciones a este proyecto de ley.


Expresó que algunas de las normas propuestas están en contra de los principios constitucionales del debido proceso y de igualdad ante la ley, entre otros porque, se faculta al juez a advertir sólo al demandante de los defectos u omisiones en que incurra en la demanda, la demanda debe ser presentada por escrito y la contestación en forma oral y sólo referida a los puntos establecidos con anterioridad en una minuta que se deberá presentar al efecto y, se invierte el peso de la prueba en el proceso que ha de seguirse para la tutela de los derechos fundamentales.


A su juicio, la tramitación del proyecto de ley crea falsas expectativas en las personas, haciéndoles creer que los procesos serán más breves y cortos, en circunstancias que los plazos para los trámites son mayores a los vigentes y, atendida la naturaleza del juicio propuesto hace necesario la existencia de mayor número de tribunales laborales a los que existirán en la práctica.


No obstante que estima conveniente la ampliación y la precisión de la norma que establece la competencia de los tribunales laborales, no comparte la idea que se incluya en ella la reparación del eventual daño moral del trabajador por actos del empleador. Explicó que dicha acción ya existe en la actualidad en las normas referidas a la terminación del contrato cuando resulte injustificado, indebido o improcedente. Por su parte, extender la reparación del daño moral por actos previos o posteriores al contrato limita la política de contratación de los empleadores.


Finalmente, señaló objeciones a otras normas: aquella que permite dictar sentencia basada en preceptos constitucionales y en tratados internacionales pues, estos últimos, son de carácter amplísimo y responden a situaciones diversas existentes en países con diferentes desarrollos, tradiciones, costumbres y situaciones; las que regulan el recurso de apelación, que producen –en la práctica- su desaparición, así como la inexistencia de salas especializadas para la segunda instancia y, finalmente, las que establecen un procedimiento especial para la tutela de los derechos fundamentales del trabajador, pues buscan copiar la normativa española sobre la materia, pero sin atenerse a las diferencias intrínsecas y reales de ambos países.


El señor Pablo Gutiérrez Monroe, abogado de la Cámara Chilena de la Construcción, señaló que -en principio- está de acuerdo en la necesidad de modificar el actual procedimiento laboral pero en la medida que para la aplicación del nuevo sistema se creen tribunales suficientes para llevar a la práctica tal reforma.


Lo anterior queda de manifiesto cuando se compara el proyecto con el sistema que impera en España, del cual éste es una copia casi exacta, y se analiza que ese país cuenta con trescientos treinta tribunales para cuarenta y cinco millones de habitantes que, en proporción, implica superar por dos tercios lo proyectado para Chile, con cuarenta y cuatro tribunales para quince millones de habitantes. De ello se deduce la imposibilidad fáctica de que un juez, que deberá estar presente durante toda la audiencia del juicio, pueda conocer de varias audiencias diarias, recibir pruebas y sentenciar la causa o, de quedar pendiente su resolución final, acordarse de lo que en cada una de ellas se dijo si, como lo establece el propio proyecto de ley, se debe levantar un acta de la audiencia, que contenga un ‘breve resumen’ de las alegaciones de las partes y un ‘resumen suficiente’ de la prueba rendida, que por lo demás, no se especifica quién y cómo se hace y cuál es su contenido.


Dicha circunstancia se ve agravada al preguntarse qué ocurrirá en las comunas con juzgados con jurisdicción común, donde no queda claro cómo se conciliarán los principios de inmediatez del juez y de única audiencia.

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE LAS PROPOSICIONES DE LA COMISIÓN.


En cumplimiento del mandato señalado en el numeral 1) del capítulo Antecedentes, la Comisión procedió a efectuar el análisis y votación de todo el articulado aprobado por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, procediendo a observar sólo algunas disposiciones, mediante la presentación y votación de las correspondientes indicaciones.

Artículos y numerales que no fueron objeto de indicaciones

ni de observaciones por la Comisión.


Se encuentran en esa situación los artículos 431, 432, 436, 440, 446, 448, 449, 451, 453, 454, 455, 456, 457, 458, 460, 461, 463, 465, 469 al 489, 491, 505, 508, 511 y 515, del Código del Trabajo, contenidos en el numeral 2) del artículo 1º, y los numerales 3) al 18) del mismo artículo 1º; el artículo 2º, y las disposiciones transitorias.

Artículos y numerales que fueron objeto de discusión o de indicaciones

y observaciones por la Comisión.


ARTÍCULO 1º.- Introduce modificaciones al Código del Trabajo.


Numeral 1).-


Artículo 420.-


El texto propuesto por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social es del siguiente tenor:


“Artículo 420.- Los Juzgados de Letras del Trabajo serán competentes para conocer de las cuestiones suscitadas por aplicación de las normas laborales y de seguridad social y, especialmente:

a)
de las originadas en la interpretación o aplicación de los contratos o convenciones individuales o colectivas del trabajo y fallos arbitrales en materia laboral; 

b)
de las derivadas de la aplicación de las normas sobre organización sindical y, en los casos que la ley las somete a su conocimiento, aquéllas relativas a la negociación colectiva; 

c)
de las surgidas con ocasión de la aplicación de las normas sobre previsión o seguridad social que fueren planteadas por los trabajadores o pensionados. Sin embargo, no se extiende esta competencia a la revisión de las resoluciones sobre declaración de invalidez o de otorgamiento de licencias médicas; 

d)
de las reclamaciones que procedan en contra de resoluciones dictadas por autoridades administrativas en materia laboral y de previsión o seguridad social, siempre que sean promovidas por quien tenga interés actual en ello;

e)
de los juicios en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad del empleador por accidentes del trabajo o por enfermedades profesionales;

f)
de los juicios en que se pretenda hacer efectiva cualquier otra responsabilidad del empleador, incluso la reparación del daño moral, que emane de actos previos a la contratación, de aquellos producidos durante la vigencia del contrato, de los que se produzcan con motivo de su extinción o con posterioridad a ésta;

g)
de las derivadas de actos de discriminación con motivo de una oferta de empleo, de la ejecución o término de un contrato de trabajo o de actos que vulneren los derechos fundamentales de los trabajadores en el ámbito de las relaciones laborales como consecuencia del ejercicio de las facultades empresariales, en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 5º; y

h)
de todas aquellas materias que las leyes entreguen a juzgados de letras con competencia laboral.


El señor Yerko Ljubetic (Subsecretario del Trabajo), explicó que la sustitución del artículo 420 vigente del Código del Trabajo es clave en el proyecto en estudio puesto que amplía la competencia de los tribunales con competencia en lo laboral.


Fueron objeto de discusión las letras a), f) y g).


La letra a) vigente consagra que son competencia de los juzgados de letras del trabajo las cuestiones suscitadas entre empleadores y trabajadores por aplicación de las normas laborales o derivadas de la interpretación y aplicación de los contratos individuales o colectivos del trabajo. El proyecto aprobado por la Comisión de Trabajo, sin embargo, elimina la frase referida a los empleadotes y trabajadores. Se explicó que ello se debe a que el encabezado del artículo 420 que se modifica es comprensivo de tal situación, y se elimina la referencia expresa a las partes con la finalidad de establecer una redacción concordante y armónica con el resto de las letras del artículo, sin que exista la intención –en este caso- de ampliar o restringir la competencia.


La letra f), que establece la competencia de la justicia laboral para conocer de los asuntos en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad del empleador incluso en lo referido a la reparación del daño moral que emane de actos previos a la contratación, de los producidos durante la vigencia del contrato y de los que se produzcan con motivo de su extinción o con posterioridad a ésta, se explica –señaló el señor Subsecretario- en atención a la doctrina jurídica moderna que sostiene que incluso, una vez extinguida la relación laboral, se pueden cometer actos que provoquen menoscabo en la persona del trabajador, como la publicación de listas que den cuenta de despidos de ex dirigentes sindicales; lo mismo puede ocurrir por actos previos a la contratación, como exigir la presentación de certificados de esterilidad a mujeres que postulan a un puesto de trabajo.


La letra g) establece la competencia de los tribunales laborales para conocer de los asuntos derivados de actos de discriminación en el ámbito laboral, o de actos que vulneren los derechos fundamentales de los trabajadores. En estos casos, se estimó importante establecer la especialidad del procedimiento y de la competencia cuando se vulneren al interior del trabajo los derechos fundamentales de los trabajadores, los cuales exceden a los que tradicionalmente se han considerado derechos propiamente laborales –sindicalización, entre otros-. 


Se presentaron ocho indicaciones:

a)
De los Diputados Forni, Uriarte y Monckeberg, para intercalar, en el encabezado del 
artículo 420, entre las palabras “conocer” y “de” el vocablo “sólo”.

b)
-De los Diputados Uriarte, Forni y Monckeberg para eliminar la letra f) del artículo 420.

c)
De los Diputados señores Uriarte y Forni, para modificar la letra f) del Artículo 420 propuesto, por el siguiente:


“f) de los juicios que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad civil del empleador de aquellos hechos producidos durante la vigencia del contrato, y de los que se produzcan con motivo de su extinción.”

d)
De los Diputados Araya, Ascencio, Burgos, Bustos y Ceroni para reemplazar la letra f) del artículo 420, por la siguiente:


“f) de los juicios en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad del empleador, incluida la reparación del daño moral, por actos producidos durante la vigencia del contrato o que emanen de actos previos o posteriores a la relación laboral, siempre que se relacionen directamente con ésta.”

e)
-De los Diputados señores Uriarte, Forni y Monckeberg para eliminar en la letra g) del artículo 420 la frase “de actos de discriminación con motivo de una oferta de empleo” y la coma (,) que le sigue.

f)
-De los Diputados Uriarte y Forni para suprimir la letra g) del artículo 420 propuesto.

g)
De los Diputados Uriarte y Forni para reemplazar la letra g) del artículo 420 propuesto por el siguiente:


“g) de las derivadas de discriminación con motivo de la ejecución o término de un contrato de trabajo.”

h)
De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para intercalar, en la letra g) del artículo 420, entre las palabras “discriminación” y “con motivo” la siguiente frase: “,conforme lo establecido en el artículo 2º,”.


Se aprobaron, por unanimidad, las indicaciones signadas con las letras d) y h). Por igual votación, fueron rechazadas las signadas con las letras a), b), c), e), f) y g).

Numeral 2).-


Artículo 425.-


Esta norma establece que los principios formativos de los procedimientos laborales deberán ser: oralidad, publicidad, concentración, inmediación, impulso procesal de oficio, celeridad, buena fe, bilateralidad de la audiencia y gratuidad.


El inciso tercero obliga a llevar un sistema de registro de las actuaciones orales por los medios idóneos que garanticen la conservación y reproducción del contenido.


Se presentaron dos indicaciones:

a)
De los señores Forni y Monckeberg para agregar, en el inciso tercero del articulo 425 luego del punto final, la siguiente frase: “Todos estos registros tendrán el valor probatorio que les asigne la ley”.

b)
De los Diputados Araya, Bustos y Ascencio, para sustituir el inciso tercero del artículo 425, por el siguiente:


“Las actuaciones realizadas oralmente, por o ante el juez de la causa serán registradas por cualquier medio apto para producir fe que no implique escrituración y que permita garantizar la fidelidad, conservación y reproducción de su contenido. Se considerarán válidos, para estos efectos, la grabación en medios de reproducción fonográfica, audiovisual o electrónica. La audiencia deberá ser registrada íntegramente, como asimismo todas las resoluciones, incluyendo la sentencia, que dicte el juez fuera de ella.”.


Se explicó que con esta indicación se busca aclarar que el medio de registro de las actuaciones judiciales no puede implicar la escrituración.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación signada con la letra b). Se rechazó, por mayoría de votos, la indicación signada con la letra a).


Artículo 426.-


Esta disposición establece la obligación, para el juez de la causa, de participar en la totalidad de la audiencia del procedimiento, y prohíbe la delegación de su ministerio.


Se presentaron tres indicaciones:

a)
De los Diputados Uriarte y Forni, para reemplazar el artículo 426 propuesto, por el siguiente:


“La audiencias se desarrollarán ante el juez de la causa, según corresponda, y podrá delegar su ministerio en casos especiales mediante resolución fundada.”.

b)
Del Diputado Monckeberg, para agregar, en el artículo 426, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En todo caso, en situaciones excepcionales y fundadas, el juez podrá delegar, al inicio de la audiencia, esta función en el secretario del mismo tribunal, siempre que tenga título de abogado.”.

c)
De los Diputados Bustos, Ceroni y Pérez Lobos, para agregar el siguiente inciso segundo:


“Sin embargo, en los juzgados de letras que cuenten con un juez y un secretario, y sólo cuando la Corte de Apelaciones respectiva no ejerza la atribución que le confiere el artículo 47 del Código Orgánico de Tribunales, el juez, cuando hubiere retardo en el despacho de los asuntos sometidos al conocimiento del tribunal o cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere, podrá autorizar al secretario para que, en calidad de subrogante, asuma en todo el curso del juicio. En este caso, sólo él podrá presidir la audiencia y dictar el fallo correspondiente, aplicándose a su respecto lo señalado en el inciso primero.”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación signada con la letra c); por igual votación se rechazaron las indicaciones signadas con las letras a) y b).


Artículo 427.-


Esta disposición consagra los principios de celeridad y de concentración del procedimiento.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para intercalar, en el artículo 427, entre los vocablos “procesales” y “deberán”, la siguiente frase: “serán públicos y”.


La indicación tiene por objeto concretar, además, la exigencia de publicidad de los actos procesales.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.


Artículo 428.-


Señala que las actuaciones serán públicas, salvo que el tribunal disponga lo contrario por resolución fundada.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para suprimirlo.


Se aprobó la indicación, por unanimidad, atendido que la declaración en él contenida fue incorporada en el artículo 427.


Artículo 429.-


Esta norma es la que faculta al juez para obrar de oficio y, en cierta medida, conducir el procedimiento, evitando dar curso a medidas que lo dilaten. Permite, asimismo, que el juez decrete las pruebas que estime necesarias, aun cuando no hayan sido ofrecidas por las partes y rechazar las que estime inconducentes, lo que podrá ser objeto de reposición en la misma audiencia.


Su inciso segundo ordena al juez corregir los errores de tramitación y adoptar las medidas que tiendan a evitar la nulidad del procedimiento, salvo que el vicio ocasione perjuicio al litigante que lo reclama y que no fuese subsanable por otro medio.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Ceroni y Pérez Lobos, para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 429, el párrafo que se ubica a continuación del punto seguido, por el siguiente: “La nulidad procesal sólo podrá ser decretada si el vicio hubiese ocasionado perjuicio al litigante que la reclama o si no fuese susceptible de ser subsanado por otro medio. En el caso previsto en el artículo 426, el tribunal no podrá excusarse de decretar la nulidad.”.


Esta indicación tiene sólo por objeto mejorar la redacción propuesta.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Artículo 430.-


Esta disposición conmina a ejecutar las actuaciones judiciales de buena fe, y faculta al tribunal para que adopte medidas que impidan el fraude, la colusión, el abuso del derecho y las actuaciones dilatorias.


Su inciso segundo define ‘actuaciones dilatorias’ como aquellas que tienden a demorar el juicio. Permite, asimismo, reponer la resolución que declare una actuación como dilatoria, la que deberá ser resuelta en la misma audiencia.


Se presentaron dos indicaciones:

a)
De los Diputados Bustos, Ceroni y Pérez Lobos, para agregar, en el artículo 430, el siguiente inciso final:


“Si tres actuaciones fueren declaradas como dilatorias, y la reposición, si se presentare, fuere rechazada, el juez podrá imponer una multa de una a quince unidades tributarias mensuales a la parte que las hubiere intentado.”.

b)
De los mismos Diputados, para agregar, en el artículo 430, el siguiente inciso final:


“Si tres actuaciones fueren declaradas como dilatorias, y la reposición, si se presentare, fuere rechazada, el juez no admitirá otra a tramitación.”. 


Se aprobó, por unanimidad, la indicación signada con la letra b). Por igual votación, se rechazó la indicación signada con la letra a).


Artículo 433.-


Hace aplicable, en forma supletoria, las normas contenidas en los Libros I, II y III del Código de Procedimiento Civil, a menos que sean contrarias a los principios que informan el procedimiento laboral.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Araya, Bustos y Burgos, para suprimir la expresión “y III”, cambiando la coma (,) que se ubica entre los números romanos “I” y “II” por la conjunción “y”.


Con la indicación se elimina la referencia al libro III, atendido que no corresponde aplicar sus disposiciones en forma supletoria en el procedimiento laboral, por tratar aquél sobre las organizaciones sindicales y el delegado del personal.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.


Artículo 434.-


La disposición aprobada por la Comisión de Trabajo establece que el proceso se formará con los escritos, documentos y actuaciones de toda especie que se presenten en el juicio, autorizando a que ellas se lleven a efecto por medios electrónicos, para lo cual la Corte Suprema deberá dictar un auto acordado que reglamente el sistema.


Se presentaron dos indicaciones:

a)
De los Diputados Araya, Ascencio y Bustos para reemplazar el artículo 434 por el siguiente:


“Artículo 434.- En este procedimiento las actuaciones procesales podrán realizarse por medios electrónicos que permitan una adecuada recepción, registro y control de las mismas”.

b)
De los Diputados Bustos, Ceroni y Pérez Lobos para reemplazar el artículo 434 por el siguiente:


“Artículo 434.- Siempre que alguna de las partes lo solicite para sí, y el tribunal acceda a ello, las actuaciones procesales, a excepción de la audiencia, podrán realizarse por medios electrónicos que permitan su adecuada recepción, registro y control.”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación signada con la letra b); por igual votación se rechazó la indicación a).


Artículo 435.-


Establece la obligación de las partes de comparecer con patrocinio de abogado y representadas por persona legalmente habilitada para actuar en juicio, todo ello conforme a lo dispuesto por la ley.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para eliminar, en el artículo 435, la frase “todo ello conforme a lo dispuesto por la ley”.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.


Artículo 437.-


Regula la aplicación de los plazos en el procedimiento laboral.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para eliminar, en el inciso primero del artículo 437, la siguiente frase final: “al vencimiento del plazo”.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.


Artículo 438.-


Esta norma, que consta de siete incisos, establece que la primera notificación al demandante debe ser en forma personal, entregándole copia íntegra de la resolución y de la solicitud en que haya recaído. A continuación, regula los horarios y lugares en que dicha notificación se deberá llevar a cabo.


El inciso final señala que los jueces no podrán ser notificados en el local en que desempeñen sus funciones.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Burgos y Bustos, para suprimir el inciso final del artículo 438.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.


Artículo 439.-


Regula la notificación subsidiaria para el caso que no sea posible practicar la notificación personal que establece el artículo anterior.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para remplazar, en el inciso primero del artículo 439, el vocablo “morada” la segunda vez que aparece mencionado, por la palabra “habitación”.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.


Artículo 441.-


Esta norma faculta al juez para disponer otra forma de notificación de la demanda –distinta a la personal-, cuando la individualización o domicilio de la persona que deba ser notificada sea difícil de determinar o, cuando por su número, se dificulte considerablemente la práctica de dicha diligencia. A continuación, regula la forma y modo de realizar la notificación por avisos, en caso en que ésta sea ordenada. 


Se presentaron dos indicaciones:

a)
De la Diputada Soto y del Diputado Pérez Lobos, para agregar un inciso tercero, del siguiente tenor:


“Dicho extracto se publicará también por una sola vez en un diario de circulación local correspondiente al domicilio del demanadado.”.

b)
De los Diputados Bustos y Ceroni para agregar un inciso tercero, del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el juez, fundadamente, podrá ordenar que la notificación por avisos se realice, además, en otro diario o periódico.”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación signada con la letra b); por igual votación, se rechazó la indicación a).


Artículo 442.-


Esta disposición, que consta de cinco incisos, regula los casos y formas de efectuar las notificaciones por el estado diario y por carta certificada.


Su inciso quinto permite que, salvo la primera notificación al demandado, las restantes se efectúen –a petición de la parte interesada- en forma electrónica o por cualquier otro medio que ésta señale, para lo cual la Corte Suprema deberá dictar un auto acordado que regule el ejercicio de esta modalidad.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Ceroni y Pérez Lobos para eliminar, en el inciso final, luego del punto seguido (.) que pasa a ser punto aparte (.), la siguiente oración: “La Corte Suprema dictará un auto acordado que regule el ejercicio de esta modalidad.”.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.


Artículo 443.-


Señala que los incidentes deben siempre promoverse en las audiencias y resolverse de inmediato, salvo que el tribunal estime que debe resolverlo en la sentencia definitiva.


La Comisión, por unanimidad, aprobó la disposición propuesta, pero reemplazando los vocablos “las audiencias” por “la audiencia”, atendido que este nuevo procedimiento laboral contempla sólo una audiencia.


Artículo 444.-


Esta disposición, que consta de cuatro incisos, detalla el ejercicio de la función cautelar del juez, su finalidad, las medidas que puede decretar en virtud de ella y su oportunidad.


Se presentaron siete indicaciones:

a)
De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para intercalar, en la frase final de su inciso primero, entre los vocablos “los obligados y” y “de su patrimonio” la frase “la singularización”.

b)
Del Diputado Monckeberg, para agregar en su inciso segundo, a continuación del punto seguido (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente oración: “no pudiendo solicitar nuevamente dicha medida cautelar contra el demandado, a menos que éste haya sido notificado con anterioridad.”.

c)
De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para reemplazar, en su inciso tercero, la frase “En este último caso” por “En ambos casos”.

d)
De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para intercalar, en su inciso tercero, entre los vocablos “fundamento” y “del derecho”, la frase “y la utilidad”.

e)
De los Diputados Uriarte y Forni para reemplazar su inciso tercero por el siguiente:


“Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa aún cuando no este contestada la demanda o incluso antes de su presentación, como prejudiciales. En ambos casos se deberá siempre acreditar razonablemente el fundamento y la necesidad del derecho que se reclama. Si presentada la demanda al tribunal respectivo persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias. Sino se presentare la demanda en el termino de diez días contados desde la fecha en que la medida se hizo efectiva, ésta caducará de pleno derecho y sin necesidad de resolución judicial, quedando el solicitante por este sólo hecho responsable de los perjuicios que se hubiere causado. Con todo, por motivos fundados y cuando se acredite por el demandado el inminente termino de la empresa o su manifiesta insolvencia, el juez podrá prorrogar las medidas prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que estime necesario para asegurar el resultado de la litis”.

f)
De los Diputados Forni y Uriarte, para suprimir su inciso cuarto.

g)
De los Diputados Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Ceroni, Guzmán, Monckeberg, Pérez Lobos y Soto para reemplazar, en su inciso cuarto, la oración inicial “La función cautelar del tribunal comprende” por “Habiendo sido notificada la demanda, la función cautelar del tribunal comprenderá”.


Sometidas a votación las indicaciones, fueron aprobadas por unanimidad las signadas con las letras a), c) y d) y, por mayoría de votos, la indicación signada con la letra g). Fueron rechazadas, por mayoría de votos, las indicaciones signadas con las letras b) y e), y por unanimidad, la signada con la letra f).


Artículo 445.-


Esta norma establece la obligación de regular las costas, tanto procesales como personales, debiendo estas últimas pertenecer a la respectiva Corporación de Asistencia Judicial o al abogado de turno, según corresponda, cuando el trabajador haya litigado con privilegio de pobreza y obtenido en el juicio.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Ceroni y Pérez Lobos para eliminar, en su inciso segundo, la frase “y obtiene en el juicio”.


Se aprobó por unanimidad.


Artículo 447.-


Mediante esta disposición, se faculta al juez para advertir a la parte sobre los defectos u omisiones que observe en la demanda, para declararse incompetente cuando así lo estime y, para no admitir el libelo a tramitación o desecharlo de plano en materias de previsión o seguridad social.


Se presentaron tres indicaciones:

a)
De los Diputados Uriarte y Forni para suprimir su inciso primero.

b)
De los Diputados señores Uriarte y Forni reemplazar su inciso primero por el siguiente:


“Cuando el juez se estime incompetente para conocer de la demanda, lo declarará así señalando el tribunal competente, y enviándole los antecedentes.”
c)
De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para agregar, en su inciso primero, a continuación de la frase “incurrido en la demanda,” la expresión “conforme al artículo anterior,”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación signada con la letra c); por igual votación, se rechazaron las indicaciones signadas con las letras a) y b).


Artículo 450.-


Esta norma consigna la existencia de ‘una audiencia única’ de conciliación y juicio, y los plazos para que ésta se realice luego de la resolución que admite la demanda a tramitación.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Uriarte y Forni para agregar un inciso tercero, del siguiente tenor:


“Notificado el demandado, deberá acompañar al tribunal, con al menos cinco días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia, su contestación por escrito de la demanda. En dicha contestación deberá pronunciarse específicamente sobre los hechos contenidos en la misma, aceptando o negándolos en forma expresa y concreta, pudiendo oponer las excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes, los fundamentos de hechos y el derecho en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a decisión del tribunal”.


Se rechazó, por unanimidad, la indicación.


Artículo 452.-


Establece que iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse por motivo alguno, salvo caso fortuito o fuerza mayor, caso en el cual el juez deberá fundar la resolución en que la suspende, y fijar nuevo día y hora para su realización. Asimismo, faculta al tribunal para habilitar horarios especiales cuando el desarrollo de la audiencia exceda los horarios normales.


Se presentaron tres indicaciones:

a)
-De los Diputados señores Uriarte y Forn para suprimir su inciso primero 

b)
De los mismos señores Diputados para reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“Por regla general, una vez iniciada la audiencia, esta no se suspenderá.”.

c)
De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para eliminar, en su inciso primero, la frase “por motivo alguno”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación signada con la letra c); por igual votación, se rechazaron las indicaciones signadas con las letras a) y b).


Artículo 459.-


Esta norma permite que las partes soliciten, con cinco días de anticipación a la audiencia de juicio, las pruebas que para su realización necesiten de citación o requerimiento previo, lo que se practicará mediante el envío de carta certificada al domicilio señalado por el solicitante o, a costa de la parte, se efectuará la notificación por cédula. Esta disposición regula, también, la solicitud y remisión de oficios.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Araya, Burgos, Bustos, Ceroni y Pérez Lobos, para reemplazar el inciso primero del artículo 459 por los siguientes cuatro incisos:


“Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 446, las partes podrán solicitar, con al menos cinco días de antelación a la fecha fijada para la realización de la audiencia, aquellas pruebas que, debiendo practicarse en la misma, requieran diligencias de citación o requerimiento.


Las citaciones señaladas en el inciso anterior deberán practicarse por medio de carta certificada al domicilio de quien deba prestar la prueba requerida, el cual deberá ser señalado por el solicitante de la misma.


La resolución que cite a absolver posiciones se notificará por cédula, con a lo menos tres días de antelación a la celebración de la respectiva audiencia. Si alguna de las partes no ha señalado domicilio, la resolución señalada en el presente inciso se le notificará por el estado diario.


La citación de los testigos deberá practicarse por carta certificada, con a lo menos tres días de antelación a la fecha fijada para la celebración de la audiencia, en el domicilio señalado por cada una de las partes que presenta la testimonial.”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Artículo 462.-


Fue aprobado, por unanimidad, en los mismos términos en que fue propuesta por la Comisión de Trabajo, salvo una modificación de carácter formal en su redacción de la frase final, cambiando la oración “resultar inútil reiteración” por “resultar una reiteración inútil”, la que también fue aprobada por unanimidad.


Artículo 464.-


Esta norma tiene por objeto regular la prueba de testigos en el procedimiento laboral, estableciendo el número máximo que se admitirá a declarar por cada parte, la imposibilidad de tachar a los testigos y otros detalles sobre este medio de prueba.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Monckeberg y Salaberry para reemplazar, en su inciso primero, la oración “En caso que se haya ordenado la acumulación de autos el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser inferior a cuatro.”, por la siguiente: “En caso que se haya ordenado la acumulación de causas, el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser inferior a ocho.”.


Se rechazó la indicación, por mayoría de votos.


Se aprobó, por unanimidad, concordar la redacción de la oración final de su inciso segundo, con la ya acordada en el artículo 462, reemplazando la frase “resultar inútil reiteración” por “resultar una reiteración inútil”.


Artículo 466.-


Esta disposición permite que, por una lado, las partes formulen en forma breve y precisa, las observaciones pertinentes, luego de rendida la prueba y, por otro, que el juez ordene aclarar los puntos que, a su juicio, no hubieren quedado suficientemente esclarecidos.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Monckeberg, Salaberry y Uriarte para reemplazar su inciso primero por el siguiente: 


“Practicada la prueba las partes podrán, dentro del plazo de cinco días, presentar por escrito las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas.”.


Se rechazó la indicación, por mayoría de votos.


Artículo 467.-


Establece los contenidos del acta de la audiencia que se debe extender durante su realización.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Monckeberg y Salaberry para reemplazar , en la letra c) de su inciso primero las expresiones “un breve resumen” por “un resumen suficiente”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Artículo 468.-


Establece que, en el evento de existir alguna diligencia de prueba que no se haya practicado en la audiencia, el tribunal podrá decretarla como medida para mejor resolver.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Araya, Burgos, Bustos, Ceroni y Pérez Lobos para reemplazar el artículo 468 por el siguiente:


“En el evento de existir alguna diligencia pendiente, que haya sido solicitada por alguna de las partes, y que no pudo llevarse a cabo en la audiencia, el tribunal, por resolución fundada, y sólo si la estima estrictamente necesaria para la acertada resolución de la causa, la podrá reiterar como medida para mejor resolver de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente, requiriendo su cumplimiento por cualquier medio idóneo.”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Artículo 490.-


El texto propuesto por la Comisión de Trabajo hace procedente en los juicios laborales los mismos recursos de los juicios ordinarios en lo civil, debiendo aplicarse las mismas reglas en todo cuanto no sean modificadas por las normas de este Código.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para sustituir el artículo 490 por el siguiente:


“Artículo 490: Los recursos se regirán por las normas establecidas en este párrafo, y supletoriamente por las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Artículo 492.-


Esta norma determina las resoluciones susceptibles de apelación laboral. El texto aprobado por la Comisión de Trabajo señala que lo serán las sentencias definitivas de primera instancia y las resoluciones que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas precautorias y las que fijen montos de liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para sustituir el artículo 492 por el siguiente:


“Artículo 492.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.


Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el sólo efecto devolutivo.”.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.


Artículo 493.-


Se establece un plazo de cinco días para interponer la apelación, debiendo ser someramente fundada y exponer las peticiones concretas que se formulan respecto de la resolución apelada. Se faculta al apelado para hacer las observaciones correspondientes hasta antes de la vista de la causa.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para reemplazar el artículo 493 por el siguiente:


“Artículo 493.- La apelación laboral deberá interponerse en el plazo de cinco días contados desde la notificación de la respectiva resolución a la parte que lo entabla. El apelante, al deducirlo, deberá fundarlo someramente, exponiendo las peticiones concretas que formula respecto de la resolución apelada.


El apelado podrá hacer observaciones a la apelación hasta antes de la vista de la causa.”.


Mediante la indicación se efectúan algunos cambios referidos a la redacción propuesta por la Comisión de Trabajo, y se reducen de tres a dos los incisos.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.


Artículo 494.-


Esta disposición señala el trámite posterior que deberá seguir el expediente de la causa apelada: Los antecedentes deben ser enviados a la Corte de Apelaciones luego de tercer día de notificada la resolución que concede el último recurso de apelación. Las partes se entenderán emplazadas en segunda instancia por ese solo hecho.


Se presentaron dos indicaciones:

a)
De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para sustituir, en su inciso primero, el vocablo “autos” por el término “antecedentes”.

b)
De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para agregar un inciso tercero, del siguiente tenor:


“No será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.”


Ambas indicaciones fueron aprobadas por unanimidad.


Artículo 495.-


Regula el recurso de apelación laboral, señalando en forma taxativa, los objetos a pedir por el apelante.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para suprimir el artículo 495.


Se propone eliminar esta disposición atendido que el recurso de apelación laboral, de acuerdo a la indicación aprobada en el artículo 492, sólo procederá respecto de las sentencias interlocutorias que allí se señalan, y no procederá en contra de la sentencia definitiva de primera instancia, atendido que se propone introducir el recurso de nulidad procesal, que se regula más adelante en disposiciones de este proyecto.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Artículo 496.-


Esta norma hace aplicable al recurso de apelación laboral, en forma supletoria, las disposiciones del Código de Procedimiento Civil , salvo en cuanto que no será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia ni en el tribunal de alzada cuando se trate de un recurso de casación en contra de la sentencia de primera instancia.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para suprimir el artículo 496.


Se estima, por sus autores, que la norma es redundante con lo ya aprobado en el artículo 490; asimismo, se hace presente que la oración referida a la no comparecencia de las partes en segunda instancia fue incorporada mediante la correspondiente indicación, como inciso final al artículo 494.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Artículo 497.-


Establece la inadmisibilidad de la prueba en segunda instancia, salvo respecto de la documental cuando la parte que la presente justifique haber estado imposibilitada de rendirla en primera instancia.


Se aprobó, por unanimidad, una indicación para sustituir la frase “Ello no obstante” por el vocablo “Excepcionalmente”.


Artículo 498.-


Permite decretar medidas para mejor resolver en segunda instancia.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para suprimir el artículo 498.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Artículo 499.-


La disposición aprobada en la Comisión de Trabajo establece la preferencia de las causas laborales para su vista y fallo, ajustándose para su conocimiento, al orden de ingreso al tribunal, determinándose, al menos, un día a la semana para conocer de ellas. Si atendido el número de causas, no fuere posible su vista y fallo dentro de dos meses de ingresada, el Presidente de la Corte de Apelaciones que funcione en salas, determinará que una de ella, a lo menos, se aboque al conocimiento de éstas por el lapso que estime necesario.


Los Diputados integrantes de la Comisión estimaron indispensable establecer en este proyecto de ley la segunda instancia especializada, con salas y jueces expertos en materias laborales pues, de lo contrario, toda la reforma procesal laboral queda incompleta y se torna ineficaz.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que las causas laborales, según las estadísticas, constituyen un porcentaje que no permite configurar un sistema de segunda instancia especializada en forma exclusiva, salvo para la Corte de Apelaciones de Santiago. Para las Cortes de San Miguel, Valparaíso y Concepción sólo se justificaría una especialización permanente pero en forma no exclusiva, es decir, con competencia para conocer de otras materias en la medida que exista disponibilidad de tiempo de acuerdo a la carga de trabajo de cada cual.


Se hizo especial mención, por parte del Ejecutivo, de la existencia de cuatro proyectos de ley, de reciente presentación a trámite legislativo, en los cuales se propone dar solución a muchos de los problemas aquí planteados, que dicen relación con sistemas de gestión administrativa judicial. Atendida la importancia y transcendencia de dar solución adecuada al problema planteado en el seno de la Comisión, el Ministerio del Trabajo, en conjunto con el Ministerio de Justicia, expusieron una propuesta que será presentada a través de una indicación del Ejecutivo al proyecto de ley sobre reformas orgánicas y procedimentales, que se refiere al tema y que dentro de otros objetivos, busca perfeccionar y propender a la especialización en segunda instancia
.


Finalmente, la Comisión acordó rechazar el artículo 499 propuesto por la Comisión de Trabajo, atendido que no cumple con los objetivos generales del proyecto, pero en el entendido que la especialización en segunda instancia será regulada en otro proyecto que se encuentra en trámite legislativo.


Se presenta una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para suprimir el artículo 499.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Articulo 500.-


Esta disposición establece las facultades del tribunal de alzada en relación a la apelación de una sentencia de primera instancia.


Se presenta una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para suprimir el artículo 500.


Atendido lo ya aprobado con anterioridad, en cuanto que la sentencia definitiva de primera instancia en materia laboral no es apelable y que dicho recurso se reemplaza por uno de nulidad en los casos expresamente señalados en la ley, se aprobó, por unanimidad, la indicación presentada.


Artículo 501.-


Establece el plazo de cinco días para dictar sentencia contado desde el término de la vista de la causa debiendo, el tribunal de alzada, hacerse cargo en el fallo, de las argumentaciones formuladas por las partes en los escritos que al efecto se presenten.


Su inciso tercero señala que, luego de dictado el fallo, el expediente será devuelto al tribunal de origen para el cumplimiento de la sentencia, salvo que se haya deducido recurso de casación.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para suprimir el inciso tercero del artículo 501.


En concordancia con lo acordado respecto de otras disposiciones, se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Artículos nuevos.-


Se presentó una indicación, de los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para intercalar entre los artículos 501 y 502, ocho artículos nuevos, que establecen la procedencia de un recurso de nulidad laboral, y fijan los requisitos y su tramitación, del siguiente tenor:


“Artículo 501 A.- La sentencia definitiva dictada con infracción de garantías constitucionales, o con infracción de ley que hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo, será recurrible de nulidad ante la Corte de Apelaciones correspondiente. Sin perjuicio de ello, si respecto de la materia de derecho objeto del recurso existieran distintas interpretaciones sostenidas en diversos fallos emanados de los tribunales superiores de justicia, conocerá del recurso la Corte Suprema.


En contra de la sentencia definitiva no procederán más recursos.

Artículo 501 B.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, también procederá el recurso de nulidad cuando:

a)
La sentencia haya sido pronunciada por juez incompetente, legalmente implicado o cuya recusación se encuentre pendiente o hubiese sido declarada por tribunal competente;

b)
Hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por la ley sobre publicidad y continuidad del juicio, o cualquier otro requisito para los cuales la ley haya previsto la nulidad o lo haya declarado expresamente como esencial;

c)
La sentencia contuviere decisiones contradictorias, hubiere otorgado más allá de lo pedido por las partes, o se hubiere extendido a puntos no sometidos a la decisión del tribunal, sin perjuicio de las facultades para pronunciarse de oficio que la ley expresamente le otorgue, y

d)
La sentencia haya sido dictada contra otra pasada en autoridad de cosa juzgada y hubiere sido ello alegado oportunamente en el juicio;


En esos casos, si la Corte acogiese el recurso, junto con anular la sentencia deberá determinar el estado en que hubiere de quedar el procedimiento, ordenando remitir los antecedentes al tribunal que corresponda. No producirán nulidad aquellos defectos que no influyen en lo dispositivo del fallo, sin perjuicio de las facultades de corregir de oficio que tiene la Corte durante el conocimiento del recurso.


Artículo 501 C.- El recurso de nulidad deberá interponerse por escrito, dentro de los cinco días siguientes a la notificación de la sentencia que se recurre, ante el tribunal que la hubiere dictado. El escrito deberá cumplir, además, con los siguientes requisitos:

a)
Expresar el vicio o la infracción de garantías constitucionales o de ley de que adolece la sentencia, según corresponda, y

b)
En los casos del artículo 501 B, señalar además de qué modo dichas infracciones de ley influyen sustancialmente en lo dispositivo del fallo.


Artículo 501 D.- La interposición del recurso de nulidad suspende los efectos de la sentencia recurrida, debiendo el tribunal a quo pronunciarse sobre su admisibilidad.


La inadmisibilidad sólo podrá fundarse en haberse deducido el recurso en contra de resolución que no fuere impugnable por este medio o en haberse deducido fuera de plazo. Esta resolución será susceptible de reposición dentro de tercero día.


Admitido el recurso, el tribunal a quo remitirá a la Corte copia de la sentencia definitiva impugnada, del registro de la audiencia del juicio oral o de las actuaciones determinadas que se impugnaren y del escrito en que se hubiere interpuesto el recurso.


Artículo 501 E.- Ingresado el recurso a la Corte, se abrirá un plazo de cinco días, para que las demás partes soliciten la declaración de inadmisibilidad, conforme con las mismas causas señaladas en el artículo anterior, le formulen observaciones o se adhirieran al recurso. 


El escrito de adhesión deberá cumplir con los mismos requisitos que el del recurso principal y su procedencia será resuelta de plano por la Corte.


Artículo 501 F.- Vencido el plazo del artículo anterior, la Corte se pronunciará en cuenta sobre su admisibilidad. Sin embargo, si el recurso fue deducido para ante la Corte Suprema, ésta no se pronunciará sobre su admisibilidad, sino que procederá a su remisión a la Corte de Apelaciones correspondiente cuando considere que no existen distintas interpretaciones sobre la materia de derecho objeto del mismo, o que existiendo en los casos de infracción de ley, no fueren determinantes para la decisión de la causa.


Artículo 501 G.- Sólo podrá producirse prueba sobre las circunstancias que constituyeren la causa invocada, y siempre que ésta haya sido ofrecida en el escrito de interposición del recurso. La prueba se recibirá en la audiencia de acuerdo a las normas que rigen su recepción en el procedimiento ordinario laboral.


Artículo 501 H.- La Corte deberá fallar el recurso dentro de los veinte días siguientes al momento en que hubiere terminado de conocer de él, exponiendo los fundamentos que sirvieron de base a su decisión. Si rechaza el recurso deberá pronunciarse sobre las cuestiones controvertidas. Si lo acoge, podrá limitarse a determinar la causal o causales que le hubieren sido suficientes, dictando la sentencia de reemplazo o señalando el estado en que queda el juicio, según corresponda.


La sentencia de reemplazo que se conformare a la ley será pronunciada sin nueva audiencia, pero separadamente.


En contra de la resolución que falle un recurso de nulidad no procederá recurso alguno.”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación referida.


Artículo 502.-


Esta norma encabeza el párrafo 6º del proyecto de ley, que se refiere al procedimiento de tutela de los derechos fundamentales, en cuanto éstos deben ser protegidos en el ámbito de las relaciones laborales, cuando sean lesionados a raíz del ejercicio de las facultades empresariales, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 5º
. 

Esta disposición fue objeto de discusión al interior de la Comisión. 


Algunos Diputados señalaron que es impropio considerar que se vulneren derechos fundamentales de los trabajadores cuando el empleador hace uso de las facultades que la ley le otorga para realizar su actividad empresarial. Por ello, se propuso precisar que cuando en el ejercicio ‘abusivo’ o ‘malicioso’ de tales facultades empresariales se vulneren los derechos fundamentales, será pertinente ejercer las acciones contempladas para este procedimiento.


Otros Diputados, en cambio, no fueron partidarios de incorporar términos que conlleven cierta subjetividad al momento de analizar las situaciones que se puedan presentar. Sin embargo, no desconocieron la factibilidad de que existan abusos de ambas partes en la relación laboral, por lo cual estimaron necesario precisar cuándo se deben entender vulnerados los derechos fundamentales, lo cual se reflejó en las indicaciones presentadas, que a continuación se transcriben.


Se presentaron cuatro indicaciones:

a)
De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para sustituir el artículo 502 por el siguiente:


“Este procedimiento tiene por objeto tutelar los derechos fundamentales de los trabajadores, en el ámbito de las relaciones laborales, cuando éstos resulten lesionados por el ejercicio de las facultades que la ley le reconoce al empleador, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 5º.


Se entenderá que los derechos y garantías a que se refiere el inciso anterior resultan lesionados cuando el ejercicio de las facultades que la ley le reconoce al empleador limita el pleno ejercicio de aquellas sin justificación suficiente, en forma arbitraria o desproporcionada, o sin respeto a su contenido esencial.”.

b)
Del Diputado Monckeberg, para agregar, luego del vocablo “trabajadores” la frase “y empleadores”.

c)
Del Diputado Uriarte, para reemplazar el artículo 502 por el siguiente:


“Este procedimiento tendrá por objeto tutelar los derechos fundamentales de los trabajadores a que se refiere el artículo 19 de la Constitución Política de la República números 4º, y 16º en lo relativo a la libertad de trabajo, al derecho a la libre elección, a la no discriminación, y a lo establecido en el inciso cuarto, en el ámbito de las relaciones laborales, cuando aquellos resulten lesionados por el ejercicio malicioso de las facultades del empleador en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 5º de éste Código.


Cualquier trabajador que, invocando un derecho o interés legítimo, considere lesionados derechos fundamentales a que se refiere este artículo en el ámbito de las relaciones contractuales cuyo conocimiento corresponde a la jurisdicción laboral, podrá impetrar su tutela por la vía de este procedimiento.


Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, no se podrá impetrar una denuncia de conformidad a las normas de este párrafo, que se refiera a los mismos hechos.”.
d)
De los Diputados Ceroni y Vidal, para agregar un inciso segundo al artículo 502, del siguiente tenor:


“Se entenderá especialmente incorporada bajo la tutela establecida en este párrafo, toda conducta que suponga un hostigamiento o acoso a la integridad física y síquica de la persona en la relación laboral.”.


Sometidas a votación las indicaciones, fue aprobada por unanimidad, la signada con la letra a), junto con el inciso tercero de la indicación propuesta en la letra c). Por igual votación, fueron rechazados los incisos primero y segundo de la indicación de la letra c). Se rechazó, por mayoría de votos, la indicación de la letra b). La indicación d) no obtuvo quórum para ser aprobada, por lo cual se entiende rechazada.


Artículo 503.-


Esta disposición otorga acción para iniciar este procedimiento al trabajador afectado o a una organización sindical, que invocando derechos o intereses legítimos, estime afectados los derechos fundamentales en el ámbito de las relaciones jurídicas de jurisdicción laboral.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para agregar un inciso final, del siguiente tenor:


“La denuncia a que se refieren los incisos anteriores deberá interponerse dentro de sesenta días contados desde que se produzca la vulneración de derechos fundamentales alegada. Este plazo se suspenderá en la forma a que se refiere el artículo 168.”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Artículo 504.-


Esta norma precisa que este procedimiento queda limitado a la tutela de derechos fundamentales y no cabe su acumulación con acciones de naturaleza distinta.


Se presentó una indicación:


Del Diputado Uriarte, para intercalar, en el artículo 504, a continuación del vocablo “fundamentales” la oración “a que se refiere el artículo 502”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación.


Artículo 506.-


No otorga efecto alguno al despido que ha producido una vulneración de los derechos fundamentales del trabajador, permitiendo que éste opte por la reincorporación –decretada por el tribunal- o por la indemnización especial regulada por la normativa laboral.


Se presentaron dos indicación:

a)
Del Diputado Monckeberg, para reemplazar, en el inciso tercero, después de la palabra “trabajador” la oración “podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal” por “, con acuerdo del empleador, podrá solicitar al tribunal que decrete su reincorporación al trabajo” y para cambiar, después de la frase “se materialice la reincorporación” la disyunción “o” por un punto seguido (.) y agregar la oración “En caso de que no se optara por la reincorporación del trabajador, a éste le corresponderá”.


Se aprobó la indicación, por mayoría de votos.

b)
Del Diputado Uriarte para reemplazar el artículo 506 por el siguiente:


“La denuncia deberá interponerse dentro del plazo de sesenta días contados desde el acto u omisión que hubiere vulnerado los derechos a que se refiere el artículo 502. En caso de despido, la demanda respectiva deberá interponerse conjuntamente con la denuncia a que se refiere este párrafo, dentro del plazo señalado.

El juez de la causa podrá requerir el informe de fiscalización a que se refiere el inciso segundo del artículo 503.”.


Se rechazó la indicación, por mayoría de votos.


Artículo 507.-


Señala los requisitos que debe contener la denuncia en este procedimiento especial (sobre tutela de derechos fundamentales), estableciendo su inadmisibilidad procesal en caso de no cumplimiento de aquellos.


Se presentó una indicación:


Del Diputado Uriarte, para reemplazar el artículo 507, del siguiente tenor:


“La denuncia deberá contener, además de los requisitos generales que establece el artículo 446, la enunciación clara y precisa de los hechos constitutivos de la vulneración alegada.


El tribunal no admitirá a tramitación las denuncias que no cumplan con los requisitos establecidos en este párrafo”.


Esta indicación tiene por objeto mantener los incisos primero y segundo del proyecto aprobado por la Comisión de Trabajo, y eliminar el tercero por referirse a una materia que ya fue incorporada en el artículo 502, en relación a la imposibilidad de entablar denuncia mediante este procedimiento si se ha recurrido de protección en virtud del artículo 20 de la Constitución Política.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.


Artículo 509.-


Esta disposición faculta al juez para que, de oficio o a petición de parte, disponga en la primera resolución que dicte, la suspensión de los efectos del acto impugnado cuando aparezca de los antecedentes acompañados al proceso, que se trata de lesiones de especial gravedad o cuando la vulneración denunciada pueda causar daños irreparables.


La Comisión estuvo de acuerdo con la norma propuesta por la Comisión de Trabajo, pero acordó, por unanimidad, sustituir la frase “daños irreparables” por “efectos irreversibles”.


Artículo 510.-


Se señala que, entablada una denuncia, cuando de las alegaciones del denunciante se deduzca la existencia de indicios de que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales, corresponderá al denunciado justificar suficientemente, en forma objetiva y razonable, las medidas adoptadas y su proporcionalidad. En caso que la denuncia sea por discriminación en el acceso al trabajo, el tribunal podrá requerir informe a los órganos públicos con la finalidad de conocer las estadísticas relacionadas con el sector de actividad, lugar y zona geográfica de que se trate.


Se hizo hincapié, por parte de los representantes del Ejecutivo, que esta norma es el eje central del procedimiento de tutela de los derechos fundamentales a raíz de que, si bien se invierte la carga de la prueba, ello ocurre bajo ciertos supuestos que no conllevan la prueba de hechos negativos por parte del denunciado sino que, por el contrario, éste deberá acreditar que la actuación que ha tenido es proporcional y legítima. De lo contrario, sería muy difícil para el afectado probar la vulneración de su derecho, con lo que la norma se transformaría en letra muerta. 


Se presentaron dos indicaciones:

a)
De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para reemplazar el inciso primero del artículo 510, por el siguiente:


“Cuando de los antecedentes aportados por la parte denunciante resulten indicios de que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales, corresponderá al denunciado justificar las medidas adoptadas y su proporcionalidad”.


Mediante esta indicación, se busca eliminar los términos o vocablos que pueden inducir a cierta subjetividad al momento de tener por cumplidos los requisitos para presentar la denuncia.

b)
Del Diputado Uriarte, para reemplazar el artículo 510, por el siguiente:


“Artículo 510.- Si la denuncia se refiere a una cuestión de discriminación, el tribunal podrá recabar informe de los órganos públicos que estime pertinentes.”.


Se aprobó, por unanimidad, la indicación signada con la letra a). Por igual votación, se rechazó la indicación signada con la letra b).


Artículo 512.-


Establece los requisitos que debe contener la sentencia definitiva, en su parte resolutiva, en este tipo de procedimientos.


Se presentó una indicación:


Del Diputado Uriarte, para reemplazar el artículo por el siguiente:


“Artículo 512.- La sentencia deberá contener, en su parte resolutiva: 

1.
La declaración de existencia o no de la lesión de derechos fundamentales denunciada. 

2.
En caso afirmativo, deberá ordenar, de persistir el comportamiento antijurídico a la fecha de dictación del fallo, su cese inmediato, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509;

3.
La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el infractor dirigidas a obtener la reparación de las consecuencias derivadas de la vulneración de derechos fundamentales, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509, y

4.
La aplicación de todas las medidas y providencias que juzgue necesaria para reestablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado. 


Copia de esta sentencia deberá remitirse a la Dirección del Trabajo para su registro.”.


Sometida a votación separada la indicación, se aprobó, por unanimidad el numeral 2; por igual votación, se rechazó el resto de la indicación.


Artículo 513.-


Esta norma establece el recurso de apelación respecto de la sentencia dictada en este tipo de procedimientos, el cual tendrá preferencia para su tramitación en segunda instancia.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos y Ceroni para reemplazar el término “apelación” por el vocablo “nulidad”.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.


Artículos nuevos.-


Se presentó una indicación de los Diputados Bustos, Burgos, Ceroni, Guzmán y Soto, para intercalar un párrafo nuevo, entre los párrafos 6º y 7º, que consta de siete artículos, sobre un procedimiento monitorio, del siguiente tenor:

“Párrafo 6 Bis

Del procedimiento monitorio

Artículo 513 A.- Respecto de las contiendas por término de la relación laboral cuya cuantía sea igual o inferior a cuatro ingresos mínimos mensuales, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.


Artículo 513 B.- El procedimiento monitorio se iniciará mediante la presentación del reclamo ante la Inspección del Trabajo. Las partes deberán concurrir a un comparendo de conciliación acompañando todos los instrumentos probatorios en que se funde su pretensión. El Inspector del Trabajo, al cursar la citación podrá instruir que se acompañen los contratos de trabajo, balances, comprobantes de remuneraciones, registros de asistencia y cualquier otra documentación pertinente.


En dicho acto las partes que asistan deberán fijar domicilio dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funciona el tribunal respectivo.


Se levantará acta de todo lo obrado en el comparendo. 


Artículo 513 C.- En el caso de no existir conciliación, o si no se presentare alguna de las partes habiendo sido legalmente citada, el Inspector del Trabajo deberá remitir todos los instrumentos y el acta del comparendo al juzgado competente. 


De lo obrado en el comparendo se entregará copia a las partes que asistan y se remitirá el acta por carta certificada a las partes que no comparezcan.


Artículo 513 D.- En caso que el juez estime fundadas las pretensiones del requirente, las acogerá inmediatamente; en caso contrario, las rechazará de plano.


En el caso de las partes que hayan asistido al comparendo a que se refiere el artículo 513 B, esta resolución les será notificada por carta certificada, al domicilio que hubieren señalado en el comparendo celebrado ante la Inspección del Trabajo, las que por este acto se entenderán emplazadas.


Artículo 513 E.- Las partes tendrán cinco días para reclamar de esta resolución ante el Tribunal que la dictó.


Presentado el reclamo, el juez citará a las partes a una audiencia que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes.


Artículo 513 F.- La audiencia se desarrollará de conformidad a lo dispuesto en los artículos 451 y siguientes.


Artículo 513 G.- La sentencia que se dicte en este procedimiento será susceptible de recurso de nulidad, previa consignación en la cuenta del tribunal del total del monto al cual la parte recurrente fue condenada en la sentencia. 


En caso de rechazarse el recurso, el monto consignado se destinará al pago de lo ordenado en la sentencia, girándose el monto a favor del demandante.”.


Esta indicación tiene por objeto incorporar un procedimiento especial, denominado monitorio, con la finalidad de simplificar la tramitación de aquellas contiendas cuya cuantía sea igual o inferior a cuatro ingresos mínimos mensuales.


Se señaló, por representantes del Ejecutivo, que anualmente los reclamos laborales interpuestos ante las inspecciones del trabajo alcanzan a 100.000 casos, los que se tramitan a través de un procedimiento administrativo, que dura 28 días entre la presentación y el comparendo de conciliación. Dicha rapidez permite que no exista problema con el plazo de prescripción de la acción para presentar la respectiva demanda ante la justicia ordinaria si el afectado así lo decide. Se indicó que muchos de estos casos son resueltos durante el comparendo de conciliación. 


Sometida a votación la indicación, se aprobó por unanimidad.


Artículo 514.-


Esta norma dispone que las sanciones por infracción a la legislación laboral y de seguridad social será aplicada administrativamente por los respectivos inspectores del trabajo o por los funcionarios que se determinen en el reglamento respectivo, quienes actuarán como ministros de fé.


Cuando la resolución administrativa tenga por objeto aplicar una multa, ésa será notificada por un funcionario de la Dirección del Trabajo o de Carabineros de Chile o mediante carta certificada. Dicha resolución será reclamable ante el juez del trabajo que corresponda.


Se presentó una indicación:


De los Diputados Bustos, Burgos, Ceroni, Monckeberg, Soto y Uriarte, para eliminar, en su inciso tercero la frase “o de Carabineros de Chile”.


Se aprobó la indicación, por unanimidad.

-o-

PROPOSICIONES ACORDADAS POR LA COMISIÓN.


Como consecuencia de la discusión y votación señalada anteriormente, la Comisión propone las siguientes enmiendas al texto aprobado por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social.

Al artículo 1º.-

Al numeral 1.


-Para reemplazar en el artículo 420, la letra f), por la siguiente:


“f) de los juicios en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad del empleador, incluida la reparación del daño moral, por actos producidos durante la vigencia del contrato o que emanen de actos previos o posteriores a la relación laboral, siempre que se relacionen directamente con ésta.”


-Para intercalar, en la letra g) del artículo 420, entre las palabras “discriminación” y “con motivo” la siguiente frase: “,conforme lo establecido en el artículo 2º,”.

Al numeral 2.


-Para sustituir en el artículo 425, el inciso tercero, por el siguiente:


“Las actuaciones realizadas oralmente, por o ante el juez de la causa serán registradas por cualquier medio apto para producir fe que no implique escrituración y que permita garantizar la fidelidad, conservación y reproducción de su contenido. Se considerarán válidos, para estos efectos, la grabación en medios de reproducción fonográfica, audiovisual o electrónica. La audiencia deberá ser registrada íntegramente, como asimismo todas las resoluciones, incluyendo la sentencia, que dicte el juez fuera de ella.”.


-Para agregar en el artículo 426, el siguiente inciso segundo:


“Sin embargo, en los juzgados de letras que cuenten con un juez y un secretario, y sólo cuando la Corte de Apelaciones respectiva no ejerza la atribución que le confiere el artículo 47 del Código Orgánico de Tribunales, el juez, cuando hubiere retardo en el despacho de los asuntos sometidos al conocimiento del tribunal o cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere, podrá autorizar al secretario para que, en calidad de subrogante, asuma en todo el curso del juicio. En este caso, sólo él podrá presidir la audiencia y dictar el fallo correspondiente, aplicándose a su respecto lo señalado en el inciso primero.”.


-Para intercalar, en el artículo 427, entre los vocablos “procesales” y “deberán”, la siguiente frase: “serán públicos y”.


-Para suprimir el artículo 428.


-Para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 429, el párrafo que se ubica a continuación del punto seguido, por el siguiente: “La nulidad procesal sólo podrá ser decretada si el vicio hubiese ocasionado perjuicio al litigante que la reclama o si no fuese susceptible de ser subsanado por otro medio. En el caso previsto en el artículo 426, el tribunal no podrá excusarse de decretar la nulidad.”.


-Para agregar, en el artículo 430, el siguiente inciso final:


“Si tres actuaciones fueren declaradas como dilatorias, y la reposición, si se presentare, fuere rechazada, el juez no admitirá otra a tramitación.”. 


-Para suprimir, en el artículo 433, la expresión “y III”, cambiando la coma (,) que se ubica entre los números romanos “I” y “II” por la conjunción “y”.


-Para reemplazar el artículo 434 por el siguiente:


“Artículo 434.- Siempre que alguna de las partes lo solicite para sí, y el tribunal acceda a ello, las actuaciones procesales, a excepción de la audiencia, podrán realizarse por medios electrónicos que permitan su adecuada recepción, registro y control.”.


-Para eliminar, en el artículo 435, la frase “todo ello conforme a lo dispuesto por la ley”.


-Para eliminar, en el inciso primero del artículo 437, la siguiente frase final: “al vencimiento del plazo”.


-Para suprimir el inciso final del artículo 438.


-Para remplazar, en el inciso primero del artículo 439, el vocablo “morada” la segunda vez que aparece mencionado, por la palabra “habitación”.


-Para agregar, en el artículo 441, el siguiente inciso tercero:


“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el juez, fundadamente, podrá ordenar que la notificación por avisos se realice, además, en otro diario o periódico.”.


-Para eliminar, en el inciso final del artículo 442, luego del punto seguido (.) que pasa a ser punto aparte (.), la siguiente oración: “La Corte Suprema dictará un auto acordado que regule el ejercicio de esta modalidad.”.


-Para reemplazar, en el artículo 443, los vocablos “las audiencias” por “la audiencia”.


-Para modificar el artículo 444 de la siguiente manera:


-Intercalar, en la frase final de su inciso primero, entre los vocablos “los obligados y” y “de su patrimonio” la frase “la singularización”.


-Reemplazar, en su inciso tercero, la frase “En este último caso” por “En ambos casos”.


-Intercalar, en su inciso tercero, entre los vocablos “fundamento” y “del derecho”, la frase “y la utilidad”.


-Reemplazar, en su inciso cuarto, la oración inicial “La función cautelar del tribunal comprende” por “Habiendo sido notificada la demanda, la función cautelar del tribunal comprenderá”.


-Para eliminar, en el inciso segundo del artículo 445, la frase “y obtiene en el juicio”.


-Para agregar, en el inciso primero del artículo 447, a continuación de la frase “incurrido en la demanda,” la expresión “conforme al artículo anterior,”.


-Para eliminar, en el inciso primero del artículo 452, la frase “por motivo alguno”.


-Para reemplazar, en el artículo 459, el inciso primero por los siguientes cuatro incisos:


“Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 446, las partes podrán solicitar, con al menos cinco días de antelación a la fecha fijada para la realización de la audiencia, aquellas pruebas que, debiendo practicarse en la misma, requieran diligencias de citación o requerimiento.


Las citaciones señaladas en el inciso anterior deberán practicarse por medio de carta certificada al domicilio de quien deba prestar la prueba requerida, el cual deberá ser señalado por el solicitante de la misma.


La resolución que cite a absolver posiciones se notificará por cédula, con a lo menos tres días de antelación a la celebración de la respectiva audiencia. Si alguna de las partes no ha señalado domicilio, la resolución señalada en el presente inciso se le notificará por el estado diario.


La citación de los testigos deberá practicarse por carta certificada, con a lo menos tres días de antelación a la fecha fijada para la celebración de la audiencia, en el domicilio señalado por cada una de las partes que presenta la testimonial.”.


-Para sustituir, en el inciso final del artículo 462, la frase “resultar inútil reiteración” por “resultar una reiteración inútil”.


-Para sustituir, en el inciso segundo del artículo 464, la frase “resultar inútil reiteración” por “resultar una reiteración inútil”.


-Para reemplazar, en la letra c) del inciso primero del artículo 467, las expresiones “un breve resumen” por “un resumen suficiente”.


-Para reemplazar el artículo 468 por el siguiente:


“En el evento de existir alguna diligencia pendiente, que haya sido solicitada por alguna de las partes, y que no pudo llevarse a cabo en la audiencia, el tribunal, por resolución fundada, y sólo si la estima estrictamente necesaria para la acertada resolución de la causa, la podrá reiterar como medida para mejor resolver de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente, requiriendo su cumplimiento por cualquier medio idóneo.”.


-Para sustituir el artículo 490 por el siguiente:


“Artículo 490: Los recursos se regirán por las normas establecidas en este párrafo, y supletoriamente por las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.”.


-Para sustituir el artículo 492 por el siguiente:


“Artículo 492.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.


Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el sólo efecto devolutivo.”.


-Para reemplazar el artículo 493 por el siguiente:


“Artículo 493.- La apelación laboral deberá interponerse en el plazo de cinco días contados desde la notificación de la respectiva resolución a la parte que lo entabla. El apelante, al deducirlo, deberá fundarlo someramente, exponiendo las peticiones concretas que formula respecto de la resolución apelada.


El apelado podrá hacer observaciones a la apelación hasta antes de la vista de la causa.”.


-Para modificar el artículo 494 de la siguiente forma:


-Sustituir, en su inciso primero, el vocablo “autos” por el término “antecedentes”.


-Agregar un inciso tercero, del siguiente tenor:


“No será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.”.


-Para suprimir el artículo 495.


-Para suprimir el artículo 496.


-Para sustituir, en el artículo 497, la frase “Ello no obstante” por el vocablo “Excepcionalmente”.


-Para suprimir el artículo 498.


-Para suprimir el artículo 499.


-Para suprimir el artículo 500.


-Para suprimir, en el artículo 501, su inciso tercero.


-Para intercalar, entre los artículos 501 y 502, ocho artículos nuevos, del siguiente tenor:


“Artículo 501 A.- La sentencia definitiva dictada con infracción de garantías constitucionales, o con infracción de ley que hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo, será recurrible de nulidad ante la Corte de Apelaciones correspondiente. Sin perjuicio de ello, si respecto de la materia de derecho objeto del recurso existieran distintas interpretaciones sostenidas en diversos fallos emanados de los tribunales superiores de justicia, conocerá del recurso la Corte Suprema.


En contra de la sentencia definitiva no procederán más recursos.

Artículo 501 B.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, también procederá el recurso de nulidad cuando:

a)
La sentencia haya sido pronunciada por juez incompetente, legalmente implicado o cuya recusación se encuentre pendiente o hubiese sido declarada por tribunal competente;

b)
Hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por la ley sobre publicidad y continuidad del juicio, o cualquier otro requisito para los cuales la ley haya previsto la nulidad o lo haya declarado expresamente como esencial;

c)
La sentencia contuviere decisiones contradictorias, hubiere otorgado más allá de lo pedido por las partes, o se hubiere extendido a puntos no sometidos a la decisión del tribunal, sin perjuicio de las facultades para pronunciarse de oficio que la ley expresamente le otorgue, y

d)
La sentencia haya sido dictada contra otra pasada en autoridad de cosa juzgada y hubiere sido ello alegado oportunamente en el juicio;


En esos casos, si la Corte acogiese el recurso, junto con anular la sentencia deberá determinar el estado en que hubiere de quedar el procedimiento, ordenando remitir los antecedentes al tribunal que corresponda. No producirán nulidad aquellos defectos que no influyen en lo dispositivo del fallo, sin perjuicio de las facultades de corregir de oficio que tiene la Corte durante el conocimiento del recurso.


Artículo 501 C.- El recurso de nulidad deberá interponerse por escrito, dentro de los cinco días siguientes a la notificación de la sentencia que se recurre, ante el tribunal que la hubiere dictado. El escrito deberá cumplir, además, con los siguientes requisitos:

a)
Expresar el vicio o la infracción de garantías constitucionales o de ley de que adolece la sentencia, según corresponda, y

b)
En los casos del artículo 501 B, señalar además de qué modo dichas infracciones de ley influyen sustancialmente en lo dispositivo del fallo.


Artículo 501 D.- La interposición del recurso de nulidad suspende los efectos de la sentencia recurrida, debiendo el tribunal a quo pronunciarse sobre su admisibilidad.


La inadmisibilidad sólo podrá fundarse en haberse deducido el recurso en contra de resolución que no fuere impugnable por este medio o en haberse deducido fuera de plazo. Esta resolución será susceptible de reposición dentro de tercero día.


Admitido el recurso, el tribunal a quo remitirá a la Corte copia de la sentencia definitiva impugnada, del registro de la audiencia del juicio oral o de las actuaciones determinadas que se impugnaren y del escrito en que se hubiere interpuesto el recurso.


Artículo 501 E.- Ingresado el recurso a la Corte, se abrirá un plazo de cinco días, para que las demás partes soliciten la declaración de inadmisibilidad, conforme con las mismas causas señaladas en el artículo anterior, le formulen observaciones o se adhirieran al recurso. 


El escrito de adhesión deberá cumplir con los mismos requisitos que el del recurso principal y su procedencia será resuelta de plano por la Corte.


Artículo 501 F.- Vencido el plazo del artículo anterior, la Corte se pronunciará en cuenta sobre su admisibilidad. Sin embargo, si el recurso fue deducido para ante la Corte Suprema, ésta no se pronunciará sobre su admisibilidad, sino que procederá a su remisión a la Corte de Apelaciones correspondiente cuando considere que no existen distintas interpretaciones sobre la materia de derecho objeto del mismo, o que existiendo en los casos de infracción de ley, no fueren determinantes para la decisión de la causa.


Artículo 501 G.- Sólo podrá producirse prueba sobre las circunstancias que constituyeren la causa invocada, y siempre que ésta haya sido ofrecida en el escrito de interposición del recurso. La prueba se recibirá en la audiencia de acuerdo a las normas que rigen su recepción en el procedimiento ordinario laboral.


Artículo 501 H.- La Corte deberá fallar el recurso dentro de los veinte días siguientes al momento en que hubiere terminado de conocer de él, exponiendo los fundamentos que sirvieron de base a su decisión. Si rechaza el recurso deberá pronunciarse sobre las cuestiones controvertidas. Si lo acoge, podrá limitarse a determinar la causal o causales que le hubieren sido suficientes, dictando la sentencia de reemplazo o señalando el estado en que queda el juicio, según corresponda.


La sentencia de reemplazo que se conformare a la ley será pronunciada sin nueva audiencia, pero separadamente.


En contra de la resolución que falle un recurso de nulidad no procederá recurso alguno.”.


-Para sustituir el artículo 502 por el siguiente:


“Este procedimiento tiene por objeto tutelar los derechos fundamentales de los trabajadores, en el ámbito de las relaciones laborales, cuando éstos resulten lesionados por el ejercicio de las facultades que la ley le reconoce al empleador, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 5º.


Se entenderá que los derechos y garantías a que se refiere el inciso anterior resultan lesionados cuando el ejercicio de las facultades que la ley le reconoce al empleador limita el pleno ejercicio de aquellas sin justificación suficiente, en forma arbitraria o desproporcionada, o sin respeto a su contenido esencial.


Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, no se podrá impetrar una denuncia de conformidad a las normas de este párrafo, que se refiera a los mismos hechos.”.


-Para agregar, en el artículo 503, el siguiente inciso final:


“La denuncia a que se refieren los incisos anteriores deberá interponerse dentro de sesenta días contados desde que se produzca la vulneración de derechos fundamentales alegada. Este plazo se suspenderá en la forma a que se refiere el artículo 168.”.


-Para intercalar, en el artículo 504, a continuación del vocablo “fundamentales” la oración “a que se refiere el artículo 502”.


-Para reemplazar, en el inciso tercero del artículo 506, después de la palabra ‘trabajador’ la frase “podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal” por la oración “, con acuerdo del empleador, podrá solicitar al tribunal que decrete su reincorporación al trabajo” y, para cambiar, después de la frase “se materialice la reincorporación” la disyunción “o” por un punto seguido (.) y agregar la oración “En caso de que no se optara por la reincorporación del trabajador, a éste le corresponderá”.


-Para reemplazar el artículo 507, por el siguiente:


“La denuncia deberá contener, además de los requisitos generales que establece el artículo 446, la enunciación clara y precisa de los hechos constitutivos de la vulneración alegada.


El tribunal no admitirá a tramitación las denuncias que no cumplan con los requisitos establecidos en este párrafo”.


-Para sustituir, en el inciso primero del artículo 509, la frase “daños irreparables” por “efectos irreversibles”.


-Para reemplazar, en el artículo 510, su inciso primero por el siguiente:


“Cuando de los antecedentes aportados por la parte denunciante resulten indicios de que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales, corresponderá al denunciado justificar las medidas adoptadas y su proporcionalidad.”.


-Para reemplazar, en el artículo 512, su numeral 2 por el siguiente:


“2. En caso afirmativo, deberá ordenar, de persistir el comportamiento antijurídico a la fecha de dictación del fallo, su cese inmediato, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509;”.


-Para reemplazar, en el artículo 513, el término “apelación” por el vocablo “nulidad”.


-Para intercalar un párrafo nuevo, entre los párrafos 6º y 7º, del siguiente tenor:

“Párrafo 6 Bis

Del procedimiento monitorio

Artículo 513 A.- Respecto de las contiendas por término de la relación laboral cuya cuantía sea igual o inferior a cuatro ingresos mínimos mensuales, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.


Artículo 513 B.- El procedimiento monitorio se iniciará mediante la presentación del reclamo ante la Inspección del Trabajo. Las partes deberán concurrir a un comparendo de conciliación acompañando todos los instrumentos probatorios en que se funde su pretensión. El Inspector del Trabajo, al cursar la citación podrá instruir que se acompañen los contratos de trabajo, balances, comprobantes de remuneraciones, registros de asistencia y cualquier otra documentación pertinente.


En dicho acto las partes que asistan deberán fijar domicilio dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funciona el tribunal respectivo.


Se levantará acta de todo lo obrado en el comparendo. 


Artículo 513 C.- En el caso de no existir conciliación, o si no se presentare alguna de las partes habiendo sido legalmente citada, el Inspector del Trabajo deberá remitir todos los instrumentos y el acta del comparendo al juzgado competente. 


De lo obrado en el comparendo se entregará copia a las partes que asistan y se remitirá el acta por carta certificada a las partes que no comparezcan.


Artículo 513 D.- En caso que el juez estime fundadas las pretensiones del requirente, las acogerá inmediatamente; en caso contrario, las rechazará de plano.


En el caso de las partes que hayan asistido al comparendo a que se refiere el artículo 513 B, esta resolución les será notificada por carta certificada, al domicilio que hubieren señalado en el comparendo celebrado ante la Inspección del Trabajo, las que por este acto se entenderán emplazadas.


Artículo 513 E.- Las partes tendrán cinco días para reclamar de esta resolución ante el Tribunal que la dictó.


Presentado el reclamo, el juez citará a las partes a una audiencia que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes.


Artículo 513 F.- La audiencia se desarrollará de conformidad a lo dispuesto en los artículos 451 y siguientes.


Artículo 513 G.- La sentencia que se dicte en este procedimiento será susceptible de recurso de nulidad, previa consignación en la cuenta del tribunal del total del monto al cual la parte recurrente fue condenada en la sentencia. 


En caso de rechazarse el recurso, el monto consignado se destinará al pago de lo ordenado en la sentencia, girándose el monto a favor del demandante.”.


-Para eliminar, en el inciso tercero del artículo 514, la frase “o de Carabineros de Chile”.

-o-


Se designó diputado informante al señor Jorge Burgos Varela.


Sala de la Comisión, a 3 de marzo 2005.


Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones 142, 144, 146, 147, 149, 151, 153, 156, 157, 159, 161 y 164 de la Comisión, de fechas 14 de septiembre, 5, 12 y 19 de octubre, 2, 9 y 16 de noviembre y 14 de diciembre de 2004, 4, 11 y 18 de enero y 2 de marzo de 2005, respectivamente, con asistencia de los diputados señores Juan Bustos Ramírez (Presidente), Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Forni Lobos, María Pía Guzmán Mena, Nicolás Monckeberg Díaz, Darío Paya Mira, Aníbal Pérez Lobos, Laura Soto González y Gonzalo Uriarte Herrera.


Asistieron, también, los Diputados Pedro Muñoz Aburto y Ximena Vidal Lázaro.


(Fdo.): ANA MARÍA SKOKNIC DEFILIPPIS, Abogado Secretaria de Comisiones”.















PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� El contenido completo de las exposiciones de los invitados se encuentra en las actas de las sesiones de la Comisión de Constitución N° 144, 146 y 149 de fechas 5 y12 de octubre y 2 de noviembre de 2004, respectivamente.


� El Foro para la Reforma de la Justicia Laboral y Previsional fue convocado a mediados de 2002 en conjunto con el Presidente de la Excma. Corte Suprema y contó con la cooperación de la Organización Internacional del Trabajo y personalidades de distintos ámbitos del quehacer judicial, académico, del servicio público y de operadores del derecho del trabajo. Fue presidido por el profesor y abogado integrante de la Corte Suprema, señor Patricio Novoa Fuenzalida. Su tarea esencial estuvo orientada a elaborar una propuesta que diera cuenta de los parámetros deseables y posibles entre los que habría de desarrollarse la justicia laboral.


� La exposición completa de los representantes de la Asociación Gremial de Abogados Laboralistas está contenida en el acta de la sesión de fecha 12 de octubre de 2004.


� La exposición completa de los representantes de la Cámara Chilena de la Construcción está contenida en el acta de la sesión de fecha 2 de noviembre de 2004.


� Los representantes del Ejecutivo explicaron que la referida indicación propondrá que las Cortes de Apelaciones que funcionen con dos o más salas lo hagan divididas en salas especializadas, correspondiendo a cada Corte bianualmente determinar la forma de distribución de sus causas, mediante la dictación de un auto acordado, previa consulta a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, que maneja las estadísticas de ingreso de causas. 


 Sobre la integración de las Salas, se reemplazará el sistema actual de sorteo de los miembros, por uno nuevo, en que los ministros son asignados por el Presidente de la Corte, atendiendo, a su experiencia profesional, capacitación y preparación en las materias correspondientes. 


 Según la realidad propia de cada Corte, dependiendo de los volúmenes de ingresos de causas, la especialización podrá consistir en: a) la destinación de alguna sala al conocimiento exclusivo de una determinada materia; b) al conocimiento preferente de una o más materias; c) a la designación de uno o más días de la semana para conocer de determinada materia, o d) a la combinación de dichas alternativas. En las Cortes que funcionan divididas en cinco o más salas – Santiago, San Miguel, Valparaíso y Concepción- deberán especializarse en el conocimiento de las causas civiles, criminales, de familia y laborales. Asimismo, los abogados integrantes serán asignados a una determinada sala utilizando el mismo criterio de selección explicado, es decir según su experiencia y especialización.





� “Artículo 5º.- El ejercicio de las facultades que la ley le reconoce al empleador, tiene como límite el respeto a las garantías constitucionales de los trabajadores, en especial cuando pudieran afectar la intimidad, la vida privada o la honra de éstos.


 Los derechos establecidos por las leyes laborales son irrenunciables, mientras subsista el contrato de trabajo. 


 Los contratos individuales y colectivos de trabajo podrán ser modificados, por mutuo consentimiento, en aquellas materias en que las partes hayan podido convenir libremente.”.
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